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El argumento de la menor fortaleza física de las 
mujeres (…) es también ―valga la figura― débil (…). 
En realidad, el argumento más sincero y de mayor peso 
para la prohibición [de encargar la ejecución de 
trabajos a domicilio a mujeres] es la que se presenta 
como la normal asunción por la mujer de quehaceres 
domésticos y obligaciones de la familia que, aunque no 
es completamente válido para las trabajadoras solteras 
sin hijos, traduce la lógica profunda de la veda 
normativa que, de paso, margina implícitamente a los 
hombres de tales obligaciones. 
 
Mario A. Ackerman  
(Si son humanos no son recursos: pensado en las 







La paternidad y maternidad humanas, aun siendo 
biológicamente parecidas a las de otros seres de la 
naturaleza, tienen en sí mismas, de manera esencial 
y exclusiva, una ‘semejanza’ con Dios, sobre la que 
se funda la familia, entendida como comunidad de 
vida humana, como comunidad de personas unidas 
en el amor (communio personarum).  
 
Juan Pablo II 
(Carta a las mujeres, las familias, los niños, los 












La presente investigación busca demostrar cómo, en nuestro país, las normas laborales 
sobre conciliación de la vida familiar y personal, al no contar con una perspectiva de 
género ni que considere a la niñez, generan una triple discriminación dentro de la familia 
formando lo que denominamos el “triángulo de la vulnerabilidad”, en que se encasilla a 
la madre en un rol de cuidado; se despoja al padre de su derecho sin valorar la importancia 
del respeto y fomento al vínculo paterno-filial; y se impide que el menor pueda gozar de 
la atención, cuidados y crianza de ambos padres. Para demostrarlo, la tesis se divide en 
tres capítulos. El primero busca resaltar la importancia y necesidad de la deconstrucción 
normativa a través de la perspectiva de género, y presenta diferentes conceptos esenciales, 
tales como la discriminación estructural o sistémica, que serán herramientas necesarias 
para la fiel comprensión del tema que abordamos. El segundo capítulo plantea que el 
derecho del trabajo, al responder con indiferencia normativa, actualmente enfrenta una 
“nueva cuestión social” que, en realidad, se puede resolver recordando sus bases 
fundamentales y su esencia. Además, se exploran los conceptos de conciliación y 
corresponsabilidad para arribar, luego, a la conciliación con corresponsabilidad, que 
―considerando siempre el interés superior del niño e incorporando el mainstreaming de 
género―, desde la normativa internacional, consolida una serie de deberes y derechos. 
Finalmente, el tercer capítulo revisa la normativa nacional al respecto y nos permite 
afirmar que, aunque de forma inadvertida, nuestra actual Constitución reconoce este 
derecho a la conciliación con corresponsabilidad como autónomo y jurídicamente 
exigible. De esta forma, la deconstrucción de la división sexual del trabajo se transforma 
en un deber constitucional, y se deja de percibir la conciliación entre esfera laboral y 
familiar como un reto exclusivo de las mujeres. Para su consecución, es imperativo 
motivar la participación activa de los hombres en el ámbito familiar, ya que, sin su 
intervención consciente, no existirá cambio verdadero.  
 
Palabras clave: derecho laboral, derecho constitucional, maternidad, paternidad, 
conciliación con corresponsabilidad, género, discriminación 
sistémica, masculinidad, permisos parentales, igualdad, interés 
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¿Qué se necesita para que un padre que trabaja pueda conciliar su vida laboral con la 
familiar? El problema de la conciliación usualmente se ha abordado desde la perspectiva 
femenina por ser la mujer la que, en primer lugar, es físicamente responsable del 
embarazo y, en segundo lugar, por ser la que se halla en una situación más vulnerable en 
la esfera pública (léase laboral, productiva). Lo antes señalado constituye un pedido justo 
y evidente. No obstante, es nuestro interés principal llamar la atención sobre el modelo 
de familia hegemónica (padre-madre-hijo)1 en el cual se entrelazan diferentes actores y 
se encuentra lo que denominaremos “el triángulo de vulnerabilidad”, que afecta a las tres 
partes de diferentes formas ―incluso si parece que los únicos afectados son madre e 
hijo― y cuya protección tiene una directa relación con la consecución de la sociedad 
justa, igualitaria y democrática que anhelamos construir.  
 
A diferencia de las dos partes ya mencionadas del triángulo, el proceso del 
posicionamiento de la figura masculina en la sociedad, aunque no parezca haber 
cambiado, sí se ha visto vulnerado ―desde la visión que nosotros tenemos―. 
Históricamente, lo público suele ser la norma para el varón, siempre y cuando este pueda 
reconocerse como tal. En otras palabras, los privilegios solo pueden adquirirse si se 
cumple con aquello que la sociedad exige de un hombre. Las transgresiones son 
severamente sancionadas, mas, con el ímpetu deconstructivo que caracteriza al siglo XXI, 
estas empiezan a analizarse desde otros enfoques, de modo que su connotación otrora 
negativa se diluye conforme se avanza en la lucha por la equidad de género.  
 
Tal y como afirma la socióloga Guevara Ruiseñor (2008), el avance de los estudios de 
género, que desnaturalizaron y desesencializaron la diferencia sexual, dio lugar al 
surgimiento de preguntas y problemas sobre los hombres que hace apenas dos décadas 
no se habián contemplado: la paternidad, su vida emocional como varones, sus relaciones 
afectivas, su participación en la esfera doméstica y los significados de su vida sexual, 
entre otros, se volvieron motivo de reflexión en diferentes ámbitos. Asi,́ el análisis en 
torno a la masculinidad ha permitido impulsar el debate en ciencias sociales en terrenos 
                                                        
1 Para la presente tesis, este modelo de familia constituirá el objeto de estudio. Somos conscientes de que existe una 
diversidad de modelos familiares, tales como los monoparentales, LGBT y otros no tradicionales, pero estos no serán 
―por ahora― objeto de nuestro análisis. 
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que antes solo habián estado asociados a la condición de las mujeres. Por una parte, ello 
es el resultado de una preocupación teórica y polit́ica de algunos sectores académicos y 
de las organizaciones civiles por identificar la forma en que los hombres viven no solo el 
mundo de lo público sino también sus relaciones personales y su existencia cotidiana. Por 
otra, es, asimismo, consecuencia de la preocupación de las organizaciones no 
gubernamentales, los Gobiernos y los organismos multilaterales por identificar el rol de 
los varones ante los grandes retos sociales: los cambios demográficos, la salud, la 
educación, la justicia y los derechos humanos. Lo anterior da lugar a toda una gama de 
estudios de muy diversa ińdole, en los cuales prolifera con frecuencia un discurso sobre 
la masculinidad que coloca entre los atributos individuales de los hombres la explicación 
del orden de género (p. 72). 
 
La presente investigación busca demostrar cómo el trasfondo de las normas laborales en 
nuestro país, al no contar con una perspectiva de género2 ni de niñez, forjan una triple 
discriminación dentro de la familia y forman, así, el “triángulo de la vulnerabilidad” al 
encasillar a la madre en un rol de cuidado; al excluir al padre e ignorar su humanidad, y 
no tener en consideración ni propiciar un mejor vínculo paterno-filial de cara a satisfacer 
el interés superior del niño; y al impedir que el menor pueda ser educado, criado y 
atendido por ambos progenitores en el seno familiar en busca de su desarrollo integral.  
 
En otras palabras, al presentar el marco normativo en torno a las normas que regulan las 
licencias laborales por paternidad y maternidad en el seno del trabajo asalariado desde 
una perspectiva de género, de niñez y de este principio nuevo que invocamos, se aprecia 
que dichas licencias generan una discriminación contra la mujer trabajadora (o una 
cuidadora del mismo sexo), pues le otorga una falsa protección que, en la realidad, tiene 
como resultado su encasillamiento en un rol doméstico de cuidados que afectan sus 
expectativas laborales. Asimismo, genera un impacto discriminatorio en el padre al 
invisibilizarlo, e impedirle ejercer sus derechos y obligaciones como tal. Finalmente, 
discrimina y afecta el desarrollo del menor al privarlo de derecho a ser criado, educado y 
crecer con sus progenitores como cuidadores en pie de igualdad, especialmente en su 
primera infancia.  
                                                        
2 Siguiendo este enfoque, trataremos de utilizar expresiones inclusivas, como “los niños y las niñas”, de modo que 
ambos grupos tengan igual visibilidad. Debe advertirse, sin embargo, que, en la mayoría de los casos, para evitar 
reiteraciones gratuitas, nos referiremos al “menor de edad”, utilizando el masculino como forma inclusiva de ambos 




De igual forma, en la presente tesis, planeamos demostrar que este derecho a la 
corresponsabilidad, responsabilidad compartida o conciliación con corresponsabilidad —
nomenclatura que se usará de forma indistinta— no solo cuenta con respaldo en el 
derecho internacional y las características como la indivisibilidad, interdependencia, 
protección efectiva y mutación convencional propias de los tratados de derechos 
humanos, sino también en nuestra actual Constitución.  
 
Ello nos permite afirmar que existe un principio tanto internacional como constitucional 
que hace exigible este derecho a la conciliación con corresponsabilidad de parte de 
cualquiera de los sujetos de nuestro triángulo al considerarlo uno de titularidad de cada 
miembro, con carácter subjetivo, exclusivo e interdependiente de aquellos. En virtud de 
ello, todas las normas ―incluidas las laborales― deben tener especial consideración por 
contar con una perspectiva de género y de interés superior del niño, ambos como criterio 
rector para la promulgación y ejecución de leyes y políticas públicas que cumplan con el 
deber de fomento y respeto del principio de corresponsabilidad.  
 
Debemos advertir que somos conscientes de que esta tarea no es sencilla, pero, para 
llevarla a cabo, tendremos en consideración la discriminación sistémica, estructural o 
sistemática que propugnamos, y así daremos cuenta de que la respuesta no se puede 
obtener solo con la dación y modificación de normas, sino que deberá estar 
necesariamente acompañada de un cambio total de la sociedad y de su mentalidad 
preponderante, así como de una sensibilización y activa participación de los directamente 
involucrados, en especial, de los padres. Este, por ello, será el objetivo principal de 
nuestra investigación.  
 
Para desarrollar lo expuesto anteriormente, nuestro trabajo ha sido dividido en tres 
capítulos. El primero se centra en la deconstrucción del género y el análisis de diferentes 
conceptos esenciales para la comprensión del tema. Esta sección concluye explorando 
una nueva concepción de igualdad, la igualdad3 sustancial que se conseguirá solo gracias 
                                                        
3 Si bien existe una discusión con respecto a si el término adecuado debe ser equidad o igualdad, nosotros adoptamos 
el segundo en coherencia con nuestra postura sobre la vinculatoriedad de los órganos de control. En este sentido, el 
comité CEDAW, en su sexto informe sobre el Perú efectuado en 2007, manifestó su preocupación por la utilización 
del término equidad, que podría llevar al equívoco de que ambos son sinónimos (parágrafo 12). Debe resaltarse que la 
confusión terminológica solo genera un debilitamiento en aquello que se quiere conseguir; empero, nos debe llevar a 
que se insista en comprender adecuadamente este concepto y fortalecerlo” (Facio, 2014, p. 41). Por este motivo, el 
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a un enfoque de género y la necesaria relación con un nuevo concepto de discriminación. 
El segundo capítulo parte de considerar que el derecho laboral se encuentra ante una 
nueva cuestión social. Posteriormente, para hacer frente a esta, desarrolla y explica los 
conceptos de conciliación y corresponsabilidad que son de gran relevancia, ya que, a 
partir de su entendimiento, se plantearán los deberes y obligaciones que emanan de estos. 
Finalmente, el tercer capítulo, pese a su título poco esperanzador, inicia abordando la 
problemática en torno a un derecho constitucional olvidado (el de la conciliación con 
corresponsabilidad4) para el padre que trabaja. Para esto, se ha tomado el caso de España 
como referente para la realidad nacional. Luego, con esta base, se pasará revista a las 
principales normas de cuidado (Ley de Maternidad, Ley de Paternidad, Ley de Lactancia 
Materna y Lactarios, y la Ley de Permiso por Adopción). Con ello, al exponer las más 
notorias las falencias jurídicas, se tiene como finalidad sentar las bases para iniciar un 
franco, necesario e inevitable debate en aras del planteamiento de medidas 
corresponsables mucho más beneficiosas para el triángulo padre-madre-hijo y para la 
sociedad entera.  
 
Ahora bien, revisando lo que, hasta ahora, se ha desarrollado (y publicado) en torno a 
nuestro tema, hemos encontrado, en la doctrina nacional, que Neves Mujica, en un 
artículo de 1992 para Asesoría Laboral (año II, N.º 22), sin abordar completamente 
nuestro tema, fue el primero que, visionariamente, se le aproxima y logra detectar que la 
Constitución vigente en ese entonces ―la de 1979―, en su artículo 2°, inciso 2, reconocía 
que a la mujer no le correspondían derechos no menores al varón, y critica la terminología 
utilizada, pues daría a entender que a la mujer le correspondían iguales o superiores. Sin 
embargo, desde su perspectiva, la regla debería ser el tratamiento igualitario y el 
tratamiento ventajoso, la excepción ―siempre y cuando exista un sustento objetivo y 
razonable para aquel― (p. 18). Precisamente, este razonamiento le hace afirmar que la 
legislación preveía beneficios arbitrarios indebidos como las indemnizaciones especiales 
por despido, números de años de edad y aportaciones requeridas para la jubilación (p. 
                                                        
comité CEDAW ordenó al Perú que “tome nota de que los términos ‘equidad’ e ‘igualdad’ expresan ideas diferentes, 
y que su uso simultáneo puede dar lugar a que se confundan los conceptos (parágrafo 13). El comité instó a nuestro 
Estado a que “emplee sistemáticamente el término ‘igualdad’ en sus planes y programas” (parágrafo 13), pues es este 
el término que utiliza la Convención, y que da lugar a asegurar la igualdad formal y sustantiva entre hombres y mujeres 
y a la no discriminación contra la mujer. De esta manera, el Estado peruano, en pleno cumplimiento de la observación 
señalada, mediante Decreto Supremo N.º 008-2019-MIMP, que aprueba la Política Nacional de Igualdad de Género, 
ha apostado por el término igualdad. 
4 Como ya hemos adelantado, se usará este concepto indistintamente con otros como responsabilidad compartida, 
corresponsabilidad familiar o simplemente corresponsabilidad.  
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18), y, por otro lado, otros que sí parecerían apropiados, para el autor, como el descanso 
pre y postnatal.  
 
Luego, en 1999, el mismo autor, para un libro elaborado en coordinación con la Pontificia 
Universidad Católica del Perú y la Defensoría del Pueblo, escribió el primer texto 
encontrado sobre la materia en la doctrina nacional: “Sobre género, derecho y 
discriminación” ―que, a su vez, es una ponencia de 1998― en el que analiza la 
legislación laboral referida a la mujer, vigente en aquel entonces, e hizo referencia al caso 
Ulrich Hoffmann contra Barmer Ersatzkasse del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas del 12 de julio de 1984, en el cual se discutió la negativa de la entidad 
aseguradora de reconocerle a un padre trabajador un segundo tramo del descanso por 
maternidad que su esposa había convenido en otorgarle y que la empresa aceptó. En dicho 
caso, el tribunal estimó que una norma de esta clase ―permiso por maternidad― que se 
diera en exclusivo y de forma excluyente a la madre no infringía el ordenamiento jurídico 
comunitario, pues, conforme a ella ―según cita en su texto―, “trata de asegurar no solo 
la protección de la condición biológica de la mujer durante el embarazo y con 
posterioridad al parto, sino también de las relaciones madre-hijo” (p. 125). Ante la 
decisión de este Supremo Tribunal, Neves cuestiona la validez de excluir al padre de 
dicho permiso y la conveniencia de hacerlo (p. 125). Así, sostiene que, de ser esta 
exclusión inválida, nos enfrentaríamos a una discriminación directa, aunque reconoce 
que, dados los actuales patrones socioculturales imperantes en nuestra sociedad, sería 
difícil que un padre deseara utilizar este permiso. Sin embargo, resalta que ha comenzado 
un significativo avance en dicho campo, donde se comienza a percibir la relación padre-
hijo como importante (p. 125), pero socialmente de imposible realización.  
 
Sobre la naturaleza del permiso para analizar si este es discriminativo o no, Neves se 
decanta por afirmar que la cuestión es compleja, ya que se debe determinar si es un 
derecho a título propio o derivado del derecho de la madre (p. 126). Ante ello, admite que 
este tiene dos fundamentos claramente establecidos: por un lado, los efectos biológicos y 
psicológicos provocados por la gestación y alumbramiento, y, por el otro, la relación 
materno-filial que debe generar con su hijo. Sobre el primero, no existe duda de que nos 
encontramos ante supuestos desiguales en los que el padre no podría reclamar para sí 
dicho derecho. Sin embargo ―y aquí radica la importancia de la primera mirada que nos 
ofrece Neves, quien, sin llamarlos así, detecta la adecuada forma de otorgar los permisos 
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de conciliación de forma corresponsable. El autor refiere que esto no sucede con el 
segundo de los fundamentos, es decir, la vinculación afectiva, que se podría predicar 
también del padre (p. 126). Entonces, concluye ―y ello representa la primera alarma para 
la presente tesis― afirmando lo siguiente: “Creemos que la desatención por el 
ordenamiento de los vínculos afectivos del padre con el recién nacido, por contraste con 
los de la madre, constituye una discriminación. Por consiguiente, el padre debería tener 
derecho por sí mismo a un descanso posnatal y, con mayor razón, si este no se 
reconociera, a la cesión parcial del descanso de parte de la madre” (p. 126).  
 
En otras palabras, el maestro Neves comprende que, para cumplir con la finalidad 
constitucional de proscripción de la discriminación, la normativa deberá conceder a título 
propio al padre un permiso ―cuya finalidad, a diferencia de la actual, no sea el parto, 
atender a la madre u ocuparse de temas administrativos producto de los primeros días de 
vida del menor― que tenga como finalidad cultivar un ámbito de vinculación afectiva y 
que, por ello, no podrá tener una duración insignificante. Por este motivo, en su conocido 
texto Introducción al derecho del trabajo, reconoce que la doctrina, a grandes rasgos, no 
considera que el permiso por maternidad sea discriminatorio por basarse en razones 
objetivas y razonables. Sin embargo, también reconoce que ello “no quiere decir que los 
hombres deben quedar frente a la paternidad segregados de toda tutela” (p. 144). De este 
modo, saluda la aprobación de la Ley N.° 29409, que otorga el permiso por paternidad, 
aunque lo reconoce limitado (p. 144). Como veremos, incluso su propia duración nos 
demuestra que, en realidad, no tiene esta finalidad, sino que, más bien, tiene como motivo 
el alumbramiento, de modo que no se puede predicar que este sea un permiso por 
paternidad que fomente el vínculo afectivo destacado por el autor.  
 
Posteriormente, en 2004, fue publicado un texto de Boza Pró ―en el libro de homenaje 
al profesor Américo Plá Rodríguez, que se dedicó a los principios del derecho del trabajo 
en el derecho peruano―. Este texto, si bien se llama “La madre trabajadora como sujeto 
laboral especialmente protegido en el ordenamiento jurídico peruano” ―lo que nos haría 
pensar que se abocó exclusivamente a la labor de la madre trabajadora―, en su último 
subcapítulo y como conclusión bajo el título “Reflexión final: protección de la madre 
trabajadora y derecho parental”, pasa a significar, dentro de la doctrina nacional, un 
importante paso hacia la conciliación con corresponsabilidad, y aporta el reconocimiento 
de permisos parentales que desarrollaremos en la presente tesis. Así, Boza identifica que 
14 
 
el principal problema de la maternidad también se ve afectado por patrones culturales 
imperantes ajenos a lo biológico que, debido a dicha situación, generan en las mujeres la 
asunción del rol principal de cuidado y crianza de los hijos (p. 91). Ante esta constatación, 
Boza saluda los derechos y permisos laborales que se han concedido a la mujer, aunque 
los considera insuficientes (p. 91), dado que cree que, desde el Estado, se deben 
desarrollar políticas públicas destinadas a modificar estos patrones socioculturales, 
particularmente en el ámbito educativo. Así, por ejemplo, el autor sostiene que podrían 
otorgarse medidas que busquen fomentar la paternidad responsable, esto último en 
consonancia con el mandato del artículo 4° de la Constitución que reconoce a la familia 
como instituto natural y fundamental de la sociedad (p. 92).  
 
Entonces ―sin desconocer la especial protección que el ordenamiento jurídico debe 
otorgar a la mujer y afirmando que el límite será difícil de determinar, pero necesario de 
realizar―, Boza logra sostener que esta protección especial hacia la mujer no podrá 
mermar, afectar o anular la igualdad entre ambos padres en relación a sus derechos y 
deberes frente a sus hijos y su crianza (p. 93). De esta forma, el autor considera que la 
gestación y la lactancia son los únicos hechos objetivos que pueden diferenciarla del 
padre y que justifican un trato diferente. Fuera de ello, no sería admitido ningún 
tratamiento diferenciado sin conculcar el principio de igualdad (artículo 2°, inciso 2), el 
artículo 4° antes mencionado y el artículo 6° de la Constitución que adecuadamente 
equipara las obligaciones y derechos de madres y padres en el cuidado de sus menores 
(p. 93). Asimismo, Boza refiere que estos permisos no deben ser vistos solo como 
beneficios hacia la madre sino también hacia el niño. Ello cuenta, además, con respaldo 
constitucional en el derecho a la integridad física del artículo 2°, la protección a la salud 
del 7° y la protección a la familia del artículo 4°5 (p.94). Por lo tanto, la relación laboral 
deberá también proteger al concebido y al recién nacido, y no puede poner o exponerlo 
al riesgo (p. 94). De esta manera, afirma que estos permisos “indirectamente protegen los 
derechos inespecíficos de la trabajadora, como son la vida, la integridad física, el derecho 
a la maternidad, y el derecho del concebido y el recién nacido que se ve expuesto, a través 
de la madre, a riesgos propios del trabajo que pudieran afectar su vida, su integridad o su 
salud” (p. 95).  
 
                                                        
5 El autor refiere al artículo 6°, que, sin duda, complementa al artículo 4°. 
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Compartimos esta aproximación, pero consideramos que, en dicha ecuación, falta darle 
mayor valor a la figura del padre, quien junto con la madre y el niño, se verían 
beneficiados con una política de conciliación con corresponsabilidad. Asimismo, falta 
detectar algunos otros derechos constitucionales e internacionales que sustentan esta 
obligación. El autor probablemente habría seguido esa línea, pero esta escapaba del 
objetivo de su análisis. Empero, sí rescatamos que, en el último parágrafo, sostiene de 
forma enfática que “cualquier beneficio que involucre el cuidado de hijos, fuera de los 
períodos de gestación y lactancia, deberían ser concedidos a la pareja como ‘derechos 
parentales’, y no colocar como destinataria de la norma a la madre, pues ello traería dos 
resultados negativos: por un lado, acrecienta la impresión de que contratar a una mujer 
en edad de procrear o con hijos resulta más costoso que contratar a un hombre, y, por otro 
lado, se brinda un trato desigual, sin sustento; es decir, se discrimina al padre que trabaja 
y que también debería tener el derecho de gozar de ciertas facilidades para el cuidado de 
sus hijos” (p. 95).  
 
Sin duda, este trabajo, en especial su parte de reflexión y cierre constituye un importante 
avance en la doctrina nacional sobre el tema que hoy nos compete analizar. Sin embargo, 
dejó la puerta abierta. Ello lo convirtió en objeto de reflexión de la presente tesis para 
abordar el tema de la conciliación con corresponsabilidad como derecho constitucional, 
la necesaria implicancia de la perspectiva de género ―que en palabras del autor 
necesariamente pasa por transformar y reformular los “patrones socioculturales”― 
conjuntamente con el de niñez, y el involucramiento activo del padre en esta 
trasformación de la esfera personal, laboral y familiar. Boza tampoco profundizó en la 
legislación peruana en concreto ni en la, por lo menos, dudosa justificación biológica del 
permiso por lactancia como permiso exclusivo de la madre.  
 
Ante ello, de algún modo respondiendo y complementando la línea trazada por Boza Pró, 
en 2009, Marlene Molero Suárez publicó un artículo titulado “Maternidad, paternidad y 
Estado: los derechos de conciliación como desarrollo del derecho a la igualdad entre 
mujeres y hombres” para la revista Ius et Veritas (volumen N.º 39). Dicho texto es uno 
de los más importantes en la doctrina nacional sobre nuestro tema y, ahora sí, con una 
perspectiva de género, trata de demostrar cómo el modelo tradicional de división del 
trabajo ha moldeado un patrón normativo que no facilitaba ninguna clase de conciliación 
al reputarse como innecesaria (p. 224). Luego, la mujer comenzó a ingresar al mercado 
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laboral, pero sin alterar el statu quo doméstico, es decir ―citando a Montoya Melgar―, 
conciliando aquello que siempre concilió (p. 225) para, finalmente, transitar hacia la 
necesaria “incorporación de la figura del padre en la legislación laboral mediante 
extensión de los descansos por maternidad o lactancia, [que] marca un cambio en las 
políticas de conciliación de la vida familiar y laboral” (p. 225). Así, se comenzó a tener 
mayor conciencia de los beneficios psicológicos y se llegó a comprender la necesidad de 
que el padre “comparta en mayor medida y más igualitariamente las responsabilidades 
familiares” (p. 225). Con ello, se consiguió que se pase de un enfoque de conciliación 
exclusivamente dirigida a las mujeres a uno que tenga en la mira a ambos trabajadores, 
tanto el padre como la madre (p. 225).  
 
Frente a esta situación, la autora delimita su trabajo monográfico señalando que analizará 
“los derechos de conciliación como mecanismo de desarrollo del derecho a la igualdad 
entre mujeres y hombres para, a través de él, efectuar una crítica a la ausencia de la figura 
paterna en la legislación laboral peruana” (p. 226). Nuestro trabajo, de hecho, nació al 
leer este texto y al llevar el curso de Igualdad y no Discriminación en el empleo, que es 
dictado por la mencionada autora.  
 
En nuestra tesis, tratamos de presentar la conciliación con corresponsabilidad como un 
derecho constitucional autónomo y plenamente justiciable, que debe ser reconocido como 
tal o, en su defecto —siguiendo la reciente aproximación al tema del Tribunal 
Constitucional peruano— como uno constitucional indirecto al albergar en su seno no 
solo el derecho de igualdad (al que, además, observamos en sus términos clásicos 
―señalados por la autora― hasta llegar a una igualdad que responda a la discriminación 
sistémica) sino otros de igual jerarquía. En otras palabras, desarrollaremos la naturaleza 
y alcances de este principio constitucional e internacional, y lo presentaremos como 
autónomo del derecho a la igualdad. Nuestro planteamiento, guiado en un inicio por la 
mencionada autora, trata de continuar esta línea y presentar una nueva visión de 
ciudadanía que incorpora la perspectiva de género, el interés superior del niño y a la 
reestructuración de las relaciones laborales, entre otros. Sin embargo, no podemos dejar 
de subrayar la importancia de este texto, pues revisa conceptos tan importantes como 
igualdad y no discriminación (p. 226); conciliación (p. 230); medidas de fomento de la 
igualdad entre hombres y mujeres, y su distanciamiento de aquellas que falsamente 
protegen a las mujeres (p. 232); y la importancia del paso de la conciliación derivada de 
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la maternidad a la corresponsabilidad (p. 234). Para ello, analiza conceptualmente el 
permiso por maternidad en el que destaca que “la atribución en exclusiva a la madre de 
un descanso por maternidad o bien deja al hijo recién nacido sin mayor protección ―en 
la medida en que estamos frente a un descanso de extensión reducida orientada 
únicamente a la recuperación del estado biológico de la madre― o bien reafirma a la 
mujer en el rol tradicional de cuidadora de los hijos ―en la medida en que la extensión 
del descanso por maternidad exceda el tiempo necesario para la recuperación física 
después del parto―” (p. 235). Analizando el caso peruano, resalta y da cuenta de por qué 
“la norma no permite ceder en todo o en parte los siguientes 45 días de descanso postnatal 
(en caso de que se haya acumulado el descanso prenatal y postnatal), lo que determina 
una clara postura por parte del Estado en cuanto a la asignación de roles dentro de la 
familia” (p. 240).  
 
Plantea, asimismo, el permiso por lactancia como una medida falsamente protectora tanto 
por la existencia ―predominante― de la lactancia artificial, como por su cambio de 
finalidad ―que desarrollamos en la tesis― y hasta por considerar que su otorgamiento 
en forma exclusiva a la madre se convierte en un obstáculo cuando, en realidad, debería 
ser una herramienta de corresponsabilidad (por ejemplo, al permitir que el padre le dé al 
bebé la leche natural extraída de la madre o la leche de fórmula mediante un biberón) (pp. 
237-238). En el contexto nacional, constatando que la lactancia natural y directa no se da 
hace mucho tiempo en realidad, “si tanto el padre como la madre tienen la posibilidad de 
alimentar a sus hijos, este derecho debe ser atribuido de forma indistinta a ambos, de tal 
forma que sean ellos los que decidan cuál de los dos se encuentra en la mejor posibilidad 
de brindarle una mejor atención al recién nacido” (p. 241). De este modo, desafiando a 
los autores anteriores, comienza a cuestionar que el embarazo, la gestación, la lactancia 
y los permisos laborales asociados a ellos otorgados exclusivamente a la madre 
trabajadora deban pacíficamente entenderse como un tratamiento objetivo, válido y 
razonable que no afecta al principio de igualdad. 
 
Nosotros consideramos que deben ser ambos de forma corresponsable. No obstante, es 
de suma importancia el análisis al respecto, ya que cuestiona la justificación biológica de 
la lactancia y del propio permiso por maternidad. Sobre el permiso por paternidad resalta 
que “la previsión de un permiso de maternidad sin un permiso de paternidad paralelo que 
cumpla las mismas funciones en relación con el cuidado del recién nacido implica una 
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fuerte toma de postura respecto de los roles de los sexos ante la incorporación de un nuevo 
miembro a la familia y, a su vez, entraña un trato discriminatorio para el padre en dos 
vertientes: frente a la madre biológica y frente al padre adoptivo en aquellos casos en los 
que la legislación les permita ser titulares de un derecho de suspensión” (p. 238). Por lo 
tanto, se debe desterrar la idea de los permisos por paternidad como derivados de la 
maternidad para comenzar a reconocerlos como un derecho subjetivo exclusivo y de 
titularidad directa del padre, con idénticas garantías que el de la madre (pp. 238-239). La 
autora resalta que el permiso por paternidad peruano no tiene dicha finalidad, sino que se 
enfoca más en darle al padre “la oportunidad de estar junto a la madre en el momento del 
parto, celebrar el hecho del nacimiento y resolver algunas cuestiones de carácter 
burocrático”, pero de ningún modo fomenta su participación en pie de igualdad en los 
deberes que se generan del nacimiento de un hijo (pp. 241-242).  
 
La autora concluye señalando que, en la legislación nacional, existen escasos derechos 
vinculados al cuidado familiar, y los pocos que existen son de titularidad femenina, lo 
que perpetúa su rol de cuidado clásico. Ello hace necesario que exista una mayor 
conciencia de los derechos de titularidad del padre y de la madre (pp. 242-243), y exhorta 
a que, por una parte, se analicen más los derechos de paternidad y maternidad que deben 
ser otorgados en igualdad de condiciones (p. 242) y que también se lleve a cabo “un nuevo 
análisis de los presupuestos de hecho que sustentan los derechos analizados en este 
trabajo y [que] marca[n] una clara tendencia hacia formas más complejas que permitan 
un mejor reparto de la vida familiar y laboral tanto para mujeres como para hombres” (p. 
242). Este trabajo constituye, pues, una respuesta a dicha exhortación.  
 
Mención aparte, sin duda, merece Mejía Madrid, quien, en 2014, en un artículo para la 
revista Ius et Veritas, desde el título “La tensión entre el trabajo y la vida familiar” plantea 
una realidad evidente. En este artículo, el autor no teme afirmar que, en realidad, la cada 
vez más visible tensión entre trabajo y familia por parte de trabajadores y trabajadoras no 
es un problema nuevo, sino que, por el contrario, es la consecuencia natural de la paulatina 
incorporación de la mujer al mundo de trabajo (p. 190). El autor denuncia que, pese a este 
ingreso progresivo, la distribución clásica del trabajo doméstico −que desarrollamos en 
la presente tesis− “se ha mantenido prácticamente incólume, creciendo la participación 
de la mujer en el trabajo productivo sin que ello suponga necesariamente una mayor 
participación del hombre en el trabajo doméstico, o la intervención suficiente del Estado, 
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los empleadores o los sindicatos, con la finalidad de replantear o sustituir dicho modelo” 
(p. 192). Para corroborar esta premisa, presenta data del INEI y de la Encuesta Nacional 
de Hogares (ENAHO) de 2012, así como de la Encuesta Nacional del Uso del Tiempo de 
2010 que la corroboran (pp. 192-198).  
 
Esta situación genera que el propio marco legislativo y las políticas públicas del Estado 
peruano sean insuficientes, y que su orientación esté notoriamente sesgada −lo que, para 
nosotros, denota discriminación− al centrar su regulación exclusivamente en la protección 
de la madre trabajadora (maternidad y lactancia) y la salud del menor. De este modo, la 
mirada se aleja de la necesaria visión de responsabilidad compartida dentro de la familia 
(en aquel entonces, el permiso por paternidad era de 4 días), lo que repercutía 
directamente en la decisión de la mujer de incorporarse plenamente o no al mundo del 
trabajo y, de hacerlo, el saber que deberán lidiar conciliando ambas “labores”. En ese 
sentido, deben buscar apoyo en sus familias −normalmente en otra mujer−, aplazar su 
maternidad, decidir tener menos hijos o simplemente no tenerlos. Nuevamente, el 
mensaje del marco legislativo y de las políticas públicas implica que sean ellas las únicas 
que deban conciliar (pp. 198-199). Por este motivo, el autor, de forma visionaria, apuesta 
por la corresponsabilidad −que compartimos y desarrollamos en la presente tesis− como 
una obligación derivada de distintos instrumentos internacionales jurídicos como la 
CEDAW, su protocolo facultativo y el Convenio 156 de la OIT, e instrumentos políticos 
como la Declaración y Plataforma de Beijing (p. 199).  
 
Así, para Mejía Madrid, es claro que la legislación debe cambiar de enfoque y dirigirse, 
más bien, hacia un “enfoque en las responsabilidades familiares” que no se circunscriban 
exclusivamente a la protección de la maternidad, sino que incorporen y hagan partícipe 
al padre mediante las licencias de paternidad para que este pueda participar en el cuidado 
y atención de sus hijos (p. 199). Para el autor, esta transformadora apuesta no solo debe 
convocar a la acción al Estado, sino también a los sindicatos y empleadores (pp. 199-
200).  
 
En conclusión, con cargo al desarrollo que efectuamos en la tesis sobre algunos 
argumentos del autor, para este, el objetivo es desterrar patrones de segregación de género 
a través de una modificación del modelo de reparto social del trabajo tanto mediante la 
distribución de la labor doméstica entre hombres y mujeres, como entre la familia, las 
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empresas y el Estado. Se trata, entonces, de comprender que este asunto no es “privado”, 
sino que involucra al Estado y a la sociedad en su conjunto para que se logre firmar un 
“nuevo contrato social” −producto de la internalización de la cuestión social existente− 
que tenga como uno de sus pilares fundamentales la corresponsabilidad en el cuidado del 
menor entre hombres y mujeres dentro de las familias. 
 
Debemos destacar que Mejía Madrid, en 2008, en un artículo para el número 37.º de Ius 
et Veritas −a propósito de una sentencia del Tribunal Constitucional sobre la 
homologación de sueldos entre los trabajadores de la Sunad con los trabajadores de la 
entidad absorbente, Sunat−, desarrolló el concepto de la igualdad de remuneración por 
trabajo de igual valor. En dicha oportunidad −aunque no era el objeto principal de su 
análisis, el cual partía de analizar la sentencia recaída en el expediente N.º 04922-2007-
PA/TC−, logra advertir que el concepto de trabajo de igual valor, por cuestiones 
culturales, puede ser de difícil aplicación, ineficaz y hasta imposible de llevarse a cabo 
cuando nos enfrentamos ante un mercado de trabajo que, históricamente, ha asignado 
roles y segregado a la mujer discriminándola salarialmente (pp. 129-130). Por ello, 
sostuvo que un adecuado análisis sobre una presunta estructura remunerativa 
discriminatoria, además de analizar, como hizo el TC, la supuesta arbitrariedad, requiere 
que no se olvide de la “prohibición de la discriminación y, más aún, [d]el combate a la 
segregación salarial consecuencia de la segregación ocupacional por sexo (u otros 
motivos discriminatorios) en el mercado de trabajo” (pp. 130-131). 
 
También hemos encontrado que, posteriormente, Sergio Quiñones Infante desarrolló 
algunos conceptos que presentamos en esta tesis. Así, en un artículo para la revista Ius et 
Veritas, en su 45 edición de diciembre de 2012, titulado “Enfoques para conciliar la vida 
laboral, familiar y personal desde la política pública”, el autor, consciente de la creciente 
participación de la mujer en el mundo del trabajo, resalta la necesidad de incorporar de 
forma adecuada y efectiva el concepto de conciliación en el diseño e implementación de 
las políticas públicas (p. 325). Para ello, destaca que esta incorporación femenina no ha 
significado un cambio en los esquemas tradicionales y socialmente dominantes de 
división sexual del trabajo ni en la familia, ya que, al mantenerse el modelo del 
patriarcado, pasa desde la precariedad y discriminación laboral hasta la menor valoración 
social de las ocupaciones en que se concentran las mujeres. Surge, entonces, la idea de 
conciliar la vida laboral, personal y familiar (p. 325). A partir de esta introducción, 
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Quiñones Infante detecta dos modelos de conciliación que se han desarrollado como 
políticas públicas: el primero, que la percibe como un problema estrictamente femenino 
que se debe resolver (p. 328), y el segundo ―que nos interesa para efectos de la presente 
investigación―, que la recoge como una política destinada a la consecución de la 
corresponsabilidad entre ambos géneros (p. 328).  
 
Dentro de este último modelo, se dibuja una verdadera conciliación que se concibe como 
una herramienta para replantear la asignación de roles sociales tanto en el trabajo como 
en el hogar (pp. 329-330). Planteado así, como corresponsabilidad, comprende “(i) la 
igualdad de oportunidades en el trabajo reproductivo, (ii) la organización de los tiempos 
de trabajo y de vida cotidiana, (iii) los servicios de atención a la dependencia, y (iv) la 
igualdad de oportunidades en el empleo” (p. 330). Para lograr dicho objetivo, debe existir 
una coeducación de los niños y niñas en este nuevo modelo, en el cual se participa en 
ambos ámbitos de la vida y en el que existe un compromiso activo de los hombres para 
asumir sus responsabilidades y participar tanto en el trabajo productivo como en el 
reproductivo (p. 330). Concluye el autor señalando que “la conciliación o 
corresponsabilidad demanda que se actúe en diversos ámbitos (no solo en el espacio y 
tiempo laboral) y, sobre todo, [demanda] la participación activa de ambos géneros (no se 
trata de un problema de las mujeres) y del conjunto de actores sociales públicos y 
privados” (p. 331). 
 
Analizando el caso peruano, sostiene que nuestro ordenamiento jurídico cuenta con base 
legal para la implementación de este modelo de corresponsabilidad como política pública 
en virtud del artículo 2°, inciso 2 sobre igualdad y no discriminación, y el inciso 1 del 
artículo 26° sobre el respeto de la igualdad de oportunidades de la Constitución y de los 
deberes internacionales emanados del Convenio N.º 156 de la OIT para toda relación 
laboral (pp. 331-332).  
 
En nuestra tesis, compartimos esta afirmación, pero encontramos otros preceptos 
constitucionales que le otorgan no solo una calidad de lineamiento como política pública, 
sino también como un derecho constitucional de titularidad de ambos padres y del menor 
albergado en el seno de dicha familia. Además, apreciamos otros instrumentos 
internacionales que, al igual que en el caso del autor, nos permitirán afirmar que existen 
tanto normas internacionales como constitucionales para hacer plenamente exigible en el 
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ordenamiento jurídico peruano la puesta en práctica de la conciliación con 
corresponsabilidad.  
 
Años después, en el marco de la Colección Centenario de la Facultad de Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú, Quiñones Infante publicó en agosto de 2019 su 
libro Género y trabajo: la búsqueda de igualdad en el ámbito de las relaciones laborales. 
El capítulo III, titulado “La conciliación de la vida laboral, familiar y personal: una 
posible solución al problema” (pp. 67-103), es una versión ampliada de su artículo 
―como señala el mismo autor―, con la adición de eventuales acciones positivas y 
ejemplos de buenas prácticas. Consideramos sumamente importante dicha adición, pues 
profundiza en la importancia de los convenios colectivos y políticas de responsabilidad 
empresarial para lograr nuestra finalidad, aunque escapa del objeto de muestra. 
 
Por último, también en 2019, en la Revista de Derecho Themis N.º 75, dedicada 
exclusivamente al derecho laboral, el profesor Daniel Ulloa Millares, con un título 
sumamente desafiante (“La discriminación en la regulación peruana del descanso por 
maternidad y paternidad”) ―y, sin duda, acertado, como demostraremos en la presente 
tesis― saca a la luz este tema. El autor deja en claro que el objetivo de su tesis no es 
cuestionar la regulación laboral vinculada a la maternidad y a la custodia de los hijos —
con lo que él está de acuerdo—, sino, más bien, la forma en la que esta se encuentra 
redactada, lo cual supone varias formas de discriminación que, en el largo plazo, terminan 
repercutiendo negativamente en la brecha salarial y la participación de las mujeres en el 
mundo laboral (pp.88).  
 
Asimismo, para Ulloa, las normas que buscan “proteger” a la madre implican una 
discriminación, ya que, en realidad, buscan, desde una mirada paternalista y sin 
perspectiva de género, proteger a la mujer por el solo hecho de ser madre, cuando lo 
correcto debería ser circunscribirlas tanto la protección maternal como la del nuevo ser 
―protección fetal― (pp. 88). De este modo, pese a que no desarrolla este último aspecto, 
logra introducir al menor y a su interés superior como elementos de vital importancia en 





Acto seguido, Ulloa pasa revista a todas las normas vigentes (hasta junio de 2019) en 
relación con la protección de la maternidad para que sus lectores puedan apreciar que las 
diez normas reseñadas, en principio, no merecerían objeción alguna, pues su objetivo 
sería proteger a la madre trabajadora o postulante; otras intentan proteger al concebido; y 
la menor cantidad de estas, al padre (pp.88-89). Sin embargo, el autor detecta que, desde 
la cosmovisión de las normas, existen, por lo menos, dos grandes problemas de fondo: 
primero, plantear exclusivamente una relación heterosexual y, segundo, que sea la mujer 
quien se encargue del cuidado de los niños (pp. 89). La primera de estas críticas, como 
ya hemos advertido, no será materia de este análisis, aunque coincidimos en que la 
normativa debería adecuarse a la gran cantidad, variedad y disimilitud de modelos de 
familia.  
 
Por este motivo, Ulloa presenta data que demuestra las grandes brechas de género y 
resalta que el MIDIS, en 2011, ya alertaba que, a mayor número de hijos, mayor era el 
tiempo de las madres dedicado a actividades domésticas, mientras que la implicancia del 
padre esencialmente permanecía inalterada. Para el autor, esta situación fáctica se ve 
agudizada por uno de los problemas que también detectamos y desarrollamos en el 
presente trabajo: la diferencia de duración de licencias entre padres y madres (p. 89). 
Quizá igualar las licencias para ambas partes sea la solución; sin embargo, Ulloa 
considera que esta tampoco sería la salida decisiva, dado que esta no solo debe ser legal, 
sino también social y cultural (pp. 89-90). En este aspecto, coincidimos con Ulloa, ya que 
la supuesta “solución” incluso podría generar una mayor discriminación si no viene 
acompañada de la concientización de que nos encontramos ante una “nueva cuestión 
social” que afecta a todos, de la integración de la perspectiva de género, y del respeto 
irrestricto de los derechos y deberes de los tres sujetos inmersos en el triángulo de 
vulnerabilidad.  
 
El autor también lista algunos problemas producidos por la inadecuada regulación del 
descanso por gestación, en los que advierte básicamente las importantes diferencias 
existentes entre los mal llamados permisos de maternidad y paternidad: duración, 
obligación al pago del subsidio y su repercusión en las utilidades (p. 91). Posteriormente, 
enumera diez supuestos no previstos en las normas que, a su criterio, generan una evidente 
discriminación, tales como el padre ausente desligado de la supuesta intención de 
“promover y fortalecer el desarrollo de la familia”, la situación del viudo que pierde a su 
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esposa, cuando esta ya superó su descanso por maternidad, la preferencia normativa a 
favor de la madre adoptante, el otorgamiento ―como bien advirtió, por primera vez, en 
la doctrina nacional, Molero Suárez― de la licencia por lactancia a la madre, el 
injustificada contraste ―para nosotros, con un fuerte poder simbólico― en la obligación 
al pago de la licencia, entre otras (pp. 92-93).  
 
Finalmente, el autor, efectuando un símil con el derecho a la negociación colectiva donde 
el Estado no debería tener injerencia y dejar a la autonomía de las partes negóciales 
decidir la organización y contenido de sus relaciones, también “en las relaciones 
familiares el Estado tampoco debería participar ni mucho menos imponer (…) este Estado 
del que hablamos debería permitir a las partes involucradas resolver a la manera como 
ellos deseen la nueva situación que enfrentan, siempre con pedagogía y capacitación, la 
cual puede realizarse a través del sistema de inspección del trabajo” (p. 94). No nos 
encontramos del todo de acuerdo con esta afirmación efectuada por el autor, pues, debido 
a los patrones socioculturales, es sumamente probable que, sin una acción positiva 
propositiva y una activa participación por parte del Estado, dejar a las partes en autonomía 
para distribuir dichas licencias, probablemente, perpetúe e incluso acentúe la 
discriminación que detectamos. La labor inspectiva, sin duda, es necesaria para verificar 
el disfrute efectivo de los descansos laborales. Sin embargo, la labor deberá ser más de 
fomento, sensibilización y preventiva que inicie desde la propia educación y enseñanza e 
implique a todos los ministerios, a toda la sociedad y, particularmente, a todos los 
miembros de la familia. Solo de este modo, podremos señalar que el Estado peruano, al 
incluir al padre en la ecuación, verdaderamente cumple con su deber constitucional e 
internacional referente al derecho a la conciliación con corresponsabilidad que, a su vez, 
permite el adecuado cumplimiento de otros derechos como el de igualdad, interés superior 
del niño, entre otros.  
 
Estos avances doctrinales son, sin duda, un importante avance en torno a nuestro objeto 
de estudio, pero consideramos que este trabajo de investigación permite desarrollar más 
argumentos y se ocupa del tema con mayor exhaustividad. Para este fin, reconocemos 
que la solución no solo vendrá de la judicatura ni de las normas, sino que estas  
 
solo son un punto de llegada y (…) el camino debe comenzar por un debate 
amplio, sincero y desprejuiciado, que se atreva a poner en cuestión los roles 
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tradicionales del hombre y la mujer en la sociedad y en la familia. Cualquier 
abordaje debe partir del reconocimiento y la valoración de la existencia de 
naturales, necesarias y magníficas diferencias entre el hombre y la mujer, que 
deben ser preservadas o promovidas. (Ackerman, 2016, p. 144) 
 
Como se mencionó con anterioridad, el tema en cuestión no ha sido suficientemente 
desarrollado en el contexto nacional, lo que constituye un reto y, al mismo tiempo, una 
limitación en lo que a falta de textos, artículos y libros sobre el particular se refiere. Es 
importante señalar al respecto que la forma en que los roles de género se construyen en 
el Perú y cómo se mantienen en el tiempo se determinan por nuestra cultura. Ello implica 
que nuestra experiencia será muy distinta de la de otras sociedades y, por ende, la labor 
de deconstrucción de estos roles será más compleja ―aunque no imposible―. También 
esperamos que la presente tesis pueda colocar el tema en debate, así como detectar y 
enmarcar el problema para enfrentarlo desde todos los frentes (legal, social, cultural, etc.), 
pues solo así se podrá afirmar que el Perú es un verdadero Estado de social de derecho y 
que cumple con el deber expreso del artículo 44° de garantizar todos los derechos 
humanos, tales como la dignidad, la igualdad, la no discriminación, el interés superior del 
niño, la salud, el libre desarrollo de la personalidad, entre otros.  
 
La presente tesis constituye, además, un justo homenaje al maestro Neves Mujica, quien, 
desde 1998, de forma visionaria, advirtió la necesidad de efectuar un análisis exhaustivo 
sobre la discriminación y los derechos de conciliación con corresponsabilidad. Espero 
que, desde el cielo, él nos guíe y que este pueda ser un trabajo que lo honre al iniciar el 
debate en torno a cómo el derecho laboral, a través de las licencias por paternidad, logrará 
una sociedad más equitativa, democrática y justa. Estos fueron los valores que siempre 
guiaron el proceder del maestro, que hoy nos deja la tarea de lograr una sociedad que los 
posea, y un derecho laboral que no olvide su finalidad tuitiva y que recuerde ver al 

















CAPÍTULO I. DECONSTRUYENDO Y 
AVANZANDO EN LA CORRECTA 









DECONSTRUYENDO Y AVANZANDO EN LA CORRECTA COMPRENSIÓN 




El objetivo del presente capítulo es abordar el concepto de género para, más adelante, 
deconstruirlo. Sobre esa perspectiva, se analizarán otros conceptos relevantes para el 
desarrollo de la investigación: masculinidad, igualdad y discriminación. Asimismo, se 
analizará cómo opera el género en el derecho ―en particular, en el derecho laboral― y 
se enfatizará la necesidad de que el interés superior del menor sea un principio general 
cuyas obligaciones deben ser cumplidas satisfactoriamente.  
 
 
1.1. El concepto de género: cómo nace la importancia de su enfoque  
 
La forma idónea para empezar este primer subcapítulo es recapitulando los 
cuestionamientos de Judith Butler (2007) sobre el género y cómo este ha sido, por años, 
objeto de debate en diversos grupos ―en particular, aquellos vinculados a los 
movimientos feministas―:  
 
 ¿Existe “un” género que las personas tienen, o se trata de un atributo esencial que 
una persona es, como lo expresa la pregunta “¿De qué género eres?”? Cuando las 
teóricas feministas argumentan que el género es la interpretación cultural del sexo 
o que el género se construye culturalmente, ¿cuál es el mecanismo de esa 
construcción? Si el género se construye, ¿podría construirse de distinta manera, o 
acaso su construcción conlleva alguna forma de determinismo social que niegue 
la posibilidad de que el agente actúe y cambie? ¿Implica la “construcción” que 
algunas leyes provocan diferencias de género en ejes universales de diferencia 
sexual? ¿Cómo y dónde se construye el género? (pp. 56-57, énfasis en el original) 
 
Si Butler cuestiona cómo se construye el género y si es posible construirlo de otra forma, 
para nosotros, la cuestión, tras numerosos debates, es cómo deconstruirlo (siguiendo la 
28 
 
propuesta deconstructivista de Jacques Derrida). Para ello, será necesario cambiar de 
perspectiva e invertir las categorías tal y como las hemos conocido hasta ahora6. En otras 
palabras, aquello que constituía el eje principal bien podría ahora considerarse secundario 
o accesorio, y, a su vez, elementos que se tenían por secundarios toman el lugar de lo 
principal y, desde ese nuevo lugar (o posición de poder), serán analizados. Para nuestro 
caso, es, entonces, menester, determinar cuál es la “norma7” que prevalece en la sociedad 
en lo que a género se refiere. Una vez determinada la norma social que dicta conductas y 
actitudes en nuestra sociedad ―con todas las particularidades que implica―, será posible 
encontrar las falencias y objetar su posición de poder.     
 
Por ejemplo, no hace muchos años, era la norma pensar que la familia de la mujer –
próxima esposa– debía pagar una dote a la familia del próximo cónyuge para poder 
entregarla en casamiento, como si de una mercancía se tratase8. Incluso, en la actualidad, 
aún persisten vestigios de esta tradición, pues se sigue idealizando la tradicional “pedida 
de mano”, en la que el futuro novio solicita al padre –autoridad del hogar– la mano de su 
hija (Pateman, 1995, p. 159). En nuestro país, por su parte, existió con total normalidad 
hasta 1995 (año en que dicha norma fue formalmente derogada9) la Ley N.° 285110, que 
prohibía el trabajo nocturno de mujeres11 que no hubiesen cumplido aún los veintiún años 
                                                        
6 “En todos los sentidos de la palabra, la escritura comprendería el lenguaje. No se trata de que la palabra “escritura” 
deje de designar el significante del significante, sino que aparece bajo una extraña luz en la que “significante del 
significante” deja de definir la duplicación accidental y la secundariedad caduca. “Significante del significante” 
describe, por el contrario, el movimiento del lenguaje: en su origen, por cierto, pero se presiente ya que un origen cuya 
estructura se deletrea así ―significante de un significante― se excede y borra a sí mismo en su propia producción. En 
él el significado funciona como un significante desde siempre. La secundariedad que se creía poder reservar a la 
escritura afecta a todo significado en general, lo afecta desde siempre, vale decir, desde la apertura del juego. No hay 
significado que escape, para caer eventualmente en él, al juego de referencias significantes que constituye el lenguaje. 
El advenimiento de la escritura es el advenimiento del juego: actualmente el juego va hacia sí mismo borrando el límite 
desde el que se creyó poder ordenar la circulación de los signos, arrastrando consigo todos los significados 
tranquilizadores, reduciendo todas las fortalezas, todos los refugios fuera-de-juego que vigilaban el campo del lenguaje. 
Esto equivale, con todo rigor, a destruir el concepto de “signo” y toda su lógica” (Derrida, 1967, pp. 5-6, el énfasis es 
nuestro). 
7 Al respecto, Butler (2006) señala: “De hecho, la norma solo persiste como norma en la medida en que se representa 
en la práctica social y se reidealiza y reinstituye en y a través de los rituales sociales diarios de la vida corporal” (p. 
78). 
8 Engels señala al respecto que “el matrimonio se funda en la posición social de los contrayentes y, por tanto, siempre 
es un matrimonio de conveniencia. (…) [Este] se convierte a menudo en la más vil de las prostituciones, a veces por 
ambas partes, pero mucho más habitualmente en la mujer; esta solo se diferencia de la cortesana ordinaria en que no 
alquila su cuerpo a ratos como una asalariada, sino que lo vende de una vez para siempre, como una esclava” (1969, p. 
537).  
9 La Ley N.° 2851 fue derogada por la tercera disposición derogatoria de la Ley N.° 26513 aprobada el 19 de junio de 
1995 y publicada en el diario oficial El Peruano el 28 de julio de 1995. 
10 El 23 de noviembre de 1918 fue aprobada la Ley N.° 2851 por el presidente José Pardo y Aliaga. La ley fue publicada 
en el diario oficial El Peruano el 4 de enero de 1919. 
11 Artículo 6°.- Se prohíbe el trabajo nocturno en las ocupaciones previstas en el artículo 1° a las mujeres y a los varones 
que no hayan cumplido veintiún años de edad. Se reputa trabajo nocturno el que se realiza de 8 p. m. a 7 a. m. Sin 
embargo, podrá permitirse el trabajo nocturno a los varones que hubieran cumplido dieciocho años de edad, 
comprobando su aptitud física con certificado médico expedido por los funcionarios a que se refiere el artículo 2° y 
previo examen del que se dejará constancia específica.  
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de edad ―aunque eximía de dicha prohibición a aquellas que se dedicaran a espectáculos 
nocturnos12 ―. La sobreprotección hacia la mujer no solo se quedaba en el fuero interno. 
A nivel internacional, desde el propio seno de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), también existían normas que prohibían el trabajo nocturno de mujeres13. En la 
esfera política, la situación no era distinta, pues las mujeres no participaban de ella al 
encontrarse imposibilitadas de ejercer el derecho de voto. En nuestro país, por ejemplo, 
fue apenas en 195514 –nada menos que hace un poco más de 60 años– que se le otorga la 
ciudadanía a la mujer y, consecuentemente, el derecho de voto.  
 
Esto es muestra de la evolución de un proceso que —históricamente— ha afectado a las 
mujeres, un grupo considerado subalterno en la mayor parte de las sociedades15. La 
relación entre el varón y la mujer fue representada por tres modelos. El primero fue el 
modelo de dependencia de la mujer con respecto al varón. Dicho modelo consideraba que 
la mujer dependía del hombre, y esta dependencia iba unida a otros dos presupuestos: la 
exaltación de las diferencias, que negaban la igualdad y la identidad entre sexo biológico 
y las funciones sociales (hoy denominadas funciones de género). El segundo modelo, 
llamado de independencia-equiparación asimilacionista, surgió a raíz de las 
reivindicaciones de los primeros movimientos feministas de los años sesenta. Estos 
reclamaban la independencia de la mujer con respecto al varón, entendiendo ahora su 
situación como la de igualdad sin diferencia. Este primer feminismo planteó la 
incorporación de la mujer a la esfera pública en términos de liberación del ámbito privado. 
Finalmente, el tercer modelo, llamado de interdependencia-corresponsabilidad, propugna 
la interdependencia entre ambos sexos, en otras palabras, una igualdad en la diferencia. 
Busca reivindicar la presencia de ambos sexos tanto en la esfera pública como en la 
privada. Así, reclama una mayor presencia de la mujer en la vida pública, y considera 
necesaria una mayor participación del varón en la esfera doméstica y el cuidado de los 
hijos (Elósegui Itxaso, 2003, pp. 24-28). 
 
                                                        
12 Artículo 7°.- La prohibición del trabajo nocturno no comprende el de las mujeres mayores de dieciocho años en los 
espectáculos públicos. 
13 A manera de ejemplo, podemos citar el convenio 4, convenio relativo al trabajo nocturno de las mujeres, de la 
Organización del Trabajo de 1919 y que entró en vigor el 13 de junio de 1921.  
14 Este derecho se reconoce a través de la dación de la Ley N.° 12391.  
15 Otro grupo vulnerable y subalterno es el de la infancia. Tanto el niño como la mujer son parte del triángulo de 
vulnerabilidad que se aborda en la presente investigación. 
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Con lo expuesto anteriormente, se demuestra cómo el sistema jurídico va cambiando de 
forma conjunta con la mentalidad de las sociedades y el reconocimiento de derechos. 
Actualmente, se han incrementado las políticas que promueven la igualdad entre hombres 
y mujeres. Asimismo, en la legislación nacional, existen la protección constitucional 
contra la discriminación por sexo16 y la consecuente sanción de nulidad de despido si ella 
se enmarca en una relación laboral17; la Ley N.° 2727018, Ley contra Actos de 
Discriminación; la Ley N.° 28983, Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres19; Ley N.° 30709, Ley que Prohíbe la Discriminación Remunerativa entre 
Varones y Mujeres20, entre otras.  
 
En el plano internacional, existen innumerables instrumentos normativos, entre los cuales 
se pueden destacar el Convenio 10021 de la OIT sobre Igualdad de Remuneración entre 
Hombres y Mujeres; el Convenio 11122 de la OIT sobre la Discriminación; la Declaración 
y Plataforma de Beijing de 1995; la Declaración de 1998 de la OIT relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, que consagra como 
principio y derecho fundamental en el trabajo la eliminación de la discriminación en 
materia de empleo y ocupación; la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW)23; entre otras.  
 
Este camino desde la exclusión, pasando por la especial protección (léase paternalismo) 
hasta la búsqueda de una real y efectiva igualdad entre hombres y mujeres, se debe a la 
lucha infatigable de feministas –de todo tipo y desde los inicios del movimiento hasta sus 
últimas manifestaciones– por reivindicar una nueva cosmovisión, rompiendo paradigmas 
                                                        
16 Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho: 2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de 
origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole. 
17 Artículo 29.- Es nulo el despido que tenga por motivo: 
a) La afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales; 
b) Ser candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa calidad; 
c) Presentar una queja o participar en un proceso contra el empleador ante las autoridades competentes, salvo que 
configure la falta grave contemplada en el inciso f) del Artículo 25; 
d) La discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión, idioma, discapacidad o de cualquier otra índole; 
e) El embarazo, si el despido se produce en cualquier momento del período de gestación o dentro de los 90 (noventa) 
días posteriores al parto. Se presume que el despido tiene por motivo el embarazo, si el empleador no acredita en este 
caso la existencia de causa justa para despedir. Lo dispuesto en el presente inciso es aplicable siempre que el empleador 
hubiere sido notificado documentalmente del embarazo en forma previa al despido y no enerva la facultad del 
empleador de despedir por causa justa. 
18 Publicada el 29 de mayo del 2000 en el diario oficial El Peruano.  
19 Publicada el 16 de marzo de 2007 en el diario oficial El Peruano.  
20 Publicada el 27 de diciembre del 2017 en el diario oficial El Peruano. 
21 Aprobado por Resolución Legislativa Nº 13284 de fecha 9 de diciembre de 1959. 
22 Aprobado por Decreto Ley N.° 17687 de fecha 6 de junio de 1969. 
23 Aprobada mediante Resolución Legislativa N.° 23432 de fecha 5 de junio de 1982  
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y dejando de lado aquella idea que ubicaba a la mujer en un estado de inferioridad 
supuestamente natural. Entre las herramientas generadoras de este cambio, se encuentra 
la utilización del concepto género y la perspectiva crítica de la realidad que este 
conlleva24. 
 
Como bien han aseverado Nash (2012) y Spivak (2009), “históricamente, los arquetipos25 
de género26 han dado carta de naturaleza a las diferencias de género y a las conductas 
sociales discriminatorias. Pueden evocar la masculinidad y la feminidad en términos que 
establecen un estatus desigual, la subalternidad femenina o la igualdad” (citado en Nash, 
2014, p. 189).  
 
Ahora bien, desde las ciencias sociales, Ruiz Bravo señala que  
 
el concepto de género se desarrolla al interior del debate teórico feminista y su 
objetivo fundamental fue evidenciar la fragilidad y falsedad de las explicaciones 
biologicistas de la subordinación de la mujer. Se trataba de mostrar que la 
subordinación de la mujer no era resultado de una biología inferior sino de la manera 
en que esta diferencia era construida social y culturalmente. (1999, p. 134, el énfasis 
es nuestro) 
 
En dicho sentido, Ruiz Bravo nos muestra que la situación de subordinación a la que se 
había sometido a la mujer no respondía, de forma alguna, a la naturaleza de las cosas o a 
la supuesta “inferioridad biológica”, sino que era algo social y culturalmente construido27. 
Como contrapartida, la superioridad masculina era también resultado de una construcción 
social y cultural.  
                                                        
24 Por ello, es de vital relevancia referirnos a la naturaleza de dicho concepto, su contenido, su importancia y su 
ineludible relación con el derecho que, como demostraremos, nos debe llevar a comprender a este último como 
masculino.   
25 “Los arquetipos son artefactos culturales de gran trascendencia al establecer modelos ideales que marcan creencias 
colectivas de gran impacto en las prácticas sociales” (Nash, 2014, p. 189). 
26 Fries y Facio señalan que el concepto género se origina, en gran medida, en los estudios del médico psiquiatra Robert 
Stoller, quien tuvo la oportunidad de tratar el caso de dos gemelos, a uno de los cuales se le amputó el órgano sexual y 
cuya familia prefirió criarlo como “niña”. Este hecho generó que Stoller determinara que el sexo no siempre daba como 
resultado la identidad sexual (1999, p. 31). Ello le permitió afirmar en su libro Sex and Gender que el género se refiere 
a “grandes áreas de la conducta humana, sentimientos, pensamientos y fantasías que se relacionan con los sexos pero 
que no tienen una base biológica” (1999, p. 31). De este modo, Stoller comienza desvinculando lo que antes era la 
obligatoria relación entre lo biológico y lo conductual. Esta desvinculación, prontamente, se trasladó a las ciencias 
humanas y, como veremos más adelante, al derecho.  




Siguiendo esta línea, Lamas (1986) señala que el sexo alude, entonces, a los aspectos 
netamente anatómicos, físicos o biológicos que distinguen a un macho de una hembra, 
idénticamente como se distinguen en cualquier especie animal, observando si, por 
ejemplo, cuenta con un pene o una vagina (Ruiz Bravo, 1999, p. 135). El género, por el 
contrario, alude a las características sociales y culturales que usualmente se han asociado 
–casi de forma obligatoria– a hombres y mujeres a partir de sus diferencias biológicas, 
físicas o anatómicas. Es como resultado de esta arbitraria asociación que se va 
construyendo y se le da contenido a lo que conocemos como “masculino” y “femenino”28.  
 
Asimismo, nuestro pensamiento se ha estructurado en torno a una serie de pares opuestos 
o dualismos jerarquizados29 (Olsen, 2009, pp. 137-138), y el género no ha escapado a 
dicha premisa (Ávila, 2009, p. XVIII); es más, se podría decir que este se expresa al darle 
contenido de “deber ser” a los conceptos de “masculino” y “femenino” (McDowell, 2009, 
p. 6). Se podría afirmar que esta construcción cultural a partir de lo biológico no solo da 
contenido a ambos géneros, sino que, además, construye dos grandes “mundos” 
binarios30, duales, opuestos y conflictivos entre sí, en donde el polo masculino es 
socialmente superior al polo opuesto, femenino (Alvites, 2004, p. 324).  
 
Es a partir de esta asociación de sexo-género que la doctrina señala que la sociedad 
construye y dicta los roles, comportamientos, atributos de la personalidad, sentimientos, 
maneras de pensar, actuar y hasta los espacios dentro de los cuales cada uno de los géneros 
puede, debe o le es natural transitar (Ruiz Bravo, 1999, p. 136). Son estos parámetros, 
cánones de conducta y espacios los que deben ser observados necesaria y 
meticulosamente por el hombre y la mujer para poder satisfacer lo que “dicta” su género, 
lo visto como “natural”, normal y socialmente aceptado de lo que se entiende por 
                                                        
28 Pese a que no abordaremos esta discusión en la presente tesis y por rigurosidad científica creemos importante señalar 
que, a partir de la intersexualidad, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos decide ir más allá y señalar que 
el sexo también sería socialmente construido y, por ello, señala que “en este sentido, la CIDH acoge la posición (…) 
de que los genitales y la asignación del sexo son dos conceptos distintos y que no existe una conexión necesariamente 
directa entre estos. En este sentido, el INADI ha indicado que la categorización de un hombre o una mujer es un acto 
‘social, cultural e institucional’” (2015).  
29 Esto refiere a lo sostenido por Lévi-Strauss (1968) en Mitológicas. Lo crudo y lo cocido, en cuanto al “modo en que 
categorías empíricas [léase opuestas], tales como las de crudo y cocido, fresco y podrido, mojado y quemado, etc., 
definibles con precisión por la pura observación etnográfica y adoptando en cada ocasión el punto de vista de una 
cultura particular, pueden, sin embargo, servir de herramientas conceptuales para desprender nociones abstractas y 
encadenarlas en proposiciones” (p. 11, el énfasis es nuestro). 
30 Al respecto, somos conscientes de la existencia de una perspectiva no binaria del género. Empero, esta cuestión no 
será objeto de estudio en el presente trabajo.   
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“masculino” y “femenino”. Ir contra ello sería ir contra natura, ser anormal y no gozar de 
aceptación social.  
 
Así, el género, entendido como construcción social, cultural y política (Salazar, 2019, p. 
13), se basa en esta dicotomía o división sexual (al mismo tiempo que se nutre y necesita 
de ella), en la que ambos géneros son totalmente opuestos. No hace más que partir a la 
humanidad por la mitad, obligando tanto a hombres y mujeres a tener que seguir con lo 
que la convención social dicta, pues cualquier posición “híbrida” es vista como una 
distorsión respecto de sí misma (Suárez, 2011, p. 15).  
 
Por ello, esta división subjetiva y arbitraria debe ser deconstruida comenzando por romper 
las estructuras de valores sociales asociados al género (Suárez, 2011, p. 15). Debemos, 
por tanto, conocer muy bien los términos de este statu quo, de este “contrato social” 
(Wittig, 1992, p. 68) que se cimienta en un “contrato sexual” (Pateman, 1995, p. 6) basado 
en el género y cómo ha ido construyendo, caracterizando y normalizando cada uno de 
estos dos mundos que constituyen el patriarcado moderno (Pateman, 1995, p. 11). Solo 
así se podrá utilizar el mismo mecanismo ―el género― como el aparato para deconstruir 
y desnaturalizar dichos términos (lo masculino y lo femenino) (Butler, 2006, p. 70) en 
aras de conseguir una real igualdad entre hombres y mujeres gracias a esta perspectiva31.  
 
a) Sexo, género y roles sociales 
 
Primero, con respecto a los roles, apreciamos una división sexual del trabajo (Ruiz Bravo, 
1999, p. 141) en la que el llamado trabajo reproductivo es para la mujer y el productivo, 
para el hombre (Salazar, 2012, p. 97, el énfasis es nuestro). De hecho, el trabajo 
remunerado o “fuera de la casa” está pensado y diseñado para un ser humano que trabaje 
a tiempo completo ―incluso horas extras―, sin responsabilidades familiares, sin 
posibilidad de “perder el tiempo” por embarazo, cuidados de menores, partos, etc. Es 
decir, está ideado para el “hombre” que calza en la categoría social construida por el 
género (Williams, 1999, p. 78). Incluso si la mujer decide entrar en ese mundo, debe 
hacerlo en ese espacio masculino “como hombre” (Fries y Matus, 1999, p. 163) y, debido 
a que a las mujeres ―por un hecho biológico irrefutable― son las reproductoras de la 
                                                        
31 Se debe advertir al lector que, para efectos del presente trabajo, si bien se acepta lo señalado por Butler sobre la 
posibilidad de otros géneros, nuestro análisis solo se centrará en la concepción de lo masculino y lo femenino. 
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humanidad, se les exige que, para cumplir su rol de género, deban ser las que naturalmente 
se ocupen de las tareas del hogar y de la crianza de los menores. En dicho sentido, si es 
que tienen la “osadía” de realizar trabajo remunerado, deben hacerlo en labores que se 
inclinen hacia el cuidado de otros (enfermeras, profesoras de educación inicial, empleadas 
del hogar, abogadas dedicadas a familia, etc.) o hacia las tareas domésticas (Jaramillo, 
2009, pp. 105-106) para, de este modo, seguir cumpliendo su papel de esposa ideal, madre 
y ama de casa32 (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2011, p. 73). En otros 
términos, como analizaremos más adelante, mientras el hombre sí puede “desvincularse” 
de las labores de cuidado y abocarse completamente al trabajo remunerado −trabajo que, 
además, sí se encuentra protegido por la legislación laboral−, la mujer, si decide hacerlo, 
no puede dejar de lado sus labores en casa. Todo ello indica que el trabajo remunerado 
aún sigue sin asociarse a la identidad de género femenina, mas no así el ámbito doméstico 
(Fuller, 2002, pp. 308, 311).  
 
Este hecho incluso llevó a que, en determinado momento, en los DNI figurara como 
dedicación de la mujer “sus labores” o “su casa” (Salazar, 2019, p. 33), expresión que per 
se excluía cualquier estimación laboral de dicho trabajo no remunerado, y demuestra una 
suerte de equivalencia entre lo natural y la mujer −por el vínculo reproductivo−. Como 
contraparte, tenemos que el hombre ya no debe ser el ser natural sino el ser social (Wittig, 
1992, pp. 67-68), y debe cumplir el rol de padre y jefe del hogar siendo un hombre de 
negocios, proveyendo para su familia, en suma, ocupando su lugar como generador y 
proveedor de ingresos (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2011), y sostén 
del hogar, lo que solo refuerza el modelo del “señor Gana-Pan” (Meda, 2002, p. 49).  
 
Es importante señalar, además, que el concepto de trabajo, tal y como se ha construido, 
no considera a un trabajador o trabajadora con responsabilidades familiares33. Los 
                                                        
32 “El hecho de inscribir la experiencia de la maternidad y de la carga doméstica en la familia como baluarte de la 
opresión femenina conllevó una resignificación de la maternidad que dibujaba el rol maternal como fuente de trabajo, 
de atención y cuidados y de dedicación constante. Desde esta lectura, la carga materna podía incluso acabar anulando 
a la mujer como persona. (…) [Ahora bien], en el ámbito maternal, las demandas consignadas incorporan una 
maternidad libremente decidida, la socialización del trabajo doméstico y la eliminación de la sobrecarga de trabajo 
femenino. Su interpelación laboral reivindica el derecho a un trabajo remunerado seguro y la erradicación del paro 
femenino y de la discriminación laboral. La anulación de las leyes discriminatorias respecto a [sic] las mujeres, el 
acceso a una educación sin discriminación y el fin de la sociedad sexista configuran (…) la nueva mujer de la Transición 
en contraposición al ama de casa, ‘ángel del hogar’ y mujer subalterna, sin rostro. Esta resignificación de un nuevo 
ideal de mujer fue [y aún es] decisiva en el empoderamiento femenino” (Nash, 2014, pp. 196-198). 
33 Para efectos de la presente investigación, entenderemos ―de forma exclusiva― por “responsabilidades familiares” 
el cuidado concerniente a los menores hijos de una pareja (somos conscientes de que el término también puede incluir 
el cuidado de los padres, abuelos, etc.)     
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empleados que sean padres, para poder calzar con el modelo de trabajador ideal, 
necesitarán de una esposa/conviviente cuidadora que se ocupe de las labores domésticas. 
Y, en el caso de que tanto el padre como la madre trabajen, se deberán delegar dichas 
funciones a una trabajadora doméstica (en la mayoría de los casos, otra mujer) (Williams, 
1999, pp. 89-90).  
 
b) Sexo, género, espacios y división sexual del trabajo 
 
En segundo término, al analizar los espacios en donde deben actuar estos roles, nos 
encontramos con la dicotomía público/privado, en la que la mujer se relaciona con lo 
privado (Matus, 1999, p. 61) y el hombre, si bien usualmente se relaciona con lo público, 
domina y transita en ambas esferas de la dicotomía mencionada; es, pues, el “gran señor” 
−con toda la connotación social y cultural que ello implica− de ambas esferas (Fries y 
Facio, 1999, p. 29). Así, la mujer suele asociarse con la casa, precisamente para cumplir 
sus roles de cuidado y las tareas domésticas, mientras que el hombre es el titular del poder 
económico y político (Salazar, 2012, p. 98), y, por tanto, debe estar en la calle, en la 
empresa, en la política buscando el dinero necesario para el sostenimiento del hogar. 
Empero, pese a estar “afuera”, sigue siendo la autoridad en el ámbito familiar (Matus, 
1999, p. 64): el “hombre” de la casa. En otras palabras, el hombre, al cumplir su rol de 
género, ostenta el poder tanto en la esfera pública como en la privada. En la primera, 
como un activo miembro de esta y, en la segunda, como un supervisor o director que 
ordena a la mujer lo que debe hacer. 
 
En la actualidad, esta división sexual que se ha materializado en una dicotomía, que 
prohíbe e inhabilita a la mujer a participar en la esfera pública/ productiva (Matus, 1999, 
p. 64) se estaría desdibujando (y quizá obligando a generar nuevos paradigmas) con la 
inclusión y participación de mujeres en el mundo laboral y político. Sin embargo, existe 
una fuerte resistencia a la reformulación de los roles de género en el seno de las familias 
que ahora deben enfrentar la presencia de una madre que trabaja (Birgin, 2000, p. 16).  
 
Por ello, las mujeres que pueden gozar del “privilegio” de salir al mundo público deben 
continuar con su responsabilidad de ama de casa o contratar a una tercera persona (casi 
indefectiblemente otra mujer) para ocuparse de las tareas domésticas y del cuidado del 
hogar. Es decir, la dicotomía persiste e incluso se suele exigir que sea la misma mujer la 
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que deba cumplir tanto su rol natural en el hogar como su rol “elegido” en el mundo 
laboral, y debe ver la forma de conciliar las obligaciones que se desprenden de ambas 
esferas, lo que la lleva a acumular dos o tres jornadas (Salazar, 2019, pp. 34-35). 
 
Por su parte, el hombre, en el imaginario social, aún puede transitar como el 
“todopoderoso” de ambas esferas y, si decide involucrarse en las tareas domésticas o en 
las labores de cuidado, lo hace únicamente como un “apoyo” o un “favor” hacia la mujer 
(Suárez, 2011, p. 28), pues se sigue entendiendo que ese “mundo” continúa siendo ―por 
naturaleza― responsabilidad de las mujeres (Salazar, 2019, pp. 35-36) y, más bien, el 
espacio público es del dominio de los hombres. Por eso, pese a que existe una fuerte 
participación y una creciente emancipación de las mujeres en el mundo laboral, la 
sociedad sigue aconsejando que no ingrese dentro de él34 (Golbert, 2000, pp. 93-95).  
 
c) Sexo y personalidad 
 
El tercer aspecto se encuentra relacionado con los atributos de la personalidad que se 
asocian a cada uno de los roles. Por un lado, las mujeres son consideradas débiles, 
emocionales, sacrificadas (Ruiz Bravo, 1999, p. 139), dulces, sensibles, hogareñas, 
maternales (Fries y Facio, 1999, p. 29), naturales (Wittig, 2006, pp. 67-68), irracionales, 
subjetivas, particulares, pasivas (Olsen, 2009, pp. 138-139), dependientes y privadas 
(McDowell, 2009, p. 11), y cuentan con menor capacidad de abstracción (Jaramillo, 2009, 
p. 105), etc., mientras que los hombres son vistos como lo opuesto, es decir, agresivos, 
fuertes, racionales, poderosos, pensativos, abstractos, universales, públicos, 
independientes, con capacidad de abstracción, etc.  
 
En suma, como hemos podido apreciar, las características de los géneros son adjudicadas 
(Villanueva, 1997, p. 486) para crear los conceptos de masculinidad y feminidad que, a 
su vez, transitan por pares opuestos, por roles, espacios y atributos de la personalidad 
distintos. Esto genera que los hombres y mujeres deban actuar como la sociedad les 
                                                        
34 Ann Crittenden sostiene que, cuando la marginalización de las madres en el lugar de trabajo es reconocida, 
usualmente es percibido condescendientemente como algo que las mujeres eligen o como parte de los inevitables 
compromisos de la vida. Sin embargo, Crittenden recalca que deberíamos prestar atención a la sistemática y abrumadora 
evidencia de que las madres nunca pueden obtener igualdad económica en el mercado laboral así como están las cosas 
ahora: “When mothers’ marginalization in the workplace is acknowledged, it is usually shrugged off as something 
women ‘choose’ or as a part of life’s inevitable compromises. But we should pay attention to the overwhelming and 
systemic evidence that mothers can never achieve economic equality in the labor market as things now stand” (2010, 
p. 44; la traducción y paráfrasis son nuestras). 
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ordena y, si pretenden transgredir la dicotomía obligatoria, serán “castigados” mediante 
una sanción social. Otro efecto de esta dicotomía es la subvaloración por los atributos, y 
espacios que se suelen atribuir a la mujer (Ruiz Bravo, 1999, p. 141). Jerárquicamente, 
se prefiere lo que se asocia a lo masculino antes que aquello que se asocia a lo femenino. 
Así, puede afirmarse, por ejemplo, que se prefiere lo objetivo y racional sobre lo subjetivo 
e irracional, al mismo tiempo que apreciamos que las labores vinculadas con el hogar y 
el cuidado son sumamente subvaloradas. El ejemplo perfecto para esto es el trabajo 
doméstico que, como sabemos, se encuentra excluido de una regulación laboral. La labor 
de trabajadores del hogar ―que, si bien tienen la “fortuna” de contar con un régimen 
laboral especial― es muestra del total desdén del derecho laboral por una real regulación 
que los proteja, pues se omiten referencias expresas al salario mínimo.  
 
Hemos tratado de enunciar algunos ejemplos de esta bífida opresión y sus efectos, pues 
ello es lo que trataremos de evidenciar en la tesis, ya que creemos que el género ―al 
regular y sancionar los roles, atributos de la personalidad, espacios, sentimientos, formas 
de pensar, y rasgos de lo “masculino” y “femenino”― impide que se pueda superar la 
dicotomía trabajo productivo-trabajo reproductivo hacia un nuevo orden jurídico 
personal, familiar y laboral en el que se pueda contemplar y fomentar un modelo de 
responsabilidades familiares compartidas entre hombres y mujeres (Fernández, 2007, p. 
366) que no solo respete y promueva la verdadera igualdad entre ambos géneros, sino que 
tenga en consideración al menor, pues ―si bien la raíz biológica siempre tendrá una 
importante fuerza simbólica― no se debe olvidar que el niño se desarrolla en un ambiente 
afectivo, moral y social que requiere de la participación de todos los miembros que 
componen la esfera familiar, es decir, tanto del padre como de la madre (Suárez, 2011, p. 
17). De este modo, a ambos progenitores les corresponde presentar y cobijar al hijo en 
esta nueva existencia, en este espacio en el que se formarán las condiciones de su 
desarrollo psicológico y social (Suárez, 2011, pp. 17-18).  
 
Con todo lo mencionado, queremos evidenciar la naturaleza del concepto de género y lo 
que ello conlleva, y reconocer la importancia que tiene el comprender este enfoque, que 
normalmente ha sido ignorado por creerse innecesario y por desconocer que la mujer, 




Ante esta injusta invisibilidad ―consciente o no―, surge la necesidad de adoptar el 
enfoque de género por múltiples razones, entre ellas, en primer lugar, una humana, que 
se refiere a la búsqueda de un mundo más justo donde exista una verdadera igualdad entre 
hombres y mujeres; en segundo lugar, una académica, que busca estudiar las distintas 
instituciones humanas sin el sesgo y parcialidad que las ha caracterizado; y, finalmente, 
una de orden político, que supone una real democracia, ciudadanía y acceso a derechos 
(Ruiz Bravo, 1999, pp. 131-132).  
 
1.1.1. Un concepto que no solo afecta a las mujeres: las nuevas masculinidades 
 
Si bien al definir el concepto de género hemos hecho hincapié en la forma en que nuestra 
sociedad ha construido un mundo dicotómico ―dividido en dos grandes polos opuestos 
de pensamiento conformados por lo masculino y lo femenino―, y hemos dado cuenta de 
que son las mujeres las excluidas y oprimidas en esta estructura patriarcal, consideramos, 
al igual que Ruiz Bravo (1999), que, en realidad, el género no solo oprime a la mujer sino 
también al hombre (pp. 138-139), pues es este el que, a diferencia de la mujer que por 
naturaleza es femenina35, constantemente debe demostrar que responde a lo que se exige 
para ser catalogado como un verdadero hombre, dotado de hombría, que cumple 
meticulosamente con los cánones preceptuados por la sociedad para lo masculino 
(Badinter, 2009, pp. 70-71), —sociedad que se hace más exigente en la esfera donde él 
más se desenvuelve, es decir, en la esfera pública—. Así, Badinter (2009) señala que la 
masculinidad, a diferencia de la feminidad, debe adquirirse (p. 70) y buscar responder 
continuamente a aquella alocución que dice “sé un hombrecito”.  
 
Además, el hombre no solo debe construir y ganar su identidad masculina asumiendo una 
gran responsabilidad para lograr cumplir el modelo hegemónico de masculinidad que 
tiene la gran carga de ser padre, proveedor y protector de la familia (Varela, 2008, p. 235), 
                                                        
35 Respecto de este tema, reconocemos el complejo debate ya planteado por Simone de Beauvoir (1949) en El segundo 
sexo: “En primer lugar, ¿qué es una mujer? (…) «Toda la mujer consiste en el útero». [Esta afirmación sirve] para 
indicar que la mujer está condicionada por su constitución biológica. Sin embargo, hablando de ciertas mujeres, los 
conocedores decretan: «No son mujeres», pese a que tengan útero como las otras. Todo el mundo está de acuerdo en 
reconocer que en la especie humana hay hembras; constituyen hoy, como antaño, la mitad, aproximadamente, de la 
Humanidad; y, sin embargo, se nos dice que «la feminidad está en peligro»; se nos exhorta: «Sed mujeres, seguid 
siendo mujeres, convertíos en mujeres.» Así, pues, todo ser humano hembra no es necesariamente una mujer; tiene que 
participar de esa realidad misteriosa y amenazada que es la feminidad. Esta feminidad ¿la secretan los ovarios? ¿O está 
fijada en el fondo de un cielo platónico? (…)”. (p. 2). Si bien De Beauvoir reconocía el componente fuertemente 
biológico de la femineidad, no negaba que esta era más difícil de definir de lo que podría parecer.  
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sino que debe estar constantemente analizando si sus acciones se mantienen dentro de los 
límites de su identidad de género, pues, si se feminiza (Fuller, 2002, p. 26), deberá 
soportar una degradación social que pondrá en serio cuestionamiento el que sea lo que 
naturalmente debe ser, un real hombre (Suárez, 2011, p. 15). Así, Fuller (2002) señala 
que el hombre no solo debe cumplir con la firmeza de la masculinidad dada por su origen 
biológico de ser hombre, sino también deberá vivir con un temor reverencial a no perder 
dicha masculinidad por vestigios o sombras de feminidad (p. 26).   
 
Por otro lado, como sostiene Pateman (1995), los hombres tienen la obligatoria labor de 
ser padres36 para, de este modo, demostrar su virilidad y poder masculino procreativo o 
generador (p. 124). Piénsese en la gran opresión y miedo de no perpetuarse en el tiempo 
al no poder dotar a los hijos de su apellido, hecho que, además, demuestra que nuestra 
sociedad alienta que el hombre, de alguna forma, desplace a la madre, quien por 
naturaleza ha tenido al niño por nueve meses, y se convierte en el que política y 
socialmente ha generado a la nueva criatura, pues, en nuestra sociedad, el primer apellido 
es el del varón, pese a que, en el momento del parto, es obvio que quien más labor ha 
tenido ha sido la madre. Así, el hombre se logra apropiar de la labor creativa de la mujer 
(Pateman, 1995, p. 124). 
 
Ya dentro de la familia, en el hogar, deberá, por un lado, demostrar su hombría al ser el 
proveedor de los recursos materiales y simbólicos (Fuller, 2002, p. 437); es decir, deberá 
brindar el soporte económico necesario para que la familia pueda subsistir y, por otro 
lado, a diferencia de la madre que se ocupa de cuidar el cuerpo y la psique de los menores, 
debe ser quien se ocupe de formar el intelecto y el carácter guiándolos, aconsejándolos, 
y estableciendo las reglas y principios que rigen la vida familiar (Fuller, 2002, pp. 443-
445).  
 
En esta lógica, que el hombre cocine, limpie o atienda a los hijos le produce vergüenza 
por estar transgrediendo su rol natural y atentando contra su identidad (Ruiz Bravo, 1999, 
pp. 138-139), pues estas actividades son vistas como inferiores, de forma tal que se siente 
                                                        
36 En el apartado “Fatherhood: a global crisis?”, Barbara Hobson (2002) sostiene que, junto con los crecientes números 
de hombres que carecen de los recursos para ser proveedores de sus familias, se encuentra un grupo de hombres aislados 
de la paternidad porque están casados con una cultura del trabajo que no les permite tener tiempo para involucrarse 
emocionalmente: “Alongside the growing numbers of men who lack resources to be breadwinners for their families, 
there is a group of men who are cut off from fatherhood because they are wedded to a work culture that does not allow 
them the time for emotional involvement” (p. 6; la traducción y paráfrasis son nuestras). 
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que existe una suerte de descenso que lo convierte en objeto de burlas, ya que sus 
comportamientos y actitudes son vistos como “femeninos” (Suárez, 2011, p. 15), lo que 
genera que se le pueda decir a la mujer “machona” o que “domina al saco largo de su 
marido” (Ruiz Bravo, 1999, p. 138). Es decir, nuevamente, dentro de esa dicotomía 
opuesta e inalterable de lo público y lo privado, el hombre —padre— no puede ni debe 
ocuparse de, por ejemplo, los cuidados domésticos y, en todo caso, solo deberá ser un 
mero colaborador de la mujer, pero nunca estimando estos como una labor, obligación o 
deber propio de ser padre, ya que sería interferir con las labores que son naturalmente 
responsabilidad de la mujer y que el hombre, por esa misma naturaleza, no tiene ni la 
responsabilidad ni la aptitud para ejercer una ética de cuidado (Salazar, 2013, p. 40). Esto, 
se debe a que, por años, se ha forjado “la negación de todo lo vinculado a las mujeres y, 
por tanto, de todos los espacios, tiempos y trabajos [que se entendieron] eran 
exclusivamente de las mujeres” (Salazar, 2019, p. 13). 
 
Precisamente por ello, Salazar Benítez (2013) afirma, con justicia, que también los 
hombres son esclavos del género, en su caso, de lo que se entiende por una 
“masculinidad” construida a partir de una sociedad patriarcal (p. 43). Es decir, todo el 
género humano se encuentra subyugado a esta última.  
 
Si bien los hombres, durante siglos, nos hemos beneficiado directamente de este contrato 
social y sexual construido a partir del género, que nos ha permitido ser protagonistas, 
detentores del poder en todas sus manifestaciones y, en suma, los verdaderos sujetos 
activos desde los cuales se ha creado un universo por y para nosotros (Salazar, 2013, p. 
34), ha llegado un punto de inflexión y sin retorno en el que este statu quo no se puede 
mantener, no solo por una cuestión de justicia y para “ayudar” a las mujeres en su 
búsqueda por tener mayores cuotas de igualdad, sino porque también nosotros hemos 
caído en la cuenta de que aquello que creíamos que era natural, en realidad, había sido 
determinado socialmente por una cultura patriarcal que nos afecta al esclavizarnos y no 
permitirnos realmente desarrollar nuestra personalidad con libertad.  
 
En ese sentido, ante la incursión de un mayor número de mujeres en el mundo laboral 
productivo, que comienza a quebrar la dicotomía público-privado, no solo se debe buscar 
una distribución más justa y equilibrada en los espacios, tiempos y trabajos, sino también 
es perentoria una revisión de estos modelos de género (Salazar, 2019, p. 37), que, en el 
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largo plazo, nos posibilite no solo deconstruir el pacto social actual, sino también 
construir y firmar un nuevo pacto que no tenga como premisa el mantenimiento, 
profundización, generación y cristalización de desigualdades (Salazar, 2013, pp. 35-36). 
Para lograr ese fin, será necesaria la utilización de la perspectiva de género a fin de poder 
utilizarla como una herramienta de profunda transformación desde los cimientos de la 
sociedad (Hoekman, 2008, p. 11).  
 
Para ello, como ya se puede haber detectado, consideramos que esta transformación social 
solo podrá conseguirse y mantenerse en el tiempo si los hombres también somos incluidos 
en ella (Salazar, 2012, p. 95). Por ello, los estudios de género, desde la década de los 
setenta, en el seno de la academia anglosajona, han dado paso a los denominados men’s 
studies o ‘estudios de los hombres’ (Ramírez, 2008, p. 15), lo que ha llevado a buscar la 
formación de “nuevas masculinidades” y a otorgarle mayor importancia a incrementar la 
participación de los hombres en aquellos espacios en los que se trata de comprender la 
igualdad con una perspectiva de género (Hoekman, 2008. p. 11). Esto permitirá observar 
que existen hombres que desean ser buenos padres, pero que, lamentablemente, las 
políticas estatales no les permiten tener la flexibilidad necesaria para poder ocuparse de 
esta tarea (Hoekman, 2008, p. 11). Y es que, sin la sociedad comprometida de forma 
activa, no se podrá alcanzar la anhelada democracia auténticamente paritaria (Salazar, 
2012, p. 95).  
 
Entendiendo que la incorporación de la perspectiva de género para la consecución de una 
verdadera igualdad −que analizaremos más adelante−  es un imperativo categórico ético 
y moral que, en realidad, nos beneficia a todos, creemos que es urgente y necesario 
cuestionar la masculinidad hegemónica y proponer nuevas masculinidades (Salazar, 
2013, p. 146).  
 
Dicho cuestionamiento ya se está llevando a cabo, tal y como advierte Torns Martín 
(2011):  
 
El cambio también se está produciendo en las filas masculinas (…). Parece fluir 
de las cohortes jóvenes de las clases medias urbanas. Esos jóvenes parecen haber 
cambiado y reclaman con mayor facilidad que sus mayores poder actuar como 
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padres. Ellos, por lo tanto, también reclaman la conciliación de la vida laboral, 
familiar y personal. (p. 11, el énfasis es nuestro) 
 
Ahora bien, para los efectos de la presente tesis, no se deberá perder de vista que, “cuando 
se efectúa el paso de la condición natural a la sociedad civil, el matrimonio y la familia 
patriarcal son portadores al nuevo orden civil” (Pateman, 1995, p. 155), pues solo así se 
podrá advertir que la familia patriarcal y el matrimonio son las instituciones que deberán 
nutrirse de la perspectiva de género para poder construir un nuevo contrato social en el 
que se pueda contar con nuevas paternidades que, recuperando los valores −anteriormente 
vetados− asociados a la feminidad (Suárez, 2011, p. 25), nos permitan aprender y 
concebir como derecho, obligación y responsabilidad el participar activamente de la 
experiencia de la maternidad (Suárez, 2011, p. 25) y que pregonen la importante 
necesidad de implementar una lógica de responsabilidad compartida (o 
corresponsabilidad) entre hombres y mujeres en el cuidado, mantenimiento y crianza 
común de los hijos y de la distribución de los trabajos domésticos (Suárez, 2011, pp. 24-
25). Solo así se podrá dotar de un necesario fundamento ético a la democracia paritaria 
(Salazar, 2013, pp. 112-117), que es consustancial al Estado social y democrático de 
derecho que anhelamos tener y en el que, mientras las mujeres comienzan a ingresar e 
incorporarse plenamente a la vida social pública, los hombres lo hagamos en la familiar 
(Salazar, 2013, p. 167).  
 
A continuación, pretendemos demostrar que, al analizar la institución denominada 
derecho, nos percatamos de que, al examinarlo con una perspectiva de género y con 
especial énfasis en los dualismos que esta genera, se puede llegar a la conclusión de que 
este, al ser racional y objetivo, en teoría, se identifica con el lado masculino (Olsen, 2009, 
p. 140).  
 
1.1.2. El género en el derecho  
 
El derecho, al ser una manifestación social, se encuentra influenciado por el género 
(Alvites, 2004, p. 323). Por su parte, el género necesita de toda clase de discursos y actos 
cotidianos para mantenerse (McDowell, 2009, p. 26) como elemento constitutivo de las 
relaciones sociales (Ávila, 2009, p. 227), y no existe mejor discurso que el normativo y 
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constitutivo de las relaciones laborales propio del derecho, que, en palabras de Pizani 
(2009), “tiene una doble función, por una parte, es creado y, por otra, también tiene poder 
creador” (p. XI). Así, podemos afirmar que el derecho es creado por el género, y, a su 
vez, es creador de normas para plasmar, mantener y continuar lo que dicta el género. 
 
Sin embargo, no solo el derecho coadyuva a la articulación del sistema patriarcal, pues 
este convive con otros sistemas normativos como el social o moral (Fries y Facio, 1999, 
pp. 56-57), que también permiten el disciplinamiento de género. Ahora bien, entre estos, 
es el derecho el que resalta, pues cuenta con el respaldo regulatorio de la fuerza, la 
legitimidad para ordenar y la amenaza punitiva si no se satisfacen dichos requerimientos 
(Fries y Facio, 1999, p. 57). Dentro de esta fuerza normativa que le sirve al género para 
asentarse y como resultado de la dicotomía trabajo productivo-trabajo reproductivo 
(Fernández, 2007, p. 366), las áreas del derecho que generan mayor opresión son el 
derecho de familia y, por supuesto, el derecho laboral (Fernández, 2007, p. 366).     
 
De allí que sea de suma importancia, para nuestra disciplina, indagar el género que tendría 
la institución conocida como “derecho” y, para ello, consideramos importante resaltar sus 
principales características, a decir, ser racional, objetivo, abstracto (Olsen, 2009, p. 146), 
neutro, imparcial (Alvites, 2004, p. 324) y general (Olsen, 2009, p. 140). Al hacer este 
ejercicio, instantáneamente nos percatamos de que se trata de las mismas cualidades que 
se suelen atribuir a los hombres (Olsen, 2009, p. 140); es decir, desde sus características, 
podríamos afirmar que, dentro de esta abigarrada dicotomía masculino-femenino, el 
derecho, al ser performativo y coaccionador, se identifica como masculino.  
 
Al equiparar el derecho con solo uno de los lados opuestos de esta dicotomía, lo 
masculino se refuerza como el modelo hegemónico de toda la creación humana (Alvites, 
2004, p. 323). Por consiguiente, es la experiencia masculina, con sus necesidades, 
aspiraciones, problemas, requerimientos, miedos, deseos y un largo etcétera, la que es 
asumida como la experiencia de toda la humanidad (Fries y Matus, 1999, pp. 144-145). 
Ante esto, el derecho ―más precisamente, el legislador―, haciendo alarde de lo justas 
que son las leyes, trata de dictar normas jurídicas que puedan abarcar la mayor cantidad 
de situaciones que se puedan subsumir en dicho supuesto de hecho y, por ello, acude a la 
supuesta abstracción universal y general que le otorga el basarse en el parámetro de lo 
humano, es decir, en un único sujeto universal: el hombre (Fries y Matus, 1999, p. 143). 
44 
 
Por ello, Fries y Matus señalan con acierto que “la abstracción universal, en consecuencia, 
es más que un método, es una manera de instalar una visión del mundo: la masculina” 
(1999). Por su parte, Facio (1999) señala que las leyes genéricas, en teoría, irían dirigidas 
a todos los seres humanos y tendrían similares efectos entre ellos, pero no es así, pues no 
son neutrales y, en realidad, sí tienen un género, que, indudablemente, es masculino (pp. 
107-108).  
 
Así, podemos afirmar que el derecho es “andrógino” (Facio, 1999, p. 107) dentro de una 
sociedad patriarcal y permite que el varón, al ser el paradigma de lo humano, sea el natural 
sujeto titular del derecho (Fries y Matus, 1999, p. 143). En consecuencia, la mujer solo 
es objeto de este (Alvites, 2004, p. 323); es la diferente al ente universal (Facio, 1999, p. 
208), es la que requiere de medidas legislativas diferentes y especiales para cuidarla y 
protegerla. Es más, se suele denominar como “situaciones especiales” a los hechos 
biológicos que viven las mujeres, tales como el parto, la menstruación y el climaterio37. 
Estas situaciones especiales requieren, por parte del derecho, un “trato especial”, es decir, 
trato especial con respecto al derecho que previó al parámetro de lo humano como sujeto 
de derecho, es decir, al varón −que evidentemente carece de estas “situaciones 
especiales”−. Denominar “situaciones especiales” a estos hechos biológicos da la espalda 
a una realidad irrefutable: que estas son vividas por más de mitad del género humano 
(Fries y Facio, 1999, p. 27).  
 
En ese sentido, Facio resalta que, por ejemplo, la licencia por maternidad es vista como 
un privilegio que se les otorga a las mujeres sin considerar que, en realidad, es una medida 
legislativa que beneficia a la sociedad en su totalidad (Facio, 1999, pp. 212-213) y, por 
otro lado, se ve a esta licencia como un impedimento para lograr calzar en lo que la 
sociedad −apoyada por el poder performativo del ordenamiento− considera como el 
“trabajador ideal” −varón− que labora a tiempo completo. Así, esta “rompe” con el 
esquema del modelo capitalista ideal de humano que, en el plano laboral no puede “perder 
el tiempo” en partos y crianzas, o embarazándose. De este modo, el modelo de trabajador 
                                                        
37 “Se ve que muchos de estos rasgos provienen igualmente de la subordinación de la mujer a la especie. He ahí la 
conclusión más chocante de este examen: de todas las hembras mamíferas, ella es la más profundamente alienada y la 
que más violentamente rechaza esta alienación; en ninguna de ellas es más imperiosa ni más difícilmente aceptada la 
esclavización del organismo a la función reproductora: crisis de pubertad y de menopausia, «maldición» mensual, largo 
y a menudo difícil embarazo, parto doloroso y en ocasiones peligroso, enfermedades, accidentes, son características de 
la hembra humana: diríase que su destino se hace tanto más penoso cuanto más se rebela ella contra el mismo al 
afirmarse como individuo” (De Beauvoir, 1949, p. 14). 
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que impone el género a través de las normas laborales, como señala Pateman (1995), 
“presupone que es un hombre que tiene mujer, ama de casa, que cuida de sus necesidades 
cotidianas” (p. 183) y, por otro lado, si es la mujer la que decide asumir ese rol en este 
espacio, o bien tendrá doble jornada o bien deberá delegar el cuidado de los menores a 
otra mujer que, en nuestro ordenamiento, posee derechos rebajados. No existe lugar para 
las responsabilidades familiares, que son vistas como una “pérdida de tiempo” y un 
impedimento para el cabal desarrollo profesional. 
 
Por otro lado, afirmamos que el derecho es masculino desde los sujetos creadores de dicho 
derecho: los hombres (Fries y Facio, 1999, p. 57). Como se sabe, nuestra historia se 
encuentra caracterizada por una sociedad que excluía −y aún excluye− a las mujeres de 
cargos públicos, lo que generó que exista una nula representación femenina en los órganos 
legislativos (Fries y Facio, 1999, p. 59) −las mujeres son ciudadanas hace poco menos de 
65 años− y en la práctica jurídica (Olsen, 2009, p. 140). Por tanto, el derecho se fue 
amoldando, construyendo y adecuando según sus operadores, es decir, según los varones. 
Si se contempla una disposición a favor de las mujeres o que busque satisfacer sus 
necesidades, esta será concebida desde lo que la mentalidad masculina considera que son 
las mujeres y qué es lo que necesitan, pero no de forma democrática y participativa (Facio, 
1999, p. 107). Se podría afirmar, entonces, que son los hombres los creadores del derecho, 
y que ello se utilizó para plasmar y legitimar sus planteamientos −incluida la visión propia 
y la de las mujeres− y su estatus (Olsen, 2009, p. 140).  
 
No podemos negar que, en la actualidad, se ha logrado ingresar –aunque aún de forma 
incipiente− en la praxis jurídica −solo existe una mujer en la actual composición del 
Tribunal Constitucional38 y solo dos lo han sido en toda su historia− y en los órganos 
legislativos −pese a la cuota, en las últimas elecciones generales, solo se cuenta con un 
28 % de mujeres (38 de 130 congresistas)−. Aun así, la mujer busca igualar en derechos 
al varón (Fries y Matus, 1999, p. 162); es decir, busca obtener los derechos 
preestablecidos para aquel sujeto universal o igualar los derechos pensados para los 
hombres. Por ello, para poder conseguirlos, debe dejar sus diferencias como mujer y 
actuar como hombre (Facio, 1999, p. 204) en instituciones patriarcales y espacios 
                                                        
38 Es importante resaltar que Marianella Ledesma Narváez se ha constituido como la primera presidenta mujer del 
Tribunal Constitucional para el período 2020-2021. Asimismo, ella se ha presentado con un fuerte discurso progresista. 
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masculinos (Facio, 1999, p. 208), y buscar derechos pensados en clave masculina y para 
un ser masculino.  
 
Hemos tratado de esbozar algunas de las razones por las cuales las feministas sostienen 
que el derecho es masculino −como analizaremos a lo largo de la presente tesis−; que 
cuenta con normas que tienen como paradigma al varón; y que, además, al carecer de una 
perspectiva de género, no hace más que sustentar, reforzar, y mantener las dicotomías 
existentes regulando las funciones asignadas a hombres y mujeres, especialmente, 
haciendo que estas últimas deban estar estrechamente ligadas a las labores domésticas y 
de cuidado del hogar, ya sea por encontrarse excluidas del mercado de trabajo39 o por 
continuar en labores relacionadas con el cuidado.  
 
Si bien la gran mayoría de feministas comparten la postura esbozada líneas arriba, no 
podemos negar que muchas veces se sostiene que la ley en sí es justa y neutra  −por ende, 
en principio, no discriminatoria−, y que el problema radicaría en la aplicación de la norma 
por operadores del derecho con sesgo discriminatorio (Fernández, 2007, p. 354) y 
perspectiva andrógina (Facio, 1999, pp. 210-212). Fernández Revoredo (2007) critica 
tenazmente esta afirmación sosteniendo que esta aparente neutralidad no es tal, toda vez 
que las normas per se “revelarían haber sido concebidas por y para un ser masculino” (p. 
364), lo cual tiene estrecha relación con el hecho de tener al varón como el ideal modelo 
de sujeto de derecho y obligaciones (Facio, 1999, p. 201). Así, a manera de ejemplo, 
podemos apreciar que la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 
197840 y el artículo 3° de nuestra actual carta magna se refieren a la dignidad del 
“hombre”. Incluso la Declaración Universal de los Derechos Humanos no plasmó muchos 
de los derechos de las mujeres, con lo cual, si bien las incluyó en su concepción de 
                                                        
39 Ann Crittenden (2010), en “How Mothers’ Work Was ‘Disappeared’”, comenta esta situación, por la que atraviesan 
muchas mujeres, al señalar cómo cualquier fémina que se haya dedicado plenamente a la crianza de sus hijos ha 
experimentado el vacío elogio al respecto y que, en verdad, esconde cierto desdén, y que, en una cultura que mide el 
logro y el valor casi únicamente en términos monetarios, el trabajo intensivo que es el criar adultos responsables se 
tiene en muy poca consideración. Crittenden sostiene que una de las preguntas que más intriga genera es precisamente 
cómo sucedió esto, cómo las madres fueron excluidas del grupo de ciudadanos productivos. Y se pregunta, entonces, 
cómo es que la labor de criar a los hijos se trivializó como una mera supervisión de los niños y cuándo el cuidado de 
los hijos se convirtió en una “labor de amor” sofocada bajo un sentimentalismo que solo esconde su relevancia 
económica: “Any woman who has devoted herself to raising children has experienced the hollow praise that only thinly 
conceals smug dismissal. In a culture that messures worth and achievement almost solely in terms of money, the 
intensive work of rearing responsable adults counts for little. One of the most intriguing questions is how this came to 
be; how mothers came to be excluded from the ranks of productive citizens. How did the demanding job of rearing a 
modern child come to be trivialized as baby-sitting? When did caring for children become a ‘labor of love’, smothered 
under a blanket of sentimentality that hides its economic importance?” (p. 45; la traducción y paráfrasis son nuestras).  
40 Sobre el particular, Ferrajoli señala: “Los derechos universales aparecen pensados y proclamados en las primeras 
constituciones liberales, únicamente con referencia al sujeto macho, blanco y propietario” (2005, p. 9). 
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igualdad, esta fue solamente formal, ya que tuvo como referente al hombre (Facio, 1999, 
p. 217).  
 
También nosotros consideramos que no se trata solo de reconstruir el derecho desde la 
forma del quehacer jurídico, sino de un análisis con perspectiva de género que permita 
reconceptualizar todo lo que entendemos por derecho, desde sus manifestaciones, 
definiciones, principios y prácticas (Facio, 2002, pp. 85-86), pues solo con la perspectiva 
del género41 se puede construir un nuevo derecho justo, democrático, que valore y 
reivindique las diferencias, que considere las responsabilidades familiares, y que no 
afecte el principio de igualdad y la proscripción de la discriminación. Solo con esta 
perspectiva podremos apreciar, como sostiene Ávila Santamaría (2009), que las leyes no 
son neutras y que, al deconstruirlas, caemos en la cuenta de su verdadero contenido y 
efectos, que las hacen “normas censurables desde el derecho constitucional a la igualdad” 
(p. XIV). Todo ello nos permitirá afirmar, como lo hace el mencionado autor, que “la 
solución, a la postre, es que los hombres y las mujeres, en igualdad de condiciones, 
compartan las responsabilidades” (Ávila, 2009, p. XVII).  
 
 
1.2. Breve apunte sobre el concepto de interés superior del menor como principio 
general del derecho  
 
El principio del interés superior del niño no es, en absoluto, nuevo y su aparición en el 
derecho internacional es producto del extenso uso que de este se ha hecho en los 
diferentes sistemas jurídicos. El análisis comparado de la evolución de los derechos de 
los niños nos revela una característica uniforme: el reconocimiento de sus derechos ha 
sido un proceso gradual (Cillero Bruñol, 1998, p. 6) que, pronto cambiaría de una 
concepción que les niega derechos ―lo que se traduce en que social y jurídicamente se 
les otorga una mirada tuitiva y proteccionista, pues se los percibe como objetos de 
derecho― a una en la que el niño, si bien debe ser objeto de protección y sujeto en 
desarrollo con el derecho de recibir prestaciones de los adultos ―usualmente sus 
                                                        
41 Se recomienda revisar el texto de Facio, Alda. “Con los lentes del género se ve otra justicia” En: El Otro Derecho: 
Otras Miradas de la Justicia, N.º 28, Colombia: ILSA-Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos, 
2002, pp. 85- 102. 
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padres― también debe ser reconocido como un genuino sujeto titular de derechos (Hierro 
Sánchez-Pescador, 2007, p. 26).  
 
Como bien afirma De Asís (2005), en la historia de los derechos humanos incluidos, es 
tradición distinguir cuatro procesos: positivación, generalización, internacionalización y 
especificación. Este último fue caracterizado por Norberto Bobbio como el paso gradual 
hacia la determinación de los sujetos titulares de derechos, a la vez que señalaba como 
ejemplo de este proceso el reconocimiento de los derechos de los niños. Para ello, adujo 
que esta especificación se había producido bien con respecto al género, bien con respecto 
a las diferentes fases de la vida, o bien en consideración de la diferencia entre estados 
normales y excepcionales de la existencia humana. Consideramos que nuestra tesis, se 
enmarca en la última etapa, en el caso del reconocimiento de los derechos de las mujeres 
y la igualdad de género como propio de la primera diferencia y, a los niños, como de la 
segunda.  
 
Considerando esto, es necesario retomar la noción de las diferentes fases de la vida, 
debido a que, en el caso de los niños, la diferencia de años tiene implicancias 
determinantes para su condición de sujeto de derecho. Para comprender esta aseveración 
en su totalidad, repasaremos brevemente el desarrollo histórico de sus derechos.   
 
Dicho desarrollo, en las sociedades occidentales, se ha desplazado siempre dentro de la 
interrelación de cinco elementos: i) la concepción que se tiene sobre el niño; ii) las 
relaciones que se promueven, contemplan y defienden entre padres e hijos; iii) la forma 
de determinación, consideración, concepción, importancia y tratamiento que tiene el 
interés del niño; iv) las justificaciones sobre cómo, por qué y de qué manera se ha de 
formar el futuro adulto-ciudadano; y v) qué derechos se les debe reconocer, cómo se les 
ha de proteger y quiénes los pueden proteger (Campoy Cervera, 2007, p. 150).  
 
A su vez, este proceso  ―y las interrelaciones de estos cinco elementos― inicia con lo 
que se denomina como “la prehistoria”, que básicamente negaba al niño como sujeto 
titular de derechos y lo sometía a terceros. Este modelo prehistórico fue el que caracterizó 
a las sociedades anteriores al siglo XVII. En la evolución de este proceso, dos 
movimientos sociales tuvieron especial importancia: el proteccionista y el liberacionista. 
El primero, cuya principal figura fue Locke, tenía por objetivo principal el desarrollo de 
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los niños y su protección de las diferentes amenazas que provenían de la realidad, de las 
estructuras sociales, o de perjuicios causados por terceros o por ellos mismos. El 
liberacionismo, cuya principal figura fue Rousseau, buscaba, por su parte, liberar al niño 
de la situación de opresión y dominación en que lo habían situado los adultos con sus 
estructuras morales, jurídicas, sociales y políticas (Campoy Cervera, 2006, pp. 28-41).  
 
Esta breve referencia a los movimientos es importante, ya que, de la lectura de la 
Convención sobre los Derechos del Niño y de los pronunciamientos de su Comité, en 
especial la Observación General N.º 7 sobre derechos de los niños en la primera infancia, 
se puede observar que, a nuestro juicio, esta se decanta por ambos modelos: el 
proteccionista en el caso de los niños pequeños o de la “primera infancia”, que aún están 
madurando y necesitan de un cuidado mucho más directo e inmediato de sus padres, y, 
por otro lado, un modelo liberacionista para aquellos niños de 8 años o más. Nosotros 
concordamos con la Convención y advertimos que la presente tesis se adscribirá al 
modelo proteccionista, dado que la investigación se circunscribe a los niños que se hallan 
en la primera infancia (de 0 a 8 años) y que, sin duda, requieren de una protección especial 
y mayor, más aun en el caso de recién nacidos que requieren cuidados especiales para su 
subsistencia, debido a su particular grado de vulnerabilidad ―y que no pueden 
equipararse con las de un niño más desarrollado, que posee mayor autonomía, conciencia 
y autodeterminación―. Es solo sobre estos niños y niñas en los que, como señala Campoy 
Cervera, se encontraría justificada ―yendo en contra del modelo liberacionista, que trata 
de dotar de mayor autonomía a los niños, niñas y adolescentes― una actitud que se podría 
considerar paternalista en aquellas situaciones en donde es evidente que la decisión o 
acción tomada por el niño, niña o adolescente, en ejercicio de libre voluntad, puede ser 
perjudicial para este, y, por lo tanto, se encontrará justificado actuar en contra de lo que 
externaliza el niño, niña o adolescente para ―considerando su etapa de desarrollo― 
encauzar y darle prioridad a su “auténtica” voluntad frente a la que manifiesta (Campoy 
Cervera, 2007, pp. 184-185). En otras palabras, se trata de buscar siempre darle 
preferencia a lo que se ha denominado interés superior del niño, niña y adolescente.  
 
Además, históricamente, desde la constitución de un sistema internacional de los 
derechos, ha existido una especial preocupación por la situación de los derechos de los 
niños. En particular, el concepto de interés superior se ha convertido en medular para la 
consecución de estos, y aparece en diversos instrumentos internacionales, regionales y 
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nacionales ―en especial, en la Declaración de los Derechos del Niño de 1959 y la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer― para llegar a su mayor apogeo con la consagración que se hace de él en la 
Convención sobre los Derechos del Niño42 (en adelante, CDN) (OG 14, 2013, parágrafo 
2).  
 
Así, el 20 de noviembre de 1959, la Asamblea de las Naciones Unidas, considerando el 
especial desarrollo y marco jurídico que deben tener los derechos del niño, en virtud de 
la Declaración de Ginebra de 1924 sobre Derechos del Niño y la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, adoptó la Declaración de los Derechos del Niño en la que 
estableció diez principios, entre los cuales se consagró el interés superior del menor en 
los siguientes términos:  
 
El niño gozará de una protección especial, y dispondrá de oportunidades y 
servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda 
desarrollarse fiśica, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 
normal, asi ́como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con 
este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior 
del niño. (el énfasis es nuestro) 
 
Posteriormente, este interés fue desarrollado a través del artículo 3° de la CDN, que 
consagra internacionalmente tres diferentes obligaciones que tienen los Estados: 
 
a) La obligación de garantizar que el interés superior del niño se integre de 
manera adecuada y se aplique sistemáticamente en todas las medidas 
institucionales públicas. 
 
b) La obligación de velar por que todas las decisiones judiciales y 
administrativas, las polit́icas y la legislación relacionadas con los niños dejen 
patente que el interés superior de estos ha sido una consideración primordial; 
ello incluye explicar cómo se ha examinado y evaluado el interés superior del 
niño, y la importancia que se le ha atribuido.  
                                                        
42 De hecho, para Hierro Sánchez-Pescador, “la Convención sobre los Derechos del Niño encuentra sus antecedentes 





c) La obligación de garantizar que el interés del niño sea evaluado y constituya 
una consideración primordial en las decisiones y medidas adoptadas por el 
sector privado, incluidos los proveedores de servicios, o cualquier otra entidad 
o institución privada que tome decisiones que conciernan o afecten a un niño. 
(OG 14, 2013, parágrafo13) 
 
De tal forma, este interés no solo es la fuente sino el fin de la propia convención, ya que 
es a través de este enfoque que todos los derechos consagrados en la convención deben 
ser vistos de forma que respondan a aquel y que, a su vez, ninguno menoscabe, por vía 
de interpretación, dicho interés (OG 14, 2013, parágrafo 4). 
 
En concreto, podemos afirmar que, en virtud de la Convención, existe la obligación 
internacional de los Estados para que la atención al interés superior del menor sea una 
preocupación fundamental a través de todo el aparato estatal, incluidas las instituciones 
públicas y privadas (OG 14, 2013, parágrafo 25).  Este deber trasversal no solo nace de 
la CDN, sino  también de un tratado más genérico como la CADH ―por ejemplo, de su 
artículo 19°―, en que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido 
expresamente que esta obligación internacional implica que toda decisión no solo estatal 
sino también social y familiar43 que involucre alguna limitación al ejercicio de cualquier 
derecho de un niño, niña o adolescente deberá tomar en consideración necesariamente el 
interés superior del menor (Corte IDH, 2002, OC 17, parágrafo 65). 
 
Por otro lado, cuando se analizan decisiones particulares, se debe evaluar y determinar el 
interés superior del menor en función de las circunstancias específicas de cada niño (OG 
14, 2013, parágrafo 32) y, en el caso de decisiones colectivas ―incluidas evidentemente 
las medidas legislativas―, deberá hacerse atendiendo a las circunstancias del grupo en 
concreto o de los niños en general (OG 14, 2013, parágrafo 32). Así, este interés tendrá 
que ser observado tanto desde un plano colectivo como desde uno individual. En el 
primero de los casos, se incide en particular en las decisiones que adoptan los padres, 
profesionales y otras personas responsables de los niños sobre estos, y en que se les 
                                                        
43 Las obligaciones concretas que afectan a la conciliación con corresponsabilidad se abordarán en la sección pertinente. 
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permita ser representados adecuadamente y puedan expresar sus opiniones y preferencias. 
Por otro lado, en el plano colectivo, dicho principio deberá ser considerado, en especial, 
en la legislación, las políticas públicas, las decisiones judiciales y administrativas, y la 
provisión de servicios que afecten directa o indirectamente a los menores (OG 7, 2005, 
parágrafo 13).  
 
No obstante, dada su importancia, ¿cómo podemos conceptualizar este interés superior 
del niño? En nuestro país, el Decreto Supremo N.º 001-2012-MIMP, Decreto Supremo 
que aprueba el “Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia-PNAIA 2012-
2021” y constituye la Comisión Multisectorial encargada de su implementación, y que 
fue, posteriormente, elevado a rango de ley mediante el artículo 1° de la Ley N.º 30362, 
conceptualiza el interés superior del niño en los siguientes términos:  
 
La niña y el niño son sujetos plenos de derechos que deben ser respetados por la 
familia, el Estado y la sociedad y, en todas las decisiones de política pública, el 
interés del niño debe primar al momento de resolver sobre cuestiones que le afectan. 
Se trata de un principio que obliga al Estado y a la sociedad a reconocer y garantizar 
los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, y otorga preeminencia al 
interés superior del niño por sobre otros intereses y consideraciones. (2014) 
 
Como podemos apreciar, la anterior conceptualización, en realidad, nos brinda una 
definición circular y que antes bien presenta sus alcances, su característica de principio y 
sus fines más que una definición del concepto de interés superior en sí. Ahora bien, debe 
reconocerse que proponer una conceptualización no es sencillo44. Por ello, siguiendo a 
De Torres Perea (2009), definirlo sería temerario y supondría dar un significado 
impreciso e incompleto (p. 21). Esta dificultad para otorgar una definición concreta no 
debe ser vista como negativa, sino, por el contrario, su maleabilidad e indeterminación le 
permiten adecuarse de forma correcta a distintas situaciones.  
 
De hecho, el propio Comité de los Derechos del Niño, en su Observación General N.º 14, 
parágrafo 32, expresamente ha reconocido que el contenido de este concepto se debe 
determinar casuísticamente, es decir, caso por caso, y deberá, por tanto, ser un concepto 
                                                        




flexible que permite su adaptación a cada situación concreta del niño involucrado 
teniendo en consideración su contexto, situación y necesidades personales (2013).  
 
Pese a que consideramos que su flexibilidad es necesaria y positiva, también se debe 
advertir que puede dejar un margen de discrecionalidad que, si no es comprendido de 
forma adecuada, puede llevar a que este sea utilizado de forma inadecuada o abusiva (OG 
14, 2013, parágrafo 34). Por lo tanto, es muy importante no confundir el llamado interés 
superior del menor con su deseo (o incluso, en algunos casos, capricho), ya que no 
siempre el deseo proporcionará algún bien. En el caso de un menor de edad que se halla 
en pleno proceso de formación, no se lo podrá considerar suficientemente maduro en 
todas las ocasiones. Además, es importante mencionar que, al optar por un criterio 
objetivo que ayude a comprender lo que puede considerarse como el bien de cada menor 
en diferentes situaciones, será necesario dejar de lado prejuicios culturales, sociales, 
religiosos, clasistas y demás45 (De Torres Perea, 2009, pp. 23-24).  
 
Hecha esta aclaración, consideramos importante, entonces, retomar nuestro intento de 
aproximación a este concepto y, para ello, concordar con nuestro Tribunal Constitucional, 
que comprende que esta institución jurídica tiene como finalidad que el niño ―dada su 
especial situación de vulnerabilidad― pueda ocupar un lugar privilegiado, en especial, 
con respecto al cuidado que debe preverse por parte de la familia, sociedad y del Estado 
a fin de que pueda alcanzar el pleno desarrollo de su personalidad (STC recaída en el 
expediente N.º 0966-2016-PA/TC, FJ 14). De esta forma, debe cumplir con sus dos 
principales funciones: de contrapeso (la protección del menor en tanto este es la parte 
débil en sus relaciones sociales) y de control (ante cualquier peligro o amenaza que lo 
afecte) (De Torres Perea, 2009, p. 21).  
 
En el caso particular de los niños durante la primera infancia ―considerada por la 
comisión como aquella que comprende desde 0 a 8 años― (OG 7, 2005, parágrafo 4), 
este principio, debido a su relativa inmadurez, permite que el interés superior del menor 
sea considerado como primordial en relación con todas las decisiones o medidas que los 
                                                        
45 En muchas ocasiones, como advierte De Torres Perea (2009), dichos prejuicios se enmascaran bajo la etiqueta de 




afecten, de manera especial, con respecto a su bienestar, desarrollo, supervivencia y 
crecimiento (OG 7, 2005, parágrafo 13).  
 
De esta manera, más que una conceptualización en sí de lo que es concretamente el interés 
superior del niño, se debe apreciar esta como un principio que debe ser un punto de 
referencia de obligatoria y necesaria observancia a fin de que, al permitirle al niño 
desenvolver libre y voluntariamente todas sus potencialidades, pueda ejercer y realizar de 
forma plena todos sus demás derechos (Corte IDH, 2002, OC 17, parágrafo 59).  
 
Por ello, es importante ―sin dejar de lado su flexibilidad, adaptabilidad y maleabilidad― 
ubicar y reconocer el interés superior del menor como una cláusula que comprende un 
principio general del derecho o estándar jurídico-dinámico de evidente relevancia 
constitucional y en constante evolución. Este vincula a todos los poderes públicos y a la 
sociedad con la finalidad de proteger a la infancia. Asimismo, actúa como un auténtico 
instrumento uniformador y de interpretación obligatoria a fin de resolver conflictos o 
controversias que afectan directa o indirectamente a los menores ―siempre en búsqueda 
de garantizar su bienestar atendiendo a la primacía de su interés sobre cualquier otro que 
pudiera concurrir― (De Torres Perea, pp. 21-25; OG 14, 2013, parágrafo 11).  
 
Por ejemplo, al momento de promulgar disposiciones legislativas o formular políticas, no 
solo se deberá atender el interés superior del niño de forma primordial, sino que también 
se deberá acudir al menor durante y después del proceso para una continua evaluación de 
los efectos de dichas disposiciones o políticas sobre los derechos de los niños (OG 14, 
2013, parágrafo 35). Como se indica en la Observación General N.° 7 (2005) del comité, 
en el artículo 3°, la expresión “concernientes a” deberá entenderse en un sentido 
sumamente amplio, el cual incluye las medidas que afecten directamente a los niños ―por 
ejemplo, en relación con los servicios de atención de la salud, sistemas de guarda o 
escuelas―, asi ́ como aquellas que repercutan indirectamente en los niños pequeños y 
otros grupos de población ―por ejemplo, en relación con el medioambiente, el régimen 
económico, el derecho laboral, el transporte o la infraestructura de las viviendas― 
(párrafo 13b).  
 
En la misma línea, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su sentencia sobre 
el caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, también le otorgó la calidad no solo de objetivo 
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general de la sociedad sino también de principio regulador al interés superior del niño 
cuya observancia, para la Corte, no solo cuenta con un fin legítimo sino, además, 
imperioso. De este modo, este principio deberá tenerse en cuenta en toda la normativa 
―incluida, desde luego, la laboral― que tenga incidencia en los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, especialmente, considerando que su razón de ser se funda en la 
propia dignidad del ser humano, y es indivisible de ella (lo que, de acuerdo al artículo 1° 
de nuestra Carta Fundamental, es el fin supremo de la sociedad) y de la necesidad de 
propiciar el pleno desarrollo de todas las potencialidades de los menores que componen 
una sociedad. Para la corte, es esta la lógica que permite comprender que el preámbulo 
de la CDN establezca que ellos requieren “cuidados especiales” y que la CADH se refiera 
a la obligación de proveerlos de “medidas especiales de protección” (Corte IDH, Caso 
Atala Riffo y Niñas vs. Chile, 2012, FJ 108).  
 
La corte nos recuerda que, conforme al artículo 16° del Protocolo de San Salvador, la 
provisión de “medidas especiales de protección” corresponde tanto al Estado como a la 
familia, comunidad y sociedad a la que pertenece el menor (Corte IDH, 2002, OC 17, 
parágrafo 62). Este artículo 16° y su vinculación con el interés superior del niño son de 
suma relevancia para nuestra tesis, pues en aquel se reconoce el derecho de los niños, 
niñas y adolescentes de crecer al amparo y bajo la responsabilidad de ambos padres, salvo 
que existan razones judicialmente objetivas y razonables para separarse de alguno de 
ellos46. Esto último se comprende, pues es la familia el seno y ambiente natural que, en 
principio, debe proveer las atenciones que requiere el interés superior del niño. Por ello, 
se entiende que no se niegue que el Estado tenga que dictar y llevar a cabo medidas de 
protección hacia los niños y que también deba hacerlo indirectamente al fomentar, 
proteger, desarrollar y fortalecer el núcleo familiar como elemento de especial protección 
por parte de la sociedad, y al considerarlo como el elemento natural y fundamental del 
menor. Esta consideración también es un principio fundamental del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, consagrado en distintos instrumentos, tales 
como el artículo 16.3 de la DUDH, VI de la Declaración Americana, el artículo 23.1 del 
                                                        
46 Aquí consideramos importante señalar que “el niño menor de edad no debe ser separado de su madre”. Esta premisa 
no debe entenderse como una exclusión del padre, sino, más bien ―leído en su contexto―, se trata de casos en los que 
existe una necesaria separación de uno de ellos, y en los que, por motivos biológicos ―especialmente alimenticios―, 
se deberá preferir que el menor se quede con la madre. Esta circunstancia de excepción ―el que el menor deba ser 
separado de uno de sus padres y quedarse con uno de ellos― no es abordada por nosotros. Como se ha advertido, se 
parte de una familia tradicional y de la regla general del propio artículo, es decir, que el menor se encuentre al cuidado, 
amparo y responsabilidad de ambos padres por igual.  
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PIDCP y el artículo 17.1 de la CADH (Corte IDH, 2002, OC 17, parágrafo 66). En este 
sentido, advertimos que una normativa que, directa o indirectamente, afecte la 
conciliación con corresponsabilidad constituiría una violación no solo del principio de 
interés superior del niño sino también del principio fundamental relacionado con la 
familia como elemento natural.  
 
Aceptada como mecanismo de plena realización, nuestro Tribunal ha reiterado que tanto 
la Constitución como las normas internacionales de protección a los derechos de los niños 
imponen a los Estados la obligación de garantizar, en todo momento, el interés superior 
de ellos. Los niños deben ocupar un lugar privilegiado dada su vulnerabilidad y, por ello, 
requieren especial atención por parte de su familia, la sociedad y el Estado a fin de que 
puedan alcanzar el pleno desarrollo de su personalidad (STC recaída en el expediente. N.º 
0966-2016-PA/TC, FJ 14).   
 
El Estado, entonces, se deberá implicar directamente en atención al interés superior de 
niños, niñas y adolescentes, y adoptará las medidas especiales apropiadas para 
satisfacerlos. Por eso, el artículo 3°, parágrafo 1 también deberá entenderse como los 
niños en general ―y no solo los niños con carácter individual―, de forma tal que, al 
aprobarse cualquier ley, reglamento o convenio, deberá estar presente el interés superior 
de aquellos. El derecho del menor a que se evalúe su interés superior y que constituya 
una consideración primordial debe figurar de forma explićita en toda la legislación 
pertinente, no solo en las normas que se refieren especif́icamente a los niños. Esta 
obligación también se aplica, por ejemplo, a la aprobación de los presupuestos, cuya 
preparación y elaboración exigen adoptar una perspectiva que defienda dicho interés 
superior a fin de respetar sus derechos (OG 14, 2013, parágrafo 35).  
 
Con este último ejemplo, podemos apreciar que, como sostiene el comité, se trata de 
comprender el interés superior del niño desde una triple dimensión, a saber: un derecho, 
un principio y una norma de procedimiento47. 
 
a) Un derecho sustantivo: se configura como un derecho de aplicación inmediata y 
de titularidad del menor para que su interés superior sea considerado de forma 
                                                        
47 Esta, además, es la visión a la que el Perú se ha adscrito conforme a la Ley N.° 30466, aplicando expresamente la 
Observación General N.° 14. El reglamento de la ley se ha dado en el Decreto Supremo N.° 002-2018-MIMP. 
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preferente y primordial. Se debe siempre evaluar y se le debe tener en 
consideración a fin de sopesar distintos intereses. Es un derecho que garantiza 
su puesta en práctica siempre que se tenga que adoptar una decisión que afecte 
a un niño o grupo de niños en concreto o de forma genérica. (OG 14, 2013, 
parágrafo 6) 
 
b) Un principio jurídico interpretativo fundamental: cuando nos encontramos ante 
una disposición jurídica que admite más de una interpretación, se deberá elegir 
y preferir aquella que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del 
niño. (OG 14, 2013, parágrafo 6) 
 
c) Una norma de procedimiento: siempre que se deba decidir en torno a un niño en 
concreto, a un grupo de niños en concreto o a los niños en general, el proceso de 
adopción de aquella deberá incluir una estimación de las posibles repercusiones 
(positivas o negativas) de la decisión en el niño o niños involucrados. La 
evaluación y determinación del interés superior del menor requieren garantías 
procesales. Además, la justificación de las decisiones debe dejar patente que se 
ha tenido en cuenta explícitamente ese derecho. En este sentido, los Estados 
partes deberán explicar cómo se ha respetado este derecho en la decisión, es 
decir, qué se ha considerado que atendía al interés superior del menor, en qué 
criterios se ha basado la decisión y cómo se han ponderado los intereses del niño 
frente a otras consideraciones, ya se trate de cuestiones normativas generales o 
de casos concretos. (OG 14, 2013, parágrafo 6) 
 
Por ello, se considera que este principio irradia sus efectos de manera transversal. Así, se 
trata de un deber de considerar que sus alcances comprenden a toda institución privada o 
pública, órganos de la administración pública y tribunales de justicia. Además, exige de 
cualquiera de estos una actuación “garantista”. Según esta, cualquier decisión que 
involucre a un menor de edad deberá adoptarse considerando a este como un sujeto 
independiente a quien es preciso garantizarle la satisfacción integral de sus derechos (STC 
recaída en el expediente N.º 01665-2014-PHC/TC, FJ 16).  
 
En suma, se deberá comprender el concepto de interés superior del niño como un 
mecanismo que busca garantizar el pleno y efectivo desarrollo integral del menor 
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mediante el disfrute de todos los derechos que le corresponden (OG 14, 2013, parágrafo 
4). Para su plena eficacia, todos los actores de la sociedad ―especialmente el Estado y 
ambos padres― deben colaborar activamente con un enfoque basado en los derechos a 
fin de garantizar la integridad fiśica, psicológica, moral y espiritual del niño, y promover 
su dignidad humana (OG 14, 2013, parágrafo 5). De este modo, existe una obligación 
internacional de los Estados de no solo respetar sino de poner en práctica el derecho del 
niño a que su interés superior sea evaluado, y que constituya una directriz y consideración 
primordial. Además, se tiene la obligación de adoptar todas las medidas necesarias, 
expresas y concretas para hacer realmente efectivo y pleno este derecho (OG 14, 2013, 
parágrafo 13).  
 
Quizá por ello, al comprender el concepto de interés superior del niño como aquel 
mecanismo que permite la plena satisfacción de los derechos de los menores, nuestro 
Tribunal Constitucional ―siguiendo a Cillero Bruñol― considera que, de la lectura del 
artículo 3° de la CDN, se puede apreciar que el contenido del principio de interés superior 
del niño lo constituyen todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes de los que 
estos son titulares. Es decir, interés y derechos se convierten en sinónimos, ya que el 
principio de interés superior del menor tiene como fin y forma de interpretación la 
completa satisfacción de todos sus derechos (STC recaída en el expediente N.° 03247-
2008-PHC/TC, FJ 8).  
 
Por ello, la Convención sobre los Derechos del Niño es el documento más importante en 
lo que a derechos del menor se refiere; además, su comité ha sido sumamente productivo 
y ha presentado muchas observaciones generales que nos ayudan a darle una cabal 
comprensión a la importancia del interés superior del menor (contar con el cuidado de 
ambos padres, la relevancia de la corresponsabilidad, etc.). La convención resalta que 
todas las sociedades deben promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro 
del concepto más amplio de libertad. Así, bajo una perspectiva de género, solo se puede 
dar plena libertad si se cuenta con el mainstreaming de género.  
 
Asimismo, es importante recordar que la Declaración de Derechos Humanos proclamó 
que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales. De igual modo, reitera 
que la familia debe ser considerada como socialmente fundamental, y medio natural de 
crecimiento y bienestar de todos sus miembros, en especial, de los menores, que deben 
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recibir la protección y asistencia necesarias para que puedan asumir plenamente sus 
responsabilidades dentro de la comunidad. 
  
Por ello, y teniendo en consideración la importancia cenital de la familia, se establece que 
el niño, para el adecuado y pleno desarrollo de su personalidad, debe crecer dentro del 
seno de aquella y que esta deberá proveer un ambiente de felicidad, amor y comprensión. 
El desarrollo de la personalidad del menor implica considerarlo como un ser listo y 
necesitado de tener una vida independiente en la sociedad. Por tanto, debe ser educado en 
los pilares de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad. Estos pilares se 
encuentran ligados a la idea de corresponsabilidad. Cabe resaltar que la mejor manera de 
formar al niño en los valores mencionados es mediante el ejemplo. En un verdadero 
esquema de responsabilidad compartida, se materializan los valores ―en especial, de 
igualdad y solidaridad― que le permiten alejarse del corsé del género para que pueda 
desarrollar sus relaciones intrafamiliares —que repercuten en su esfera personal y, en 
especial, laboral— en libertad y plena tolerancia por el otro. Todo esto se logrará 
construyendo un ambiente de paz y armonía dentro de la primera estructura social que le 
es presentada al menor.  
 
Al analizar este subcapítulo, debemos tener claro que el interés superior del menor debe 
ser un ente rector en todas las medidas legislativas que se adopten y que puedan afectarlo:  
 
El principio constitucional de protección del interés superior del niño, niña y 
adolescente presupone que los derechos fundamentales de [estos] (…) tienen fuerza 
normativa superior no solo en el momento de la producción de normas, sino también 
en el momento de interpretarlas, [y se constituye], por tanto, en un principio de 
ineludible materialización para el Estado, la sociedad en su conjunto y la propia 
familia, incluidos el padre, la madre o quien sea responsable de velar por sus 
derechos fundamentales. (STC recaída en el expediente N.º 04058-2012-PA/TC, FJ 
19, el énfasis es nuestro) 
 
En las relaciones laborales, el legislador deberá tener como criterios principales el 
fomento, respeto y mantenimiento de las adecuadas relaciones de crianza. Esta última, 
como veremos, deberá ser corresponsable, no solo por tratarse de un derecho del niño a 
60 
 
mantener contacto con ambos padres, sino porque, además, constituye un derecho de cada 
padre el estar con su hijo/a. 
 
Además, en la distribución equitativa y democrática de las obligaciones familiares, se 
logra satisfacer tanto el interés superior del menor ―particularmente de aquellos en sus 
primeros años de crecimiento y maduración― como el principio de fomentar, proteger y 
promover la familia en un esquema de pleno respeto por la dignidad humana y la igualdad. 
Este esquema, como acertadamente ha señalado la Corte IDH, no podrá ser cuestionado 
o derribado con base en prejuicios, especulaciones, presunciones o consideraciones como 
las que excluyen y limitan a los padres de la crianza de sus hijos al generalizar que estos, 
por naturaleza carecen de la aptitud personal necesaria para ello (Corte IDH, Caso Atala 
Riffo y Niñas vs. Chile, 2012, parágrafo 109). Por estas consideraciones, atendiendo a 
que el interés superior del niño es un principio, parámetro interpretativo y un derecho que 
permite la plena satisfacción de todos los derechos que el menor ―como titular― posee, 
que, para nosotros, ese interés superior, en principio ―salvo en demostradas y objetivas 
razones―, se satisface en un ambiente de amor, educación, crianza y cuidados de ambos 
padres. Para nosotros, el interés superior del niño se satisface con una normativa laboral 
que considere la conciliación con corresponsabilidad de padre y madre. De esta forma, la 
conciliación con corresponsabilidad encuentra, entre otras, una razón para su fomento y 
consideración. Por ello, es importante su breve conceptualización.  
 
1.3. El concepto de igualdad y no discriminación 
 
Actualmente no existe ninguna duda sobre la importancia que tiene la igualdad dentro del 
ordenamiento nacional, constitucional e internacional, y que esta es reconocida como 
íntimamente ligada con la propia naturaleza y dignidad de la persona humana48. Diversos 
son los tratados de derechos humanos que señalan y se ocupan de la igualdad; de esta 
manera, podemos traer como ejemplo los siguientes tratados −que, además, forman parte 
de nuestro ordenamiento jurídico interno por haber sido ratificados por nuestro país−: la 
                                                        
48 Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado, en su opinión consultiva OC-4/84, lo siguiente: “La 
noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la 
dignidad esencial de la persona (…)”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. (1984). Propuesta de modificación 
a la Constitución Política de Costa Rica relacionado a la naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero 
de 1984, Serie A, núm. 4, párr. 55. 
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Declaración Universal de Derechos Humanos49, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos50, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales51, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial52, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la mujer53, la Convención Americana sobre Derechos Humanos54, 
el Convenio 10055 y 11156 de la OIT, entre otros.  
 
El anterior listado de tratados internacionales sobre derechos humanos es de suma 
importancia, pues, como ha sostenido nuestro Tribunal Constitucional, ―máximo órgano 
de control de la Constitución en virtud del artículo 201°―, en la sentencia recaída en el 
expediente N.º 00025-2005 (FJ N.° 25), los tratados internacionales de derechos humanos 
ostentan rango constitucional y, por tanto, son exigibles, vinculando a todos los poderes 
públicos, en especial, al legislativo57. En otras palabras, el legislador, antes de emitir una 
norma, deberá ser muy cauteloso de no vulnerar cualquier tratado de derechos humanos, 
y deberá fomentar la continua evolución y respeto de estos a través de la función 
legislativa.  
 
Habiendo dejado en claro que la Constitución otorga rango constitucional a los tratados 
de derechos humanos, podemos aproximarnos al concepto de igualdad. Al respecto, cabe 
señalar que nuestro Tribunal Constitucional, haciendo eco de la doctrina58, ha señalado 
que esta tiene cuando menos dos facetas, a decir, ser un principio rector59 y un derecho 
subjetivo.  Es “principio rector de la organización y actuación del Estado Democrático de 
                                                        
49 En el Perú, aprobado por la Resolución Legislativa N.° 13282 del 15 de diciembre de 1959. 
50 Aprobado en nuestro país, por Decreto Ley N.° 22128 del 28 de marzo de 1978 y con entrada en vigencia el 28 de 
julio de 1978. 
51 Aprobado por Decreto Ley N.° 22129 de fecha 28 de marzo de 1978.  
52 Aprobada mediante Decreto Ley N.° 18969 de fecha 21 de septiembre de 1971.  
53 Aprobada mediante Resolución Legislativa N.° 23432 de fecha 5 de junio de 1982  
54 Aprobada mediante Decreto Ley N.° 22231 de fecha 11 de julio de 1978.  
55 Aprobado por Resolución Legislativa N.º 13284 de fecha 9 de diciembre de 1959 
56 Aprobado por Decreto Ley N.° 17687, de fecha 6 de junio de 1969 
57 Sobre el particular, el Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el expediente N.º 1417-2005-AA/TC (FJ 
N.° 12),  argumentó que “si bien algunos derechos fundamentales pueden tener un carácter jurídico abierto, ello no 
significa que se traten de derechos ‘en blanco’, es decir, expuestos a la discrecional regulación del legislador, pues el 
constituyente ha planteado un grado de certeza interpretativa en su reconocimiento constitucional directo”. 
58 Entre otros, Quiñones Infante, Sergio y Sánchez Reyes, Christian. (2010). “Igualdad ante la Ley y Regímenes 
Laborales Especiales”. En: AAVV. Estudios de Derecho del Trabajo y de la seguridad social: Libro homenaje a Javier 
Neves Mujica. Lima: Editorial Grijley, pp. 293-294; Garrido Gómez, María Isabel. (2009). La igualdad en el contenido 
y en la aplicación de la ley. Madrid: Editorial Dykinson S. L., p. 35.  
59 Se debe advertir que la discusión sobre si la igualdad es un derecho existe y se recomienda consultar a Plá Rodríguez, 




Derecho60” en tanto se reconoce a la doctrina como una regla esencial estrechamente 
ligada a la concepción del Estado moderno según la cual todas las personas son iguales 
(Rubio Correa, Eguiguren Praeli y Bernales Ballesteros, 2013, p. 145). De este modo, la 
igualdad en esta faceta, por una parte, se nos presenta como un fin perseguible por la 
sociedad y, por el otro, como una exigencia en el proceso de creación y contenido de la 
norma jurídica (Pérez Luño, 2009, p. 294).  
 
También se nos presenta como un derecho fundamental de la persona en tanto es un 
derecho constitucionalmente subjetivo que permite que sea individualmente exigible, de 
forma tal que toda persona ―por el solo hecho de serlo― tiene el derecho a ser tratado 
con igualdad ante la ley y en la aplicación de la ley, y a no ser objeto de ninguna forma 
de discriminación (Eguiguren, 2002, p. 96); si así lo fuere, puede reclamar ante los 
órganos competentes exigiendo que se cumpla con esta premisa básica. Como se ha 
podido advertir, existe una íntima relación entre la igualdad y la no discriminación, y ello 
se debe a que, como señala Plá Rodríguez (2015), se trata de una relación de género-
especie, en la que la igualdad cuanta con mayor amplitud y la no discriminación es más 
restringida (pp. 350-353).  
 
Pese al reconocimiento expreso de estas dos facetas por parte de nuestro Tribunal 
Constitucional, creemos importante destacar que, para un sector de la doctrina a la cual 
nos adherimos, existe una tercera que ve a la igualdad como un valor fundamental del 
Estado democrático de derecho que se encuentra en su cúspide y que, por tanto, el 
ordenamiento jurídico (Souto, 2012, p. 56) debe garantizarla y preservarla. De esta forma, 
fundamenta la interpretación de todo el ordenamiento jurídico transformándose en un 
guía teleológica y evolutiva de la Constitución (Garrido, 2010, p. 57), y actúa como un 
criterio para evaluar la legitimidad de las acciones legales y ordenar la convivencia en 
sociedad (Quiñones y Sánchez, 2009, p. 294).   
 
Comprender a la igualdad como un valor, principio y derecho fundamental nos permite 
afirmar que una afectación a la misma no solo supone una simple violación a un derecho 
subjetivo y constitucionalmente reconocido, sino que, al ser un valor superior al 
ordenamiento jurídico, cualquier norma, acción o inacción que afecte a la igualdad deberá 
                                                        
60 Fundamento 3.1 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N.º 0261-2003-AA/TC en los 
seguidos por la Cámara Peruana de la Construcción-Capeco contra el Ministerio de Trabajo y Promoción Social.   
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ser inmediatamente expulsada de nuestro ordenamiento, ya que, de otro modo, terminaría 
afectando a la estructura del Estado democrático de derecho desnaturalizándolo. Incluso 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al emitir la Opinión Consultiva 18, ha 
determinado que el principio de igualdad y no discriminación pertenece al ius cogens, 
“puesto que sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e 
internacional, y es un principio fundamental que permea todo el ordenamiento jurídico.” 
(Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2003). 
 
La doctrina es unánime al señalar que el concepto de igualdad ha tenido una importante 
evolución a lo largo de los años. Dentro de este desarrollo, se puede determinar que 
existen dos manifestaciones de la igualdad de suma importancia: la primera es la llamada 
igualdad formal61, igualdad de hecho62 o igualdad ante la ley63, y la segunda, 
complementándola, es conocida como la igualdad material de oportunidades64 en el 
ejercicio de los demás derechos (Alvites, 2006, p. 143)65, también conocida como 
igualdad material, igualdad de trato66, igualdad real o efectiva67 o igualdad sustancial68.  
 
Para ayudar al lector, se debe precisar que se usará indistintamente cualquiera de las 
denominaciones antes glosadas, pero intentando que la primera sea igualdad ante la ley o 
igualdad formal, y la segunda, igualdad material y, en su fase más dinámica, igualdad 
sustancial o real.  
 
                                                        
61 Así podemos citar a Garrido Gómez, María Isabel. (2010). La igualdad en el contenido y en la aplicación de la ley. 
Madrid: Editorial Dykinson S. L., p. 35;  
62 Así, por ejemplo, lo entiende Didier, María Marta. (2012). El principio de igualdad en las normas jurídicas: estudio 
de la doctrina de la Corte Suprema de Argentina y su vinculación con los estándares de constitucionalidad de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de los Estados Unidos. Buenos Aires: Marcial Pons, pp. 35-37.   
63 El concepto de “igualdad ante la ley” suele ser el más utilizado por la doctrina. Así, por ejemplo, lo entiende Blancas 
Bustamanente, Carlos. (2013). Derechos fundamentales de la persona y relación de trabajo. Segunda edición 
aumentada, Lima: Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, p. 144; Eguiguren Praeli, Francisco 
José. (1997). “Principio de igualdad y derecho a la no discriminación”. En: Revista Ius et Veritas, año 8, N.º 15, Lima: 
Revista Ius et Veritas, p. 64.  
64 Así, por ejemplo, el concepto “igualdad material de oportunidades” o “igualdad material” es utilizado por Lousada 
Arochena, José Fernando. (2008). El principio de transversalidad de la dimensión de género, Madrid: Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, p. 26. 
65 Vale aclarar que la autora solo denomina a esta faceta como “igualdad de oportunidades”. 
66 Así, por ejemplo, Neves Mujica, Javier. (2014). Introducción al derecho del trabajo, Lima: Fondo Editorial de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú, p. 138.  
67 Así, por ejemplo, Souto Galván, Clara. (2012). Principio de igualdad y transversalidad de género. Madrid: Editorial 
Dykinson, S.L, p.  60. 
68 Así, por ejemplo, Prieto Sanchís, Luis. (2000). “Los derechos sociales y el principio de igualdad sustancial”. En: 
Revista del centro de estudios constitucionales, N.º 22 (septiembre- diciembre 1995). Madrid: Centro de Estudios 
Constitucionales, p. 31; Carbonell, Miguel. (2007). “Igualdad y Constitución”. En Carbonell, Miguel; Rodríguez 
Zepeda, Jesús; García Clarck, Rubén; y Gutiérrez López, Roberto. Discriminación, igualdad y diferencia política. 
México D.F: Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, 
p. 38.  
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En nuestra Constitución, la igualdad se encuentra consagrada por el artículo 2°, inciso 2 
de nuestra Constitución, que a la letra señala, que “toda persona tiene derecho a la 
igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo idioma, 
religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole” (2019). De esta 
forma, se reconoce expresamente la igualdad ante la ley (que, como veremos, se conoce 
como igualdad formal) y la prohibición de discriminación por motivo de origen, raza, 
sexo, idioma, opinión, religión, condición económica o cualquier otra índole. 
 
Esta no es la única referencia a la igualdad en nuestra Constitución, pues nos encontramos 
con el artículo 26.1, que señala que, en la relación laboral, se deberá respetar el principio 
de igualdad de oportunidades sin discriminación, que puede equipararse a la igualdad 
material.  
 
Precisamente, debido a que nuestra carta magna señala que esta faceta de la igualdad se 
enmarca en la relación laboral en sí, autores como Carlos Blancas sostienen que “la 
igualdad de trato en la relación laboral no se mueve, como la igualdad ante la ley, en el 
marco de las relaciones entre el individuo y el Estado ―como poder legislativo, 
administrativo o judicial―, sino dentro de una relación entre dos sujetos particulares, el 
empleador y el trabajador” (2013, p. 144). 
 
Desde ya, advertimos que, dado que nuestra labor será justamente analizar las normas 
que pudieran vulnerar el principio de igualdad por parte del Estado, esta acepción que 
considera la igualdad más en un fuero empleador-trabajador no será materia de análisis. 
Sin embargo, debemos precisar que disentimos en cierta forma de la lectura que realiza 
el autor, pues, como analizaremos más adelante, el Estado también tiene un deber 
importante en generar la igualdad material de oportunidades. Es decir, el mandato del 
artículo 26.1 no solo vincula a los particulares, sino también al Estado, y será solo en esta 
última acepción en la que la utilizaremos refiriéndonos al derecho a la igualdad real o 
efectiva69.  
 
                                                        
69 De similar opinión es Neves Mujica, Javier. (2014). Introducción al derecho del trabajo, Lima: Fondo Editorial de 
la Pontificia Universidad Católica del Perú, p. 139 y Alvites, Elena. (2006). “Igualdad y derechos sociales. Reflexiones 
en el marco del Estado Social y Democrático”. En: Mosquera Monelos, Susana. El derecho fundamental de igualdad. 
Lima: Universidad de Piura-Facultad de Derecho y Palestra Editores, pp. 143-144. Esta última, por ejemplo, sostiene 
que la igualdad material incluye tanto la igualdad de oportunidades y la igualdad de trato. 
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Siendo así, procedemos a precisar algunos conceptos que servirán para luego analizar y 
proponer las normas que constituirán nuestra materia de investigación.  
 
 
1.3.1. Concepto de igualdad formal o ante la ley 
 
La igualdad formal implica dos aspectos importantes: el primero, la igualdad ante la ley, 
y el segundo, la igualdad en la aplicación de la ley. El segundo de ellos, es decir, la 
igualdad en la aplicación de la ley, no será objeto de análisis en la presente tesis, dado 
que no se basa en la norma en sí, sino que impone –como su nombre lo indica− la 
inexorable obligación a todos los órganos públicos (legislativo, judicial y ejecutivo) para 
que apliquen la ley a todas las personas (generalidad) de forma idéntica cuando estas se 
encuentran en casos o situaciones similares (Eguiguren, 1997, p. 64). En otras palabras, 
la igualdad en la aplicación de la ley supone un mandato a todos los poderes públicos 
para aplicar la ley sin excepción conforme a lo que esta prescribe (Eguiguren, 1997, p. 
65). De este modo, se evita cualquier clase de arbitrariedad basada en la supuesta 
generalidad y abstracción que pregonan las leyes neutras (Garrido, 2010, p. 92). 
 
En ese sentido, con respecto a la igualdad formal en su faz de igualdad en la ley, como 
señala Fernández Segado (2002), esta encuentra su razón de ser desde el pensamiento 
liberal en el que la ley es igual para todos, pues esta reúne las características de 
universalidad y generalidad (p. 98). Así mismo, Nogueira Alcalá (2006) sostiene que esta 
igualdad ante la ley también se presentó con las características de abstracta, atemporal y 
que tenía como finalidad la de dotar de igual capacidad jurídica a todas las personas sin 
distinción (p. 804). 
 
Ahora bien, la igualdad en la ley supone necesariamente realizar un test basado en la 
comparación (Lousada, 2014, p. 77), que permite establecer si realmente nos encontramos 
ante escenarios, situaciones, o hechos iguales o similares y que, por tanto, deben ser 
legalmente regulados de la misma manera (Blancas, 2013, p. 136). 
 
Una vez realizado el mencionado test y determinado que nos encontramos ante 
situaciones iguales o semejantes que requieren tratamiento legal igual, se podrá proceder 
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a exigir (igualdad como derecho subjetivo) un trato igual si es que no se cumple con la 
regla (Neves, 2014, p. 138). Todo esto lleva a Neves Mujica (2014) a señalar que esta faz 
de la igualdad se puede resumir de la siguiente manera: “El trato no puede ser desigual 
para los iguales ni igual para los desiguales” (p. 138). 
 
Asimismo, esta igualdad ante la ley supone un límite constitucional a la actuación del 
propio legislador, quien, por regla general, no podrá aprobar leyes cuyo contenido vulnere 
de forma alguna esta igualdad (Eguiguren, 2002, p. 97). De este modo, el principio de 
igualdad deberá necesariamente estar presente en la formulación y producción de las leyes 
(Quiñones, 2009, p. 295), y se traduce en una prohibición dirigida a todos los poderes del 
Estado, en especial al legislador, para establecer diferencias de trato –ya sean legislativas, 
administrativas o judiciales− entre personas por el solo hecho de serlo o pertenecer a un 
grupo determinado, salvo que exista una justificación que, a su vez, sea proporcional y 
razonable, y que , en todo caso, encuentre su fundamento en la naturaleza de las cosas y 
no en las personas (Blancas, 2013, p. 144).  
 
En suma, esta prohibición hacia el legislador implica la ausencia total de cualquier clase 
de discriminación fundada en criterios, juicios o prejuicios prohibidos positivamente 
(Garrido, 2010, p. 82). Precisamente por ello, la igualdad formal tiene como contrapartida 




1.3.2. Concepto de igualdad material, sustancial o real  
 
La igualdad formal, entendida como igualdad ante la ley, tuvo que ser ampliada (Blancas, 
3013, p. 141) o superada (Eguiguren, 2002, p. 100), pues esta se tornó insuficiente, e 
incluso de alguna forma alejada de la realidad y de los valores de justicia que, en teoría, 
buscaba−,  ya que, debido a que la norma se presentó como neutra, abstracta y general, 
invisibilizó, marginó, ignoró u obvió a aquellos grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad que históricamente habían sido marginados y aplicarles una “igual ley” no 
era más que perpetuar su situación de desigualdad (Quiñones, 2009, pp. 296-297). Por 
tanto, se vio necesario tomar medidas de promoción y de especial protección para que 
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estos grupos, por lo menos, pudieran llegar a ser comparados con el resto del colectivo 
social (Carbonell, 2007, p. 38).  
 
De esta forma, se dejó de ver a la igualdad como un hecho, el cual además era una 
mistificación (Ferrajoli, 2016, p. 78) ―es decir, pensar ilusoriamente que todos los 
hombres nacen iguales―, para convertirse realmente en un valor y principio que el Estado 
social de derecho debe perseguir para conseguir una verdadera igualdad entre hombres y 
mujeres (Facio, 2014, p. 23). El Estado, entonces, comenzó a tener un rol mucho más 
activo y trascendente dictando políticas que contengan tratos diferenciados o acciones 
afirmativas para revertir la situación de las desigualdades históricas (Alvites, 2015, p. 79). 
 
Al respecto, Ruiz-Rico (2012) señala, de forma muy pertinente, que, por ejemplo, la 
extensión a los hombres de ciertos derechos de conciliación con la finalidad de incentivar 
su corresponsabilidad presenta un componente de acción positiva, pues tratan de corregir 
el desequilibrio en la vida doméstica. Ahora bien, debe recordarse que las consecuencias 
discriminatorias de acciones positivas a favor de sujetos no discriminados reclaman un 
planteamiento constitucional de la problemática derivada de los conflictos entre titulares 
de las medidas y los derechos de conciliación; por tanto, las acciones a favor del sexo 
masculino deben ser objeto de especiales cautelas para evitar la superposición de 
discriminación a la existente entre ambos sexos (pp. 92, 94). 
 
Precisamente, el artículo 103º de nuestra Constitución prescribe que las leyes especiales 
prima facie se encuentran prohibidas, pero, si por la naturaleza de las cosas, así lo 
requieren estas, se encuentran plenamente justificadas, puesto que de lo que se trata es de 
que el Estado, a través de su rol promotor, equipare la desigualdad –económica, social o 
de otra índole−, trasforme la realidad y consiga objetivos realmente igualitarios 
(Quiñones, 2009, p. 296). 
 
 
1.3.3. La discriminación directa e indirecta  
 
Como se ha señalado, la discriminación directa se considera como una mera concreción 
del principio de igualdad formal (Valdés, 2008, p. 35), pues se configura al existir un trato 
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desigual, injustificado, y fundado en un motivo prohibido (Neves, 2006, p. 339) u odioso 
(Valdés, 2008, p. 28).  
 
Mención aparte merece el último elemento, a decir, el del fundarlo en motivo prohibido, 
pues, por una parte, exige una intención de discriminar (Saba, 2016, p. 55) que se traduce 
en la prohibición de distinciones arbitrarias hacia grupos sociales históricamente 
segregados. Ello, además, genera un juicio de igualdad mucho más meticuloso, debido a 
que la diferencia hacia alguno de los motivos específicos se presume arbitraria e 
irrazonable, y, por tanto, discriminatoria (Rodríguez, 2001, pp. 474-475). 
 
Nuestra Constitución no es ajena a esta corriente y, en efecto, en su artículo 2.2, 
expresamente condena la discriminación por motivo (léase motivo prohibido) de origen, 
sexo, idioma, religión, opinión y condición económica. Sin embargo, nuestra carta magna 
tiene una particularidad: al final del articulado señala “o de cualquier otra índole”, que, a 
nuestro criterio, es positivo, ya que guarda relación con la noción de Estado social y 
democrático de derecho, y de una constitución dinámica o viva que permite contar con 
una mejor, actual y en constante evolución concepción de grupo social segregado u 
olvidado, pues, para la época en la que se redactó la Constitución, puede que el 
constituyente70 haya precisamente obviado o ignorado algunas categorías que en los 
hechos o con el trascurrir de los años sí configuran un motivo prohibido71.  
 
Para la presente tesis, serán relevantes, especialmente, dos motivos prohibidos: el 
primero, por razón de sexo (o la construcción que se realiza en torno al mismo) (Alvites, 
2015, p. 83; Lousada, 2014, p. 80), el género72, que tiene un reconocimiento expreso en 
                                                        
70 Y de hecho así fue, pues, en la redacción, por ejemplo, no se contemplaba el VIH/SIDA y, en la actualidad, 
jurisprudencial y legalmente, el colectivo de personas con VIH/SIDA se han constituido como grupo protegido por el 
llamado motivo prohibido. 
71 Así, por ejemplo, hoy el Código Penal, en su artículo 323, sostiene que los motivos prohibidos pueden ser raciales, 
religiosos, sexuales, factores genéticos, filiación, edad, discapacidad, idioma, identidad étnica y cultural, indumentaria, 
opinión política, o de cualquier índole o condición económica.  
72 El propio Comité para la eliminación de la Discriminación contra la Mujer así lo ha entendido y ha señalado que “si 
bien en la Convención solo se menciona la discriminación por motivos de sexo, al interpretar el artículo 1 junto con el 
párrafo f) del artículo 2 y el párrafo a) del artículo 5 se pone de manifiesto que la Convención abarca la discriminación 
contra la mujer por motivos de género. El término sexo se refiere aquí a las diferencias biológicas entre el hombre y la 
mujer. El término "género" se refiere a las identidades, las funciones y los atributos construidos socialmente de la mujer 
y el hombre y al significado social y cultural que la sociedad atribuye a esas diferencias biol ógicas, lo que da lugar a 
relaciones jerárquicas entre hombres y mujeres y a la distribución de facultades y derechos en favor del hombre y en 
detrimento de la mujer. El lugar que la mujer y el hombre ocupan en la sociedad depende de factores pol íticos, 
económicos, culturales, sociales, religiosos, ideológicos y ambientales que la cultura, la sociedad y la comunidad 
pueden cambiar. La aplicación de la Convención a la discriminación por motivos de género se pone de manifiesto en 
la definición de discriminación contenida en el artículo 1. Esta definición señala que cualquier distinción, exclusión o 
restricción que tenga por objeto o por resultado reducir o anular el reconocimiento, el disfrute o el ejercicio por las 
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nuestra Constitución, y el segundo, por razón de responsabilidades familiares y que, para 
nuestro caso, se encuentra íntimamente ligado al primero (en todo caso, configuraría un 
motivo inserto dentro de los innominados).  
 
En este caso concreto, el mandato de no discriminación directa por razón de sexo/género 
se concretiza en la prohibición de que se expidan normas (legales, reglamentarias o 
colectivas) que instituyan o perpetúen un trato desigual, injustificado y perjudicial basado 
en la pertenencia a uno u otro sexo/género73 (Sáez, 1994, p. 50). 
 
En segundo término, en la discriminación indirecta, a diferencia de la directa, no se hace 
presente el llamado “motivo discriminatorio” (Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, 2001, p. 
482), sino que lo neurálgico es la existencia de una medida neutra (Neves, 2006, p. 339), 
la que se materializa en una política (legislativa, judicial, empresarial, etc.) que, 
consciente o inconscientemente (Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, 2001, p. 482), –es 
decir, no importa la intención de discriminar (Sáez, 1994, p. 50)−, al ser aplicada, tenga 
un efecto desfavorable en la realidad. Es decir, genera un impacto adverso sobre un 
determinado colectivo (Alvites, 2006, pp. 327-328).  
 
En suma, para encontrarnos ante una discriminación indirecta, deberemos detectar dos 
elementos: i) la medida neutra con efecto adverso y ii) la ausencia de justificación 
(Valdés, 2008, p. 38). Sobre el último, se debe recalcar que la discriminación es distinta 
a la diferencia, pues, si bien la conducta discriminatoria requiere de la existencia de una 
diferencia de trato en el ejercicio de los derechos y la falta de justificación objetiva y 
razonable de esa diferencia, sí será admisible cuando precisamente dicha diferencia 
responda a la naturaleza de las cosas y se encuentre plenamente justificada.  
 
                                                        
mujeres de sus derechos humanos y libertades fundamentales constituye discriminación, incluso cuando no sea en 
forma intencional. De esto se desprendería que el trato idéntico o neutro de la mujer y el hombre podría constituir 
discriminación contra la mujer cuando tuviera como resultado o efecto privarla del ejercicio de un derecho al no haberse 
tenido en cuenta la desventaja y la desigualdad preexistentes por motivos de género. Las opiniones del Comité al 
respecto se ponen de manifiesto en su examen de los informes, sus recomendaciones generales, decisiones, sugerencias 
y declaraciones, su examen de las comunicaciones individuales y sus investigaciones en virtud del Protocolo 
Facultativo”. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. (2010). Proyecto de recomendación 
general N.º 28 relativa al artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer. Naciones Unidas: Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, parágrafo 5.  
73 “La maternidad, como circunstancia biológica que afecta únicamente a la mujer, puede ser causa de discriminación 
por razón de sexo cuando su regulación jurídica no incorpore los contrapesos necesarios para evitar perjuicios a los que 
no tiene que enfrentarse el varón” (Martínez Yáñez, 2007, p. 373). 
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En el marco del Sistema Internacional de Derechos Humanos, la OIT, en su Convenio 
111, materializa las obligaciones de los Estados con respecto a la discriminación, 
reconociendo tanto la discriminación directa como indirecta. Esta última se aprecia en el 
artículo 1°, numeral 1, al definirla como cualquier distinción, exclusión o preferencia que 
tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la 
ocupación.  
 
Teniendo en consideración esta definición, Ermida Uriarte (2011) sostiene que la doctrina 
ha identificado cuatro elementos para que se configure esta discriminación, a decir: 
 
a) Puede tratarse de una acción o de una omisión, un hacer o un no hacer; 
 
b) supone una diferencia, una exclusión o aún una preferencia injustificada; 
 
c) tal diferencia debe carecer de una causa justificante, de un motivo justo y 
fundado;  
 
d) debe provocar un daño o un perjuicio al trabajador que recibe el 
tratamiento diferenciado. (p. 18)  
 
Al ser ello así, el mencionado autor sostiene que no importa, en este caso, la intención del 
sujeto que discrimina, sino que lo importante es la existencia del daño (Ermida Uriarte, 
2011, pp. 18-19), el efecto perjudicial y motivo injustificado.  
 
Posteriormente, en el inciso 2 del artículo 1° del Convenio, primero se brinda la visión 
de discriminación directa al ofrecer un listado que, en apariencia, podría calificarse de 
cerrado de motivos prohibidos; sin embargo, el mencionado inciso cuenta con redacción 
similar al actual artículo 2°, inciso 2 de nuestra Constitución, pues abre la posibilidad a 
otros “motivos prohibidos”.  
 
De este modo, “es claro que los motivos resaltados no son los únicos prohibidos, sino 
solo los más perniciosos; cualquier otra equivalencia, por su utilización histórica o 
socialmente significante, debería quedar comprendida” (Neves, 2014, p. 138). Entonces, 
se puede afirmar que lo medular para que exista discriminación ―a la luz del tratado― 
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es encontrarnos ante una distinción, exclusión o preferencia y que, como ya se ha 
mencionado, esta tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidad o de trato 
en el empleo o la ocupación (Ermida Uriarte, 2011, p. 18).  
 
Bajo esta nueva concepción más abierta, se puede afirmar que el género es un “motivo 
prohibido”, ya sea por la “utilización socialmente significante” que se le ha brindado 
por mucho tiempo o incluso considerando, conforme lo hace el Comité CEDAW, que 
se circunscribe dentro del mandato específico de la Constitución y los tratados de no 
discriminar por razón de sexo, pues precisamente el género es la construcción social en 
torno al mismo (Alvites, 2015, p. 83).  
 
A forma de síntesis, podemos afirmar que, para la discriminación directa, deberemos ver 
si el motivo de dicha diferencia de trato es el sexo/género del trabajador o trabajadora con 
responsabilidades familiares, laborales y personales. Y, en el caso de la discriminación 
indirecta, deberemos ser meticulosos para ver si se están aplicando normas neutras que 
perpetúen o generen un impacto adverso74 contra padres o madres con responsabilidades 




1.4. Consiguiendo una verdadera igualdad: el mainstreaming de género  
 
 
Como ya hemos advertido, si bien el concepto de derecho en sí no es masculino sino lo 
es la construcción social que se ha dado de este, similar razonamiento podemos tener del 
concepto de igualdad (Fries y Facio, 1999, p. 60).  
 
Por justicia, no podemos dejar de destacar el avance que significó el pasar de la igualdad 
ante la ley a la igualdad material. Este cambio se debió a que, prontamente, nos 
percatamos de que el primer concepto daba por sentado el hecho de que todos los 
humanos éramos iguales, lo cual generaba aquello que se quería evitar: perpetuar una 
                                                        
74 Por ejemplo, Ackerman (2016) señala que la inexistencia de beneficios en cuanto a licencia de paternidad se 
transforma, a su vez, en un condicionamiento negativo para las mujeres (como lo es también el mayor blindaje legal 
que se les otorga para, precisamente, “protegerlas”), ya que, al ser menor el costo de contratación de varones para un 
empleador cualquiera, este se convierte en un argumento que desaconseja la contratación de mujeres (p. 141). 
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discriminación, en este caso, amparado bajo el prisma de una presunta igualdad legal 
(Lousada, 2014, p. 25). 
 
Sin embargo, en realidad, el enfoque social y performativo que se ha dado a la igualdad 
la trasforma en andrógina (Fries y Facio, 1999, p. 60) o, en todo caso, ha buscado 
satisfacer y hacerse a la medida de la visión, necesidades, aspiraciones y concepción de 
una parte de la población, la masculina.  
 
Así, la igualdad, en tanto valor, principio y derecho del ordenamiento jurídico que −como 
ya hemos analizado− ha servido como herramienta por excelencia del género para 
mantener, perpetuar y construir situaciones y relaciones discriminatorias (Alvites, 2004, 
p. 324). De hecho, para Facio y Matus (1999), es la igualdad el soporte ideológico que ha 
permitido al derecho conseguir estatuirse como un sistema normativo que mantiene, 
fomenta y reproduce los sistemas de género al introducir los ya cuestionados conceptos 
de abstracción universal, objetivación y neutralidad que, en la realidad, solo instalaban 
la visión masculina del mundo (pp. 150-155). Con ello, la igualdad sirvió y sirve para 
excluir sistemáticamente a la mujer (Fries y Matus, 1999, p. 149) por ser la diferente y la 
que no calza dentro de los parámetros del modelo de lo humano, el masculino. Así, este 
principio, en los hechos, ha servido para invisibilizar las diferencias y dicotomizar el 
proceso de regulación (Fries y Matus, 1999, p. 150).   
 
Siguiendo esta línea, Facio (2014) advierte que el problema radica en la propia 
terminología de la palabra igualdad, pues esta trae consigo la obligación de hacer 
referencia a otro, o realizar una comparación con respecto a otro (p. 21). Por ello, la 
igualdad y la no discriminación suponen un test de comparación, ya sea implícito o 
explícito, en el que el modelo de lo humano son los derechos conseguidos o que son 
disfrutados por los hombres. De este modo, la mujer −la diferente−, para demostrar una 
afectación a la igualdad o una discriminación, la deberá hacer en razón al hombre 
(Lousada, 2014, p. 78) −piénsese en el término igualdad ante la ley, ley moldeada a la 
imagen y semejanza del hombre, e igualdad de oportunidades, oportunidades otorgadas 
al varón−. 
 
Así, en virtud del principio de igualdad material, la mujer se ha ido incorporando a 
espacios que antes eran ocupados exclusivamente por hombres, lo mismo que ha sido 
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visto como un hecho positivo. Sin embargo, esta igualdad material de oportunidades se 
ha mostrado insuficiente para alcanzar una real igualdad entre hombres y mujeres, 
principalmente, pues i) ha demostrado la dificultad práctica de introducir los instrumentos 
antidiscriminatorios propios de esta faceta, por ejemplo, la discriminación positiva o 
acciones afirmativas, y la elaboración del llamado test de discriminación indirecta 
(Lousada, 2014, p. 26), y ii) además, este enfoque de igualdad material no ha alterado, de 
forma alguna, las funciones, lugares y responsabilidades que tienen las mujeres en el 
ámbito privado (Fries y Matus, 1999, p. 155); por lo tanto, pese a su neutralidad, produce 
en los hechos una discriminación manifiesta (Valdés, 2008, p. 38), ya que, a la postre, ha 
significado la agudización de la situación de discriminación a las que estas se encontraban 
sometidas, pues se han incorporado al mercado formal o a instancias de poder político 
con una profunda desigualdad por el aumento de sus responsabilidades (las del hogar 
sumadas a las de este nuevo espacio masculino) (Fries y Matus, 1999, p. 155), iii) exige 
la producción y probanza de un efecto perjudicial, lo que implica la comparación entre 
grupos de referencia que cuenta con una visión masculina (Valdés, 2008, p. 38), y iv) por 
último, normalmente, para dar contenido a su presunta neutralidad, se exige la ausencia 
de una justificación objetiva; sin embargo, si no se cambia el imaginario colectivo, 
siempre existirán “finalidades objetivas” −incluso protegido bajo el ropaje de una 
finalidad constitucionalmente legítima− que pretendan justificar determinada medida 
(Valdés, 2008, p. 39). Similar opinión crítica tiene el Comité CEDAW, que sostiene que 
la discriminación indirecta “puede exacerbar las desigualdades existentes por la falta de 
reconocimiento de los patrones estructurales e históricos de discriminación y el 
desequilibrio de las relaciones de poder entre la mujer y el hombre” (2010, RG 28, 
parágrafo 16). 
 
Pese a las falencias que puede tener esta clase de discriminación, no podemos desmerecer 
el inmenso avance que significó el desarrollo hacia el concepto de discriminación 
indirecta, pues su utilización ha contribuido a aproximarnos a la igualdad entre hombres 
y mujeres, y combatir la discriminación entre ambos (Valdés, 2008, p. 39), pero 
lamentablemente hoy nos damos cuenta de que, ante los avances en cuestión de derechos 
humanos, no fue ni es suficiente.  
 
Por tanto, podemos afirmar que la igualdad presenta un problema de origen o de raíz, y, 
en consecuencia, la igualdad formal con su consecuente discriminación directa, como la 
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igualdad material con la discriminación indirecta, no satisfacen adecuadamente la 
intención de dicho principio humano, es decir, el fomentar una verdadera igualdad que 
alcance y tenga en consideración a toda la humanidad. De similar opinión es Ávila 
Santamaría, quien sostiene que “la ley nunca es neutra y cuando la deconstruimos y nos 
percatamos de sus verdaderos contenidos y efectos podemos percibir que son 
evidentemente indignos de un Estado Social o fieles al principio de igualdad” (Ávila, 
2009, p. XIV). 
 
Ante este escenario, surge la necesidad de replantear el concepto de igualdad eliminando 
la búsqueda de que todos sean semejantes o tendientes a poder desenvolverse según el 
modelo hegemónico sino, más bien, como miembros de la humanidad. Se debe reconocer, 
entonces, a las personas como fines y no medios, y, al admitir la existencia de diferencias, 
dotarlas de valor (Saba, 2016, pp. 55-56) para que estas no sirvan como una mera 
herramienta en la eliminación de toda clase de discriminación sin buscar un “piso 
mínimo” −arbitrario− de derechos, sino respetando, permitiendo y fomentando que todos 
los seres humanos, sin buscar ser “semejantes al varón”, puedan tener la oportunidad del 
goce pleno de todos y cada uno de sus derechos humanos, en verdadero pie de igualdad 
(Saba, 2016, pp. 55-56).  
 
De hecho, la CIDH, en similares términos, ha considerado que de lo que se trata es de 
tener 
 
una concepción más amplia del principio de no discriminación [que] se vincula con 
la idea de terminar con la subordinación de las mujeres como grupo. Esta 
concepción (que en esta luz algunos llaman principio de antisubordinación) 
condena las prácticas que tienen el efecto de crear o perpetuar en nuestra sociedad 
una posición subordinada para ciertos grupos desaventajados, como es el caso de 
las mujeres. En esta concepción la discriminación de las mujeres no solo debe ser 
rechazada porque presupone un trato injusto para algunas personas individualmente 
consideradas, sino porque, además, tiene por función subordinar a las mujeres como 
grupo para de este modo crear y perpetuar una jerarquiá de género. La 
discriminación es considerada uno de los tantos procesos sociales responsables del 
orden jerárquico de los sexos que coloca a las mujeres en la base de dicha pirámide. 




Es en este contexto en el que se hace necesario acudir a la perspectiva de género para 
dotar de justicia al concepto de igualdad, permitiendo comprender y unir los conceptos 
que hemos desarrollado previamente ―y, así, hacer que comulguen y se potencialicen―. 
Como hemos visto, para algunos, se trataría de superar las clásicas visiones de la igualdad 
y proponer una nueva que cuente con una perspectiva, la de género, desde su cimiento; 
para otros, se puede tener un enfoque alternativo en el que, utilizando las visiones 
clásicas, se realice una revisión crítica y deconstructiva de estas a la luz del género 
(Williams, 1999, p. 87). Sea como fuere, la necesidad transversal del enfoque de género 
en la igualdad es evidente. Incluso, desde las Naciones Unidas, se ha planteado 
exactamente a la “igualdad de género” como uno de los diecisiete objetivos del desarrollo 
sostenible para el 2030, lo que demuestra que esta nueva concepción de igualdad ya se ha 
introducido a nuestro ADN como ciudadanos del mundo. De hecho, para Quintanilla 
Navarro (2008), actualmente existen tres etapas por las que ha pasado el concepto de 
igualdad y que han dotado de contenido a los distintos tipos de Estados: la igualdad formal 
definió al Estado de derecho; la igualdad real y efectiva, al social; y la transversalidad de 
género, al Estado democrático (p. 46).  
 
Dicho mainstreaming o transversalidad, como sostiene Souto Galván (2018), implica 
tener una mirada o enfoque integral y omnicomprensivo que se preocupe por incorporar 
el enfoque o perspectiva de género en todas las etapas y a todos los niveles de todas las 
políticas públicas tanto de la vida política como de la social y cultural (pp. 470-471). Así, 
el mismo supone “la incorporación de la perspectiva de género como una herramienta 
común para el diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas, cualquiera 
que sea el ámbito de aplicación o el contenido de las mismas” (Nuno, 2018, p. 433). 
 
Por su parte, Lousada Arochena (2008) cataloga a la transversalidad como elemento 
definitorio de las leyes de igualdad moderna, que obliga a una meticulosa y global 
revisión de nuestro ordenamiento jurídico, en especial, de aquellas normas de igualdad 
que podrían estar teniendo un efecto discriminador por carecer de perspectiva de género 
(p. 49). En nuestro caso, nos circunscribiremos en las normas laborales de cuidado.  
Además, el autor observa que la transversalidad no solo es una técnica jurídica que busca 
dotar de verdadera universalidad y subjetividad a la igualdad, sino que también cuenta 
con una decidida función social y ética de acabar con la subordinación femenina 
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permitiendo que las mismas puedan gozar del mismo nivel de libertad que han gozado 
los hombres (Lousada, 2008, pp. 49-50). Evidentemente no se trata de una equiparación, 
sino, más bien, de poder dar la posibilidad de lograr el mayor grado de libertad para el 
desarrollo libre de su personalidad en tanto mujeres.  
 
Esta propuesta que obliga al Estado a contar con una mirada global hacia todo el aparato 
social, normativo y cultural con perspectiva de género tiene una incipiente aparición el 
18 de diciembre de 1979, cuando la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó un 
instrumento jurídico referido a la materia. Dicho instrumento, denominado Convenio 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, no solo es 
vinculante (pacta sunt servanda) como cualquier otro por haber sido ratificado por el 
Estado peruano75, sino que forma parte del derecho interno y cuenta con rango 
constitucional.  
 
Por lo tanto, sus disposiciones deben ser cumplidas, satisfechas y atendidas por el Estado 
peruano de forma obligatoria y, de existir una norma interna que contradiga el mismo, 
deberá inmediatamente ser expulsada del ordenamiento jurídico nacional. Además, la  
CEDAW, posteriormente, a través de su comité, ha dotado de vinculatoriedad a la 
Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, que analizaremos luego76.  
 
El tratado, que cuenta con treinta artículos, trata precisamente de presentar una visión 
omnicomprensiva del problema de la disparidad existente entre hombres y mujeres77; en 
dicho sentido, se ocupa de mostrar un concepto amplio de discriminación (artículo 1°) 
−que será desarrollado posteriormente−, de las funciones estereotipadas y prejuicios 
existentes (artículo 5°), de la prostitución (artículo 6°), de la vida política y pública 
(artículo 7°), de la educación (artículo 10°), empleo (artículo 11°), salud (artículo 12°), 
igualdad ante la ley (artículo 15°), matrimonio y familia (artículo 16°), y la creación del 
Comité de la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (artículo 17°), entre otros.  
                                                        
75 El tratado se aprobó el 1 de junio de 1982, mediante Resolución Legislativa N.º 23432 aprobado por el Congreso de 
la República de Perú y promulgada por el presidente de la República el 5 de junio de 1982.  
76 Así, por ejemplo, en las observaciones finales sobre los informes periódicos séptimo y octavo combinados del Perú, 
señaló “46. El Comité insta al Estado parte a que utilice la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing en sus 
esfuerzos para aplicar las disposiciones de la Convención”. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer. (2014). Observaciones finales sobre los informes periódicos séptimo y octavo combinados del Perú, Naciones 
Unidas: Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, parágrafo 46.  
77 Desde la introducción, es enfática al señalar “(…) la máxima participación de la mujer, en igualdad de condiciones 
con el hombre, en todos los campos, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del 




Con respecto a la igualdad, si bien el Convenio en su artículo 15° pareciera que mantiene 
las concepciones tradicionales (al decantarse en el numeral 1 por la igualdad ante la ley 
de hombres y mujeres, y el numeral 2, a la igualdad de oportunidades) en su conjunto, es 
de suma importancia la amplia concepción de discriminación (artículo 1°) que elabora de 
ella. De hecho, consideramos que, debido a que la CEDAW comprende que los conceptos 
de igualdad aplicados de forma tradicional configuran una discriminación y, por ello, a 
lo largo del tratado se aprecia una ferviente preocupación por la discriminación y no tanto 
por la igualdad en sí, establece la obligación jurídica de adoptar, derogar, abstenerse de 
toda sanción, política, práctica, medida o similares que constituya discriminación para la 
mujer (artículo 2°). Por su parte, el artículo 5a y 5b establecen la obligación de “modificar 
los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la 
eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole 
que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos 
o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres”. 
 
En otras palabras, el Estado peruano actualmente tiene la obligación internacional de 
utilizar la perspectiva de género para que, mediante la utilización del derecho, de las 
políticas públicas, de la educación o de los medios que sean necesarios, pueda eliminar 
toda clase de prejuicio o estereotipo que coloca a la mujer en un nivel de inferioridad 
cambiando los patrones socioculturales de conducta. En otras palabras, en virtud de una 
lectura conjunta de los artículos señalados, el Estado tiene un rol promotor activo y 
garante para conseguir la verdadera y efectiva igualdad. El grado de cumplimiento de este 
rol será el que analizaremos en nuestro tercer capítulo.   
 
Si bien creemos que el origen de toda esta nueva cosmovisión se produce con la CEDAW, 
debemos reconocer que formalmente, el mainstreaming o transversalidad aparece en la 
Plataforma de Acción de Beijing aprobada en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer celebrado del 4 al 15 de septiembre de 1995 a través del objetivo estratégico H.2., 
en el que establece el compromiso de “integrar perspectivas de género en las 
legislaciones, políticas, programas y proyectos estatales”.  
 
Sin embargo, creemos oportuno destacar como antecedente el informe sobre el examen y 
evaluación de los logros del decenio de las Naciones Unidas: Paz, Igualdad y Desarrollo 
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adoptado por la tercera Conferencia Mundial de Mujeres en Nairobi, Kenia entre el 15 y 
26 de julio de 1985 que, si bien no establece formalmente la obligación, hace latente la 
necesidad de revisar la legislación, por ejemplo, los códigos civiles78 (parágrafo 68); 
realizar investigaciones a las normas internas de los países para apreciar si existe una 
sobreprotección a la mujer o un efecto discriminador sobre ellas (parágrafo 65); generar 
comités de reforma legal que incorporen, en igual proporción, hombres y mujeres 
(parágrafo 66); crear normas u otras medidas necesarias para conseguir igualdad entre 
hombres y mujeres a trabajar y a los beneficios por desempleo (parágrafo 71), etc.   
 
En dicho documento, además, para el tema que nos compete, menciona expresamente la 
obligación de los Estados para tomar medidas a fin de asegurar que tanto los hombres 
como mujeres cuenten con los mismos derechos, oportunidades y responsabilidades, así 
como también para garantizar el desarrollo individual de sus aptitudes y capacidades 
(parágrafo 52) y, por otro lado, se reconoce la necesidad de eliminar los obstáculos a la 
igualdad creados a través de los estereotipos, percepciones y actitudes hacia las mujeres. 
La eliminación de este obstáculo no deberá circunscribirse exclusivamente al campo 
normativo, sino que deberá incluir educar a la población a través de medios formales e 
informales, como la media, las ONG, los partidos políticos, etc.  
 
Todo este avance normativo/conceptual nos permite apreciar que, en los hechos, mediante 
la incorporación de la perspectiva de género a la igualdad, podremos caer en la cuenta de 
la necesidad y exigencia ética de deconstruir las normas masculinas (Williams, 1999, p. 
89). Similar criterio tiene nuestro Tribunal Constitucional, que reconoce a la perspectiva 
de género como un instrumento ético, herramienta metodológica o nueva forma de 
análisis para poder contar con una nueva mirada que permita detectar hechos o situaciones 
de desigualdad y vulnerabilidad que solo con esta nueva sensibilidad se pueden considerar 
(STC recaída en el expediente N.º 01479-2018-PA/TC, FFJJ 9 y 10).  
 
En el caso particular de las normas laborales, se podría predicar que nuestro deber y 
compromiso deberá deconstruir las normas que crean y mantienen la visión del 
“trabajador ideal” (Williams, 1999, p. 89) que, como hemos visto, no tiene ni puede tener 
responsabilidades familiares, erradicando el estándar masculino que ve a la maternidad 
                                                        
78 Se advierte que el original se encontraba en idioma inglés, y el fraseo y traducción son nuestros.   
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como un obstáculo y adoptando una visión que busque eliminar todas las barreras y 
estereotipos que impiden armonizar el trabajo asalariado con la maternidad y paternidad 
responsables (Facio, 2014, pp. 63-65). Para ello, por ejemplo, una alternativa es disociar 
los privilegios con las formas de los cuerpos y vincularlos con los roles de género. De 
este modo, los “privilegios” que se les otorga a las mujeres y a los hombres, en realidad, 
se trasladarían a todos los seres humanos que desempeñen el rol tradicional asociado al 
mismo. Por ejemplo, si un hombre cumple una función de cuidado, deberá gozar de los 
beneficios que ello conlleva (Williams, 1999, pp. 87-89).  
 
Asimismo, Williams (1999) señala que las medidas correctivas para alcanzar la igualdad 
consistirían en “primero, los privilegios tradicionales de los hombres, [que] deberían 
extenderse a las mujeres que desempeñan roles tradicionales masculinos. Segundo, las 
desventajas tradicionales de las mujeres deberían ser eliminadas para ambos sexos; 
pretender extenderlas a los hombres, inevitablemente resultaría ser una ficción. 
Finalmente, los privilegios tradicionales de las mujeres deberían extenderse a los hombres 
que desempeñan roles tradicionales femeninos, cambiando el objetivo de ellos, de sexo 
(forma del cuerpo) a género (roles sociales)” (p. 88). Esta disociación deberá estar 
necesariamente acompañada de una decidida política pública que permita acabar con los 
miedos y prejuicios asociados con el transitar y transgredir los límites actuales del género.   
 
 
1.5. Hacia un nuevo concepto de discriminación: la discriminación sistémica 
 
La labor de erradicación de las normas o disposiciones mencionadas no es sencilla, pues 
no se circunscribe a la modificación, derogación o dación de unas cuantas pautas, sino de 
una transversal y radical trasformación de toda la sociedad (desde el ámbito del derecho, 
de lo social, de la política, etc.) (Tur Ausina, 2018, p. 446). Esto se debe a que, en 
ocasiones, los conceptos de discriminación directa ―que, como hemos visto, es la que se 
manifiesta de forma más clara (Huerta, 2006, p. 71) y visible, pues se encuentra enunciada 
en una regla jurídica (Valdés Dal-Ré, 2008, p. 36)― y discriminación indirecta ―que se 
enmascara en una regla jurídica neutra, pero con efectos perjudiciales o nocivos (Valdés 
Dal-Ré, 2008, p. 36)―, no se dan abasto para explicarse a sí mismos o para siquiera 
intentar organizar esta problemática sociocultural, dado que la discriminación ya se 
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encuentra enquistada en toda la sociedad y es parte del imaginario colectivo de la misma, 
por lo que resulta particularmente arduo tratar de que se tome conciencia al respecto.    
 
Ahora bien, existirán momentos en los que, al analizar las normas laborales/ familiares a 
las que haremos referencia en la presente tesis, nos será difícil discernir si es que nos 
encontramos ante una discriminación directa o una discriminación indirecta, pues son dos 
nociones que no calzan completamente dentro de sus propios conceptos debido a la 
aceptación social extendida que convierte a la discriminación en invisible o de difícil 
apreciación (Valdés Dal-Ré, 2008, p. 37). Por ello, un gran avance fue la nueva definición 
de discriminación que instaura la CEDAW ―en cuanto a la desigualdad entre hombres y 
mujeres―, que, de manera más extensa y detallada, la define como “toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento o goce o ejercicio de la mujer, independientemente de su estado 
civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en las esferas políticas, económicas, sociales, culturales, civiles, 
o en cualquier otra esfera79”. Como ya se ha señalado, en los hechos, toda norma que 
perpetúe o mantenga los estereotipos o concepciones tradicionales sin una perspectiva de 
género oprime a hombres y mujeres. Estamos, actualmente, configurando normas o actos 
que afectan la igualdad por razón de género (lo que constituye un acto de discriminación 
directa). Por eso, es imperativo considerar la igualdad como una herramienta para 
erradicar cualquier tipo de subordinación o sometimiento humano. Ello indefectiblemente 
deberá trasladarse al plano de la acción a través de la transversalidad de género, en otras 
palabras, a toda política pública (Saba, 2016, p. 55) y toda institución de la sociedad, 
incluida, por supuesto, la familia. 
 
Esta nueva conceptualización mucho más amplia tuvo una importante acogida a nivel del 
derecho internacional de los derechos humanos: el Comité de Derechos Humanos de la 
ONU (CCPR) para la supervisión de la aplicación del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos ―a través de su Observación General N.º 18, basándose en la CEDAW 
y el Convenio de Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (CERD) ― 
ha entendido que  
 
                                                        
79 Artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 
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si bien esas convenciones se refieren solo a un tipo especif́ico de discriminación, 
el Comité considera que el término ‘discriminación’, tal como se emplea en el 
Pacto, debe entenderse referido a toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, 
el idioma, la religión, la opinión polit́ica o de otra ińdole, el origen nacional o 
social, la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social, y 
que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales de todas las personas. (Comité de Derechos Humanos, 1989, OG 
N.° 18, parágrafo 7)  
 
Así, con esta nueva visión, podemos afirmar que nos oponemos ante cualquier clase de 
distinción, exclusión o incluso una restricción que, por razón del sexo (dirá la CEDAW) 
de las personas, tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento o 
goce o ejercicio de la mujer. Es decir, lo que se busca es una verdadera y efectiva 
igualdad, y superar los prejuicios sociales que se construyen alrededor del sexo (léase, el 
género).  
 
Sin duda, esta nueva definición acuñada por la CEDAW fue de suma importancia. Ahora 
bien, no debemos olvidar que aquella data de 1979 y el derecho, como disciplina en 
constante evolución, comenzó a brindar nuevos remedios para atacar la insuficiencia y 
los problemas que generan las nociones tradicionales de igualdad (Salomé Resurrección, 
2017, p. 153). Conscientes de ello, la jurisprudencia y la doctrina comenzaron a 
vislumbrar que, en determinados casos, la discriminación se encuentra fuertemente 
arraigada en la sociedad al estar relacionada a complejos procesos sociales, prácticas y 
valores dominantes que transforman aquello que debería ser expulsado por ser odioso 
―la discriminación― en normal (Salomé Resurrección, 2017, pp. 153-154). Ante ello, 
se ha planteado una nueva noción, la llamada systemic discrimination (‘discriminación 
sistémica, institucional o difusa’) (Lousada Arochena, 2014, p. 62).  
 
De acuerdo a nuestra indagación, la discriminación sistemática se configura por vez 
primera en la Suprema Corte de Canadá en una sentencia de 1999 que resolvió el caso 
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del sindicato de empleados de servicios públicos de la Columbia Británica80 contra el 
gobierno de la provincia de la Columbia Británica, la Comisión de Derechos Humanos 
de la Columbia Británica, el Fondo de Acción y Educación Legal de la Mujer, la Red de 
Mujeres con Discapacidad de Canadá y el Sindicato Nacional denominado “el Congreso 
de Trabajo del Canadá81”. 
 
En dicha sentencia, el sindicato demandante alegaba que la utilización de la figura de 
discriminación directa e indirecta en la práctica podía servir para generar una 
discriminación sistémica82. La Corte Suprema aceptó el alegato y sostuvo que, por 
ejemplo, en muchas ocasiones, existen trabajos que son ocupados mayoritariamente por 
hombres y que, si bien la corriente principal puede ser el permitir que las mujeres ingresen 
a estos ―y que con ello ya se “solucionó” el problema―, esta corriente principal no 
puede ni debe obviar los posibles efectos nocivos que dicha “permisión” puede traer a 
otras mujeres y, en dicho sentido, el resultado práctico del análisis convencional de si una 
norma es discriminatoria o no se convierte en una forma de aprobar mediante la ley la 
discriminación sistémica.  
 
Sobre el razonamiento jurídico vertido por la Corte Suprema Canadiense, Valdés Dal-Ré 
considera que se trata de un concepto que intenta unificar la noción de igualdad al superar 
las fronteras de las nociones de igualdad directa e indirecta (Valdés Dal-Ré, 2008, p. 37) 
y, por ello, la discriminación sistémica debe ser entendida como  
 
aquella discriminación que se encuentra tan «atrincherada» (so entrenched) en las 
prácticas, políticas, y reglas sociales e institucionales que, por su invisibilidad, 
dificulta el que una persona pueda reaccionar contra ella. Este tipo de 
discriminación está muy próxima a la discriminación indirecta, pero también 
puede expresarse, en algunos casos, de forma directa cuando el ambiente 
discriminatorio se encuentra tan extendido que resulta invisible (the latter is so 
pervasive as to be invisible). (Valdés Dal-Ré, 2008, p. 37) 
                                                        
80 El original en inglés es “The British Columbia Government and Service Employees’ Union”. 
81 Los nombres originales son “The Government of the Province of British Columbia as represented by the Public 
Service Employee Relations  Commission and The British Columbia Human Rights Commission, the Women’s Legal 
Education and Action Fund, the Disabled Women’s Network of Canada and the Canadian Labour Congress”. 
82 Del original “It has also been argued that the distinction drawn by the conventional analysis between direct and 
adverse effect discrimination may, in practice, serve to legitimize systemic discrimination”  
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También, doctrinalmente, Saba (2016), al referirse a estos grupos históricamente 
discriminados, señala que se conoce “una situación de exclusión social o de sometimiento 
de esos grupos por otros o por el resto de la comunidad surgida de complejas prácticas 
sociales, prejuicios y sistemas de creencias que los desplazan a ámbitos que, desde luego, 
ellos no controlan” (pp. 31, 64). Y, como continúa el mencionado autor, estas creencias, 
prejuicios, ideas, valores, prácticas sociales, etc., asociados al género generan una 
evidente autoexclusión (Saba, 2016, p. 54) inconsciente pero obligatoria, que, 
concretamente para nosotros, será de vital importancia, porque genera la exclusión del 
padre de las labores de cuidado, someten a la madre precisamente en dichas labores 
excluyéndola de poder o de la posibilidad de incorporarse plenamente al trabajo 
productivo, o simplemente conminándola a no poder hacer. Finalmente, producto de 
ambas exclusiones, excluye al niño de poder gozar del mayor nivel de cuidados y de 
desarrollo al tener la compañía de ambos padres trabajadores.   
Del mismo modo, a nivel internacional, este concepto de discriminación sistémica o 
estructural también ha sido reconocido por distintos comités83 y relatorías84 que 
interpretan los tratados de derechos humanos. Así, por ejemplo, en la Observación 
General N.º 20, parágrafo 12, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
ha señalado lo siguiente respecto de la discriminación sistémica:  
 
(…) la discriminación contra algunos grupos subsiste, es omnipresente, está 
fuertemente arraigada en el comportamiento y la organización de la sociedad y a 
menudo implica actos de discriminación indirecta o no cuestionada. Esta 
discriminación sistémica puede consistir en normas legales, políticas, prácticas o 
actitudes culturales predominantes en el sector público o privado que generan 
desventajas comparativas para algunos grupos y privilegios para otros. (2009, el 
énfasis es nuestro) 
 
                                                        
83 También se recomienda la lectura de la Recomendación General N.º 34 del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial.  
84 Por ejemplo, la relatora especial sobre la violencia contra la mujer, Rashida Manjoo, se ha pronunciado en ese sentido 
en su informe Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y sus consecuencias. Asamblea General de las 
Naciones Unidas. (2012). Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y sus 
consecuencias, Rashida Manjoo. Consejo de Derechos Humanos, 20.º periodo de sesiones, Tema 3 de la agenda, 
promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturas, incluido el 
derecho al desarrollo, 23 de mayo. 
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Por su parte, el Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad, reconociendo 
las distintas formas que puede adoptar la discriminación contra las mujeres y niñas en 
situación de discapacidad, alude a la discriminación directa, discriminación indirecta, 
discriminación por asociación, denegación de ajustes razonables y la discriminación 
estructural o sistémica (OG 3, 2016, parágrafo 17), conceptualizándola en los siguientes 
términos:  
 
La discriminación estructural o sistémica se manifiesta a través de patrones ocultos 
o encubiertos de comportamiento institucional discriminatorio, tradiciones 
culturales discriminatorias, y normas y/o reglas sociales discriminatorias. La 
fijación de estereotipos de género y discapacidad nocivos, que pueden dar lugar a 
ese tipo de discriminación, está inextricablemente vinculada a la falta de políticas, 
reglamentos y servicios específicos para las mujeres con discapacidad. (…) 
Asimismo, las prácticas nocivas están estrechamente vinculadas a las funciones 
asignadas a cada género y las relaciones de poder creadas por la sociedad, y las 
refuerzan, y pueden reflejar percepciones negativas o creencias discriminatorias 
sobre las mujeres con discapacidad. (…) La falta de concienciación, capacitación 
y políticas para prevenir la fijación de estereotipos nocivos de las mujeres con 
discapacidad por parte de funcionarios públicos, docentes, proveedores de servicios 
de salud, agentes de policía, fiscales o jueces, y por el público en general, a menudo 
puede dar lugar a la violación de derechos. (2016, parágrafo 17, inciso e, el énfasis 
es nuestro) 
 
Recientemente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2017), al emitir su 
Opinión Consultiva N.º 24, también ha reconocido la existencia de una discriminación 
histórica y estructural sufrida por algunos grupos o personas por razón de su orientación 
sexual, identidad de género o de su expresión de género85. Esta Opinión Consultiva 
complementa el desarrollo jurisprudencial que ha tenido la Corte con respecto al 
particular y nos recuerda, como lo hiciese en el célebre caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile 
                                                        
85 Corte Interamericana de Derechos Humanos. (2017). Opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 
solicitada por la República de Costa Rica Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo 
sexo obligaciones estatales en relación con el cambio de nombre, la identidad de género, y los derechos derivados de 
un vínculo entre parejas del mismo sexo (interpretación y alcance de los artículos 1.1, 3,7,11.2,13,17,18 y 24, en 
relación con el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, San José de Costa Rica: Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 24 de noviembre, parágrafos 83 y 219.  
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de 2012, que los Estados no pueden alegar el desconocimiento o falta de consenso, en su 
momento, respecto de si determinado grupo vulnerable constituía o no un categoría 
prohibida para excusarse de su obligación de no discriminar86, pues precisamente allí 
radica lo pernicioso e invisible de la discriminación sistémica. Además, esta obligación 
es una simple concreción del principio de observancia de los tratados que impide a los 
Estados invocar disposiciones internas para justificar el incumplimiento de un tratado 
(Convenio de Viena, 1969, artículo 27°). De este modo, si acaso grupos conservadores 
pretendieran utilizar escusas para no reconocer el género como motivo prohibido 
inherente al sexo o el de las responsabilidades familiares, ello no exime, de forma alguna, 
de la actual actuación discriminatoria y contraria al derecho internacional. 
 
A nivel del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (2010), que 
―como ya hemos señalado― tiene como función velar por el cumplimiento del 
Convenio e interpretarlo, también se ha acogido el concepto de discriminación sistémica 
o estructural, lo que ha demostrado que, en virtud de dicho convenio, también existe una 
decidida obligación de erradicar este flagelo. A manera de ejemplo, podemos referir a su 
Recomendación General N.º 28 (parágrafo 16); la Recomendación General N.º 30, en la 
que se recuerda que la obligación de los Estados parte es lograr la anhelada igualdad de 
género sustantiva eliminando toda clase de discriminación por razón de sexo y género 
preexistente y arraigada en la sociedad, lo que exige ocuparse de la discriminación 
estructural que subyace a toda esta situación de desigualdad (Comité CEDAW, 2013, RG 
N.º 30, parágrafo 77); o la  Recomendación General Nº 33, que destaca la existencia de 
un contexto estructural de discriminación y desigualdad, debido a factores como los 
estereotipos de género, leyes discriminatorias, entre otras, que constituyen importantes 
obstáculos y restricciones que impiden a la mujer ejercer su derecho al acceso a la justicia 
en pie de igualdad (Comité CEDAW, 2015, RG N.º 33, parágrafo 3).  
 
                                                        
86 En lo que respecta al argumento del Estado de que para la fecha de emisión de la sentencia de la Corte Suprema no 
habría existido un consenso respecto de la orientación sexual como categoría prohibida de discriminación, la Corte 
resalta que la presunta falta de un consenso en el interior de algunos países sobre el respeto pleno por los derechos de 
las minorías sexuales no puede ser considerado como un argumento válido para negarles o restringirles sus derechos 
humanos, o para perpetuar y reproducir la discriminación histórica y estructural que estas minorías han sufrido. El 
hecho de que esta pudiera ser materia controversial en algunos sectores y países, y que no sea necesariamente materia 
de consenso no puede conducir al Tribunal a abstenerse de decidir, pues, al hacerlo, debe remitirse única y 
exclusivamente a las estipulaciones de las obligaciones internacionales contraídas por decisión soberana de los Estados 
a través de la Convención Americana, Corte Interamericana de Derechos Humanos. (2012). Caso Atala Riffo y Niñas 
Vs. Chile. Sentencia del 24 de febrero de 2012, Fondo, Reparaciones y Costas, San José de Costa Rica: Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, parágrafo 92.  
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No negamos lo complejo que implica enfrentarnos a esta clase de esta clase de 
discriminación “atrincherada”; sin embargo, conforme a la Observación General N.º 20 
del Comité DESC, esto no es óbice para que los Estados parte se eximan de sus deberes 
en torno a este. De hecho, dada su envergadura, deban erradicarla y contar con una actitud 
proactiva de cara a su eliminación Para dicho fin, “será necesario, por lo general, un 
planteamiento integral que incluya una diversidad de leyes, políticas y programas, 
incluidas medidas especiales de carácter temporal.  Los Estados parte deben considerar 
la posibilidad de emplear incentivos o sanciones para alentar a los actores públicos y 
privados a modificar su actitud y su comportamiento frente a los individuos y grupos de 
individuos que son objeto de discriminación sistémica. A menudo son necesarios un 
liderazgo público, programas de creación de conciencia sobre la discriminación sistémica 
y la adopción de medidas contra la incitación a la discriminación” (parágrafo 39). 
 
En definitiva, siguiendo las afirmaciones de Perán Quesada (2014), la nueva doctrina 
constitucional debería partir del reconocimiento de la relevancia del principio de igualdad 
de género y de la corresponsabilidad como principio inspirador de una nueva dimensión 
de las políticas de igualdad de oportunidades, dirigidas a la igualdad real y que debiliten 
las normas sociales de género que hacen que las situaciones discriminatorias se 
reproduzcan en nuestra sociedad (p. 142). 
 
Con todos los conceptos y el prisma reseñado a lo largo del presente capítulo, 
procederemos a analizar críticamente ―con una visión de género― las normas laborales 
de cara a las tareas de cuidado y responsabilidades familiares para determinar si las 
mismas perpetúan una discriminación directa, indirecta o sistémica. Para ello, 
consideramos medular que, antes de ello, podamos traer a colación ―con respecto a 
nuestras obligaciones familiares― la importancia que tienen las funciones de cuidado y 
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LA VERDADERA IGUALDAD SUSTANCIAL CON ENFOQUE DE GÉNERO Y 
DERECHO A LA CORRESPONSABILIDAD 
 
 2.1. El derecho del trabajo ante una nueva cuestión social 
 
El derecho del trabajo nace para tutelar a la parte “débil” de una relación laboral en la que 
existen intereses opuestos. Por ello, el derecho del trabajo, como señala Goldin (2014), 
tiene como finalidad intrínseca la “construcción de equilibrios” y deja de lado una mirada 
netamente patrimonial −puesto que, en palabras de H. Sinzheimer (1984), “el trabajador 
no compromete su patrimonio sino que (…) ‘se da a sí mismo’” (citado en Sanguineti 
Raymond, 2018, p. 49)− de la relación y, a diferencia de aquella en que suele existir un 
bien o servicio que se traslada a la contraparte, en la relación laboral, es la misma persona 
y su fuerza de trabajo las que se entregan para “satisfacer” las exigencias e intereses de 
su empleador. Por ello, es necesario recordar que, conforme lo reconoce la OIT en su 
Declaración de Filadelfia −que forma parte integrante de su Constitución−, el trabajo no 
es una mercancía.  
 
En efecto, la OIT nace con un objetivo ante el descontento causado por las extenuantes 
jornadas de trabajo y total abuso por parte de los empleadores. Así, desde el código 
genético del derecho del trabajo, se buscó dar una mirada integral al sujeto mismo de 
nuestra disciplina, quien –como señalara Korsh (1980)− no deja de ser persona solo por 
“atravesar las puertas de la fábrica” (citado en Sanguineti Raymond, 2018, pp. 49-50). 
Entonces, se deben reconocer los derechos fundamentales que le corresponden en tanto 
persona y que, como es obvio, no emanan de la relación contractual, sino que nacen de 
su propia dignidad.  
 
En un inicio, se pensó que la llamada “cuestión social” protagonizada por obreros que 
reclamaban un trato más humano se trataba de un conflicto que implicaba estrictamente 
la relación dicotómica capital-trabajo. Sin embargo, a la luz de la perspectiva de género, 
caemos en cuenta de que, en realidad, también se trató −y, ciertamente, se trata todavía− 
de conciliar otra dicotomía (trabajo productivo-reproductivo), cuyas partes, según la 
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visión capitalista, son irreconciliables entre sí. De hecho, el capitalismo es la fuente, por 
definición, del sexismo al punto que este se convirtió en uno de sus rasgos permanentes. 
La principal táctica capitalista fue la separación de la “producción de gente” (léase trabajo 
reproductivo) de la “producción de beneficio” (léase trabajo productivo): asignó el 
primero a las mujeres y lo subordinó al segundo. Con este golpe, el capitalismo reinventó 
la opresión de la mujer y transformó el mundo de arriba abajo. La perversidad capitalista 
se hace clara cuando se recuerda cuán vital y complejo es el trabajo reproductivo. Esta 
actividad no solo crea y sostiene la vida en el sentido biológico, sino que también crea y 
sostiene nuestra capacidad de trabajar (poder laboral, en términos marxistas). Sin él, ni la 
vida ni el poder laboral podrían encarnarse en seres humanos.  
 
En síntesis, producir gente se percibe únicamente como un medio para la producción de 
beneficio. De esta forma, la sociedad capitalista se apoya en el trabajo reproductivo 
mientras, al mismo tiempo, lo despoja de valor (Arruzza, Bhattacharya y Fraser, 2019, 
pp. 20-25). Es esta contradicción la que mejor evidencia la perversidad del sistema y la 
que, en el largo plazo, ha sido una de las causas de que entrara en crisis en las últimas 
décadas, en especial, luego de 2008, y, especialmente ahora, luego de la pandemia de 
COVID-19.      
 
Dado que las crisis suelen ser generadas por el capitalismo con cierta periodicidad, son 
vistas como parte intrínseca de su estructura. No obstante, la actual es particularmente 
severa luego de cuatro décadas de neoliberalismo. En ese contexto, es necesaria la 
producción de un cambio para superar la crisis (Arruzza, Bhattacharya y Fraser, 2019, 
pp. 16-17). Dicho cambio deberá provenir del derecho.  
 
Ahora bien, como señala Kurczyn Villalobos (2009), el trabajo es un hecho social y, en 
cuanto crea relaciones jurídicas, crea actos jurídicos. Así como la vida de familia se 
modifica de acuerdo con las necesidades del grupo, con las necesidades de la sociedad 
próxima y de la sociedad global, el derecho del trabajo también debe modificarse: no 
puede ser estático ni congelarse (pp. 269-270). Es, entonces, que, ante una realidad 
económica, social y cultural cambiante, el ordenamiento laboral debe adaptarse.   
 
Sin embargo, ante la entrada de las mujeres, quienes antes tenían como única esfera de 
movimiento la esfera reproductiva; la mayor concientización de los derechos humanos, 
90 
 
en especial, de la igualdad entre hombres y mujeres; y la crisis de la familia, el derecho 
del trabajo, a través de sus leyes, no se ha adaptado a estos. Más bien, ha mantenido la 
concepción de un trabajador ideal sin responsabilidades familiares como objeto de su 
regulación y, si acaso “protege” a la excepción −léase maternidad−, lo ha hecho solo 
como eso precisamente. Todo esto nos lleva a la necesidad de reconstruir el propio 
derecho del trabajo reconociendo su objetivo y espíritu principal de equilibrar dos fines 
válidos: los derechos del trabajador y la libertad de empresa. Por tanto, es imperativa la 
adaptación de la que habla Kurczyn Villalobos (2009) y, así, permitir que el derecho del 
trabajo pueda cumplir su finalidad equilibradora.  
 
No olvidemos que —como solía recordar el laboralista Mario Pasco aludiendo a Eduardo 
Couture— “el derecho debe dar respuesta a la realidad; de lo contrario, la realidad 
terminará por dar la espalda al derecho” (2013, p. 2). Es esta mirada la que nos va a 
permitir afirmar que el empleador contrata a personas dotadas de dignidad que, además 
de las responsabilidades laborales, poseen intereses personales, así como —en especial, 
para el presente análisis— intereses y deberes familiares que pertenecen al trabajador- 
ciudadano, que, como señala Palomeque López, no los pierde por ejercer como 
trabajador-ciudadano (2014, p. 11, énfasis en el original). 
 
Ahora bien, no se debe olvidar que tanto el derecho como el Estado, las empresas y la 
sociedad en general son socialmente responsables de hacer viable un adecuado balance 
entre estos “mundos” aparentemente irreconciliables. El derecho debe responder a las 
nuevas masculinidades, paternidades y maternidades, que se deben ejercer dentro de un 
marco de justicia, respeto e igualdad.  
 
La Iglesia católica ha tenido una importante responsabilidad en la configuración, 
gestación y desarrollo del derecho del trabajo desde la encíclica Rerum Novarum sobre 
aquella cuestión social que el papa denominó “la cuestión obrera”. En ella, León XIII 
advierte respecto de los deberes de los patrones y de los ricos, haciendo hincapié en el 
hecho de que no pueden considerar a los obreros como si estos fuesen esclavos. Debían 
respetar en ellos su dignidad de persona (2008, p. 21). Asimismo, el papa reconoce ―ya 
en el lejano 1891― que el trabajo remunerado no es objeto de vergüenza, sino, antes bien, 
de honra. Lo verdaderamente vergonzoso e inhumano estriba en el abuso del trabajador 
cuando se le considera como un bien con el cual lucrar (un cuerpo hecho de músculos y 
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huesos). León XIII hace un llamado a la obligación de los patrones de no alejar al 
proletariado de sus atenciones domésticas ni de imponerle más trabajo del que puede 
soportar conforme a su edad y sexo (2008, p. 22, el énfasis es nuestro). Por su parte, Juan 
Pablo II, en Laborem Exercens (2002), nos recuerda que el trabajo es el centro mismo de 
la cuestión social (p. 9) y que su solución gradual solo se dará y se mantendrá en tanto se 
busque “hacer la vida humana más humana” (p. 13). Es decir, la cuestión social es un 
elemento fijo de la vida social (p. 12) que, ante los cambios ―tales como la incorporación 
de las tecnologías de la información, la descentralización productiva, la incorporación de 
las mujeres y un largo etcétera― hacen necesaria una reorganización tanto de la economía 
actual ―y las formas de organización que de ella se derivan― como de la distribución 
del trabajo (pp. 8-9).  
 
Estos cambios sociales que repercuten en la distribución y formas de trabajo productivo 
tienen su evidente impacto en la organización y distribución del trabajo reproductivo. De 
este modo, el derecho del trabajo, ante los cambios generados, y, para mantener el 
sostenimiento de un Estado social y democrático de derecho como el nuestro 
―recordemos que precisamente el tránsito del Estado liberal al Estado social se 
caracteriza por el reconocimiento de que los trabajadores también poseían derechos 
fundamentales (Blancas Bustamante, 2016, p. 11)―, debe tener como eje central de 
acción la protección y fomento del respeto irrestricto de los trabajadores ―en tanto seres 
humanos― y de los derechos inherentes a su dignidad como tales (Blancas Bustamante, 
2016, p. 55), lo que constituye la base de nuestro sistema democrático y social.  
 
Asimismo, es necesario resaltar que, en una economía globalizada como la actual, es 
imposible negar los vínculos que se establecen con la estructura familiar, en particular, 
con la forma en que hombres y mujeres en una sociedad postindustrial confrontan la era 
de la información87. Ya que la familia se vio afectada luego de la Revolución Industrial 
                                                        
87 Es importante recalcar lo sostenido al respecto por Hobson (2002): si bien las culturas laborales en diferentes 
contextos sociales pueden ser más o menos sensibles respecto de tener hijos, la tendencia futura indica mayores 
presiones sobre los padres que trabajan en una economía globalizada. Bajas tasas de fertilidad, expresadas en la 
ausencia de nacimientos, y  el creciente número de parejas que deciden no tener hijos son los signos más visibles. Sin 
embargo, existen efectos más sutiles dentro de las diarias prácticas familiares que involucran tanto a hombres como a 
mujeres en el ambiente corporativo, por ejemplo, personas que se sienten más “en casa” en el trabajo que en la propia 
casa. (“Although work cultures in different societal contexts can be more or less sensitive to parenting, the tendency is 
toward greater times pressures on working parents in a globalizing economy. (…) Low fertility rates, expressed in 
women’s birth strikes and more couples deciding to be childless, are the most visible signs. But there are more subtle 
effects within the daily practices of parenting (…) that involves both men and women in the corporate workplace who 
feel more at home at work tan at home.”) (p. 7, la traducción y paráfrasis son nuestras) 
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―y la pasividad ante los cambios no ha hecho sino afectarla más―, ahora más que nunca 
las políticas sociales necesitan cambiar si desean mantenerse relevantes en este nuevo 
contexto (Carnoy, 2001, p. 305).  
 
Dentro de lo que constituye la “perversión” del capitalismo, cabe resaltar, como señala 
Ascher (1998), que las comunidades que se desarrollaron durante la Revolución Industrial 
―como lo fueron las fábricas en los pueblos y las ciudades industriales con su altamente 
organizado enclave suburbano― se fragmentaron como resultado de la transición 
postindustrial hacia las nuevas formaciones urbanas (citado en Carnoy, 2001, p. 307). La 
globalización produce arreglos laborales que son menos seguros y más dispersos (en 
términos geográficos) que los anteriores modelos de producción organizada. Frente a ello, 
la familia postindustrial88 se encuentra ante un dilema.  
 
El mercado laboral de hoy demanda estructuras familiares estables, altamente 
organizadas y con acceso a la información, de modo que puedan sustentar a todos sus 
miembros en un entorno laboral flexible. Sin embargo, el entorno laboral está marcado 
por una aun mayor inestabilidad (que la del pasado), lo que muy frecuentemente causa 
que los miembros de la familia deban cambiar su situación laboral, lo que supone la 
adquisición de nuevas capacidades y, para ello, de un acceso a mayor y mejor educación. 
Todo esto ha resultado en una gran contradicción: el nuevo mercado laboral (léase 
globalizado) requiere una mayor inversión en educación que en el pasado y, en este 
proceso, las familias ―tanto adultos como niños― son cruciales para la formación del 
nuevo conocimiento. Pese a ello, el mismo mercado se encarga de desestabilizar ―de 
muchas y variadas formas― el núcleo familiar en el que se halla el menor y, así, degrada 
la institución que debería encargarse del futuro desarrollo económico (Carnoy, 2001, p. 
309).  
 
La globalización postindustrial, no obstante, no es el único factor que ha contribuido a 
mantener una brecha entre el ámbito laboral y el familiar. No puede dejar de mencionarse 
la relación carente de perspectiva de género que existe, desde los orígenes, entre el trabajo 
y la familia, pese a que ambos se ayudan, necesitan y nutren entre sí. Dado que “la familia 
                                                        
88 Es interesante lo que señala Engels (1969) sobre la etimología del término familia: “En su origen, la palabra familia 
no significa el ideal, mezcla de sentimentalismos y de disensiones domésticas, del filisteo de nuestra época; al principio, 
entre los romanos, ni siquiera se aplica a la pareja conyugal y a sus hijos, sino tan solo a los esclavos. Famulus quiere 
decir esclavo doméstico, y familia es el conjunto de los esclavos pertenecientes a un mismo hombre” (p. 526). 
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es (...) una comunidad hecha posible gracias al trabajo y la primera escuela interior de 
trabajo para todo hombre” (Juan Pablo II, 2002, p. 34), la vida familiar y la vida laboral 
necesariamente “deben unirse entre sí y correctamente compenetrarse” (2002, p. 33). Se 
podría afirmar que tanto el derecho a la familia como al trabajo se estatuyen como 
derechos naturales del hombre que le permiten su pleno desarrollo, ya que el trabajo se 
ha convertido en el fundamento sobre el cual se forma la familia (2002, p. 33)89. Esta 
relación, además, tiene un impacto lógico en la formación educativa de las generaciones 
venideras y de la traslación de conocimientos, y permiten generar los “trabajadores del 
mañana”: trabajadores y trabajadoras que deberán contar con la figura de una familia 
―primer modelo de sociedad― mucho más justa, equitativa, y que permita e incentive 
el desarrollo pleno de cada uno de sus miembros.  
 
Como advirtió Juan Pablo II en Centesimus Annus (2003), a propósito de los 100 años de 
Rerum Novarum, el cambio constante en la estructura social y, por consiguiente, en las 
relaciones y espacios laborales, se estaba ―y está― generando “sin la debida 
consideración para el sexo, la edad o la situación familiar, y se ha determinado 
únicamente por la eficiencia con vistas al incremento de los beneficios” (p. 7). Este 
conflicto que, en un inicio, estaba mucho más perfilado entre capital y trabajo (2003, pp. 
9-10) también presuponía un conflicto casi invisibilizado ―incluso dado por “sentado”― 
en la estricta división entre trabajo productivo y reproductivo. Por ello, afirmamos que la 
cuestión social se mantiene en tanto no se reconozca al ser humano trabajador como tal y 
se tolere una normativa laboral que los hace esclavos del género e impida el efectivo 
ejercicio de derechos fundamentales ligados a la paternidad y maternidad. 
 
Es importante resaltar lo advertido por Mejía Madrid (2014):  
 
A pesar de las transformaciones sociales, el modelo de reparto de trabajo entre 
hombres y mujeres no ha variado significativamente. (…) Los hombres y las 
mujeres tienen distribuciones de los tiempos diferentes y desiguales; sus 
dedicaciones a unos tiempos y a las actividades relacionadas con los mismos 
varián. (…) Asi,́ las mujeres dedican casi tres veces más horas a la semana a los 
quehaceres del hogar en comparación con los hombres. (…) Como resultado de 
                                                        
89 Nótese la oposición con lo anteriormente mencionado, y la inversión de roles entre trabajo productivo y reproductivo.   
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dicha situación, podemos afirmar que las mujeres realizan jornadas de trabajo más 
extensas que los hombres: si a las horas dedicadas por hombres y mujeres al 
trabajo remunerado se suman las dedicadas al trabajo doméstico, las mujeres 
trabajan más horas que los hombres y tienen menos tiempo para su propia 
educación, salud, sindicación90 u ocio. (p. 197) 
 
“Es difícil no ver en esto una discriminación ofensiva e inaceptable, que supone un 
agravio a la condición humana” (Ackerman, 2016, p. 142). Si esta situación de 
discriminación —normalizada y convenientemente invisibilizada—  de género producto 
de la desproporcionada distribución de responsabilidades familiares no demuestra lo poco 
que se ha buscado unir y complementar el mundo del trabajo y el familiar, el alejamiento 
y desatención de las tareas domésticas, la esclavitud de ambos sexos que produce el 
género, y la imposición de una sobrecarga laboral inhumana —en este caso, 
mayoritariamente hacia la mujer—, entre otros, no sabremos cómo demostrar que, en 
realidad, el equilibrio y la armonía entre capital y trabajo también suponía una firme 
acción entre mundo productivo y reproductivo. Esto último aún no se ha logrado, y ello 
constituye la nueva cuestión social.  
 
Por tanto, debe desecharse la idea de que el trabajador es un “simple elemento o 
molécula” del “mecanismo económico-social” (Juan Pablo II, 2003, p. 22). Por el 
contrario, como refiere Ackerman sobre las enseñanzas de Sinzheimer, “quien presta 
trabajo no da ningún objeto patrimonial, sino que se da a sí mismo, el trabajo es el hombre 
                                                        
90 Al respecto, es importante añadir lo que Mejía Madrid sostiene sobre los sindicatos con respecto al tema en cuestión: 
“Del lado de los sindicatos, la adopción de medidas de solución de la tensión entre el trabajo y la vida familiar tiene un 
espacio ideal en el ejercicio de la negociación colectiva” (2014, p. 200). Lo referido es confirmado por Wintour, 
Schmidt y Pillinger (2016): las investigaciones han demostrado que la acción sindical viene acompañada de mayor 
igualdad entre hombres y mujeres, así como de una menor disparidad de salarios entre estos. En los países 
industrializados, la mayoría de los sindicatos participan activamente en campañas destinadas a promover el equilibrio 
entre trabajo y vida personal. Entre los principales acuerdos, se encuentran licencias parentales, tiempo compartido en 
familia y la reducción de la jornada laboral. Los contratos colectivos que contemplan estas medidas suelen abarcar tres 
grandes temas: primero, medidas de conciliación en el marco de contratos colectivos independientes o integrantes de 
contratos colectivos más amplios sobre igualdad, flexibilidad, tiempo de trabajo y/o remuneración; segundo, 
disposiciones contractuales que regulan la jornada de trabajo (horarios flexibles, teletrabajo, tiempo parcial, licencias, 
etc.); y, finalmente, acuerdos contractuales para extender los derechos de conciliación, por ejemplo, aumentar la 
licencia parental o de maternidad más allá de lo legalmente establecido. No obstante, aún existen dos grandes problemas 
para la consecución de la anhelada igualdad de género a través de la negociación colectiva (y que representan grandes 
desafíos a futuro). El primero es existe un estancamiento, debilitamiento y hasta desaparición de los sindicatos. El 
segundo problema es que los hombres siguen predominando en la dirección de los sindicatos de varios países. Es 
importante resaltar que, si bien este no es el tema central de la tesis, deja espacio para discusiones futuras. La 
negociación colectiva es un instrumento muy útil para el logro de la igualdad de género ―especialmente si se combina 
con legislación y la adopción de medidas en el seno de la empresa―, que puede obtenerse fortaleciendo la capacidad 
de los empleadores y los sindicatos para aumentar el número de mujeres en los cargos de dirección; alentando una 
negociación constructiva, significativa y fundamentada; fomentando procedimientos favorables a negociaciones 
incluyentes; e incluyendo a las mujeres mediante la extensión de los contratos colectivos (pp. 1-10). 
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mismo en situación de actuar” (2016, p. 30). Tomando en consideración esto, es 
necesario, ante la fuerte competencia y la mecanización de las fuerzas laborales, que el 
derecho del trabajo recuerde que, para cumplir con su objetivo y seguir su naturaleza, 
debe inexorablemente generar un equilibrio adecuado entre el capital y el trabajo, y el 
mundo productivo y el reproductivo a fin de ejercer su función tutelar hacia la parte más 
débil del contrato laboral y permitir que los derechos fundamentales del trabajador dentro 
de la relación profesional no se vean vulnerados.  
 
Se trata de conciliar de la mejor manera los intereses contrapuestos que hemos señalado 
tomando en consideración la relación simbiótica que existe en el trabajo, sin olvidar que 
el trabajo también tiene una dimensión social. Para ello, el derecho constitucional a la 
conciliación con corresponsabilidad que presentaremos no será un derecho que solo 
beneficiará al trabajador, sino a su familia, a los empresarios, a nuestra democracia y a la 
sociedad entera.  
 
Reiteramos que la nueva cuestión social no es, en realidad, un conflicto nuevo. Y, desde 
el inicio, necesitaba de un adecuado balance que ahora puede lograrse con una visión 
deconstructiva y bajo una perspectiva de género. Estos nuevos enfoques nos han 
permitido percibir una cantidad de discriminaciones e injusticias que considerábamos 
“normales”, pero que no lo son en absoluto. Ante esta realidad, se hace imperativo 
concebir y generar una relación laboral más justa, humana, equitativa y democrática, de 
manera que se pueda seguir proclamando la pertenencia a un Estado social democrático 
de derecho.  
 
En suma, la nueva cuestión social —que, en realidad, tiene la misma finalidad que la 
primera, solo que ahora con perspectiva de género— repercute en el modelo de familia 
que se evidencia después de la incorporación de las mujeres en el mercado. El conflicto 
social siempre existió, solo que había sido invisibilizado en aras de mantener el ideal de 
hombre trabajador sin responsabilidades familiares (López, 2002, p. 48). Es necesario, 
entonces, cambiar la distribución de la carga laboral en el interior de la familia y adaptar 





2.2. El concepto de conciliación91  
 
Como ya hemos señalado, el sistema económico capitalista propició un cambio social que 
correlativamente ha transformado el modelo social de reparto doméstico y familiar 
(Rodríguez González, 2016, p. 1).  Sin embargo, este cambio laboral, social y empresarial 
principalmente se ha caracterizado por la evidente incorporación de las mujeres al 
mercado laboral, al espacio “infelizmente productivo”. Ahora bien, este cambio se ha 
topado con una total pasividad empresarial por modificar las estructuras laborales y 
organizativas (Crespo Garrido y Moretón Sanz, 2010, p. 15). Ello ha generado que la 
mujer, pese a “trasladarse” y comenzar a ocupar el espacio público, deba continuar siendo 
la única y natural responsable del espacio privado/doméstico. En la práctica, esto se ha 
materializado en el incremento de la carga laboral, lo que se suele denominar “doble 
jornada” femenina (Rodríguez González, 2016, p. 5; Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 15; 
Kurczyn Villalobos, 2009, p. 280; Laherra y García, 2008, p. 11), sin una adecuada 
modificación o ―al menos― una modificación sustancial de la división de las tareas 
domésticas (Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 21). 
 
Ante la incorporación de la mujer, la pasividad empresarial frente el cambio social 
mencionado y la supuesta neutralidad del derecho laboral, como señalan Crespo Garrido 
y Moretón Sanz (2010), las mujeres tuvieron que responder a este “conflicto” con la 
formación de tres modelos de vida: i) la mujer profesional que voluntariamente decide 
anteponer su familia a su desarrollo profesional; ii) aquella mujer que se obsesiona con 
el trabajo, y antepone su vida laboral o personal a la profesional ―es decir, a la luz de la 
perspectiva de género, la que trata de encajar en el concepto del trabajador ideal 
heteronormativo sin responsabilidades familiares―; iii) finalmente, se encuentra la mujer 
                                                        
91 “En el ordenamiento español el término conciliación tiene una antigüedad (…) que se remonta al año 1999, cuando 
se aprobó la Ley N.° 39/1999, de 5 de noviembre, que precisamente en su título hacía referencia expresa a la 
conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras. La referencia de la ley 39/1999 española al 
término conciliación no fue importante; sin embargo, desde el punto de vista de su significado real (…) perpetuaba 
modelos familiares tradicionales y obviaba cualquier intento por alterar el reparto de responsabilidades. (…) Asimismo, 
bajo una apariencia de neutralidad dirigida presumiblemente a no impedir la asunción masculina de las 
responsabilidades domésticas y familiares, olvidaba las repercusiones de género que tienen las cuestiones del cuidado 
en relación con el trabajo. En España, pues, el concepto conciliación meramente en el paraguas terminológico 
susceptible de abarcar los temas que tradicionalmente guardaban relación con las condiciones laborales en las que 
repercutía la cuestión del cuidado familiar, sin implicar un cambio de perspectiva relevante. (…) [Ahora bien], el 
término más parecido (…) es el de reconciliación, que no tiene propiamente un origen jurídico sino más bien 
sociológico. [Este término] no ha sido siempre indiscutido: desde la teoría feminista hay quien ha denunciado que el 
término ha abandonado su vertiente de género y tiene un contenido fundamentalmente económico-empresarial. Se 
propugna desde la teorización feminista, pues la utilización de términos más clarificadores y rotundos, como el del 
reparto de responsabilidades o el de corresponsabilidad, susceptibles de recuperar la vertiente de género y de potenciar 
cambios sociales de mayor calado” (Ballester, 2010, pp. 31-32).   
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que, consciente de que deberá seguir atendiendo sus responsabilidades familiares, trata 
de lograr un desarrollo profesional exitoso (pp. 20-21). 
 
Es en este último modelo que se comienza a perfilar el concepto de conciliación que se 
torna en un “espacio de simple equilibrio temporal” y que gira en torno a derechos de 
ausencia (permisos), que tienen como objetivo establecer medidas neutras, que admitan 
que la persona con responsabilidades familiares pueda compatibilizar estas con sus 
responsabilidades laborales (Martínez García, 2018, p. 258).  
 
En realidad, en otros ordenamientos, como los europeos, se utilizan diferentes términos. 
Por ejemplo, dentro del seno de la Unión Europea (UE), se alude a “reconciliación”, que 
tuvo su primera aparición en el Programa Comunitario de Acción Social de 1974 y, luego, 
en la Carta Comunitaria de Derechos Sociales de los Trabajadores de 1989 (Ballester 
Pastor, 2017, p. 127; Rodríguez González, 2016, p. 16). Fue el ordenamiento jurídico 
español el que introdujo el término conciliación (Rodríguez González, 2016, p. 16), el 
cual se extrapoló a nuestros ordenamientos latinoamericanos. Sin embargo, se debe 
mencionar que existen más términos para aludir al mismo fenómeno, como, por ejemplo, 
integración, interrelación, equilibrio, balance, etc. (Hein, 2005, p. 3; Rodríguez 
González, 2016, p. 13). Consideramos que la expresión anglosajona reconciling work and 
familiy responsibilities92 es la que más se ciñe a la idea de que ambas esferas deberían 
hallarse en perfecta armonía y de que, en realidad, el que el trabajador o trabajadora 
“vuelva” al hogar no es sino un acto de reconciliar dos esferas que no deberían desunirse. 
Sin embargo, dado el avance exponencial y homogenizado del término conciliación, será 
este el que utilizaremos tratando de conceptualizarlo adecuadamente y, en particular, 
diferenciándolo del término corresponsabilidad. Esta diferenciación nos permitirá 
identificar ―de forma más evidente― la discriminación indirecta que provoca el primero 
y que el segundo trata de evitar.   
 
El concepto de conciliación deriva de la “pluripresencia” o “pluriresponsabilidades” que 
tiene todo ser humano en sus ámbitos laborales, familiares, académicos y personales a lo 
largo del desarrollo de su existencia. De este modo, en realidad, la necesidad de 
compaginar o equilibrar los distintos aspectos de su vida para dotar a esta última de una 
                                                        
92 Este es el título de la obra de Catherine Hein (2005).  
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identidad personal y social particular dentro del libre desarrollo de su personalidad 
alcanza a todos los seres humanos. Por ejemplo, determinado trabajador puede querer 
conciliar la esfera laboral con sus estudios académicos o con su derecho al ocio. Así, 
puede verse que la conciliación no se hace necesaria exclusivamente para las personas 
con responsabilidades sino para todos (Rodríguez González, 2016, p. 15; Ortega Gaspar, 
2011, p. 25). Sin embargo, será objeto de nuestro estudio la conciliación de la vida laboral 
y la familiar.  
 
De acuerdo con la Real Academia de la Lengua Española93, la primera acepción de 
conciliación es la “acción y efecto de conciliar”. Por otro lado, el término conciliar, en 
su segunda acepción, presenta “conciliar la vida laboral y la vida familiar” para 
ejemplificar la acepción de “hacer compatibles dos o más cosas”. Es importante recalcar 
que el diccionario de la RAE menciona el término compatible y este, para el presente 
caso, puede aplicarse a la idea de "hacer que ambos ámbitos, el familiar y laboral, puedan 
coexistir y funcionar armónicamente sin impedimento". Resulta interesante mencionar 
que, anteriormente, dicho diccionario definía conciliación como “comprender y ajustar 
los ánimos de quienes están opuestos entre sí”. De esa definición, no se podía extraer el 
actual mensaje de “armonía” y funcionamiento sin impedimento del otro (que figura en 
la nueva definición); por el contrario, se consideraba que existían ánimos opuestos: “por 
un lado, el profesional y, por el otro, el personal” (Crespo y Moretón, 2010, p. 14). De 
este modo, la propia definición aludía a la existencia de un conflicto entre ambos ámbitos 
(Rodríguez González, 2016, p. 15). Esta discusión no es baladí, ya que consideramos que 
la actual definición trata de mostrar un “deber ser”, pero olvida que el conflicto es 
inherente a la histórica separación entre el lugar de trabajo y el hogar (Hein, 2005, p. 3), 
en otras palabras, entre el trabajo productivo y el reproductivo (Sarrió, 2009, p. 42; 
Martínez García, 2018, p. 258; Rodríguez González, 2016, p. 29; Guirao Mirón, 2011, p. 
36), ya que estos se desenvuelven en el ámbito público y privado, respectivamente 
(Guirao Mirón, 2011, p. 36). Todo este mundo bífido, al carecer de una perspectiva de 
género, ha generado un efecto perverso principalmente hacia las mujeres, pero también 
ha provocado la fragmentación de la vida de las personas: grandes conflictos personales, 
intrafamiliares y sociales, tales como altos niveles de estrés, depresión, angustia y otras 
                                                        
93 En su más reciente edición, correspondiente al año 2018. 
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enfermedades tanto físicas como psicológicas, absentismo laboral, desmotivación, baja 
natalidad, entre otros (Sarrió, 2009, p. 42). 
 
De hecho, esta relación conflictiva entre el ámbito laboral y familiar fue de preocupación 
para la Organización Internacional del Trabajo que, desde su primera sesión en 1919, 
aprobó la Convención N.º 3 sobre la protección de la maternidad y, posteriormente, la 
Recomendación Nº 123 sobre el empleo de mujeres con responsabilidades familiares en 
1965 (Hein, 2005, p. 2). Sin embargo, la OIT pronto se percató del efecto perjudicial que 
generaba el atribuir las labores familiares exclusivamente a las mujeres.  
 
La conciliación, así entendida, desde un inicio ―y fortalecida por la OIT― generó que 
sean las mujeres las destinatarias de los derechos de conciliación por ser ellas las que 
debían ―y deben― asumir tanto las cargas laborales como familiares. De esta manera, 
deja inferir que solo ellas presentan un problema al respecto (Ruiz-Rico, 2012, p. 69). Por 
ello, para Guirao Mirón (2011), la propia formulación de “conciliación entre vida laboral 
y familiar” presupone dos formas de comprensión y organización de nuestra existencia y 
sociedad. Por un lado, asume la división radical de espacios: público-privado, trabajo 
productivo-trabajo doméstico y, por otro lado, la ancestral división sexual del trabajo94 
(p. 36). Esta última condiciona y limita las posibilidades de insertarse y mantenerse en el 
trabajo remunerado (Aspiazu, 2014, p. 182) al tener un efecto nocivo, por un lado, para 
la atención de las obligaciones familiares y, por otro lado, en el ámbito profesional, ya 
que impide la formación y promoción en la carrera, y el acceso a ella (Rodríguez 
Rodríguez, 2010, p. 22). Por ello, Ballester Pastor (2017) comprende que el concepto de 
conciliación se mueve estrictamente como “mero equilibrio temporal articulado” en torno 
al derecho de ausencias (permisos), sin implicar a otros actores, de modo tal que 
continuaba inalterable el reparto natural de responsabilidades dentro del espacio 
doméstico. Con estas medidas, supuestamente neutras, tiene como objetivo mejorar o 
                                                        
94 Al respecto, es necesario recordar lo sostenido por Bourdieu (1998), acerca de que el mundo social construye el 
cuerpo como una realidad sexuada y depositaria de principios de visión y división, a su vez, sexuadas. Este programa 
social de percepción que se ha incorporado se aplica a todos los objetos del mundo y, en primer lugar, al cuerpo mismo, 
en su realidad biológica: es el cuerpo el que construye la diferencia entre los sexos conforme a los principios de una 
visión mítica del mundo enraizada en la relación arbitraria de dominación de los hombres sobre las mujeres, ella misma 
inscrita –vale decir− con la división del trabajo, en la realidad del orden social. La diferencia anatómica entre los 
genitales masculinos y femeninos puede, así, aparecer como la justificación natural de la diferencia socialmente 
construida entre los géneros y, en particular, de la división sexual del trabajo. El esquema sinóptico de oposiciones 
pertinentes puede leerse ya sea desde las oposiciones verticales (seco/húmedo, alto/bajo, derecho/izquierdo, 
masculino/femenino) como desde los procesos (por ejemplo, aquellos del ciclo vital, matrimonio, gestación, 
nacimiento, o aquellos del ciclo agrario) o los movimientos (pp. 23-25, la traducción y paráfrasis son nuestras).    
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ayudar a que la persona encargada de los cuidados familiares pueda conciliar o 
compatibilizar sus responsabilidades laborales y familiares. Con ello, se mantuvo el 
contexto supuestamente neutro que perpetuó y normalizó jurídicamente que la asunción 
de las responsabilidades familiares continúe siendo una labor exclusivamente de las 
mujeres, asunción que, a su vez, trajo como efecto una notoria preocupación empresarial 
por la contratación de mujeres en edad fértil. (Ballester Pastor, 2017, p. 55) 
 
Ante la visibilización de esta problemática, la legislación laboral −aún con una visión de 
estricta separación entre la “vida familiar” y “vida laboral”, o, en términos económicos, 
trabajo remunerado productivo-trabajo no remunerado reproductivo y, en términos 
políticos, entre lo público y privado (Guirao Mirón, 2011, p. 36)− comenzó a legislar con 
base en derechos llamados de ausencia, que básicamente se materializaban en el 
otorgamiento de permisos o licencias (Gorelli Hernández, 2019, p. 861-862; Ballester 
Pastor, 2017, p. 55; Martínez García, 2018, p. 258) para que la trabajadora pueda 
suspender temporalmente su relación laboral para abocarse íntegramente a sus 
responsabilidades familiares, de modo tal que se pueda cesar su prestación laboral con el 
derecho de reincorporación una vez terminado el plazo del mismo (Gorelli Hernández, 
2019, p. 859). Estos llamados “derechos de ausencia”, como adecuadamente señala 
Gorelli Hernández (2019), si bien permiten que la persona solicitante pueda ocuparse 
incluso de una manera prolongada en los cuidados a sus familiares, tienen como elemento 
negativo que dicha ausencia física del trabajador genera una desconexión del mundo 
laboral. Ello se convierte en una pérdida de profesionalidad o práctica profesional que, 
incluso, puede llegar a una suerte de obsolescencia del trabajador −por ejemplo, como 
consecuencia de la inadaptación de las modificaciones introducidas en los puestos de 
trabajo o por ineptitud sobrevenida−. Así, afecta negativamente sus posibilidades de 
promoción, ascenso, desarrollo y progresión profesional y, en el largo plazo, puede 
provocar pérdida del empleo (Gorelli Hernández, 2019, p. 859; Rodríguez González, 
2016, p. 23). Evidentemente, esta fórmula de apaliar el conflicto fortalecía la disyuntiva 
para las mujeres de tener que decidir entre su desarrollo profesional o familiar.  
 
Ante estos efectos negativos, se plantean los derechos de “presencia” que, como su 
nombre lo indica, suponen la permanencia del trabajador dentro de la empresa eliminando 
la solución basada en la desvinculación del trabajador de la realidad laboral. Ello supone 
un avance, pues elimina los efectos perjudiciales de los derechos de ausencia en las 
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capacidades y promoción profesional (Gorelli Hernández, 2019, p. 860). De este modo, 
estas políticas son más adecuadas para generar una real armonía y equilibrio entre el 
ámbito familiar y laboral sin perpetuar la noción de que ambas esferas mencionadas son 
irreconciliables (Rodríguez González, 2016, p. 23). Entre estas medidas, se encuentran 
las de acomodación temporal, adaptación y reducción del tiempo de trabajo, entre otros 
mecanismos (Gorelli Hernández, 2019, p. 860; Rodríguez González, 2016, p. 23). Por 
todo lo antes señalado, consideramos que una adecuada política de conciliación, a este 
nivel, debe contemplar tanto los derechos de ausencia como de presencia (Gorelli 
Hernández, 2019, p. 859).  
 
La conciliación, por tanto, ya sea a través de mecanismos de ausencia o de presencia, al 
ser entendida como la posibilidad de alterar las condiciones laborales, supone una colisión 
con el poder de dirección y de capacidad de organización; no obstante, no debería 
sorprendernos que,  en las últimas décadas, también ha existido una corriente a la inversa 
que, en vez de flexibilizar las condiciones de trabajo para permitir la conciliación 
profesional/laboral,  ha dado fuertes dosis de flexibilidad unidireccional dirigida a 
favorecer al empresario para adaptar, por ejemplo, el tiempo a sus necesidades 
empresariales, suponiendo una evidente asincronía y dificultad para la conciliación  
(Gorelli Hernández, 2019, pp. 863-864 ). Por tanto, nos encontramos ante un evidente 
desafío que el derecho laboral debe superar y, para ello, es de vital importancia reconocer 
los derechos de conciliación, y, más precisamente, de corresponsabilidad, como derechos 
constitucionales de titularidad de todos los trabajadores más allá de su sexo para tratar de 
frenar la omnipresente necesidad de flexibilidad laboral demandada por los empresarios 
(Gorelli Hernández, 2019, p. 887). 
 
Como hemos visto, esta forma de concebir las conciliaciones, al suponer medidas neutras 
que afectan a las mujeres debido a su género, ha implicado discriminaciones directas e 
indirectas −más precisamente discriminación sistémica− hacia las mujeres ante el avance 
que constituyen la incorporación de la perspectiva de género y la importancia de la 
igualdad. Se ha dejado de lado la falsa idea de acciones de “equidad de género” que, 
mediante normas de sobreprotección para las mujeres, iban distanciándose aún más de un 
verdadero equilibrio entre las responsabilidades familiares y laborales (Kurczyn 
Villalobos, 2009, p. 276). La solución que ahora se vislumbra como un producto más 
acabado de conciliación es la corresponsabilidad −aunque consideramos más apropiado 
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hablar de conciliación con corresponsabilidad, pues ambos conceptos se complementan, 
pero tienen naturalezas distintas que, no obstante, permiten que la solución del conflicto 
sea responsabilidad de toda la sociedad en general y, en particular, de hombres y mujeres 
por igual− (Kurczyn Villalobos, 2009, p. 276). Esto se hace necesario, pues, pese a la 
incorporación o desplazamiento de la mujer hacia el espacio productivo, ello no ha 
supuesto el desplazamiento del hombre hacia el espacio reproductivo, lo que ha generado 
que el hombre −o, en su defecto, el Estado− no haya asumido las tareas relacionadas con 
la reproducción y cuidados (Guirao Mirón, 2011, p. 37). Es solo a través de la conciliación 
con corresponsabilidad que podremos obtener un definición más justa que permita a todos 
los miembros de la sociedad −hombres y mujeres− de forma igualitaria, sin importar su 
sexo y su género tengan la capacidad de compatibilizar sus actividades reproductivas 
propias del mundo familiar y sus actividades productivas del mundo laboral, sin que ello 
implique costes laborales, afectaciones al desarrollo y correcto acceso al mismo, y sin 
que se vea afectado por el reemplazo generacional o estancamiento profesional (Guirao 
Mirón, 2011, p. 37). En esa línea, como apreciaremos a continuación, el concepto de 
corresponsabilidad es el que ha comenzado a convencionalizarse y constitucionalizarse, 
dejando de lado el viejo discurso de que los instrumentos internacionales tenían como 
único sujeto de protección ante este conflicto a la mujer.  
 
 
2.3. El concepto de corresponsabilidad  
 
Actualmente, el concepto de igualdad entre hombres y mujeres, bajo una perspectiva de 
género, hace que nos refiramos a la igualdad de género. Tener a esta en consideración 
nos permite apreciar, valorar y enfrentar una realidad: la discriminación sistemática que 
estas normas generan sobre la mujer trabajadora (Laherra y García, 2008, p. 11). Con esa 
mirada de perspectiva de género, nos percatamos de que la división sexual del trabajo ha 
generado que se cree alrededor del sexo un estereotipo que se asocia el rol de cuidadora 
como un papel natural de la mujer y que genera, como hemos visto, que muchas medidas 
“bien intencionadas” hayan sido concebidas para facilitar exclusivamente a las 
trabajadoras poder cumplir con sus responsabilidades familiares. Este hecho, como ya 
hemos señalado, afecta directamente a las mujeres −en sus probabilidades y en su calidad 
de participación dentro del mercado laboral−, pero también a los varones, quienes son 
excluidos de dichos cuidados, lo que produce efectos evidentemente contraproducentes, 
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pues no solo provoca que se refuercen los roles de género y la distribución dicotómica 
asociada a estos, sino que también los perjudica en el ámbito familiar al limitar su 
capacidad de participación en la esfera doméstica y, en especial, en la crianza y educación 
de sus hijos (OIT, 2009, pp. 1-2).  
 
Por todo ello, en aras de conseguir una igualdad con perspectiva de género, surge la 
importante necesidad de que, dentro de la ecuación “conciliación familiar y laboral”, 
también existan esfuerzos, y una verdadera y activa implicancia de los varones en la rutina 
doméstica y familiar (Lousada Arochena, 2008, pp. 85, 87), ya que ellos también se ven 
perjudicados por la división sexual del trabajo: se limita su capacidad de participar en las 
actividades domésticas y la crianza de sus hijos. Por tanto, las nuevas políticas públicas 
de igualdad, según Martínez García (2018), deben buscar que el hombre asuma el 50 % 
que le corresponde tanto en el trabajo doméstico como en los cuidados y la crianza de los 
menores. Es hacia ese fin que deben estar dirigidas (p. 258). Debe recalcarse, como 
advierte Lousada Arochena (2008) que, si a los esfuerzos de las mujeres no se unen los 
de los hombres, la igualdad simplemente no se conseguirá. Y es que los hombres deben 
luchar contra los estereotipos que los expulsan del cuidado de los hijos (p. 85). Es en esa 
dimensión que comienzan a desarrollarse los estudios doctrinales (Lousada Arochena, 
2008, p. 87) sobre el particular. Por ejemplo, con las denominadas “nuevas 
masculinidades”, se trata de pasar a una corresponsabilidad como mecanismo de 
respuesta ante el nuevo conflicto social planteado o de pasar de la mera conciliación hacia 
la conciliación con corresponsabilidad (Perán Quesada, 2014, p. 110). Este concepto ha 
evolucionado y se ha convertido en verdadero principio en virtud del principio universal 
de igualdad entre hombres y mujeres, y de la incorporación de la igualdad de género 
(Rodríguez González, 2016, p. 44; Rodríguez Copé, 2017, p. 57), cuya finalidad es la 
paulatina eliminación de todo aquello que social y culturalmente se ha venido atribuyendo 
al sexo, al hacer copartícipe y fomentar en el varón la asunción de un conjunto de roles 
que, por razón de género, se ha venido asignando como natural y exclusivo a la mujer 
(Perán Quesada, 2014, p. 23; OIT, 2009, p. 2 ). No se trata, por tanto, de obviar o 
desconocer la protección objetiva y razonable que se debe otorgar a las madres por el 
hecho biológico de serlo; en otros términos, no se trata de ignorar las diferencias 
biológicas existentes relacionadas con su sexo, sino de aquellas atribuidas al género 




Así, la corresponsabilidad como “coparentalidad” (Pérez y Sainz-Cantero, 2018, p. 14) 
se estatuye como el paso necesario para la consecución de la real igualdad entre hombres 
y mujeres al otorgar titularidad, derecho y deber a ambos progenitores de asumir 
igualitariamente la crianza, cuidados familiares y, en general, las responsabilidades 
domésticas y familiares (Lousada Arochena, 2014, p. 8, Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 
19). Creemos que el término corresponsabilidad es apropiado, pues, según la Real 
Academia de la Lengua Española, la corresponsabilidad se define como “responsabilidad 
compartida”. Así, de esta definición podría inferirse la posibilidad de hablar de 
“conciliación con responsabilidad compartida” o “conciliación con corresponsabilidad”.  
 
Las medidas que permiten este objetivo apuestan, por un lado, por la individualización 
de los derechos de conciliación a cada uno de los progenitores y, por el otro y en este 
radica lo más importante y, a la vez, lo más difícil y resistido, por el fomento del 
ejercicio masculino de estos. Asimismo, es importante recalcar que no se trata solamente 
de aplicar las medidas que actualmente se encuentran en la legislación, sino de buscar 
siempre reforzarlas y mejorarlas95, de modo tal que también esta mejora fomente o haga 
más atractiva la participación efectiva de los hombres en el ámbito doméstico (Lousada 
Arochena, 2014, p. 8). Por ejemplo, la Asamblea Parlamentaria del Consejo Europeo, 
mediante la Resolución 1921 (2013) hizo un llamado a sus Estados miembros para que, 
entre otras acciones, animaran a las empresas a aplicar, voluntariamente, medidas 
conciliatorias más ventajosas que las obligatorias previstas por la legislación96.  
 
Como una de las medidas más significativas para la corresponsabilidad se encuentra el 
permiso de paternidad o “paternity leave97”, que otorga un derecho exclusivo a los padres 
para que puedan tener un tiempo para el cuidado y crianza de sus menores hijos (Lousada, 
2008, p. 8). Ahora bien, puede verse que la entrada de los llamados “permisos parentales” 
deja de lado su exclusiva vinculación con la maternidad femenina ―y estos pasan ahora 
a ser configurados como períodos de tiempo dedicados al cuidado del recién nacido, por 
lo que resultaba irrelevante quien fuera el titular del mismo― y comienza a reconocer la 
importancia de la filiación, convivencia y la familia (Perán Quesada, 2014, p. 123).  
 
                                                        
95 Por ejemplo, garantías de reincorporación, protección frente a represalias, mejora de la protección social, etc. 
96 La traducción y paráfrasis son nuestras.  
97 Según Lousada Arochena, de acuerdo con la legislación comparada, la duración ideal inició siendo de un mes y, por 
ello, por ejemplo, en Suecia, se le conoce como “daddy’s month” (y actualmente es de dos meses) (2008, p. 9). 
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De este modo, este derecho a la corresponsabilidad se vincula tanto con la igualdad de 
género y la igualdad entre hombres y mujeres, como, por otro lado, con el interés superior 
del niño, que se materializa en el derecho fundamental irrenunciable del menor de 
convivir, ser cuidado, criarse, mantener y relacionarse con ambos progenitores en iguales 
condiciones. Los padres son corresponsables por el bienestar del hijo. Las políticas de 
corresponsabilidad deberán incluir cambios sociales, culturales, institucionales y 
legislativos y deberán también tener en consideración permitir que cada progenitor, 
independientemente de su sexo, pueda involucrarse más activamente en la vida de sus 
hijos (Rodríguez Copé, 2017, p. 61; Pérez y Sainz-Cantero, 2018, pp. 14, 17).  
 
Así, el objetivo último, en el espacio privado, de la corresponsabilidad es el de contribuir 
a la formación de una nueva organización del sistema social y económico, en el que se 
formen hogares y familias más estables, democráticos, igualitarios, simétricos y 
corresponsables que coadyuven a formar un nuevo modelo de ciudadanía democrática 
que asuma la responsabilidad compartida de los cuidados como una cuestión ética. 
Asimismo, se buscará que los hogares se encuentren destinados a educar en libertad, 
responsabilidad, sinceridad, respeto, esfuerzo y trabajo. Principalmente, se apuntará a que 
la humanidad trabajadora se pueda reconciliar con su naturaleza doméstica de forma que 
se humanice la sociedad y deje de ser tan excesivamente competitiva y despersonalizada 
al obviar y no valorar la vida familiar y personal. Ello fue lo que generó el llamado de 
Juan Pablo II de hacer frente a la cuestión social humanizando más la vida humana (valga 
la redundancia). Debe permitirse que los dos espacios, como sugiere la actual definición 
de la RAE, no entren en conflicto, sino que, más bien, se complementen armónicamente 
potencializándose sin perjudicarse (Ballester Pastor, 2017, p. 383; Perán Quesada, 2014, 
p. 105; Navarro Ardoy, 2004, p. 115; Crespo y Moretón, 2010, p.13; Guirao Mirón, 2011, 
p. 37; Ministerio de la Igualdad del Gobierno de España, 2010, p. 4).  
 
Evidentemente, para la consecución de este loable objetivo, no solo se debe buscar 
promover una respuesta legislativa, sino una transformación social profunda y estructural 
que implique un nuevo “contrato social” que responda a la nueva cuestión social 
planteada, que, como hemos señalado, tiene como la mayor, olvidada y principal tarea 
compaginar el empleo con las responsabilidades familiares y el cuidado de hijos 
(Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 15) de cara a enfrentar la discriminación sistémica y a 
atender el interés superior del niño. De este modo, se trata de un tema que atañe a toda la 
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sociedad dentro de un marco global que comprende tanto al sistema social (desde la 
familia hasta la economía) como a los sistemas culturales (valores, ideas, creencias, etc.) 
y las interacciones de la vida cotidiana. Entre ellos, deberán estar los poderes públicos, 
que ocupan un rol medular en la formación de mecanismos y planes para lograr la 
corresponsabilidad; los empresarios, que deberán comprender la inversión a largo plazo 
de cumplir con dichos planes; los trabajadores, cuidadores, padres, madres; los sindicatos; 
distintos agentes sociales y económicos; y, en general, la sociedad entera (Kurczyn 
Villalobos, 2009, p. 276; Ortega Gaspar, 2011, p. 31; Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 24; 
Rodríguez Copé, 2017, p. 57).  
 
Como señala Saraí Rodríguez González (2016), no se trata de una corresponsabilidad que 
solo implica a los miembros de la unidad familiar, sino a todos los agentes sociales e 
institucionales para que asuman la responsabilidad de hacer viable el desarrollo de la 
realidad personal, familiar y profesional de sus miembros. De este modo, podría decirse 
que la corresponsabilidad cuenta con tres dimensiones:  
 
 Individual: en la que cada persona se implica directamente en la eliminación 
de los roles de género tradicionales y de la estructura sexual que determina el 
uso del tiempo y las labores de cuidado. (p. 16)  
 Social: en la cual todos y cada uno de los agentes sociales e institucionales 
buscan coadyuvar en la obtención de mayores cuotas de libertad tanto para 
hombres como para mujeres para que se pueda elegir realmente formas 
adecuadas de conciliar la vida familiar, personal y profesional sin afectar el 
libre desarrollo de la personalidad (p. 16). En este ámbito, creemos que los 
actores principales son los poderes públicos, en especial, el Poder Legislativo, 
que deberá intervenir normativamente generando leyes que permitan la 
corresponsabilidad; el empresariado, que deberá dejar su reticencia ante la 
utilización de estos permisos y se vea, así, animado a incorporar mejores 
medidas, por ejemplo, siguiendo la resolución 1921 de la Unión Europea; y, 
finalmente, los sindicatos, que podrán incluir normas convencionales con el fin 
de mantener dicha corresponsabilidad. (Ballester Pastor, 2012, p. 56; Martínez 
García, 2018, p. 261) 
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 Familiar: en la que los miembros de la familia pueden generar un pacto 
intergeneracional que sea posible de mantener en el tiempo y que respalde el 
sustento económico y afectivo del hogar. (p.16) 
 
Para alcanzar este fin, no solo se deberá involucrar a todos los actores sociales en todo 
nivel, sino que también deberá existir una plétora de acciones y mecanismos que permitan 
la trasformación social y cultural antes citada. Algunos de los mecanismos que se deberán 
llevar a cabo para su consecución son los siguientes:  
 
1. Necesario involucramiento del hombre de forma activa en las tareas domésticas, 
en especial, considerando el espacio que las mujeres han dejado disponible al 
entrar al mundo público, replanteando su rol como padre y su compromiso con el 
mismo, en otras palabras, ingresar de forma recíproca al mundo 
privado/doméstico. Se trata de hacer que las mujeres puedan incorporarse y 
permanecer en el mercado de trabajo en igualdad de condiciones y, a su vez, que 
el hombre pueda incorporarse en igual condición a la esfera doméstica. Además, 
las madres deberán dejar su reticencia culturalmente construida respecto de los 
padres y verlos como aliados necesarios para la consecución de este fin. (Trillo 
Párraga, 2009, pp. 146, 158; Anderson Roos, 2011, p. 77; Rodríguez Rodríguez, 
2010, p. 15; Lousada Arochena, 2008, pp. 85, 87; Perán Quesada, 2014, p. 106) 
2. Incorporación de la noción de transversabilidad o mainstreaming de género 
como estrategia necesaria para la elaboración y puesta en práctica de las políticas 
públicas de igualdad, fortalecimiento de la familia, protección de los menores, etc. 
(Perán Quesada, 2014, p. 51)  
3. Revalorización de las necesidades, afectos, aspiraciones y prioridades tanto en la 
esfera pública como privada (Ballester Pastor, 2012, p. 56) 
4. Deconstrucción de los estereotipos de género98 de hombres y mujeres, y su 
implicancia en la familia, hogar y el trabajo. (Ministerio de la Igualdad del 
Gobierno de España, 2010, p. 4) 
5. Efectiva participación equitativa de ambos progenitores en el ejercicio de sus 
responsabilidades familiares, educativas y de cuidado de los hijos en el seno 
                                                        
98 La escuela o cualquier sistema educativo tienen un llamado en el proceso de deconstrucción de estereotipos, además 
de la formación académica de los educandos. Así como el curso de Ética y Ciudadanía en las universidades es 
obligatorio, ya se debería hacer obligatorio un curso que aborde la anhelada equidad de género. 
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familiar, que implique una nueva forma de socialización tanto femenina como 
masculina con respecto al cuidado familiar y del hogar (Ministerio de la Igualdad 
del Gobierno de España, 2010, p. 18; Rodríguez Copé, 2017, p. 67; Cabeza 
Pereiro, 2011, p. 78; Péran Quesada, 2014, p. 106) 
6. Una actuación normativa (legislativa, sindical, social, empresarial, etc.) que sepa 
diferenciar entre lo biológico y lo socialmente construido sin desconocer la 
necesaria protección que se le debe otorgar a la maternidad como hecho biológico. 
Así, se podrá generar una nueva cultura que otorgue la función de cuidado y 
crianza a ambos padres, sin distinción de sexo. Se trata, pues, de contar con una 
perspectiva de género para diferenciar aquellas normas que cuentan con una 
justificación objetiva de las que no la tienen y, por el contrario, tienen un sustento 
subjetivo. (Perán Quesada, 2014, pp. 105-106) 
7. Mecanismos de protección jurídico-laborales tanto para hombres y mujeres que 
permitan el ejercicio efectivo de los derechos derivados de la corresponsabilidad 
sin represalias o afectación a sus expectativas, mantenimiento o desarrollo laboral 
y sin ninguna clase de segregación profesional, minimizando, de esta forma, el 
coste de la suspensión del contrato de trabajo o la adaptación de la jornada. (Perán 
Quesada, 2014, p. 47; Cabeza Pereiro, 2011, p. 78)  
8. Eliminación de las normas, prácticas u obstáculos que, sin perspectiva de género, 
generan un impacto negativo e impiden lograr el objetivo de la 
corresponsabilidad, de modo que efectivamente se produzca la ruptura de los roles 
tradicionalmente asignados en torno a la reproducción y cuidados. (Perán 
Quesada, 2014, p. 44) 
9. Promover una equilibrada participación de hombres y mujeres en el mercado 
laboral y familiar con la incorporación y constante mejora de los permisos antes 
señalados como de maternidad, paternidad, parentalidad, adopción, etc., que 
favorezcan a los padres con responsabilidades familiares. (Ministerio de la 
Igualdad del Gobierno de España, 2010, p. 4; Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 16; 
Rodríguez Copé, 2017 p. 67)  
10. Eliminación la reticencia o los estigmas relacionados con el efectivo cuidado y la 
tenencia de responsabilidades. (Ballester Pastor, 2012, p. 56)  
11. Implicación de los poderes públicos y empresarios en el establecimiento y 
desarrollo de recursos y estructuras sociales que permitan la crianza, cuidado y 
atención por ejemplo, mediante los servicios de cuidado denominados “salas 
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cuna”, donde ambos progenitores puedan llevar a sus menores hijos mientras se 
encuentran trabajando y la mejora de prestaciones públicas. (Rodríguez Copé, 
2017, p. 67; Rodríguez Rodríguez, 2010, p. 18; Ministerio de la Igualdad, 2010, 
p. 4; Torns Martín, 2013, p. 6) 
12. Consideración del entorno, la estructura y la organización del trabajo para 
adaptarlo a las necesidades de los trabajadores con cargas familiares. (Rodríguez 
Copé, 2017, p. 67)  
13. Colaboración hacia una educación igualitaria desde la educación infantil y 
primaria. (Martínez García, 2018, p. 258) 
14. Políticas públicas incorporadas en los planes de igualdad que consideren la 
realización de campañas de sensibilización, concientización e información sobre 
las medidas de corresponsabilidad, sus derechos, virtudes, etc., dirigidas a las 
empresas, familias y a la sociedad en general, pero con mayor hincapié en los 
hombres. Por ejemplo, en Madrid, hace unos años, se realizó una campaña bajo el 
lema “¿Verdad que no somos tan distintos? Entonces, ¿por qué no somos más 
iguales?” (Martínez García, 2019, pp. 260-261) 
15. Construcción de los derechos de conciliación desde una perspectiva de género que 
implica abandonar la creencia tan extendida sobre la división sexual del trabajo. 
Dicho de otro modo, deberá reconocerse que las diferencias físicas entre hombres 
y mujeres no justifican la mayor dedicación de uno o de otro sexo al cuidado de 
los hijos o las responsabilidades parentales. El aspecto crucial en esta tarea no es 
la concesión de derechos (laborales, etc.) al colectivo de mujeres sino de 
corresponsabilizar a los hombres en el cuidado del hogar en aras de la obtención 
de una igualdad efectiva y como acto de prevención del retorno al hogar de las 
trabajadoras. (Lousada Arochena, 2007, p.28)          
16. Establecimiento de mecanismos efectivos, expresos y eficaces para el control, 
seguimiento y comprobación del adecuado reparto de los permisos parentales. De 
no hacerlo, deberá existir el riesgo de aplicar sanciones disciplinarias o la pérdida 
del subsidio. (Rodríguez González, 2016, p. 21; Lousada Arochena, 2008, p. 9) 
 
Si bien luego analizaremos la dimensión constitucional del derecho a la conciliación con 
corresponsabilidad, consideramos oportuno hacer notar que también se cuenta con 
normas con rango de ley que nos refieren a esta obligación de hacer corresponsables a los 
padres −o de ejercer una responsabilidad compartida− en los cuidados de los niños. Para 
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ello, presentaremos las normas del Decreto Legislativo Nº 295, Código Civil, y la Ley Nº 
27337, Código de los Niños y Adolescentes, y el Decreto Legislativo N.° 1408, que nos 
van a permitir afirmar que existe, por un lado, un derecho de ambos padres a ocuparse e 
involucrarse en las tareas domésticas y de cuidado de sus menores hijos, un deber de 
efectivamente ejercer dicho derecho y, por otro lado, un derecho de los menores a poder 
contar con el efectivo y afectivo cuidado de ambos progenitores.  
 
El Código Civil, al definir la propia de noción de familia, en su artículo 233°, manifiesta 
que la regulación jurídica que se haga de esta deberá tener como finalidad contribuir a su 
fortalecimiento y consolidación en estricto respecto de los principios y normas 
constitucionales. Esta norma, al señalar abstractamente que “la regulación jurídica” 
deberá enmarcarse dentro de esta finalidad, debe orientar a todo el aparato legislativo −es 
decir, tanto la normativa que incide en lo que se conoce tradicionalmente como “esfera 
privada”, que suele relacionarse con la normativa civil y la “esfera pública” de la 
normativa laboral− a buscar el fortalecimiento y consolidación de la familia siempre 
respetando los derechos, principios y normas que emanan y afectan directa o 
indirectamente a la familia.  
 
Posteriormente, los artículos 234°, 235°, 287° y 290° buscan reconocer que, dentro del 
hogar, ambos cónyuges tienen la misma autoridad, es decir, igualdad de derechos y 
deberes y que, en tanto padres, se obligan ambos, por el hecho del matrimonio, a alimentar 
y educar a sus hijos, estando obligados a promover el sostenimiento, protección, 
educación y formación de sus menores hijos. Incluso, el último de los artículos señalados 
recalca que debe existir en ambos cónyuges el deber y derecho de participar en el gobierno 
del hogar y de cooperar al mejor desenvolvimiento de este. Es decir, en el caso de ser 
padres en pie de igualdad, tienen el derecho y el deber del cuidado de sus menores hijos 
y de cooperar al desarrollo adecuado de la familia. De igual modo, el artículo 300° obliga 
a ambos cónyuges al sostenimiento del hogar. Consideramos que, pese a que se refiere al 
sostenimiento del hogar “según sus respectivas posibilidades y rentas” −lo que haría 
pensar que la norma solo hace referencia a un sostenimiento económico−, una 
interpretación sistemática debería llevarnos a corroborar lo señalado por los artículos 
precedentes en el sentido de que ambos cónyuges también se encuentran obligados al 
sostenimiento en lo afectivo, amoroso, de cuidado y, en suma, al sostenimiento 
intergeneracional y duradero de aquella familia estable, democrática, igualitaria, 
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simétrica y corresponsable que responda al nuevo modelo de ciudadanía que nace del 
principio de corresponsabilidad y al que hemos hecho alusión anteriormente.  
 
Nos parece que una norma que trata de ocuparse de la separación de lo público y lo 
privado es el artículo 291°, que pareciera mostrar una idea más propia de los primeros 
modelos de conciliación al señalar lo siguiente:  
Artículo 291°.- Si uno de los cónyuges se dedica exclusivamente al trabajo del 
hogar y al cuidado de los hijos, la obligación de sostener a la familia recae sobre 
el otro, sin perjuicio de la ayuda y colaboración que ambos cónyuges se deben en 
uno y otro campo. 
La redacción, aún actual, de esta norma la reafirmamos como propia de los modelos de 
conciliación con los efectos perversos que la misma tiene pues, por una parte, permite 
que uno de los cónyuges se dedique exclusivamente al cuidado de los hijos y del hogar. 
Esta norma, como ya hemos analizado, pese a contar con una redacción aparentemente 
neutra, implica una discriminación indirecta o más propiamente sistémica hacia las 
mujeres, que serán las que, por razón del género, se ocupen naturalmente de forma 
exclusiva de la crianza y cuidado de los menores. Ello la perpetúa como la tradicional y 
natural cuidadora, y afecta su incorporación al mundo laboral. Asimismo, reafirma que el 
otro progenitor, el que transita por la esfera pública, es decir, usualmente el varón 
trabajador, solo se convierte en un colaborador y ayuda de aquella que se ocupa del hogar. 
Esta norma, en resumen, va en contra de los artículos anteriores, pues permite 
básicamente que la mujer se dedique a la casa de forma exclusiva, que el hombre siga 
siendo el breadwinner y que solo brinde su apoyo o colaboración en las tareas del hogar. 
Es decir, mantiene el statu quo, que se estatuye con efectos discriminatorios.  
Entrando puntualmente al cuidado de los niños, que suele estar vinculado con la noción 
jurídica de “patria potestad” regulada en el capítulo único del Título III del Código Civil, 
que reitera que, ya no por el vínculo matrimonial sino por la patria potestad, ambos padres 
tienen el derecho y el deber de sus hijos en tanto personas y de los bienes de sus hijos 
(artículo 418°). Por ello, durante el matrimonio, ambos padres, en pie de igualdad, deben 
ejercer la patria potestad en representación legal de sus hijos (artículo 419°). De dicha 
representación se decantan deberes y derechos de titularidad de ambos padres, entre los 
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que se encuentran el sostenimiento y educación de los hijos, el educarlos y capacitarlos 
para el trabajo (artículo 423°). 
Por su parte, el Código de los Niños y Adolescentes establece la obligación estatal de 
promover y fomentar que los niños y adolescentes puedan vivir en un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado (artículo 3°) y, conforme a la Primera Disposición 
Complementaria Modificatoria de la Ley N.º 30403, que incorporó, en 2015, el artículo 
3-A, se estableció como deber de toda la sociedad (autoridades administrativas, públicas, 
privadas, padres y cualquier persona) el permitir que los niños, niñas y adolescentes 
reciban un buen trato, dentro de un ambiente armonioso, solidario y afectivo en el que se 
le brinde protección integral, es decir, donde pueda recibir cuidados, afecto, protección, 
socialización y educación no violentas. Esta idea se ve corroborada y complementada con 
el artículo 8°, que establece el derecho de los niños y adolescentes a vivir, crecer y 
desarrollarse en el seno de su familia como un derecho; por tanto, como contrapartida y 
para lograr dicho fin, los padres, deben velar por que los hijos reciban de ellos, en pie de 
igualdad, los cuidados necesarios para su desarrollo integral. Es deber y derecho de los 
padres velar por el desarrollo integral de sus hijos: promover su sostenimiento y 
educación, dirigir su proceso educativo y capacitación para el trabajo, y darles ejemplos 
positivos de vida −ejemplos de personas más democráticas, justas e igualitarias, 
conscientes de la corresponsabilidad−.  
Finalmente, debemos hacer mención al Decreto Legislativo N.º 1408, Decreto Legislativo 
de fortalecimiento de las familias y prevención de la violencia, que derogó y sustituyó la 
Ley N.º 28542, Ley de Fortalecimiento de la Familia99, que, de forma más determinante 
y concreta, reconoce al principio de corresponsabilidad como elemento esencial para el 
fortalecimiento de la familia.  
Desde el artículo 2º, se reconoce que la norma busca contribuir al fortalecimiento de las 
familias propiciando “relaciones igualitarias, inclusivas, respetuosas y libres de violencia, 
en armonía con los derechos consagrados en la Constitución Política del Perú y los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por nuestro país”, y 
manifiesta que se deberá tener un enfoque trasversal en el que “[l]as acciones del Estado 
                                                        
99 Debemos reconocer que esta norma, aunque de solo 3 artículos y que data del 16 de junio de 2005, en su inciso c) 
del artículo 2º sobre “las políticas públicas con perspectiva de familia”, determinó que, para cumplir con promover y 
fortalecer el desarrollo de la familia, el Estado deberá desarrollar, entre otras políticas y acciones, “la promoción de las 
responsabilidades familiares compartidas entre el padre y la madre”.    
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garantizan el respeto de la dignidad humana, la libertad y la igualdad de oportunidades 
sin discriminación para desterrar las relaciones de poder, asimetrías e inequidades que 
existen en los roles y tareas que realizan los hombres y las mujeres como obstáculos al 
desarrollo de las relaciones igualitarias” (artículo 3°, inciso 2). Por ese motivo, en el 
artículo 4° sobre los principios que deben orientar la actuación para la prevención de 
violencia de las familias, expresamente reconoce al principio de “corresponsabilidad 
familiar” conceptuándolo como “[l]a distribución igualitaria de las tareas domésticas y 
de cuidado entre los hombres y las mujeres al interior de las familias, [que] es un elemento 
clave para el desarrollo de las personas y de las familias en sí mismas, y considera las 
capacidades, dificultades de la tarea y el tiempo de cada cual de acuerdo a su edad y 
madurez, propiciando el desarrollo de la autonomía de sus integrantes y la mejora en las 
interacciones del medio familiar. La corresponsabilidad familiar implica, además, que 
tanto el hombre como la mujer son responsables del mantenimiento económico del hogar” 
(artículo 4°, inciso d).  
Por ello, una de las obligaciones del Estado, en sus tres niveles de gobierno y en el marco 
de sus competencias, será “[p]romover responsabilidades familiares compartidas entre 
los integrantes de las familias en términos de igualdad de género y respeto a los derechos 
humanos” (numeral 2, artículo 8°). 
Además, al igual que el Código de los Niños y Adolescentes, esta norma reitera la 
importancia del derecho a vivir en familia y de poder desarrollarse íntegramente en el 
seno de esta (artículo 6°). Asimismo, la norma le reconoce distintas funciones, como las 
siguientes: i) formadora, ii) socializadora, iii) de cuidados y protección, iv) seguridad y 
protección económica, y v) afectiva (artículo 7°). En el caso de la función de seguridad y 
protección económica, desde una perspectiva de género, la norma enfatiza que esta 
función se traduce en que corresponde a las familias garantizar “la satisfacción de las 
necesidades básicas de todas/os sus integrantes en el marco de la corresponsabilidad e 
igualdad” (artículo 7°, inciso d). Nosotros, al comprender que las necesidades básicas no 
solo son las económicas, sino también las de cuidado, protección y las afectivas, que 
también se encuentran reconocidas en la propia norma, entendemos que, por ejemplo, en 
el caso de un menor, la labor de satisfacer sus necesidades básicas corresponde a ambos 
padres en pie de igualdad y de manera corresponsable. Así, la norma busca que tanto el 
padre trabajador como la madre trabajadora ―rompiendo con la idea del breadwinner―, 
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deban poder desarrollar todas sus capacidades y desplegar todos sus esfuerzos para 
ingresar al mercado de trabajo y proveer del sustento económico a la familia. Además, 
ambos padres deberán brindar afecto, seguridad y los cuidados necesarios a sus hijos en 
común, siempre en igualdad y corresponsabilidad.  
En otras palabras, queda claro que nuestro ordenamiento legal ―además de resaltar la 
importancia que tiene en el fortalecimiento de la familia, y en el enfoque transversal de 
género para desterrar prejuicios y costumbres que generan discriminación entre hombres 
y mujeres― reconoce el principio de corresponsabilidad entre padres y madres en el 
cuidado y crianza de los hijos, y enfatiza la importancia que tiene para el desarrollo 
integral del menor el que ambos padres le provean dichos cuidados. Esto no solo es un 
deber del Estado, que está en la obligación de proteger, fomentar y permitir el ejercicio 
de este principio a fin de poder brindarles a los menores el derecho a una familia 
democrática, igualitaria y, acorde con los lineamientos internacionales, que repercuta 
directamente en su interés superior.  
2.4. Deberes que emanan del derecho internacional a la corresponsabilidad 
 
Para apreciar la importancia internacional de los derechos que dotan de contenido a la 
corresponsabilidad, veremos, en el capítulo sobre su constitucionalidad, que estos tienen 
un óptimo desarrollo cuando se interceptan precisamente en la idea de 
corresponsabilidad. 
 
Ahora bien, de forma previa, consideramos necesario para el desarrollo del presente 
capítulo y de la tesis, traer a colación el rango constitucional que consideramos que tienen 
los tratados internacionales sobre Derechos Humanos. A nuestro entender, los tratados de 
Derechos Humanos como los que vamos a desarrollar cuentan con el mayor rango 
jurídico (a decir, por lo menos, rango constitucional). Así lo ha dejado establecido nuestro 
Tribunal Constitucional ―máximo órgano de control de la Constitución en virtud del 
artículo 201°―, en la sentencia recaída en el Expediente N.º 00025-2005. En esta, 
reconoce que nuestra actual Constitución −pese a carecer de una disposición 
constitucional, como la de 1979, que expresamente otorgaba dicho rango− considera que, 
de una interpretación sistemática de la actual carta magna, se puede arribar a la misma 
conclusión. Por tanto, en el fundamento jurídico 26, señala expresamente: “Los tratados 
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de derechos humanos no solo conforman nuestro ordenamiento, sino que, además, 
detentan rango constitucional”.   
 
Esta aclaración no es irrelevante, pues otorgar dicho rango a los tratados de Derechos 
Humanos los hace ser parte del llamado “bloque de constitucionalidad” y, por tanto, son 
exigibles y jurídicamente vinculantes ante toda la sociedad, entre ellos, empresarios y 
todos los poderes públicos.  
 
Doctrinariamente, el doctor Alfredo Villavicencio Ríos (2013) también comparte esta 
postura sobre el rango constitucional de los tratados, señalando que el llamado “bloque 
de constitucionalidad” no se compone solamente de los derechos expresamente y 
taxativamente reconocidos en la Constitución, (p. 321) ―especialmente, en el artículo 
2°―, sino, por el contrario, a razón del artículo 3°100 y la Cuarta Disposición Final y 
Transitoria101 ― a lo que añadiríamos el artículo 55°102, 56°103 y tercer parágrafo del 
artículo 57°104―, los tratados de derechos humanos, entre ellos, por ejemplo, la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
la Convención Americana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Sociales y Culturales, la Convención de los Derechos del Niño y, en especial, la mayoría 
de  tratados de la OIT, entre otros de índole más política, como la Declaración de Beijing 
y su Plataforma de Acción105, la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos se deberán entender dentro de aquello 
                                                        
100 Artículo 3°. La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución 
garantiza, ni otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de soberanía 
del pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma republicana de gobierno. 
101 Cuarta: las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias ratificados por el Perú. 
102 Artículo 55°. Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional. 
103 Artículo 56°.- Los tratados deben ser aprobados por el Congreso antes de su ratificación por el presidente de la 
República, siempre que versen sobre las siguientes materias:  
1. Derechos Humanos.  
2. Soberanía, dominio o integridad del Estado.  
3. Defensa Nacional.  
4. Obligaciones financieras del Estado.  
También deben ser aprobados por el Congreso los tratados que crean, modifican o suprimen tributos; los que exigen 
modificación o derogación de alguna ley; y los que requieren medidas legislativas para su ejecución. 
104 Artículo 57.- (…) Cuando el tratado afecte disposiciones constitucionales debe ser aprobado por el mismo 
procedimiento que rige la reforma de la Constitución, antes de ser ratificado por el presidente de la República. (…) 
105 Debemos precisar que somos conscientes de la existencia de discrepancias sobre el valor normativo de estas normas 
incluidas las de supervisión como Beijing +5, +10, +15 y +20. Sin embargo, nuestra postura es considerarlas 
vinculantes, dado que los Estados, entre ellos el Perú, libremente las adoptó. Por tanto, deben regir los principios propios 
del derecho de los tratados recogidos en la Convención de Viena, sobre buena fe y pacta sunt servanda que materializan 
su exigibilidad. Además, en diversas oportunidades, el comité CEDAW ha instado a su utilización para la plena 
satisfacción de los términos del tratado. 
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constitucionalmente protegido por nuestra carta magna, al contar estos con rango 
constitucional y formar parte del ordenamiento jurídico peruano con una eficacia que 
permite su aplicación directa e inmediata, y, en palabras de nuestro Tribunal 
Constitucional, ostentar la calidad de “derecho válido, eficaz y, en consecuencia, 
inmediatamente aplicable al interior del Estado” (STC recaída en el expediente N.º 5854-
2005-PA/TC, FJ 22). 
 
Esta aclaración no es baladí, ya que el reconocimiento de rango constitucional a los 
tratados de Derechos Humanos permite que todos los derechos en ellos reconocidos, pese 
a no estarlo expresamente en nuestra constitución, puedan ser exigidos judicialmente por 
parte de cualquier ciudadano. Precisamente, en esta línea, el Tribunal Constitucional106 
―sin ahondar en su análisis― ha superado la concepción de una lectura aislada y casi 
literal de la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución que les otorgaban 
un valor meramente interpretativo, y comprende que los tratados de derechos humanos 
no tienen solo dicho valor, sino que también poseen valor normativo en sí y, por tanto, 
cuentan con una vinculación y exigibilidad directa.  
 
Incluso antes del pronunciamiento del Tribunal Constitucional, adelantándose a él y con 
acuciosidad y precisión jurídica, Eguiguren Praeli (2003) logró afirmar que este mandato 
―el de interpretar los derechos plasmados en la Constitución de conformidad con los 
tratados de derechos humanos―, en realidad, convierte a los tratados de derechos 
humanos no solo en instrumentos de interpretación de esta, sino en verdaderos límites a 
los derechos consagrados en ella. Así, en realidad, este artículo “los colocaría en una 
suerte de rango o posición supraconstitucional” (p. 161). Por ello, en dicha oportunidad, 
se alertó de la necesidad y pertinencia de que “una futura reforma constitucional estipule 
expresamente el rango, cuando menos, constitucional de los tratados sobre derechos 
humanos” (Eguiguren Praeli, 2003, p. 161). 
 
No olvidemos, que estos ―juntamente con aquellos que versan sobre obligaciones 
financieras, defensa nacional, soberanía o dominio107―, a diferencia de otros, deben 
necesariamente ser aprobados por la llamada “representación nacional” es decir, el propio 
                                                        
106 Ver, a manera de ejemplo, la sentencia recaída en el expediente N.º 00025-2005. 
107 Recomendamos ver, por ejemplo, Abugattās Giadalh, G. (2019). Tratados que requieren la aprobación del Congreso 




pueblo. Así, el Congreso, dentro de su soberanía y a través de sus representantes 
válidamente elegidos, conscientemente decide incorporar un cuerpo normativo 
internacional al ordenamiento nacional. Es más, incluso, de acuerdo con el artículo 57°, 
si acaso un tratado de derechos humanos afectara disposiciones constitucionales, el 
mismo deberá ser aprobado mediante el procedimiento de reforma constitucional. Es 
decir, el Congreso deberá adecuar la Constitución al tratado y no al revés, quedando en 
evidencia precisamente lo que alertaba el mencionado autor sobre el valor 
supraconstitucional de estos. Si bien la reforma constitucional hasta el momento no se ha 
efectuado, como ya hemos señalado, el Tribunal Constitucional, como “supremo 
intérprete de la Constitución”, por lo menos les ha reconocido rango constitucional, lo 
cual es medular para el desarrollo de la presente tesis.   
 
Dejando en claro el alto rango que ostentan los tratados de derechos humanos, como 
sostiene el ex presidente del Tribunal Constitucional Landa Arroyo, para dar pleno 
cumplimiento a estos, todos los poderes del Estado ―pero de forma especial el Tribunal 
Constitucional― no solo deben acudir al texto expreso de dichos instrumentos, sino 
también a las resoluciones, recomendaciones u opiniones de los órganos de control (tanto 
jurisdiccionales como no jurisdiccionales) que han sido creados precisamente para dar 
seguimiento, controlar y verificar el cumplimiento de los tratados de derechos humanos 
(2018, p. 340).  
 
Siendo precisos, el autor realiza esta aseveración en el marco del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos y, por tanto, circunscribe su análisis a aquellas emitidas tanto por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos como por la Comisión. Sin embargo, lo 
manifestado por él es plenamente aplicable al Sistema Universal de Derechos Humanos 
y a todos los órganos de interpretación de los tratados de derechos humanos. De hecho, 
el autor, incluso en el plano interamericano, destaca que  
 
de ahí que el problema no resida solamente en los exiguos recursos otorgados por 
la Corte como la Comisión para su funcionamiento, sino del cumplimiento de las 
obligaciones internacionales asumidas por parte de los Estados partes. Los 
compromisos internacionales al sumarse a la Organización de Estados 
Americanos y al ratificar la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
exigen el respeto de la Declaración Americana y la Convención Americana; así 
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como la obligación de garantizar los derechos humanos que hagan posible la 
efectiva protección de los mismos, incluida la ejecución de las decisiones de los 
órganos de internacionales de supervisión de sus compromisos internacionales en 
materia de derechos humanos a fin de permitir la reparación integral de las 
violaciones cometidas. (2016. p. 26) 
 
A tal efecto, por ejemplo, la CEDAW, en su artículo 17°, ordena la creación de una 
entidad para examinar los progresos realizados en aplicación del mencionado tratado.  Por 
ello, cobran relevancia los principios de Buena Fe y pacta sunt servanda consagrados en 
el artículo 26° de la Convención de Viena que lleva a que los Estados se sujeten a las 
recomendaciones, informes u opiniones generales que emitan los órganos creados por los 
tratados a los que libre y sobreramente se han sometido (Villavicencio Ríos, 2010, pp. 
191, 193).  
 
En esta línea, Villavicencio Ríos108 siguiendo a Uprimmy, que realiza lo propio en el caso 
de la Constitución colombiana, señala que, en realidad, darle valor vinculante y 
obligatorio a estos pronunciamientos también encuentra sustento en el artículo 44° de 
nuestra Constitución que ordena al Estado peruano garantizar la plena vigencia de los 
derechos humanos. Y, evidentemente, esta obligación se satisface también acudiendo a 
los tratados de derechos humanos, que, al igual que sucede con los tribunales, necesitan 
de los pronunciamientos de sus órganos de control para ir precisando el correcto 
contendido y adecuada interpretación de la norma internacional ya ratificada y de los 
derechos que consagra (Villavicencio Ríos, 2010, pp. 190-191). Esta idea de paulatino 
perfeccionamiento y evolución del contenido de los derechos humanos, además, responde 
al llamado método evolutivo o por mutación convencional propio del Derecho 
Internacional de Derechos Humanos109 y a la obvia necesidad de que en un tratado no se 
puede especificar con detalle pormenorizado el contenido de los derechos, sino que, por 
el contrario, son estos órganos especializados los que, a la luz de las nuevas condiciones 
y con el pasar del tiempo, van delimitándolos (Cajaleón, s. f., p. 26; Villavicencio Ríos, 
2010, p. 193). 
                                                        
108 Se recomienda esta lectura de Villavicencio de las páginas 188 al 195 que, para el caso de los órganos de control de 
la OIT, desarrolla hasta cinco argumentos que sustentan el valor vinculante y obligatorio de los pronunciamientos de 
los órganos de control.  
109 Para una fiel comprensión de los distintos principios, técnicas y métodos utilizados por los tribunales internacionales 




Lamentablemente, este no ha sido el razonamiento seguido por nuestro Tribunal 
Constitucional. Por el contrario, como destaca Villavicencio, él mismo les ha otorgado 
valor de soft law a estos pronunciamientos, particularmente, en razón a las 
interpretaciones efectuadas al Convenio 87 por el Comité de Libertad Sindical (2010, p. 
195).  
 
En efecto, en la sentencia citada por el autor, con fecha del 19 de septiembre de 2008, el 
colegiado concluye, sin justificación o motivación alguna, que “[e]n consecuencia, a 
partir de la interpretación dada a lo dispuesto en los referidos convenios por el Comité de 
Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT, la misma que reviste el 
carácter de soft law para el derecho interno (…)” (STC recaída en el expediente N.° 
00025-2007-PI/TC, FJ 31). Afortunadamente, esta sentencia no constituye precedente 
vinculante en los términos del artículo VII del Código Procesal Constitucional.  
 
Además, hemos encontrado otras sentencias anteriores a dicho pronunciamiento en las 
que el propio Tribunal Constitucional, aunque no con tal firmeza y de forma un poco 
confusa, sí parece decantarse por la interpretación de otorgarles vinculatoriedad a dichos 
pronunciamientos. Así, por ejemplo, en las sentencias —ambas del 17 de abril de 2002— 
recaídas en los expedientes N.º 0217-2002-HC y N.º 218-2002-HC, reconoce que de 
acuerdo al IV de la cuarta Disposición Final y Transitoria, aceptar la “interpretación 
conforme con los tratados de derechos humanos contiene, implícitamente, una adhesión 
a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos supranacionales de los 
atributos inherentes al ser humano y, en particular, el realizado por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, guardián último de los derechos de la Región” 
(STC recaída en el expediente N.° 0217-2002-HC/TC, FJ 2; STC recaída el expediente 
N.° 218-02-HC/TC, FJ 2). Nótese que, de acuerdo con estas sentencias, el Tribunal, si 
bien les concede una mayor relevancia a las interpretaciones efectuadas por la Corte IDH, 
en realidad, sin distingo destaca la importancia de todos y cada uno de los órganos 
supranacionales que interpreten los tratados de derechos humanos, sin diferenciar entre 
aquellos jurisdiccionales o no. Consideramos que esta postura es acorde con la 





Años después, con una nueva composición y ya con el Código Procesal Constitucional 
vigente110, en las sentencia recaídas en los expedientes N.º 4587-2004-AA/TC del 29 de 
noviembre de 2005 y N.º 8453-2005-PHC/TC del 11 de diciembre de 2006, el Pleno del 
Tribunal reiteró que “acorde con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, este 
Tribunal tiene dicho que este último concepto no se restringe solo a los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos en los que el Estado peruano sea parte 
(IV Disposición Final y Transitoria de la Constitución), sino que comprende también la 
jurisprudencia que sobre estos instrumentos internacionales se puede haber expedido por 
los órganos de protección de los derechos humanos (artículo V del Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional)” (STC recaída en el expediente N.º 4587-2004-AA/TC, 
FJ 44; STC recaída en el expediente N.° 8453-2005-PH/TC, FJ 22).  
 
Consideramos que, si bien la cita glosada alude a la “jurisprudencia”, que haría que nos 
circunscribamos a aquellos órganos que cuentan con función jurisdiccional, en realidad, 
leídas en su integridad, se tiene una noción más amplia, pues, por ejemplo, expresamente 
acude al Informe N.º 1/95 de la Comisión de Derechos Humanos (STC recaída en el 
expediente N.º 4587-2004-AA/TC, FJ 41) y al Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas (STC recaída en el expediente N.º 4587-2004-AA/TC, FJ 84) para 
resolver la controversia. De este modo, se podría colegir que, para el TC, el concepto de 
“jurisprudencia” debe ser entendido como aquellos pronunciamientos, interpretaciones, 
observaciones, recomendaciones o similares, usualmente de alcance general —sin 
desmedro de las pronunciamientos que se efectúan, por ejemplo, con respecto al nivel de 
cumplimiento de un tratado por parte de un Estado particular—, que formalizan los 
órganos internacionales de protección de los derechos humanos al interpretar los tratados, 
                                                        
110 Recordemos que incluso la redacción del Código pareciera ser más restrictivo al señalar en el artículo V sobre la 
Interpretación de los Derechos Constitucionales que “[e]l contenido y alcances de los derechos constitucionales 
protegidos por los procesos regulados en el presente Código deben interpretarse de conformidad con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, los tratados sobre derechos humanos, así como de las decisiones adoptadas por los 
tribunales internacionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es parte”. La postura 
de la décima disposición complementaria de la Ley N.º 29497- Nueva Ley Procesal del Trabajo, complica aún más el 
panorama pues expresamente señala que los jueces interpretan los derechos laborales de conformidad con los tratados 
y acuerdos internacionales ratificados por el Perú pero “sin perjuicio de consultar los pronunciamientos de los órganos 
de control de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y los criterios o decisiones adoptados por los tribunales 
internacionales constituidos según tratados de los que el Perú es parte”. Con esta norma, el tema se enreda más pues, 
en doctrina, existe, posturas dividas sobre cómo debemos interpretar el “sin perjuicio”, para algunos, se trata del 
reconocimiento de su naturaleza de soft law; mientras que, para otros, explícitamente se le obliga al juez laboral a 
también tener que acudir a dichos pronunciamientos.  En todo caso, para nosotros, es claro que por las razones esbozas, 
el cumplimiento adecuado de un tratado implica también aceptar aquellas interpretaciones que los órganos de control 
que tienen como finalizan precisamente realizar interpretaciones de alcance general o, particular, sobre el nivel de 
cumplimiento de un tratado, son plenamente vinculantes y las normas de derecho interno no podrían limitar dicho valor. 
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y que permiten dotarlos de contenido, actualizarlos y hacerlos eficaces, que es, al final, 
lo que se desea.  
 
En ese sentido, consideramos que la postura del Tribunal Constitucional no es del todo 
pacífica y, frente a aquella sentencia de 2008, que no constituye precedente vinculante y  
que le otorgó valor de soft law a un organismo de tal magnitud como el CLS, que 
precisamente dota de contenido e interpreta los derechos humanos reconocidos en los 
tratados de la OIT, se debe preferir la otra interpretación —aunque confusa— que, al 
parecer, tiene el TC en otras sentencias, enriquecidas con los argumentos expuestos y 
reseñados por doctrina especializada (Landa, Uprimmy, Villavicencio).  
 
Finalmente, acudiendo a la jurisprudencia constitucional comparada, en este caso de la 
Corte Constitucional Colombiana —iniciada por la sentencia T-568-99 y reiterada, entre 
otras, por la sentencia T-1211/00 y la T-603/03—, esta señaló que “las recomendaciones 
de los órganos de control —como las emitidas por el Comité de Libertad Sindical en el 
caso objeto de estudio por la Corte Constitucional en la sentencia citada— no son meras 
directrices, guiás o lineamientos que debe seguir el Estado colombiano, sino que ellas 
constituyen una orden expresa vinculante para el Estado y cada uno de sus órganos. Esta 
obligación surge de los compromisos adquiridos por el Estado colombiano en el ámbito 
internacional”. En ese sentido, lo correcto y conforme al Derecho Internacional es otorgar 
un valor vinculante a las interpretaciones que efectúen los órganos de control que tienen 
dicha función interpretativa a fin de velar por la adecuada protección de los derechos 
humanos en los nuevos, actuales y distintos escenarios que se presenten, que son donde 
más necesario y perentorio se hace dicha interpretación (1999; 2000; 2003).  
 
Felizmente, en los actos, el Tribunal Constitucional, en innumerables sentencias, sin 
decirlo de forma expresa (o últimamente “cuidándose” diciendo “de forma 
complementaria”), ha otorgado, en los actos, valor normativo a estas interpretaciones, 
pues se ha basado en dichos pronunciamientos para resolver controversias111.  
                                                        
111 Entre otros, se recomienda revisar las sonadas sentencias de los denominados “Caso Ley Portuarios”, “Ley de 
Presupuesto Público” y “Ley del Servicio Civil”. El primero ha recaído en el Expediente 03561-2009-PA/TC, Lima, 
17 de agosto de 2009; el segundo, recaído en los expedientes acumulados N.º 0003-2013-PI/TC, 004-2013-PI/TC y 
0023-2013-PI/TC, Lima, 3 de setiembre de 2015; y el tercero, recaído en los expedientes acumulados N.º 0025-2013-
PI/TC, 0003-2014-PI/TC, 0008-2014-PI/TC y 0017-2014-PI/TC, Lima, 26 de abril de 2016. U otros menos conocidos, 
también sobre libertad sindical, como el caso de Juan Evenecer Torres Reátegui y otros, recaído en el expediente N.º 




Además, vemos con satisfacción que nuestra postura ha sido la adoptada por el Decreto 
Supremo N.º 002-2018-JUS, que aprobó el Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-
2021, y que expresamente concluye que, respetando el principio de pacta sunt servanda 
y el artículo 27° de la Convención de Viena, “ (…) el Estado, a través de sus diversos 
organismos, debe actuar de conformidad con las normas internacionales sobre derechos 
humanos y los criterios interpretativos de las mismas, establecidos por los órganos 
internacionales competentes” (Decreto Supremo N.º 002-2018-JUS, p. 18). En virtud de 
esta norma, el Estado deberá actuar conforme a los tratados y las interpretaciones de los 
órganos de control creados para su interpretación.  
 
Ahora bien, en el caso concreto de la labor legislativa, en virtud del artículo 102° inciso 
1112 de la Constitución, aquella no podrá ni deberá ser concebida como una “carta abierta” 
para que el legislador dicte normas sin el respeto irrestricto a la propia Constitución, a los 
tratados de los cuales el Perú es parte113 y las interpretaciones que se han efectuado, ya 
sea por el Tribunal Constitucional (como máxima instancia en sede interna) o por otros 
órganos. En el caso de los empresarios, dado que su poder de dirección y organización 
encuentra sustento dentro de una relación laboral, deberá hacerse mención al artículo 23º, 
tercer párrafo, que expresamente limita dicho poder de modo que ninguna relación laboral 
vulnere los derechos constitucionales −incluidos los derechos derivados de los tratados 
internacionales− de los trabajadores.  
 
Antes del análisis de algunas de las normas vinculadas a licencias laborales por razón de 
maternidad, adopción, paternidad, entre otros —que realizaremos en el capítulo tercero 
de la presente tesis—, corresponde detectar las normas internacionales que se relacionan 
con el derecho de los niños a ser cuidados por ambos padres; a la igualdad entre hombres 
y mujeres, en especial para los progenitores; y a otros derechos relacionados a la idea de 
conciliación con corresponsabilidad para que, luego, podamos analizar la legislación 
peruana de forma adecuada. Para este fin, será de suma importancia la aplicación del 
                                                        
N.º 00221-2015-PA/TC, Lima, 9 de enero de 2018, y la recaída en el expediente N.º 03004-2017-PA/TC, Lima, 11 de 
enero de 2019, entre otras.  
112 Artículo 102°. Son atribuciones del Congreso: Dar leyes y resoluciones legislativas, así como interpretar, modificar 
o derogar las existentes. 
113 Sobre el particular, el Tribunal Constitucional, en la sentencia del 8 de julio de 2005, recaída en el expediente N.º 
1417-2005-AA/TC, argumentó que “si bien algunos derechos fundamentales pueden tener un carácter jurídico abierto, 
ello no significa que se traten de derechos “en blanco”, es decir, expuestos a la discrecional regulación del legislador, 
pues el constituyente ha planteado un grado de certeza interpretativa en su reconocimiento constitucional directo.” 
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principio de mainstreaming como mecanismo de incorporación de la perspectiva de 
género en todas las actuaciones (Añón Roig, 2009, p. 14), en especial, en la derogación, 
modificación y dación de normas. Solo de este modo podremos reconocer que, en 
aplicación del mencionado principio de corresponsabilidad, también se deberán desplegar 
otras medidas más allá de las legislativas para generar un cambio en la mentalidad, 
actitudes, y acciones individuales y colectivas (Añón Roig, 2009, p. 14). Con ello en 
mente, podremos analizar las normas sujetas a examen para detectar si las estas afectan o 
no algunos de estos derechos, o si constituyen, perpetúan o dan como resultado algún tipo 
de discriminación −incluida, desde luego, la sistémica−. 
 
Vale la pena aclarar que, habiendo presentado el derecho a la igualdad y la proscripción 
de la discriminación como un derecho de ius cogens en virtud de la normativa 
internacional y la interpretación de los órganos de control, la parte vinculada a la 
obligación de generar una verdadera igualdad entre hombres y mujeres no será 
desarrollada de forma muy extensa en el presente capitulo, refiriéndonos a lo ya 
desarrollado en el capitulo anterior.  
 
Sin embargo, y sin desconocer que una de las piezas fundamentales para la aceptación 
del principio de corresponsabilidad es su relación con el derecho a la igualdad entre 
hombres y mujeres ―a nivel de la OIT, este principio es reconocido como pieza 
fundamental mediante la Declaración de principios de 1998, que reconoce el valor de los 
convenios 100 y 111 sobre la materia―, consideramos que existen otros derechos 
internacionales que también coadyuvan a esta interpretación.  
 
Así, por ejemplo, la Carta de las Naciones Unidas, desde su preámbulo, reafirma la 
existencia de los derechos fundamentales de la persona, su dignidad y valor intrínseco y, 
además, reconoce, como un derecho y una afirmación de fe, la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres. De igual modo, la Carta de la OEA, en su artículo 45°, reconoce la 
obligación de todos sus Estados miembros de permitir que sus conciudadanos puedan 
“alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, 
acompañado de desarrollo económico y verdadera paz”. Por ello, es necesario admitir que 
todos los seres humanos, sin ninguna distinción, tienen el derecho al bienestar material, 
y a su desarrollo espiritual en condiciones de libertad, dignidad, igualdad de 
124 
 
oportunidades y seguridad económica, y, a su vez, a reconocer el trabajo como un derecho 
y un deber social. 
 
En otras palabras, ambos instrumentos internacionales nos permiten afirmar que los 
Estados se encuentran en la obligación de generar un orden social justo y ello, como 
hemos analizado al presentar la noción de corresponsabilidad, se encuentra íntimamente 
ligado al reconocimiento de la igualdad entre hombres y mujeres, en especial, al fomentar 
que, por un lado, exista un adecuada ponderación entre los intereses del empleador y el 
trabajador, y, por el otro, incentivar una adecuada, justa, equitativa y corresponsable 
división del trabajo dentro de la esfera familiar. Es decir, se deberá promover que exista 
un orden social justo de corresponsabilidad entre ambos padres en el cuidado y crianza 
de sus hijos. Esta idea se ve reforzada con la noción de que todo ello debe llevar a la 
“plena realización de las aspiraciones” que válidamente puede tener todo ser humano, 
independientemente de su sexo y su género. Se refiere, en otros términos, al bienestar 
material pero también al desarrollo espiritual, que, a nuestro criterio, se encuentra 
íntimamente ligado al derecho al libre desarrollo de la personalidad que tienen todos y 
que, como ya hemos señalado, se logra cuando la madre tiene la posibilidad de 
desarrollarse de forma adecuada en el mundo laboral sin soportar cargas injustamente 
atribuidas por razón de su género, y cuando el hombre puede cumplir su deber de 
sensibilizarse e involucrarse como derecho propio en el cuidado y crianza de sus menores 
hijos.  
 
Además, en coherencia con el artículo 18.1 de la Convención sobre Derechos del Niño, 
el cuidado conjunto o corresponsable de ambos padres repercute directamente en el 
desarrollo del niño y, como señala su Comité en su Observación General Nº1, una familia 
adecuada permite cumplir con el objetivo de otorgar al menor la posibilidad de desarrollar 
sus aptitudes, aprendizajes, autoestima, personalidad, confianza en sí mismo, etc., todo lo 
cual se encuentra ligado con su propia dignidad. Por tanto, se podría concluir que, desde 
la visión del interés superior del niño (artículo 3.1), la corresponsabilidad familiar 
(artículo 18°) implica que los Estados deben ayudar a ambos padres a generar las 
condiciones necesarias para el desarrollo de su hijo (artículo 27°), de modo que puedan 




Por su parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos, desde su artículo 1°, 
reconoce el derecho a la igualdad de todos los seres humanos y, a través del artículo 7°, 
establece que se encuentran dotados de libertad y dignidad. Así, podríamos comprender, 
que una verdadera libertad se manifiesta mediante un ordenamiento jurídico y social que 
permita a ambos cónyuges ser “verdaderamente libres” y, conforme al avance que han 
tenido los derechos humanos, comprendemos que una forma adecuada de hacer “más 
libres” a las personas es a través de la aplicación del mainstreaming de género. Este nos 
permite deconstruir la sociedad de forma tal que solo existan diferencias objetivas y 
razonables, en especial respecto a la división sexual del trabajo productivo y reproductivo, 
y revalorizando las labores de cuidado como vía de dignificación.  
 
En efecto, se suele decir que el trabajo dignifica y no cuestionaremos ello, pero aclaramos 
que se deberá entender desde una perspectiva adecuada, es decir, mientras la mujer 
ingresa a “dignificarse” en el ámbito “productivo” de la estructura social, el hombre se 
“dignifica” con la incorporación al trabajo doméstico o, en otras palabras, al ingresar al 
ámbito “reproductivo” que solía ser exclusivo de las mujeres (en tanto las apartaba de las 
demás esferas). Esta forma de “equilibrio” nos recuerda la necesidad de empatía y de 
compartir de forma fraterna entre todos los miembros de una sociedad que se forja desde 
su primera estructura básica: la familia.   
 
Por su parte, el artículo 16° de la DUDH, en su primer numeral, reconoce que hombres y 
mujeres por igual tienen derecho a disfrutar iguales derechos durante el matrimonio; es 
decir, dentro de la familia, ambos padres deberán ejercer los derechos de cuidado y 
crianza de sus hijos −idea que se corrobora con el artículo 18.1 de la CDN antes 
mencionado−, y repartirse por parte iguales las responsabilidades del hogar. De igual 
modo, el mismo artículo reconoce y ratifica la importancia de la familia como elemento 
natural y fundamental de la sociedad, y, por tanto, el Estado y la sociedad deberán 
ocuparse de su protección. Dicho de otro modo, el Estado, al emitir sus normas y políticas, 
y la sociedad –empresarios incluidos, obviamente− deberán no solo proteger a la familia, 
sino, además, velar por que no se afecte de forma arbitraria o desproporcionada dicho 
elemento fundamental.  
 
Finalmente, dentro de la DUDH, debemos hacer mención al artículo 26° que refiere al 
derecho de toda persona a la educación, que deberá tener en consideración el 
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fortalecimiento del respeto de los derechos humanos y de las libertades familiares. Este 
derecho a la educación, en el caso de los menores de edad −en especial de la llamada 
primera infancia− se encuentra muy vinculado con la corresponsabilidad entre ambos 
cónyuges, pues, conforme a lo desarrollado por el Comité de los Niños, el cumplimiento 
adecuado del artículo 26° del CDN −que también establece el derecho a la educación− 
reconoce que dicho derecho no solo debe referirse a la escolarización oficial, sino que 
especialmente deberá considerar el “amplio espectro de experiencias vitales y procesos 
de aprendizaje que permitan al niño, ya sea de manera individual o colectiva, desarrollar 
su personalidad, dotes y aptitudes, y llevar una vida plena y satisfactoria en el seno de la 
sociedad” (OC 1, parágrafo 2).  
 
En ese sentido, solo con el nuevo concepto de familia democrática que ahora 
propugnamos podemos permitir que se cumpla de forma adecuada una educación 
intergeneracional que permita reconocer y fomentar valores tales como justicia, igualdad, 
solidaridad, corresponsabilidad, etc. 
 
Por otra parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) nos 
recuerda que la Carta de las Naciones Unidas impone la obligación a los Estados de 
promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanas. Ello se 
reafirma en el artículo 3° del mencionado pacto al indicar que los Estados parte “se 
comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los 
derechos civiles y políticos enunciados (…)”. Es decir, los Estados deberán permitir que 
todos los seres humanos −ambos padres (en el caso de que los hubiere), sin diferencia de 
sexo/género y sus menores− puedan gozar de todos los derechos civiles y políticos que 
establece el pacto.  
 
Entre los derechos que se deben garantizar, para efectos de la presente tesis, se hallan 
aquellos estipulados en los artículos 23°, 24° y 26°. El segundo de estos establece y 
refuerza el valor del principio de la igualdad y no discriminación. Por su parte, el artículo 
23° establece, en su primer numeral, a la familia como elemento natural y fundamental 
de la sociedad y que, por tanto, al igual que se menciona en el artículo 16° de la DUDH, 




De este modo, por ejemplo, la legislación y normativa estatal –y, evidentemente, la 
normativa laboral− deberán velar por su protección. De igual modo, el inciso 4 del 
mencionado artículo 23° es sumamente relevante, pues establece que los Estados deberán 
adoptar las medidas apropiadas a fin de asegurar el artículo 26° de dicho pacto, que 
establece “la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo [sic]”. Así, el 
pacto, de acuerdo con el inciso 4 del artículo 24° y apoyado por el artículo 26° 
expresamente consagra la igual responsabilidad entre ambos esposos. De hecho, 
conforme el propio Comité de Derechos Humanos en su Observación General N.º 18, la 
igualdad y no discriminación “constituye[n] un principio básico y general relativo a la 
protección de los derechos humanos” (parágrafo 1), que, en la actualidad, debe entenderse 
en los términos que aporta la CEDAW, que permite comprender que la discriminación 
engloba cualquier medida, distinción, exclusión, restricción que impida a hombres y 
mujeres ejercer sus derechos humanos en igualdad (parágrafo 6), Por tanto, de lo que se 
trata es de una exigencia hacia los Estados parte de “permitir que todos los ciudadanos 
puedan, en igualdad, disfrutar y ejercer todos y cada uno de los derechos consagrados en 
el pacto (artículo 3°).  
 
En nuestro caso, implica que todos los miembros de nuestro denominado “triángulo de la 
vulnerabilidad” puedan ejercer todos sus derechos de forma óptima. Entre dichos 
derechos, se encuentra como un pilar el derecho a la familia y, en dicho espacio, el Estado 
debe fomentar la igual responsabilidad entre ambos esposos, no solo para efectivizar la 
igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres, sino en consideración al derecho 
que tiene todo menor a contar con una familia. Entendido en estos términos, cualquier 
medida que tenga como efecto la limitación, exclusión o restricción de este derecho a la 
corresponsabilidad implicará una discriminación y violación al principio de la igualdad.   
  
De hecho, el comité enfatiza que existen ciertas situaciones en las que el pacto 
expresamente exige que se tomen medidas que garanticen la igualdad entre hombres y 
mujeres. Uno de estos casos es el de garantizar la igualdad de derechos y 
responsabilidades de ambos esposos. Para lograrlo, las medidas que han de adoptarse 
“podrán ser de carácter legislativo, administrativo o de otro tipo, pero los Estados parte 
tienen la obligación positiva de asegurarse de que los esposos tengan igualdad de 
derechos, como lo exige el pacto” (OG 18, parágrafo 5). Esta tiene, además, una intrínseca 
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relación con el artículo 24°, inciso 1, que ratifica que el niño tiene derecho a que se le 
otorguen medidas de protección —con especial deferencia a su condición de menor— 
por parte de la familia, la sociedad y el Estado (OG 18, parágrafo 5). De este modo, para 
el comité queda claro que la familia igualitaria, democrática y corresponsable encarna y 
fomenta la igualdad entre hombres y mujeres, y cumple con proveer a los niños del 
derecho a tener una familia que le garantice una debida protección debido a su estado de 
vulnerabilidad.  
 
Asimismo, el Comité, en su Observación General N.º 19, específicamente sobre la 
familia, enfatiza la importancia que tiene que los Estados parte adopten las medidas de 
carácter legislativo, administrativo o de otro tipo a fin de proveerlo de la efectiva 
protección a la que alude el artículo 23º del pacto (parágrafo 3), y de la importancia de 
fundar una (parágrafo 5). Asimismo, se resalta que, de acuerdo con el párrafo 4 del 
artículo 23°, se debe garantizar los mismos derechos y responsabilidades, en igualdad 
entre ambos esposos (parágrafo 6). Esta igualdad deberá aplicarse a todas las cuestiones 
derivadas del vínculo matrimonial, incluida expresamente la “gestión de los asuntos del 
hogar” y la educación de los hijos (parágrafo 8). 
 
Finalmente, la Observación General N.º 28, en coherencia con el mandato del artículo 3º 
—que, como hemos referido, establece que todos los seres humanos deben disfrutar en 
pie de igualdad de todos los derechos previstos en el pacto— concluye que cualquier 
disposición que tenga por efecto denegar el pleno disfrute de cualquiera de los derechos 
del pacto en pie de igualdad atenta contra este (parágrafo 2). En consecuencia, los Estados 
parte, en virtud de los artículos 2° y 3°, tienen la obligación de adoptar todas las medidas 
que sean necesarias para hacer posible el disfrute, en pie de igualdad y sin discriminación 
alguna, de todos y cada uno de los derechos humanos del pacto (parágrafos 3 y 4).  
 
Estas medidas no solo deberán ser de protección, sino también medidas positivas “en 
todos los ámbitos a fin de dar poder a la mujer en la forma efectiva e igualitaria” 
(parágrafo 3). Entre estas medidas, se deberá contemplar, por ejemplo, i) la eliminación 
de toda clase de obstáculos y dificultades que impiden ello; ii) instruir a la población y, 
en particular, a los funcionarios públicos en materia de derechos humanos; iii) evaluar los 
efectos de las leyes y prácticas que impidan la igualdad entre hombres y mujeres; iv) 
consecuentemente, realizar los ajustes necesarios a la legislación interna; iv) prohibir toda 
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clase de discriminación por razón de sexo/género que imposibiliten el pleno disfrute de 
todos los derechos tanto en el sector público como en el privado; y v) comprender la 
desigualdad histórica, cultural y tradicional que ha sufrido la mujer a fin de rectificar y 
revertir dicha situación (parágrafos 3, 4, 5 y 20). 
 
En el caso de la igualdad en la familia, el comité recuerda que los Estados parte, en virtud 
del artículo 23° del pacto, deben asegurar el mismo trato entre hombres y mujeres con 
respecto al matrimonio, en otras palabras, asegurar “igualdad de derechos y obligaciones 
de los dos cónyuges con respecto a la custodia y el cuidado de los hijos (…), [pues] la 
igualdad en el matrimonio significa que marido y mujer deben participar en un pie de 
igualdad en las responsabilidades y en la autoridad que se ejerza dentro de la familia” 
(parágrafo 25). Finalmente, el comité exhorta a los Estados a mantener una efectiva e 
igualitaria participación de la mujer en el empleo, ámbito en el que se la suele discriminar, 
ya sea en aquellos no cubiertos por la legislación laboral o en los de menor remuneración 
que sus pares de sexo masculino por igual trabajo realizado (parágrafo 31). 
 
Siguiendo este razonamiento y de cara al principio de corresponsabilidad, sería contrario 
al pacto el denegar ya sea al esposo, esposa o al hijo su derecho a disfrutar de una familia 
igualitaria y democrática en la que se distribuyan las cargas. También se conculcaría el 
inciso 4 del artículo 24° del pacto si no se les permitiera a ambos padres ejercer sus 
derechos y ocuparse de sus responsabilidades –en pie de igualdad– sobre la crianza, 
educación y cuidado de sus hijos. 
 
Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC) también reafirma la consagración de los derechos humanos internacionales 
previamente citados. Así, constata que los principios de la Carta de la ONU tienen como 
“base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia 
humana y de sus derechos iguales e inalienables”. Asimismo, en su artículo 3º, reitera que 
los Estados deben asegurar que todos los miembros de la sociedad deben gozar a título 
personal de todos los derechos económicos, sociales y culturales que establece el pacto. 
Del artículo nos parece importante resaltar el hecho de que consagre la igualdad entre 





Entre los derechos económicos, sociales y culturales que el pacto consagra y que son 
relevantes para la presente tesis, debemos hacer mención a los artículos 6° (derecho al 
trabajo), 7° (condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias), 10° (protección a la 
familia) y 13° (derecho a la educación).  
 
El primero de ellos reconoce el derecho de toda persona a trabajar (artículo 6°, inciso 1) 
y que, para lograr su plena efectividad, los Estados deberán adoptar medidas que se 
encaminen a “conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la 
ocupación plena y productiva en condiciones que garanticen las libertades políticas y 
económicas fundamentales de la persona humana”. Es decir, este artículo trata de expresar 
la idea que ya hemos mencionado sobre el “trabajador-ciudadano”. Se admite, entonces, 
la importancia de la relación laboral, pero, al mismo tiempo, se recalca que el Estado debe 
adoptar medidas para que se garanticen y no menoscaben las libertades políticas y 
económicas fundamentales de la persona. Por ello, el artículo 7° del mismo pacto 
complementa el artículo 6° al señalar que se debe reconocer el derecho de toda persona 
al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que aseguren, entre otras, la 
“igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría 
superior que le corresponda, sin más consideraciones que los factores de servicio y 
capacidad (inciso c)  y del descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable 
de las horas de trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de 
los días festivos”. Del primer inciso y a la luz del principio de corresponsabilidad que 
planteamos, el pacto reconoce que la relación laboral deberá otorgar igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres para ser promovidos dentro del mismo teniendo 
como factor únicamente aquellos relacionados al servicio y a la capacidad. Por tanto, una 
legislación laboral que estructuralmente impida el acceso y promoción al trabajo a las 
mujeres y no a los hombres atentaría contra este artículo. 
 
De igual modo, también será vetado este derecho si no se promueve o se retira a una 
mujer en razón de su género, sexo y/o responsabilidades familiares, o si se deniega el 
derecho al descanso, disfrute del tiempo libre y, en especial, la limitación razonable de 
las horas de trabajo, que, en el caso de responsabilidades familiares, se transforma en un 




Este derecho de toda persona a gozar de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 
reconocido por el PIDESC, de acuerdo con la Observación General N.º 23 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, es un importante componente, requisito 
previo y resultado de otros derechos laborales. Así, por ejemplo, encuentra una estrecha 
relación otros derechos laborales como los derechos sindicales o el derecho al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental (parágrafo 1).  
 
Para el comité, la notoria y creciente “discriminación, desigualdad y la falta de descanso 
y de disfrute de tiempo libre” evidencian cómo la “erosión de las normas nacionales e 
internacionales del trabajo, la negociación colectiva y las condiciones de trabajo se han 
traducido en una protección insuficiente de las condiciones equitativas y satisfactorias” 
(parágrafo 3). Como vemos, existe una íntima relación entre este derecho y el principio 
de igualdad, pues las cuatro situaciones descritas, recordando la cita de Mejía Madrid, 
también son una demostración de la falta de corresponsabilidad. Por tanto, podemos 
afirmar que este derecho forma parte del principio a la corresponsabilidad en una relación 
de mutuo entendimiento y satisfacción.  
 
Esta conclusión queda corroborada cuando el Comité deja en claro que el propio artículo 
7° brinda una lista sobre los elementos para garantizar condiciones de trabajo equitativas 
y satisfactorias. Dicha lista no debe ser entendida como exhaustiva; por el contrario, 
también se deberán tomar en consideración otros elementos importantes como “las 
licencias de maternidad, de paternidad y parentales remuneradas”. Es decir, el propio 
Comité acepta que la plena satisfacción de este derecho pasa por el fomento y eficaz 
ejercicio del principio de corresponsabilidad, ratificando interdependencia entre ambos.  
 
De igual modo, evaluar el derecho de los trabajadores a la igualdad de oportunidades de 
promoción en procedimientos equitativos, transparentes y basados en el mérito aclara que 
los criterios aplicables de tiempo y mérito deberán incluir “una evaluación de las 
circunstancias individuales, así como de los distintos papeles y experiencias de los 
hombres y las mujeres a fin de garantizar la igualdad de oportunidades para todos. No 
deberían tener cabida criterios irrelevantes, como las preferencias personales, o los 
vínculos familiares, políticos y sociales” (parágrafo 31). Asimismo, “la referencia a la 
igualdad de oportunidades implica que la contratación, la promoción o la rescisión no 




De este modo, el Comité interpreta y comprende que no son tolerables criterios que 
tengan como base responsabilidades familiares, de sexo o de género. Así, puntualmente 
refiere que “la igualdad en la promoción requiere que se analicen los obstáculos directos 
e indirectos, y que se introduzcan medidas tales como la capacitación e iniciativas para 
conciliar las responsabilidades laborales y familiares, por ejemplo, servicios asequibles 
de guardería y de atención a adultos dependientes” (parágrafo 32, el énfasis es nuestro).  
 
En otros términos, en aplicación irrestricta del artículo 7° del PIDESC, el Estado debe 
propiciar que los empresarios —a través de políticas públicas, fiscalización y, en especial, 
de la normativa laboral— analicen y consideren los obstáculos tanto directos como 
indirectos. En el caso particular de las responsabilidades familiares y laborales, se deberán 
introducir medidas a fin de conciliarlas, por ejemplo, a través de la implementación de 
servicios de guardería. De este modo, se encuentra la razón de ser del artículo d), que se 
debe entender en coherencia con lo planteado al final, de forma tal que “el descanso y el 
disfrute del tiempo libre, la limitación de las horas de trabajo y las vacaciones periódicas 
pagadas ayuden a los trabajadores a mantener un equilibrio adecuado entre las 
responsabilidades profesionales, familiares y personales, y a evitar el estrés, los 
accidentes y las enfermedades relacionados con el trabajo” (parágrafo 34).  
 
Regresando al tratado, en el numeral 1 de su artículo 10°, apreciamos que se reconoce a 
la familia como el elemento fundamental de la sociedad, por lo cual se le debe conceder 
la más amplia protección y asistencia posible, en especial para su constitución, y a los 
padres como responsables del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. De este 
modo, el pacto establece una obligación de protección especial a favor del ejercicio de 
las responsabilidades de cuidado y educación de los hijos. Asimismo, los incisos 2 y 3 
reconocen, por un lado, la biológicamente objetiva protección especial a las madres 
durante un periodo de tiempo razonable antes y después del parto, y, por otro lado, la 
adopción de medidas especiales para la protección y asistencia en favor de todos los niños 
y adolescentes. En resumen, del inciso 1, en coherencia con el inciso 2 y 3, se puede 
comprender que la legislación laboral deberá permitir y adoptar las medidas especiales 
para proteger a la mujer por un tiempo razonable antes y después del parto, y fomentar 
las responsabilidades de cuidado y educación de sus hijos, no solo como un derecho a la 
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conciliación a título de ambos cónyuges, sino también como una medida que plasma la 
particular protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes. 
 
Finalmente, el artículo 13° reconoce el derecho a la educación como aquel que debe 
orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su 
dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. En consideración nuestra, es precisamente mediante una familia 
democrática, equitativa y corresponsable que se cumple dicho fin, y se genera que los 
niños y niñas puedan ser educados en tolerancia, comprensión, equidad y 
corresponsabilidad.  
 
En esta línea, el propio Comité DESC reconoce al derecho a la educación como un 
derecho generador de otros, pues permite que otros derechos humanos se puedan ejercer 
(OC 13, parágrafo 1; OC 11, parágrafo 2). Asimismo, desde que la Asamblea aprobó el 
pacto, se han adoptado otros instrumentos que han seguido desarrollando y 
complementando este derecho, y, por tanto, considera que este −consagrado en el inciso 
1 del artículo 13°− debe ser interpretado, entre otros, a la luz de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que incluyen elementos no contemplados expresamente en el pacto, 
pero que deben ser entendidos como elementos que se encuentran implícitos. Al mismo 
tiempo, relega la actual interpretación del parágrafo 1 del artículo 13°. El comité 
menciona que algunos de los elementos implícitos en este derecho −dentro del marco de 
este pacto− son la igualdad entre los sexos y el respeto del medio ambiente (OC 13, 
parágrafo 5). Así, de acuerdo con el comité, el derecho a la educación deberá interpretarse 
a la luz del inciso 1 del artículo 29° del Comité de Derechos del Niño, entre otros. Dicha 
educación deberá tener como finalidad el desarrollo de la personalidad, aptitudes, y la 
capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades: “Preparar al niño 
para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, 
tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, 
nacionales y religiosos y personas de origen indígena” (OC 11, parágrafo 3).  
 
De igual modo, el Comité DESC, en su Observación General N.º 16, ha manifestado la 
igualdad entre hombres y mujeres, de modo que se pueda disfrutar todos y cada uno de 
los derechos fundamentales reconocidos por el derecho internacional (parágrafo 1). 
Manifiesta, además, que “las mujeres se ven con frecuencia privadas del disfrute de sus 
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derechos humanos en pie de igualdad, en especial debido a la condición inferior que les 
asignan la tradición y las costumbres, o como consecuencia de discriminación abierta o 
encubierta (parágrafo 5). Se debe entender que el artículo 3° es una obligación transversal 
que impacta en todos los derechos contenidos del 6 al 15, y preceptúa la igualdad de iure 
(o formal) y de facto (o sustantiva) de la igualdad y las garantías de no discriminación 
(parágrafos 6 y 7). Los parágrafos siguientes al 22 presentan ejemplos concretos y 
deberán ser tomadas como guías por los Estados, pero deberán entenderse como mínimos. 
En ese sentido, en la promulgación de leyes o adopción de principios, se deberá tener 
especial cuidado de no aprobar normas que, a primera vista, sean neutras pero que, por 
su indiferencia al género, en realidad, perpetúen la desigualdad entre hombres y mujeres 
(parágrafo 8).  
 
Así, se debe comprender que “la discriminación por sexo se puede basar [tanto] en la 
diferencia de trato que se da a la mujer por razones biológicas como [en] la negativa a 
contratar mujeres porque pueden quedar embarazadas o en [el fomento de] supuestos 
estereotipos, como orientar a la mujer hacia empleos de bajo nivel porque se considera 
que (…) no está dispuesta a consagrarse a su trabajo como se consagrariá un hombre” 
(parágrafo 11). Se debe comprender que, entre las prohibiciones que contiene el pacto, se 
encuentran las discriminaciones directas que se producen “cuando la diferencia de trato 
se funda directa y expresamente en distinciones basadas de manera exclusiva en el sexo 
y en caracteriśticas del hombre y de la mujer que no pueden justificarse objetivamente” 
(parágrafo 12), de ahí que una obligación específica del pacto sea la deconstrucción de 
“ideas preconcebidas sobre el papel económico, social y cultural en función del género 
que impiden que el hombre y la mujer compartan responsabilidades en todas las esferas 
en que lo exige la igualdad” (parágrafo 14). El comité expresamente señala que, en virtud 
del artículo 3°, se “requiere atender a los prejuicios sociales y culturales en materia de 
género, estipular la igualdad en la asignación de recursos y promover la participación en 
las obligaciones de la familia, la comunidad y la vida pública” (parágrafo 22). 
 
Concretamente para nuestra tesis, y de una lectura conjunta en concordancia del artículo 
3° con el apartado a) del artículo 7° del pacto, los Estados tienen la obligación de “reducir 
las limitaciones que encuentran hombres y mujeres para armonizar las obligaciones 
profesionales y familiares, promoviendo polit́icas adecuadas para el cuidado de los niños 
y la atención de los miembros de la familia dependientes” (parágrafo 24). Ahora bien, en 
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virtud del artículo 9°, se reconoce los derechos de paternidad o maternidad por una parte, 
y los derechos de parentalidad a los que ya hemos hecho mención. Para el comité, es una 
obligación de los Estados “velar por que las mujeres perciban la misma prestación de los 
sistemas públicos y privados de pensiones, y garantizar individualmente el derecho a la 
licencia de paternidad o maternidad y a la licencia compartida por ambos” (parágrafo 26). 
Finalmente, se reitera que la afectación al principio de igualdad y los derechos conexos a 
este se conculcan por acción directa, inacción y omisión (parágrafos 41 y 42). 
 
Otro instrumento internacional y especialmente relevante ―si no el más importante― 
para la presente tesis es la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW). En los considerandos esgrimidos por los 
Estados para la dación de la convención, se alude a la importancia del principio de 
igualdad y se refiere al “establecimiento del nuevo orden económico internacional basado 
en la equidad y la justicia, [que] contribuirá significativamente a la promoción de la 
igualdad entre el hombre y la mujer” (considerando 9). Por tanto, dentro de este nuevo 
ordenamiento y en pleno respeto de los derechos humanos, se debe tener presente el “gran 
aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no 
plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y la función tanto del 
padre como de la madre en la familia, y en la educación de los hijos, [así como la 
conciencia] de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de 
discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida 
entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto” (considerando 13). Desde el 
preámbulo, podemos apreciar que, entre las consideraciones y razones que tuvieron en 
cuenta los Estados firmantes para la elaboración de este tratado, se reconoció que la única 
forma de lograr la plena igualdad de hombres y mujeres es mediante la modificación del 
“papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia” 
(considerando 14). En ese sentido, la corresponsabilidad ―o responsabilidad 
compartida― entre hombres y mujeres en materia de cuidado se estatuye como razón y 
finalidad de la propia convención. 
 
El tratado ―más allá del novedoso concepto de discriminación que plantea y de otros 
artículos con respecto a la igualdad que ya hemos analizado en esta tesis―, teniendo 
como premisa la consecución de la corresponsabilidad entre hombres y mujeres, en su 
artículo 2°, condena la discriminación contra la mujer en todas sus formas y obliga, en su 
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inciso f), a los Estados a adoptar todas las medidas legislativas adecuadas para modificar 
o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 
mujer.  
 
Además, y siguiendo la finalidad trazada desde el preámbulo, existe una obligación 
positiva, establecida en el artículo 5°, de tomar las medidas apropiadas a fin de, por una 
parte, en el inciso a), “modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y 
mujeres con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas 
consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad 
o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y 
mujeres” y, por otra, en el inciso b), “garantizar que la educación familiar incluya una 
comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la 
responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de 
sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración 
primordial en todos los casos”. Como vemos, es una obligación internacional el modificar 
los patrones socioculturales para eliminar los prejuicios y estereotipos de género —por 
ejemplo, aquellos que establecen que la labor de cuidado y crianza son exclusivas (y 
excluyentes) de las mujeres— y, además, garantizar una educación familiar que entienda 
que el reconocimiento y responsabilidad común del cuidado de los menores son de ambos 
padres.  
 
Los mecanismos para combatir la discriminación en la esfera del empleo, y asegurar la 
igualdad entre hombres y mujeres se encuentran consagrados en el numeral 1 del artículo 
11°, y van desde mismos criterios de selección, igual remuneración, protección social, 
entre otros. En el caso particular de la discriminación por razones de matrimonio o 
maternidad dentro de la relación laboral, se deberá, por ejemplo, “implantar la licencia de 
maternidad con sueldo pagado, o con prestaciones sociales comparables sin pérdida del 
empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales” y “alentar el suministro de los 
servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las 
obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación 
en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una 
red de servicios destinados al cuidado de los niños” (numeral 2, incisos b y c). Finalmente, 
de acuerdo con el numeral 3, la legislación protectora que se genere en virtud del artículo 
11°, a fin de no producir efectos perjudiciales y, más bien, fomentar la igualdad entre 
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hombres y mujeres, deberá ser “examinada periódicamente a la luz de los conocimientos 
científicos y tecnológicos, y será revisada, derogada o ampliada según corresponda”.  
 
Finalmente, el artículo 16° ―al mencionar las medidas antidiscriminatorias en la esfera 
matrimonial y las relaciones laborales― refiere que se deberá, entre otros, asegurar que 
hombres y mujeres tengan no solo los mismos derechos durante el matrimonio sino 
también las mismas responsabilidades derivadas de aquel inciso c). En el caso de ser 
progenitores, el inciso d) hace hincapié en que dicha igualdad de derechos y 
responsabilidades refuerza las “materias relacionadas con sus hijos [y], en todos los casos, 
los intereses de los hijos serán la consideración primordial”. Por último, deberán contar 
con los mismos derechos y responsabilidades con respecto a la tutela, custodia y adopción 
de los hijos (inciso f). 
 
Como vemos, la importancia de la implementación, efectivo ejercicio y fomento del 
derecho a la conciliación con corresponsabilidad es de tal magnitud que viene a 
configurar una de las bases sobre la cual se sustenta el propio tratado. Si esta obligación 
de implementación y fomento del derecho de conciliación con corresponsabilidad no 
fuera lo suficientemente clara por parte del tratado, el Comité CEDAW también ha 
evidenciado su cenital importancia. Así, por ejemplo, desde la Recomendación General 
N.º 3114, titulada “Campañas de educación y divulgación”, el comité, ya habiendo 
revisado 34 informes de los Estados parte, remarcó que, de manera general, en distinto 
nivel y grado, aprecia que, por razones y factores socioculturales, persisten ideas 
preconcebidas acerca de la mujer, que perpetúan una discriminación e impiden la 
aplicación efectiva del artículo 5° (parágrafo 2). Por tanto, opta por instar a los Estados 
“a adoptar de manera efectiva programas de educación y divulgación que contribuyan a 
eliminar los prejuicios y prácticas corrientes que obstaculizan la plena aplicación del 
principio de igualdad social de la mujer” (parágrafo 3). 
 
A su turno, en la Recomendación General N.º 19, que se ocupa de la violencia hacia la 
mujer, se establece que, entre los derechos y libertades individuales que comprende la 
definición de discriminación que plantea el artículo 1° de la convención, se encuentra el 
derecho a la igualdad en la familia. Es decir, para el comité, una inadecuada (o 
                                                        
114 En realidad, es la primera recomendación que se refiere a una materia de fondo, pues la Recomendación General 
N.º 1 y N.° 2 se refieren a temas técnicos sobre la presentación de informes por los Estados parte.  
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estigmatizada) distribución de los derechos y responsabilidades en el desarrollo cotidiano 
de la estructura familiar se debe considerar como violencia hacia la mujer en tanto 
menoscaba y anula el goce de sus derechos humanos y libertades fundamentales 
(parágrafo 7). De hecho, el comité, en su parágrafo 23, desarrolla más esta idea de 
violencia destacando que, por ejemplo, la falta de independencia económica, en 
ocasiones, obliga a la mujer a tener que soportar y permanecer en situaciones violentas. 
De igual modo, el comité, de forma expresa, señala que el hecho de que los hombres no 
se involucren ni se hagan cargo de sus responsabilidades familiares ―entre ellas, 
evidentemente las relacionadas con el cuidado del menor― también pueden constituir 
una forma de violencia o de coerción hacia la mujer (parágrafo 23). Así, en esta 
recomendación, reitera el pedido efectuado en la RG N.º 3, en el sentido de adoptar 
medidas eficaces para superar las prácticas y actitudes discriminatorias hacia la mujer, e 
introducir programas de educación e información que coadyuven a suprimir los prejuicios 
que obstaculizan el logro de la igualdad de la mujer (parágrafo 24, inciso f). Además, 
recalca, como en otra recomendación adicional, adoptar medidas preventivas, entre ellas, 
programas de información y educación con el objetivo de modificar las actitudes relativas 
al rol, y la condición del hombre y de la mujer (parágrafo 24, inciso ii). Es decir, en el 
plano de la corresponsabilidad, considera que la falta de incorporación del hombre en las 
labores domésticas y, por ende, el no compartir las responsabilidades familiares entre 
hombres y mujeres son una forma de violencia y de discriminación. De este modo, los 
Estados parte no deben ―a la luz, entre otros, del artículo 5º de la convención― mostrar 
una actitud punitiva sino, más bien, una preventiva, de sensibilización y concientización 
que de verdad transforme la mentalidad discriminadora y violenta subyacente. 
 
Los efectos negativos que tiene la falta de corresponsabilidad se notan en otras 
recomendaciones generales, como la N.º 23, en la que el comité constata que, entre los 
factores más importantes que han impedido a la mujer participar en la vida pública, se 
halla precisamente “el hecho [de] que el hombre no ha[ya] participado en la organización 
del hogar ni del cuidado y la crianza de los hijos” (parágrafo 10) o en la Recomendación 
General N.º 27, en la que se admite el gran coste financiero y emocional de la atención 
no remunerada que supone el que las mujeres “sean las cuidadores exclusivas de niños 
pequeños, esposos o compañeros, o padre o parientes muy ancianos a su cargo” 
(parágrafo 20). Ligado a ello, y frente a la constatación de que este trabajo evidentemente 
no es remunerado y, por tanto, no cotiza, la Comisión —sin dejar de lado el que esta 
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situación se deba revertir— subraya la obligación que tienen los Estados de “velar por 
que las mujeres de edad, incluidas las que se ocupan del cuidado de niños, tengan acceso 
a prestaciones sociales y económicas adecuadas —como, por ejemplo, prestaciones por 
cuidado de hijos— y reciban toda la ayuda necesaria cuando se ocupan de padres o 
parientes ancianos” (parágrafo 43). 
 
En esta línea, conforme a la Recomendación General N.º 21, la cultura y tradiciones que 
han moldeado la mentalidad y comportamiento no pueden justificar la dación, o 
mantenimiento de leyes y costumbres discriminatorias. Permitirlo sería ir contra los 
artículos 2°, 5°, 16° y 24° de la convención (parágrafos 3 y 12).  
 
En el caso puntual de relación familiar, a la luz del inciso c) del artículo 16°, se observa 
que la concepción de ver al esposo como “cabeza de familia” y principal encargado de la 
adopción de decisiones infringe la convención al limitar —en realidad, afectar 
plenamente— el derecho a la igualdad de situación y obligaciones entre hombres y 
mujeres en el matrimonio (parágrafo 17). Así, para el comité, es claro que existe un deber 
de “gozar de igualdad de derechos y obligaciones con los hombres en el cuidado y la 
crianza de los hijos o familiares a su cargo”, que no solo debe estar explicitado en los 
matrimonios civiles, sino que también debe alcanzar dicha igualdad —materializada en 
la responsabilidad compartida— en las uniones de hecho (parágrafo 18).  
 
De igual modo, en relación con los incisos d) y f) del parágrafo 1 del artículo 16°, el 
comité —a la luz del inciso b) del artículo 5°— aprecia que, formalmente, la mayoría de 
los países “reconocen que los progenitores comparten sus obligaciones respecto del 
cuidado, la protección y el mantenimiento de los hijos. Además, también se debe tener en 
consideración el concepto de “interés superior del niño”, que ha sido incorporado por la 
Convención sobre Derechos del Niño y es universalmente aceptado. Sin embargo, pese a 
la obligación del respeto y fomento de la responsabilidad conjunta entre padres y madres, 
en la práctica, se aprecia, por ejemplo, que cuando “las madres están divorciadas o viven 
separadas, muchas veces los padres no comparten las obligaciones del cuidado, la 
protección y el mantenimiento de sus hijos” (parágrafo 19). En ese sentido, el comité 
recuerda que los derechos y obligaciones enunciados en la Convención deben poder 
imponerse conforme a ley, y que los Estados deben velar por que, conforme a sus leyes, 
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ambos padres —sin tener en cuenta su estado civil o si viven con sus hijos— los 
compartan en pie de igualdad (parágrafo 20).  
 
En otras palabras, para el comité, es evidente que la legislación —incluida la laboral— 
de los Estados parte debe fomentar que se cumpla la responsabilidad compartida de 
padres y madres con respecto al cuidado de sus hijos, en este caso, mediante la dación de 
licencias de conciliación que permitan dedicarse de forma corresponsable al cuidado de 
los hijos atendiendo, además, al interés superior de estos.  
 
En esta recomendación, el comité también reiteró lo ya señalado en la RG N.° 19 en el 
sentido de que se debe considerar como violencia cualquier privación de manera grave a 
los derechos y libertades individuales —entre ellos, el derecho a la igualdad en la 
familia—, lo cual impide que la mujer pueda desenvolverse de forma igualitaria en la 
vida pública y familiar (parágrafo 40). Pese a ello, el comité admite que muchos países 
aún mantienen estructuras patriarcales que sitúan al varón en una situación más favorable 
que el de la mujer cuando lo correcto es la igualdad entre ambos sexos (parágrafo 42). 
 
Frente a ello, entre las medidas concretas que se deberán adoptar se encuentran las 
siguientes:  
 
i) de conformidad con los artículos 2°, 3° y 24°, que se elimine 
progresivamente la noción de desigualdad de la mujer en el hogar115 
(parágrafo 43);  
ii) desalentar decididamente toda noción de desigualdad entre la mujer y el 
hombre que sea afirmada por toda clase de leyes, por el derecho religioso 
o privado, o por las costumbres116 (parágrafo 44). Todo el ordenamiento 
jurídico deberá estar imbricado por la noción de igualdad entre hombres y 
mujeres, y, consecuentemente, en el plano familiar, por la 
                                                        
115 Al respecto, es mejor revisar el original en francés: “Conformément aux articles 2, 3 et 24 en particulier, le Comité 
demande que tous les États parties favorisent une évolution progressive en décourageant résolument la notion 
d’inégalité des femmes au sein de la famille, pour en arriver à retirer leurs réserves concernant notamment les articles 
9, 15 et 16 de la Convention (43)”. 
116 “Les États parties devraient décourager résolument toute notion d’inégalité entre les hommes et les femmes, 
consignée dans les lois et pratiques réglementaires, coutumières ou religieuses et parvenir à un stade où les réserves, 
notamment à l’article 16, seront retirées (44)”. 
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corresponsabilidad entre hombres y mujeres. Una legislación laboral que 
fomente lo contrario contravendría el convenio;  
iii) de la revisión de los informes de los Estados parte, se aprecia que las 
normas, especialmente las relacionadas a la familia, contravienen 
expresamente las disposiciones de la Convención al tener leyes que aún 
contienen medidas que terminan discriminando a la mujer sobre la base de 
costumbres, y prejuicios socioculturales. Constatado este hecho, el 
Comité, sobre la base de los artículos 1° y 2°, solicita a los Estados parte 
que hagan todo lo necesario para examinar dichas normas y efectuar las 
modificaciones necesarias de modo que estén acordes con la CEDAW 
(parágrafos 45, 46 y 47). En nuestro caso, no cabe duda de que 
consideramos que nuestras normas laborales ligadas a las licencias de 
ausencia y de presencia están dotadas de un fuerte contenido basado en 
prejuicios socioculturales que no solo terminan discriminando a la mujer, 
sino también al padre, al tiempo que afectan al menor en su interés 
superior. Así, toda la normativa peruana debe ser examinada y 
reformulada de acuerdo con el espíritu de la CEDAW, como ha sido 
planteado en su preámbulo, disposiciones expresas y los mandatos de su 
comité. Es necesario plantear un sistema de licencias laborales por razón 
de maternidad, paternidad, adopción, lactancia, entre otros, que realmente 
fomenten la debida corresponsabilidad entre padres y madres trabajadores. 
 
Adicionalmente a estas recomendaciones generales, la CEDAW también efectúa 
informes de seguimiento a sus Estados parte. Específicamente, en el caso del Perú, en la 
sesión N.° 275, celebrada el 27 de enero de 1995, cuando el comité examinó el segundo 
informe periódico de nuestro país, encontró un evidente problema de acceso por parte de 
la mujer al mercado de trabajo debido a la asunción exclusiva de las responsabilidades 
familiares que “todavía no compartían los hombres” (parágrafo 401). Por ello, el comité 
exhortó a nuestro país a tomar las medidas necesarias “para que el fortalecimiento de la 
familia contribuyera simultáneamente al fortalecimiento de los derechos individuales de 
la mujer y a una distribución igual de responsabilidades entre hombres y mujeres”. Esta 
obligación sigue vigente y es continuamente incumplida. Incluso en una nueva 
observación, a propósito de la quinta revisión periódica, se instó al Perú a garantizar la 
efectiva aplicación del artículo 11° de la convención y los convenios de la OIT con 
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respecto a la igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres, y resaltó la necesidad 
de tomar medidas que condujeran a “eliminar la segregación ocupacional a través de (…) 
la educación, la formación y la capacitación” (parágrafo 479). Asimismo, manifestó su 
gran preocupación ante el reto del Estado peruano frente a la persistencia de estereotipos 
de género, especialmente, por aquellos “relacionados con los roles y responsabilidades 
de la mujer y el hombre en la familia y en la sociedad en general” (parágrafo 492).  
 
Ante ello, el comité solicitó a nuestro país diseñar e implementar “programas globales en 
el ámbito educativo, y que inste a los medios de comunicación a que promuevan cambios 
culturales en la publicidad y la programación de entretenimiento con relación a los roles 
y responsabilidades que desempeñan mujeres y hombres de acuerdo con lo previsto en el 
artićulo 5 de la convención. Asimismo, el comité recomienda que se desarrollen polit́icas 
y se implementen programas que garanticen la eliminación de los estereotipos asociados 
a roles tradicionales en la familia, el empleo, la polit́ica y la sociedad” (parágrafo 493). 
 
Finalmente, en 2007, con ocasión de la sexta revisión periódica, se instó a cumplir las 
obligaciones derivadas del tratado, así como de la Declaración y la Plataforma de Acción 
de Beijing, que reafirman y complementan las disposiciones de la convención, por lo cual 
todas y cada una de las actividades deberán tener una perspectiva de género, y las 
disposiciones de la Convención deberán ser observadas en todas y cada una de las 
actividades (parágrafos 38 y 39). 
 
Como vemos, es el propio CEDAW el que nos hace acudir a Declaración de Beijing y su 
Plataforma de Acción a fin de satisfacer plenamente el convenio. Por tanto, corresponde 
revisarla. El parágrafo 15 de la Declaración es particularmente relevante, pues los Estados 
reafirman que “la igualdad de derechos, de oportunidades y de acceso a los recursos, la 
distribución equitativa entre hombres y mujeres de las responsabilidades respecto de la 
familia y una asociación armoniosa entre ellos son indispensables para su bienestar y el 
de su familia, asi ́como para la consolidación de la democracia”. Así, a nuestro criterio, 
se reconoce el deber de parte de los Estados en la consecución del principio de 
corresponsabilidad al señalar que debe existir una igualdad de derecho y distribución 
equitativa entre hombres y mujeres de las responsabilidades familiares, entre ellas, 
evidentemente, las de crianza. Además, para la Declaración, este modelo de familia es 
indispensable a fin de que exista una relación armoniosa no solo entre ambos individuos, 
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sino también en el conjunto familiar y, a largo plazo, en la microsociedad que este 
representa para el sistema democrático. 
 
Es importante señalar que la Declaración reconoce la necesidad de alentar a los hombres 
para que participen en todas las acciones encaminadas a garantizar la igualdad (parágrafo 
25). No olvidemos que una real igualdad entre hombres y mujeres indefectiblemente 
implica que el hombre también comprenda que se ve afectado por el triple efecto 
perjudicial que, en el seno familiar, tiene el género contra él, su esposa y sus hijos. Por 
eso, la Declaración remarca que el éxito depende del decidido compromiso de parte de 
los Gobiernos, y de organizaciones e instituciones internacionales en todos los niveles 
(parágrafo 36), tal como lo exigió la Plataforma de Acción.  
 
Por su parte, la Plataforma, de forma contundente, desde su Declaración de Objetivos, 
reconoce al principio de corresponsabilidad al señalar que se debe recurrir al 
“establecimiento del principio de que mujeres y hombres deben compartir el poder y las 
responsabilidades en el hogar, en el lugar de trabajo y, a nivel más amplio, en la 
comunidad nacional e internacional” (parágrafo 1).  De este modo, “la igualdad entre 
mujeres y hombres es una cuestión de derechos humanos y constituye una condición para 
el logro de la justicia social, además de ser un requisito previo necesario y fundamental 
para la igualdad, el desarrollo y la paz” (parágrafo 1). Así, la corresponsabilidad se 
estatuye no solo como una condición para el logro de la justicia social, sino como una 
cuestión de derechos humanos, y un requisito indispensable para la igualdad, el desarrollo 
y la paz.  
 
Concretamente, la Plataforma, haciendo una clara división entre las obligaciones 
derivadas de razones objetivas plenamente justificadas y las socialmente construidas, 
reconoce que las mujeres comparten “problemas comunes que solo pueden resolverse en 
asociación con los hombres para alcanzar el objetivo común de la igualdad de género” 
(parágrafo 3). En el caso concreto de la distribución de las tareas domésticas y familiares, 
y su afectación o implicancia con el plano laboral, la Plataforma advierte su inadecuada 
distribución “junto con la falta o insuficiencia de servicios tales como los de guarderiá, 
[que] siguen restringiendo el empleo, asi ́como [la falta] de oportunidades económicas, 
profesionales y de otra ińdole, y [la falta de] movilidad de las mujeres, que aumentan los 
problemas relacionados con su participación en las actividades económicas” (parágrafo 
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152), dado que “ no se ha aligerado su carga de trabajo no remunerado en el hogar y en 
la comunidad” (párrafo 153),  pues “(…) la mujer sigue realizando también la mayor parte 
de la labor doméstica y de la labor comunitaria no remunerada, como el cuidado de los 
niños y de las personas de más edad, la preparación de alimentos para la familia” 
(parágrafo 156), “(…) particularmente las que son jefas del hogar con niños pequeños [y 
que] tienen escasas oportunidades de empleo debido, entre otras cosas, a que las 
condiciones de trabajo no son flexibles, y a que los hombres y la sociedad no comparten 
lo suficiente las responsabilidades familiares” (parágrafo 157). 
 
En coherencia con ello, el objetivo estratégico F.6 refiere a la corresponsabilidad con 
conciliación familiar y laboral al establecer que se debe “fomentar la armonización de las 
responsabilidades de las mujeres y los hombres en lo que respecta al trabajo y la familia”. 
Para el logro de esta, algunas de las medidas que los Gobiernos han de adoptar son las 
siguientes:  
 
a) Adoptar polit́icas para asegurar la protección apropiada de las leyes laborales y 
los beneficios de la seguridad social a los empleos en jornada parcial y temporales, 
a los trabajadores estacionales y a los que trabajan en el hogar, para promover las 
perspectivas de carrera sobre la base de condiciones de trabajo que concilien las 
responsabilidades laborales con las familiares.  
b) Asegurar, mediante leyes, incentivos o estiḿulos que se den oportunidades 
adecuadas a las mujeres y los hombres para obtener licencias y prestaciones de 
maternidad o paternidad; promover la distribución igualitaria de las 
responsabilidades del hombre y la mujer en la familia; y facilitar la lactancia a las 
madres trabajadoras. 
c) Elaborar polit́icas, entre otras cosas, en la esfera de la enseñanza, para modificar 
las actitudes que refuerzan la división del trabajo sobre la base del género, con 
objeto de promover el concepto de las responsabilidades familiares compartidas 
en lo que respecta al trabajo doméstico, en particular, en lo relativo a la atención 
de los niños y los ancianos117 (parágrafo 179). 
                                                        
117 Aunque hemos destacado las medidas que la consideramos relevante para la presente investigación, al ser tan 
importante, quizá debemos incluir todos.  
a. Adoptar políticas para asegurar la protección de las leyes laborales y de la seguridad social a empleos en 
jornada parcial y temporales, a trabajadores estacionales y a los que trabajan en el hogar, para promover las 
perspectivas de carrera sobre la base de condiciones de trabajo que concilien las responsabilidades laborales 




También es particularmente importante el objetivo estratégico H.2., que obliga a los 
Estados a integrar la perspectiva de género tanto en legislaciones, políticas, programas y 
proyectos estatales. Entonces, se deberá efectuar un “análisis de género” antes de dictar 
normas o adoptar políticas públicas (parágrafo 204). 
 
En “Nuevas medidas e iniciativas para la aplicación de la Declaración y la Plataforma de 
Acción de Beijing” de Beijing +5, se reconoció que “cada vez se cobra más conciencia 
de la necesidad de compaginar las obligaciones laborales y familiares, así como los 
efectos positivos de la adopción de medidas tales como la licencia por maternidad y 
paternidad y también de la licencia para atención de los hijos y los servicios y prestaciones 
para atender a los hijos y a la familia” (parágrafo 20). Sin embargo, se admite que aún “el 
adelanto profesional sigue siendo más difićil para la mujer a causa de la falta de 
estructuras y medidas que tengan en cuenta las obligaciones relacionadas con la 
maternidad y la familia” (parágrafo 21).   
 
En otros casos, “la persistencia de estereotipos respecto del género ha dado lugar a que 
disminuya la consideración que tienen los trabajadores que son padres y a que no se 
aliente suficientemente a los hombres a que hagan compatibles sus responsabilidades 
profesionales y familiares” (parágrafo 21). Por tanto, se constata una falta de polit́icas en 
favor de la familia con respecto a la organización del trabajo, que incrementa esas 
dificultades. Sigue siendo insuficiente la aplicación efectiva de leyes y sistemas de apoyo 
                                                        
b. Asegurar que las mujeres y los hombres puedan decidir libremente y en igualdad si trabajan en jornada 
completa o jornada parcial, y examinar la posibilidad de proporcionar una protección adecuada a los 
trabajadores atípicos en lo relativo al acceso al empleo, las condiciones de trabajo y la seguridad social; 
c.  Asegurar, mediante leyes, incentivos o estímulos, oportunidades a mujeres y hombres para obtener licencias 
y prestaciones de maternidad o paternidad; promover la distribución de las responsabilidades familiares del 
hombre y la mujer en igualdad y promover que se facilite la lactancia a las madres trabajadoras; 
d. Elaborar políticas en la esfera de la enseñanza, para modificar las aptitudes que refuerzan la división del 
trabajo sobre la base del género, con el objeto de promover el concepto de las responsabilidades familiares 
compartidas en lo que respecta al trabajo doméstico, en particular en lo relativo a la atención de los niños y 
los ancianos; 
e. Mejorar el desarrollo de tecnologías que faciliten el trabajo profesional y el doméstico, y promover el acceso 
a esas tecnologías, estimular la autosuficiencia y las actividades generadoras de ingresos, transformar dentro 
del proceso productivo los papeles establecidos en función del género y dar a las mujeres la posibilidad de 
cambiar los trabajos mal remunerados por otros mejores; 
f. Examinar políticas y programas, incluso las leyes sobre seguridad social y los regímenes fiscales, de 
conformidad con las prioridades y las políticas nacionales, para determinar cómo promover la igualdad de 
género y la flexibilidad en el modo en que las personas dividen su tiempo entre la educación, el empleo 
remunerado, las responsabilidades familiares y otras actividades, y en el modo en que obtienen beneficios de 





prácticos. La combinación del trabajo remunerado y la prestación de asistencia dentro de 
las familias, los hogares y las comunidades aún siguen dando lugar a que las mujeres 
tengan que soportar una carga desproporcionada de trabajo en la medida en que los 
hombres no comparten suficientemente las tareas y responsabilidades. Las mujeres son 
también quienes siguen realizando la mayor parte del trabajo no remunerado (parágrafo 
21). 
 
De este modo, se reconoce que la mujer continuará soportando una carga constante y 
desproporcionada en comparación con el hombre, “mientras las tareas y 
responsabilidades, y la combinación de trabajo remunerado y prestación de cuidados no 
se compartan suficientemente con los [varones]” (parágrafo 47). Es necesario, entonces,  
luchar sistemáticamente contra ese desequilibrio mediante polit́icas y programas 
adecuados, particularmente en el ámbito de la enseñanza, promulgando legislación 
cuando proceda. A fin de lograr la plena participación de los hombres y las mujeres en 
las esferas pública y privada, hay que permitirles conciliar y compartir equitativamente 
las responsabilidades laborales y familiares (parágrafo 60).  
 
Consideramos que estos últimos instrumentos internacionales, conjuntamente con la 
CEDAW, manifiestan de forma inequívoca la urgencia de fomentar, permitir y respetar 
la conciliación con corresponsabilidad, particularmente, en materia de cuidado y crianza 
de menores de edad. Solo de este modo se podrá conseguir, entre otras, la efectiva, plena, 
justa y democrática incorporación de la mujer en el mundo del trabajo a la par de la 
incorporación del varón al mundo doméstico y reproductivo, en idénticas circunstancias. 
Todo ello impacta de forma directa en la protección especial y fomento de la familia, y la 
importancia del interés superior del niño como eje rector de la legislación y políticas 
públicas. Esto, en el contexto de una relación laboral, con, por ejemplo, el otorgamiento 
de licencias remuneradas o la implementación de servicios de cuidado o guarderías, 
permite que el derecho laboral cumpla su función de herramienta equilibradora, facilita 
la efectiva armonía de la dicotómica relación entre mundo productivo y reproductivo, y 
asegura que la relación laboral no afecte o limite el ejercicio de derechos humanos del 
ciudadano que trabaja.  
 
Por otra parte, a nivel de la OIT, consideramos que, desde su Constitución y la 
Declaración de Filadelfia, siempre existió una especial  preocupación y “protección de 
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los niños, de los adolescentes y de las mujeres, y buscando siempre que cualquier régimen 
laboral considere la naturaleza humana de los sujetos involucrados para generar un 
régimen de trabajo realmente humano”, es decir, considerando las necesidades y 
responsabilidades como las familiares, que son naturales y propias tanto del individuo 
como de la familia y de la sociedad. Por su parte, la Declaración de Filadelfia establece 
−en sus apartados (a) I y (a) II− como principio que el trabajo no es una mercancía y 
reconoce que la justicia social implica que todos los seres humanos, sin distinción, tengan 
derecho a perseguir su bienestar material y su desarrollo espiritual en condiciones de 
libertad y dignidad, de seguridad económica y en igualdad de oportunidades.  
 
A nivel de los tratados de la OIT, consideremos que, más allá de los relacionados a la 
igualdad (Convenio N.° 100 y N.° 111) y a la maternidad (Convenio N.º 003 y N.°183), 
para efectos de la conciliación con corresponsabilidad, se debe hacer alusión al Convenio 
N.° 156 y su Recomendación 165, dejando de lado el 123, que fue reemplazado por aquel.  
 
El Convenio N.° 156 reconoce que es necesario hacer una normativa especial sobre 
discriminación por razones familiares, pues el Convenio N.° 111 sobre discriminación no 
hace referencia expresa a esta situación y se pone en manifiesto que “los problemas de 
los trabajadores con responsabilidades familiares son aspectos de cuestiones más amplias, 
relativas a la familia y a la sociedad, que deberían tenerse en cuenta en las políticas 
nacionales” (parágrafo 8). Por tanto, existe la “necesidad de instaurar la igualdad efectiva 
de oportunidades y de trato entre los trabajadores de uno y otro sexo con 
responsabilidades familiares, al igual que entre estos y los demás trabajadores” (parágrafo 
9). 
 
Ya en la parte normativa, el artículo 1° refiere que el ámbito de aplicación del tratato 
serán “los trabajadores y trabajadoras con responsabilidades familiares”, aunque vemos 
como positivo que incluya a ambos géneros. Al limitar de una lectura literal su aplicación 
a aquel trabajador que asume la responsabilidad familiar, podría pensarse que se trata de 
un tratado que va más en la línea de la conciliación y que, probablemente, en la práctica 
sea más “aplicable” a las mujeres. Sin embargo, cuando el Estado incorpora la 
corresponsabilidad conforme a los otros tratados reseñados, vemos el tratado con otra 
mirada y apreciamos  que se aplica a las madres y padres trabajadores con 
responsabilidades familiares, cuando limiten su posibilidad de prepararse para la 
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actividad económica, y de ingresar, participar y progresar en ella (artículo 1.1). Incluso, 
se podría pensar que, en un Estado que, a la par, respeta el principio de 
corresponsabilidad, se ayuda a aminorar uno de los posibles efectos adversos de su 
aplicación: la “discriminación por razón de circunstancias familiares” utilizando el 
término acuñado por la STC 26/2011 del TC español.  
 
El tratado continúa señalando que, para enfrentar la situación planteada en su artículo 1.1. 
y con el objetivo de crear una verdadera y efectiva igualdad de oportunidades y de trato 
entre trabajadores y trabajadoras, los Estados miembros deberán incluir dentro de los 
objetivos de su política nacional el permitir que las personas con responsabilidades 
familiares que se encuentran trabajando o incluso aquellas que quieran trabajar puedan 
hacerlo sin ser objeto de discriminación alguna y, en la medida de lo posible, sin conflicto 
entre sus responsabilidades familiares y profesionales (artículo 3.1).   
 
Dentro de las medidas que se deberán adoptar a fin de conseguir este objetivo, se 
encuentra el “desarrollar o promover servicios comunitarios, públicos o privados, tales 
como los servicios y medios de asistencia a la infancia y de asistencia familiar” (artículo 
5°, inciso a). De igual modo, el artículo 6° refiere a la obligación de sensibilización a la 
que hemos hecho referencia en varias oportunidades, pues los Estados deberán “promover 
mediante la información y la educación una mejor comprensión por parte del público del 
principio de la igualdad de oportunidades, de trato entre trabajadores y trabajadoras, de 
los problemas de los trabajadores con responsabilidades familiares, así como de una 
corriente de opinión favorable a la solución de esos problemas”. Además, se insta a la 
promoción de medidas que incluyan la orientación y la formación profesional para que 
los trabajadores con responsabilidades familiares puedan integrarse y permanecer en la 
fuerza de trabajo, así como reintegrarse a ella tras una ausencia debida a dichas 
responsabilidades (artículo 7°). Ello se relaciona con el artículo 8°, que consagra que la 
responsabilidad familiar se deberá considerar un motivo prohibido, pues por sí sola no 
justifica despido alguno. 
 
Por su parte, la Recomendación N.º 165 −relacionada al Convenio N.º 156, y que deroga 
y supera la Recomendación N.º 123− al referirse a las políticas nacionales, establece que 
estas deben buscar la creación de una igualdad efectiva de oportunidades, y de trato entre 
trabajadores y trabajadoras con los mismos fines que el convenio (artículo 6°). Asimismo, 
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refiere que se deberán adoptar medidas tales como tener en cuenta sus necesidades en lo 
que concierne a las condiciones de empleo y a la seguridad social, y desarrollar o 
promover servicios de asistencia a la infancia, de asistencia familiar y otros servicios 
comunitarios, públicos o privados, que respondan a sus necesidades (artículo 9°). La 
recomendación, en coherencia con el artículo 6° del convenio, refiere a la necesidad de 
la educación, información y fomento en igualdad (artículo 10°), y sostiene que los países 
deberían adoptar medidas para tal fin, como, por ejemplo, emprender o fomentar 
investigaciones sobre el particular (artículo 11 a) y, de especial relevancia para nuestra 
tesis, el “promover la educación necesaria para que el hombre y la mujer compartan sus 
responsabilidades familiares y puedan desempeñar mejor sus responsabilidades 
profesionales y familiares” (artículo 11 b).  
 
Con respecto a la implicancia de las responsabilidades familiares en la formación y el 
empleo, se reitera lo señalado en artículo 7° del Convenio N.º 156, en tanto se deberán 
tomar las medidas necesarias para que las personas con responsabilidades familiares 
puedan integrarse y permanecer en la fuerza de trabajo, asi ́como reintegrarse a ella tras 
una ausencia debida a dichas responsabilidades (artículo 12°). Así, se permitirá, por 
ejemplo, que se encuentren al alcance de ellos medios de formación profesional e incluso 
sistemas de licencia pagada de estudios (artículo 13°), servicios necesarios para que 
puedan ingresar al empleo o volver a este. Esta medida deberá comprender servicios de 
orientación profesional, de asesoramiento, de información y de colocación con personal 
que posea una formación apropiada (artículo 14°). Se reitera, también, la prohibición de 
despido por dicha causa —como señala el artículo 8° del convenio— ampliando su 
protección al estado matrimonial y la situación familiar, y no solamente como prohibición 
en la terminación del trabajo (despido) sino también en su acceso (artículo 16°).  
 
Mención aparte requiere el artículo 18°, que establece que se deberá otorgar especial 
atención a dos medidas generales que deben hallarse, en primer lugar, encaminadas a la 
progresiva reducción de la duración de la jornada de trabajo y de las horas extraordinarias, 
y, en segundo lugar, encaminadas a la flexibilización de los horarios de trabajo, períodos 
de descanso y vacaciones. Este artículo cobra relevancia mediante la Resolución 
Legislativa N.º 24508 del 29 de mayo de 1987. Aunque no es lo usual118, se incorporó 
                                                        
118 Debemos mencionar que el título de la norma es “Congreso de la República aprueba Convenio N.° 156 adoptado 
por la Organización Internacional del Trabajo”, lo que nos haría pensar que la aprobación se circunscribirá al Convenio; 
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esta recomendación a nuestro ordenamiento jurídico nacional, pero se mantuvieron 
reservas sobre este artículo por considerar que “no es aplicable a nuestra realidad”.  
 
Lo que nos llama la atención es que se mantuvo en reserva sobre las medidas especiales 
de los artículos 19º y 20º. El primero establece que, siempre que sea posible y apropiado, 
se deberá tomar en consideración las necesidades especiales de los trabajadores y 
trabajadoras, incluidas aquellas derivadas de sus responsabilidades familiares al momento 
de organizar los turnos de trabajo y asignar el trabajo nocturno (artículo 19°). De igual 
modo, cuando se produzca un traslado del trabajador, se debería tomar en consideración 
sus responsabilidades familiares, incluidos factores como la localidad del empleo del 
cónyuge y las posibilidades de educación de sus hijos (artículo 20°). 
 
Pese a que el artículo 22° es sumamente importante, pues establece expresamente la 
licencia parental otorgada inmediatamente después de la licencia de maternidad y que 
debería permitir a la madre o al padre tener la posibilidad de gozar de esta sin pérdida de 
empleo y conservando los derechos derivados de este, con una evidente falta de 
perspectiva de género y de las obligaciones emanadas de otros instrumentos 
internacionales −en especial de la CEDAW−, también mantuvo reserva “en lo que se 
refiere al padre, porque no se adecúa a la realidad socioeconómica del Perú”, aun cuando 
el propio instrumento internacional otorga un margen de flexibilidad al permitir que la 
duración de dicho permiso pueda ser gradual y determinado de acuerdo a cada país 
(artículo 22°). 
 
La última de las reservas efectuadas por el Estado peruano “porque la realidad del país 
no lo permite”, se refiere al subpárrafo 2 del artículo 23°, que indica que el “trabajador 
con responsabilidades familiares debería tener la posibilidad de obtener un permiso en 
caso de enfermedad de otro miembro de su familia que necesite su cuidado o sostén”. 
Esta situación, aunque no es materia de nuestro estudio, felizmente, ha sido revertida con 
la Ley N.º 30012, ley que concede el derecho de licencia a trabajadores con familiares 
directos que se encuentren con enfermedad en estado grave o terminal o sufran un 
                                                        
sin embargo, el cuerpo de la norma expresamente señala: “El Congreso, en uso de la facultad que le confieren los 
artículos 102° y 186°, inciso 3 de la Constitución Política del Estado, ha resuelto aprobar el Convenio N.° 153 sobre la 
Igualdad de Oportunidades y de Trato entre Trabajadores y Trabajadoras; Trabajadores con Responsabilidades 
Familiares, adoptados por la OIT en su 67a. reunión, efectuada en Ginebra, Suiza, el 3 de junio de 1981 y la 
Recomendación N.° 165 sobre el mismo tema adoptada en la misma fecha y lugar (…)”. 
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accidente, y su reglamento aprobado mediante Decreto Supremo N.º 008-20176-TR. Sin 
embargo, sí incorporó el subpárrafo 2 del artículo 23°, que reconoce, en el caso de 
enfermedad del hijo, el derecho del trabajador −hombre o mujer− que tenga 
responsabilidades familiares a obtener un permiso para atenderlo. 
 
Con respecto a los servicios y medios de asistencia a la infancia y de ayuda familiar, se 
reconoce el deber de las autoridades competentes para que, en colaboración con las 
organizaciones públicas y privadas interesadas, aseguren los servicios y medios de 
asistencia a la infancia y de ayuda familiar (artículo 25°), especialmente, para  
 
organizar por si ́mismas, o alentar y facilitar la organización de servicios y medios 
adecuados y suficientes de asistencia a la infancia y de ayuda familiar, 
gratuitamente o a un costo razonable que corresponda a las posibilidades 
económicas de cada trabajador, con arreglo a disposiciones flexibles y de modo 
que responda a las necesidades de los niños de diferentes edades, de las demás 
personas a cargo que necesiten asistencia y de los trabajadores con 
responsabilidades familiares. (artículo 25b) 
 
Estos servicios y medios de asistencia deberán, en primer lugar, conformarse según lo 
establecido por las autoridades del caso y hallarse bajo vigilancia; en segundo lugar, 
deberán contar con una normativa en la que estén previstos los equipos necesarios para 
otorgar dichos servicios; finalmente, las autoridades competentes deberían ayudar 
proporcionando una formación eficiente al personal implicado en el funcionamiento de 
los servicios de asistencia a la infancia y la familia (artículo 26°). 
 
Respecto de las obligaciones familiares y el derecho a la conciliación, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos tuvo oportunidad de pronunciarse con respecto al 
particular en el Informe N.º 4/01, Caso 11.625, María Eugenia Morales de Sierra contra 
Guatemala del 19 de enero de 2001. En dicha oportunidad, la comisión, analizando 
distintas normas del Estado guatemalteco ―entre ellos el artículo 110°, que atribuía en 
exclusividad el derecho y obligación a la mujer de cuidar de los menores y del hogar 
(parágrafo 2)―, entendió que, de acuerdo a la convención, la familia debe ser protegida. 
Por otro lado, de acuerdo al artículo 17.4, que deriva del artículo 16.1 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, la comisión especifica que “[l]os Estados parte deben 
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tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada 
equivalencia de responsabilidades de los cónyuges” en el matrimonio y en su 
disolución. A este respecto, el artículo 17.4 es la “aplicación concreta” del principio 
general de igual protección y no discriminación en el matrimonio del artículo 24° 
(parágrafo 40). La comisión encontró que los artículos impugnados del Código Civil 
establecían funciones diferentes para cada cónyuge: el artículo 110°, por ejemplo, hacía 
del “marido [el] responsable del sustento financiero del hogar, mientras que la mujer 
deberá ocuparse del cuidado del hogar y de los hijos”. También es el caso del artículo 
113°, que estipula que “la esposa podrá trabajar fuera del hogar solo si ello no perjudica 
sus funciones legalmente definidas en él”, mientras que el 114° señala que, de ser este el 
caso, “el esposo tiene derecho a oponerse a dichas actividades”. Por su parte, el artículo 
109° refiere que es “el marido [quien] representa a la unión conyugal”, a la vez que el 
131° indica que este “controla el patrimonio conyugal” y el 255°, que él “representa a los 
hijos menores y administra sus bienes”. Sorprendentemente, “la Corte de 
Constitucionalidad caracterizó la reglamentación del matrimonio por el Estado como 
fuente de certeza y seguridad jurídica para cada cónyuge, y defendió la distinción de 
funciones sobre la base de que las normas establecen preferencias que no son 
discriminatorias, sino protectoras” (parágrafo 43). Así, la comisión halló que dicha 
normativa, lejos de cumplir con el derecho internacional de igualdad de derechos y 
adecuada equivalencia de responsabilidades entre ambos cónyuges, “institucionaliza[ba] 
desequilibrios en los derechos y deberes de [estos]” (parágrafo 44) y, por ello, era 
contraria a la convención.   
 
Asimismo, la CIDH considera que las disposiciones del Código Civil, en este caso, 
emplean conceptos estereotipados de las responsabilidades de la mujer y del hombre que 
perpetúan una discriminación de facto contra la mujer en la esfera familiar, y que tienen, 
como consecuencia posterior, el dificultar la capacidad de los varones para desempeñar 
con plenitud sus roles dentro del matrimonio y de la familia. Los mencionados artículos 
desequilibran la vida de la familia, pues contradicen la Recomendación General N.° 21 
del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, que señala que “una 
familia estable es aquella que se basa en los principios de equidad, justicia y realización 
individual de cada uno de sus integrantes” (parágrafo 24), e inhabilitan el papel del 
hombre con respecto al hogar y los hijos, ya que privan a estos últimos de la atención 




Años después, la CIDH elaboró un informe temático sobre la mujer, en el que reconoció 
los problemas derivados del trabajo que esta debe afrontar. Así, sostiene, por ejemplo, 
que el acceso de las mujeres a mayores oportunidades educativas y a capacitación no se 
está traduciendo en un acceso igualitario al empleo, en promociones y en puestos de 
dirección y de mayor jerarquiá, y en una igual remuneración en el empleo por igual valor. 
En ciertas áreas, el marco normativo también es aún carente, como en cuanto a licencias 
de paternidad y parentales, y en la disposición de guarderiás y salas cuna. Las mujeres 
todaviá enfrentan un conjunto de obstáculos para su inserción laboral, como la división 
sexual del trabajo, la demanda del cuidado, y la segregación ocupacional, entre otros 
(parágrafo 83).  
 
Otro de los problemas que menciona es la sobrecarga de labores de las mujeres en el 
interior de sus familias, que, lamentablemente, se refuerza por la concentración de la 
mayor parte de esfuerzos del Estado exclusivamente orientados hacia las mujeres 
(parágrafo 14). Asimismo, otros obstáculos de discriminación en razón de sexo 
identificados por el Comité DESC en este ámbito son la negativa de contratar a una mujer 
por quedar embarazada, la asignación de empleos de bajo nivel (o a tiempo parcial) a las 
mujeres por concepciones estereotipadas relacionadas a su habilidad para trabajar, y la 
denegación de licencias de maternidad o paternidad (parágrafo 97). La CIDH también 
repara en que “el crecimiento sostenido en la tasa de empleo de las mujeres no ha sido 
debidamente acompañado por un aumento en la tasa de hombres que se hacen cargo de 
las tareas de cuidado, problema agravado por la ausencia de licencias de paternidad y 
parentales, lo que implica que las mujeres deben hacerse cargo de estas demandas” 
(parágrafo 130). 
 
Ante este panorama, la comisión hace varias recomendaciones a los Estados. Así, señala, 
por ejemplo, que, con miras a garantizar la igualdad entre hombres y mujeres a su derecho 
al trabajo, debe garantizarse de forma individual el derecho a la licencia de paternidad y 
maternidad, entre otros (parágrafo 98). Sobre el particular, la comisión observa que existe 
aún un vació grande en la región en torno a la legislación y polit́icas orientadas a proteger 
a trabajadoras y trabajadores con responsabilidades familiares, y a conciliar la vida 
familiar y laboral. Así, la CIDH exhorta a los Estados a ratificar el Convenio 156 de la 
OIT sobre trabajadores con responsabilidades familiares, y el Convenio 183, que 
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establece la extensión de licencias de maternidad sobre el mínimo de 14 semanas 
(parágrafo 140). Además, en cuanto a la imbricación del hombre en la esfera doméstica, 
la comisión nota que “el reconocimiento de licencias de paternidad en la región es aún 
muy escaso, lo cual preocupa a la CIDH ya que es una medida vital y conducente a la 
distribución de responsabilidades familiares entre la mujer y el hombre en la familia, y 
en el cuidado de los hijos.  
 
También se destaca la ausencia de licencias parentales, con la excepción de Canadá, que 
fomenten un involucramiento más cercano de los padres en la crianza de sus hijos e hijas” 
(parágrafo 157). Ante ello, recomienda a los Estados la adopción de una estrategia 
integral, que aborde la adopción de licencias de maternidad, así como de paternidad y 
parentales. También es importante acompañar estas medidas con incentivos para que los 
padres soliciten estas licencias sin formas de retribución en su trabajo, dado el estigma 
social que tiende a estar asociado con este tipo de licencia. La OIT ha recomendado la 
adopción de medidas que ofrezcan otro tipo de licencias ―como las licencias de 
paternidad, parentales, y de adopción― para apoyar a los trabajadores a reconciliar su 
vida laboral y familiar, y para que el rol reproductivo de las mujeres no se convierta en 
una variable excluyente y discriminadora de ellas en campo laboral (parágrafo 155). La 
CIDH, por todo lo antes expuesto, indica las siguientes como obligaciones inmediatas 
que los Estados deberán adoptar: por un lado, adoptar una polit́ica estatal integral respecto 
a la adopción de leyes orientadas al período de lactancia, y la adopción de licencias de 
paternidad y parentales, y, por otro, adoptar medidas orientadas a la creación de 
guarderiás y salas cuna (parágrafo 169).   
 
Finalmente, se debe hacer mención al Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales, 
también conocido como Protocolo de San Salvador. Además de reiterar muchas de las 
obligaciones previamente citadas, como la no discriminación (artículo 3°) y el derecho al 
trabajo (artículo 6°), este protocolo tiene la particularidad de instar a que los Estados 
deban “ejecutar y fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, 
encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el 
derecho al trabajo” −protección que, como ya hemos señalado, implica necesariamente 
un involucramiento del padre, la sociedad y el Estado en corresponsabilidad−. También, 
en el artículo 15°, se reitera a la familia como elemento fundamental de la sociedad y que 
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debe ser protegida por el Estado, el cual “deberá velar por el mejoramiento de su situación 
moral y material” (artículo 15.1); alude al derecho a constituir una (artículo 15.2) y resalta 
la especial atención que debe tener i) la madre, antes y después del parto; ii) adecuada 
alimentación de los niños desde la lactancia hasta la edad escolar; ii) protección a los 
adolescentes para que alcancen su plena maduración física, moral e intelectual; y 
“ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a la creación de 
un ambiente estable y positivo en el cual los niños perciban y desarrollen los valores de 
comprensión, solidaridad, respeto y responsabilidad” (artículo 15.3). Finalmente, el 
artículo 16° reconoce el derecho del niño a “crecer al amparo y bajo la responsabilidad 
de sus padres”, es decir, otorga al niño la titularidad de un derecho a exigir que la 
responsabilidad de su cuidado, educación y crianza deba ser efectuado por su padre y por 
su madre, evidentemente, en pie de igualdad, es decir, de forma corresponsable.   
 
Ahora bien, es de suma importancia recalcar que los deberes que emanan de la 
corresponsabilidad −del modo en que la estamos definiendo− deben apuntar hacia un 
paulatino desarrollo, pero que tenga miras al establecimiento permanente de esta. Valdría 
la pena, en este aspecto, seguir el ejemplo planteado por la Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa en su Resolución 1921 (2013), que considera, primero, que deben 
adoptarse medidas de conciliación sistemáticas y coherentes por todos los Estados 
miembros, de modo que se promueva la igualdad de género; segundo, que el primer paso 
para una mejor conciliación es la toma de conciencia de la importancia de la 
corresponsabilidad; y, tercero, que las políticas de conciliación son necesarias para 
prevenir y luchar contra la pobreza y la exclusión social.  
 
Así, la Asamblea Parlamentaria (2013) hizo un llamado a los Estados miembros del 
Consejo Europeo para la adopción de las siguientes medidas: 
 
1. Ofrecer servicios de asistencia adecuados para niños y adultos mayores.   
2. Introducir un régimen de licencia parental que permita a los padres, hombres 
o mujeres, encargarse de los hijos sobre una base de igualdad. 
3. Introducir subsidios económicos adoptados a las necesidades de las familias, 
particularmente para promover el cuidado y educación de los niños.  
4. Garantizar, a través de la normativa, el derecho de los padres a disfrutar y 
ejercer su derecho a hacerse responsable en corresponsabilidad de sus hijos.  
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5. Reformar la legislación laboral con la finalidad de posibles formas de 
organización más flexibles (adaptación de horarios, teletrabajo, jornadas de 
trabajo distintas). 
6. Asegurar, mediante la normativa laboral, que el trabajo de trabajadores con 
responsabilidades familiares no afecte negativamente la carrera profesional.  
7. Fomentar en las empresas la aplicación voluntaria de medidas más ventajosas 
que las señaladas por la ley. 
8. Introducir un sostén financiero (créditos a tasa cero o reducidos) para poder 
mantener las medidas de conciliación adoptadas por las empresas. 
9. Incentivar las investigaciones sobre el impacto de las dificultades para la 
conciliación de la vida privada y profesional en la tasa de empleo y 
competitividad de las economías respectivas. 
10. Fomentar la recolección de análisis de cifras sobre la eficacia de las 
medidas de conciliación adoptadas. 
11. Llevar a cabo campañas de sensibilización a propósito de la 
corresponsabilidad en la sociedad. 
12. Conducir actividades de educación y sensibilización en las escuelas 
respecto de la corresponsabilidad y del respeto de los derechos de todos los 
miembros de la familia, independientemente de su edad y género. 
13. Entablar un diálogo con los interlocutores sociales y la sociedad civil a fin 
de promover la aplicación de los principios de la presente resolución119. 
 
La última medida nos parece sumamente relevante, pues permite involucrar a toda la 
sociedad para lograr un real involucramiento de esta.  Las  dos antepenúltimas medidas 
mencionadas (11 y 12) tienen como base el ámbito educativo y el cultural, que es uno de 
los conductos para la consecución del establecimiento de la corresponsabilidad en 
generaciones actuales y futuras. Las medidas 9 y 10, por su parte, persiguen el mismo 
objetivo, pero desde un ámbito económico e investigativo al incentivar el estudio sobre 
la corresponsabilidad y los efectos que de ella se derivan, así como la recolección de los 
datos que permitan evaluar su eficacia a fin de que los Estados miembros –y, en general, 
la sociedad− puedan hacer el seguimiento respectivo y adoptar las medidas o ajustes 
necesarios a fin lograr su efectiva aplicación.  Las medidas 7 y 8, leídas en conjunto, no 
                                                        
119 La traducción y paráfrasis son nuestras. 
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solo buscan que las empresas voluntariamente establezcan mejores beneficios que los 
pisos mínimos fijados por la ley, sino que trata de hacer atractiva esta “voluntariedad” 
mediante el otorgamiento de beneficios financieros. Finalmente, las medidas de la 1 a la 
6 tienen un directo impacto en nuestra disciplina, pues se exhorta a reformar la legislación 
vigente para generar formas de organización del trabajo más flexibles, proteger a los 
trabajadores con responsabilidades familiares de cualquier efecto negativo en su carrera 
profesional, introducir licencias parentales, respetar y reconocerle al padre su derecho a 
responsabilizarse en la crianza y cuidado de sus hijos, ofrecer servicios de cuidado para 
los menores como las guarderías o salas cuna, y −desde la seguridad social− otorgar 
subsidios económicos (suspensión imperfecta de labores) a fin de que los trabajadores y 
trabajadoras puedan cuidar y educar a sus niños.  
 
Hemos considerado oportuno hacer referencia a esta resolución del Consejo de Europa 
para graficar lo que hemos tratado de resaltar a lo largo del presente estudio: que la tarea 
de deconstruir, romper con prejuicios y estereotipos, hacer que el padre realmente se 
involucre −y un largo etcétera− para conseguir la anhelada corresponsabilidad en las 
labores de cuidado, educación y crianza de los niños no es para nada fácil. Por el contrario, 
es una meta de largo aliento, pero que necesita, como ya está sucediendo en España, una 
decidida voluntad política para iniciar el cambio. Recordemos que, “como pieza clave en 
el panorama social, el Estado tiene la facultad de asignar recursos y ejecutar políticas. 
Para incidir en la conciliación de la vida laboral con la familiar, se requiere de una alta 
voluntad política que desafíe las condiciones y establezca nuevos patrones culturales 
como la corresponsabilidad” (OIT, 2009, p. 14). Por ello, como se podrá apreciar, al 
revisar la normativa nacional, se efectuará un análisis orientado a detectar los prejuicios 
o efectos discriminatorios que generan. Sin embargo, nuestras propuestas de reforma, en 
ocasiones, serán muy sucintas o meras recomendaciones, pues somos conscientes de que, 
por estar completamente diseminada y sin un objetivo común, la solución deberá ser 
estructural, multisectorial y transversal.  
 
En todo caso,  lo que busca el presente autor es poder, por lo menos, traer al debate público 
la imperiosa necesidad de visibilizar que nos encontramos ante el deber internacional y 
constitucional −como veremos en el capítulo 3− de efectuar esta reforma integral en  
múltiples niveles. Luego, se podrá comenzar el diálogo social necesario para lograr armar 
propuestas  más acordes a nuestra realidad, sin dejar de admitir que podemos, ciertamente, 
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equivocarnos en el camino. Por eso, la visión de la resolución citada es muy valiosa, ya 
que incluso plantea monitoreos y diálogos sociales constantes a fin de ir arreglando las 
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UN PANORAMA DESALENTADOR PARA EL PADRE QUE TRABAJA: 
UN DERECHO CONSTITUCIONAL OLVIDADO Y CON 
DEFICIENTE DESARROLLO NORMATIVO 
 
 
3.1. Un derecho constitucional olvidado: la conciliación personal y laboral, y 
corresponsabilidad entre hombres y mujeres que trabajan 
 
 
Habiendo analizado la normativa internacional que se relaciona con el principio de 
corresponsabilidad, la igualdad entre ambos cónyuges y el interés superior del niño a estar 
bajo el cuidado de ambos padres, debemos señalar que ―más allá de la implicancia 
directa y práctica que tienen los derechos humanos internacionales debido a su rango en 
nuestro ordenamiento jurídico― consideramos que existe un reconocimiento del 
principio de corresponsabilidad entre padre y madre trabajadores dentro de las normas 
constitucionales de nuestra carta magna de 1993, lo que determinaría que una afectación, 
inacción u omisión del mencionado principio sería no solo inconvencional, sino también 
inconstitucional. Por tanto, podría, válidamente, generar que un padre o madre que se 
encuentre afectado cuestione dicha acción mediante un proceso constitucional de amparo.  
 
3.1.1. El reconocimiento del derecho constitucional a la conciliación con 
corresponsabilidad: el caso de España 
 
Previo al análisis puntual de la Constitución peruana, consideramos pertinente señalar 
que el Tribunal Constitucional español ha tenido un importante desarrollo con avances y 
retrocesos jurisprudenciales sobre el particular. Hemos encontrado que, mediante STC 
166/1998, el Tribunal, al analizar un despido arbitrario, tuvo ocasión de pronunciarse 
sobre la igualdad transformadora a la que hemos hecho mención previamente. Así, la 
Segunda Sala comprendió que la cláusula general de igualdad del artículo 14° de la 
Constitución Española (en adelante, CE) representa de forma explícita una prohibición al 
mantenimiento de ciertas diferencias históricas bastante enraizadas y que han colocado 
―debido a la acción de la sociedad y el Estado― a determinados sectores sociales en 
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desventaja y, más aun, en situaciones que atentan contra la dignidad de la persona, tal y 
como lo reconoce el artículo 10° de la CE (FJ 2).  
 
En este sentido, no debe ciertamente olvidarse que la expresada exclusión de la 
discriminación por razón del sexo halla su razón concreta (…) en la voluntad de 
terminar con la histórica situación de inferioridad en que, en la vida social y 
jurídica, se había colocado a la población femenina, situación que (…) se traduce 
en dificultades específicas de la mujer para el acceso al trabajo y su promoción 
dentro del mismo. (FJ 2) 
 
Posteriormente, en la STC 240/1999, la misma Sala Segunda del Tribunal Constitucional 
analizó la demanda de una trabajadora médica que solicitaba permiso voluntario para 
cuidar de su hija recién nacida. En dicha sentencia, el Tribunal reconoció que “el no 
reconocimiento de la posibilidad de obtener esa excedencia por parte de los funcionarios 
interinos produce en la práctica unos perjuicios en el ámbito familiar y, sobre todo, en el 
laboral, que afectan mayoritariamente a las mujeres que se hallan en esta situación de 
interinidad. Concretamente, en el ámbito laboral la denegación de esta posibilidad supone 
un obstáculo muy importante a la permanencia de las mujeres en el mercado de trabajo” 
(FJ 5). Frente a ello, el Tribunal ―al reconocer que las licencias suelen ser utilizadas 
exclusivamente por las mujeres y que en la práctica les son negadas― obliga a las mismas 
a abandonar su puesto de trabajo y salir del mercado. Así, se produce una discriminación 
por razón de sexo (FJ 5). Por tanto, aludiendo a la STC 166/1998, que señalaba que la 
consagración de la igualdad también implicaba eliminar todo obstáculo que, en los 
hechos, perpetuara la tradicional discriminación hacia la mujer, puede afirmarse que “la 
denegación de [este tipo de] solicitudes supone un grave obstáculo a la conservación de 
un bien tan preciado como es la permanencia en el mercado laboral, que afecta (…) 
mayoritariamente a las mujeres” (FJ 7). 
 
A criterio de Ruiz-Rico Ruiz (2012), esta sentencia es muy importante, dado que reconoce 
el derecho constitucional a la conciliación desde la perspectiva de igualdad de trato (14 
CE) y su conexidad con otros valores constitucionales relevantes, como el deber de ambos 
padres a cuidar de sus hijos (39.3 CE) y la protección de la familia (39.1 CE) (pp. 54-55). 
De este modo, queda demostrado que la configuración del principio de 
corresponsabilidad se manifestaba como una prolongación y desarrollo jurídico del 
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mandato constitucional sobre la protección familiar (2012, p. 53), pero no como un 
derecho que represente un fin en sí mismo sino como un medio para conseguir aquel 
(2012, p. 54), de forma tal que, en realidad, no se estatuye como un valor propio o 
autónomo, sino que depende de estos otros y, en última instancia, dichos deberes de 
protección a la familia y guardia compartida, para el TC, causalizan jurídicamente los 
derechos de conciliación  (2012, p. 55). 
 
De forma posterior, la Sala Primera del Tribunal Constitucional dictó la sentencia 
203/2000, para un caso muy similar. También la recurrente era una doctora interna que 
solicitó la licencia para cuidar de su hijo recién nacido. En un primer momento, el director 
gerente se lo concedió, pero, luego de menos de un mes, el mismo gerente dejó sin efecto 
dicha concesión indicando a la doctora que debía incorporarse ni bien concluyese su 
permiso por maternidad. Dicha negativa se sustentó en su calidad de interina, a lo cual el 
Tribunal Constitucional reiteró su criterio jurisprudencial al considerar que el permiso 
para cuidar de los niños contaba con una transcendencia constitucional evidente, no solo 
desde la protección que constitucionalmente se le debe proveer a la familia (39.1), sino 
también desde la obligación estatal de cooperar al efectivo cumplimiento de parte de los 
padres con el deber de prestar la asistencia necesaria a sus hijos menores de edad (artículo 
39.3. CE) (FJ 4). Y, con respecto a la posible vulneración al derecho a la igualdad, reitero 
la línea jurisprudencial en el sentido de considerar que dicho derecho no solo implica la 
prohibición de la discriminación sino también un rol activo “en orden a hacer efectiva la 
igualdad de las mujeres en el mercado de trabajo” considerando las peculiares situaciones 
por las que debe pasar, como la maternidad, la lactancia  y el lugar histórico que se le ha 
asignado, que, conforme a las estadísticas, las lleva a tener que estar alejadas del trabajo 
o dejarlo, en especial, cuando sus hijos tienen corta edad (FJ 6). 
 
Después, la Sala Primera del Tribunal, en su STC 3/2007, se volvió a ocupar del tema. 
En dicho caso, se trató de una cajera que solicitó a su empresa la reducción de su jornada 
en el horario de la tarde, de 16 a 21:15 horas, de lunes a miércoles. La empresa le denegó 
el cambio en dichos términos señalándole que el horario reducido debía disminuirse en 
turnos rotativos de mañana y tarde, y de lunes a sábado. Ante ello, presentó una demanda 
de “concreción horaria de la reducción de jornada por guarda legal”. El Juzgado Social 
confirmó la decisión de la empresa señalando que su pedido, en realidad, no implicaba 
una reducción de jornada sino, más bien, una modificación de la misma. Ante ello, la 
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señora trabajadora presentó una demanda de amparo contra dicha sentencia aduciendo la 
violación de su derecho fundamental a la igualdad y no discriminación por razón de sexo 
(artículo 14° CE), y la tutela judicial efectiva. 
 
Al llegar al Tribunal Constitucional, la Sala Primera consideró que el órgano judicial, al 
no realizar una valoración sobre los efectos que tenía la denegación de la reducción de 
jornada sobre la compatibilidad de su vida familiar y profesional, no comprende ni valora 
la dimensión constitucional de este último. De este modo, para el Tribunal ―más allá de 
las medidas contempladas en la Ley del Estatuto del Trabajador, y de otras normas 
encaminadas o tendientes a compatibilizar la vida familiar con la laboral― dicho derecho 
tiene arraigo en la Constitución, en razón de la no discriminación por razón de sexo 
(artículo 14° CE), y desde el mandato de protección a la familia y a la infancia (artículo 
39° CE). Constituye, por tanto, un principio orientador que debe prevalecer y servir de 
orientación ante cualquier duda interpretativa (FJ 6). De este modo, no valorar dicho 
derecho constitucional por parte del órgano es “un obstáculo injustificado para la 
permanencia en el empleo de la trabajadora y para la compatibilidad de su vida 
profesional con su vida familiar y, en tal sentido, constituye una discriminación indirecta 
por razón de sexo, de acuerdo con nuestra doctrina” (FJ 6).  
 
En otra sentencia, la 233/2007, la demandante, luego de hacer uso de su permiso por 
maternidad y excedencias, fue cambiada de puesto de trabajo. Sin embargo, el Tribunal 
determinó que se trató de un cambio objetivo y razonable, y que no respondía a 
discriminación alguna. Por ello, desestimó la pretensión y llegó a señalar que la 
interdicción de la discriminación no solo implicaba proveer a la madre de una protección 
constitucional por los factores asociados a su embarazo sino también de una protección 
en una situación desventajosa con respecto al varón. Lo antes mencionado no es, en 
absoluto, novedoso, pero el Tribunal afirma que este hecho implica una “necesidad de 
compensación de las desventajas reales para la conservación del empleo que soporta la 
mujer, a diferencia del hombre. Se deduce la afectación del derecho a la no discriminación 
por razón de sexo cuando se produzcan decisiones empresariales contrarias al ejercicio 
de un derecho de maternidad en sentido estricto, así como también cuando se den otras 
que resulten contrarias al ejercicio por parte de la mujer de derechos asociados a su 
maternidad” (FJ 6). Vale resaltar que el Tribunal señala el ejercicio de maternidad en 
sentido estricto y, por ello, luego es enfático al afirmar que “en relación con el cuidado 
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de los hijos es obvio que la situación de grave desventaja laboral que afecta a las mujeres 
no deriva de que esta tenga, frente al hombre, superiores obligaciones de orden jurídico 
o moral respecto de los hijos” (FJ. 6). Para el Tribunal Constitucional, eso es medular: 
comprende que las obligaciones de índole jurídica y moral de cuidado de los hijos 
depende de ambos padres, pero reconoce que 
 
sin embargo, por imposición de la realidad social, la desventaja es todavía hoy 
análoga a aquellos otros supuestos en los que concurre abiertamente un hecho 
biológico incontrovertible, como sucede con el embarazo o la maternidad, ya que, 
al ser mayoritariamente las mujeres las que en la práctica tienen dificultades para 
compatibilizar la vida laboral y familiar (…), si se les limitan los derechos de esa 
naturaleza que el Ordenamiento jurid́ico otorga (como el de excedencia, regulado 
en el artículo 46.3 LET120), o se les perjudica o relega laboralmente a consecuencia 
de su ejercicio, se reproducirá la diferenciación histórica que conlleva una 
situación de clara discriminación por razón de sexo en la relación laboral, pues 
esos obstáculos dificultarán el mantenimiento de las mujeres al mercado de trabajo 
en igualdad de condiciones con los hombres. Desde ese enfoque, para subrayar la 
conexión de constitucionalidad y la protección constitucional implicada, que 
enlaza con la prohibición de discriminación por razón de sexo (artículo 14° CE), 
podemos hablar en estos casos de derechos asociados a la maternidad en tanto que 
ejercitados mayoritariamente por mujeres. (FJ.6)  
 
Queda claro, entonces, que, para el Tribunal, la responsabilidad recae en ambos padres, 
pero que la realidad social atribuye el cuidado a la madre. Por este motivo, el derecho, al 
no poder ignorar la realidad, debe proteger a la mujer que se halla en esta situación 
vulnerable y, al mismo tiempo, deberá ser transformador para revertir dicha situación y 
dar fiel cumplimiento a los preceptos constitucionales que de la corresponsabilidad se 
derivan.  
 
Luego, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, en el Expediente 26/2011, tuvo 
ocasión de conocer el caso de don Germán Higelmo Pérez, que acudió ante la denegación 
de su derecho a realizar su jornada de trabajo en horario nocturno para poder cuidar de 
                                                        
120 Se utilizará LET como abreviatura de Ley del Estatuto del Trabajador. 
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sus dos menores hijos. El Tribunal Constitucional español determinó que la demanda 
cumplía con el requisito sustantivo de “especial trascendencia constitucional”, por tener 
respaldo constitucional desde la perspectiva de la interdicción de la discriminación por 
razón de sexo (artículo 14° CE), el mandato de protección a la familia y la infancia 
(artículo 39° CE) (FJ 2). 
 
Como consecuencia del surgimiento de nuevas realidades sociales, [se ha 
perfilado] la doctrina constitucional sobre el derecho a la no discriminación en el 
ámbito laboral cuando es un varón el que insta una modificación de sus 
condiciones de trabajo para el efectivo logro de la conciliación laboral y familiar 
(…) [y] que [adopta] medidas tendentes a lograr [su] efectiva participación en la 
vida familiar a través de un reparto equilibrado de las responsabilidades 
familiares. (FJ 2)   
 
Todo ello representa el aporte novedoso de esta sentencia. La novedad estriba en la 
posibilidad de “analizar la incidencia de este tipo de decisiones aparentemente contrarias 
a la conciliación de la vida familiar y profesional cuando es un hombre el afectado” (FJ 
2). Al analizar el fondo, el Tribunal constató que la prohibición constitucional de 
discriminación por razón de sexo tiene su razón de ser en la histórica situación de 
inferioridad en la que social y jurídicamente se ha ubicado a la mujer (FJ 4). Por este 
motivo, concluye lo siguiente: 
 
Desde esta perspectiva, resultaría difícil apreciar la existencia de discriminación 
por razón de sexo que alega el recurrente, pues, como advierte el fiscal en sus 
alegaciones, el cuidado de los hijos no ha sido una función históricamente 
impuesta a los varones, por lo que no ha supuesto la imposición de dificultades 
específicas al hombre para el acceso al trabajo y su promoción dentro del mismo, 
a diferencia de lo sucedido en el caso de las mujeres. (FJ 4) 
 
Por tanto, para el TC, la negativa no sería una discriminación directa por razón de sexo. 
Sin embargo, acto seguido, considera que el artículo 14° de la Constitución se refiere 
también a la prohibición de discriminación por circunstancias personales o sociales, y, de 
allí, construye una posible discriminación por razón “de las circunstancias familiares” (FJ 
5). Para otorgarle un mayor respaldo constitucional, el Tribunal refiere que la prohibición 
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de discriminación entre hombres y mujeres, en abstracto, postula como fin y medio la 
parificación, lo cual implica erradicar del ordenamiento jurídico las normas e 
interpretaciones que perpetúen una división sexista de las responsabilidades familiares. 
Además, alude al caso resuelto por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, el famoso 
caso Roca Álvarez ―que analizaremos junto con el permiso por lactancia materna―, en 
el que el Tribunal Supranacional sentenció que la exclusión del padre del disfrute del 
permiso de lactancia materna constituía una diferencia de trato por razón de sexo (FJ 5). 
Por tanto, falla a favor del demandante por considerar que la denegación constituía 
discriminación por circunstancias familiares.  
 
Mención aparte merece el voto particular del magistrado don Pablo Pérez Tremps que, 
discrepando de la postura de la ponencia, arguye que la consagración de “circunstancias 
familiares” como motivo prohibido ―es decir, como una circunstancia que 
históricamente ha generado una diferencia, en especial, hacia los hombres― hace que 
difícilmente pueda calzar en el mandato genérico de no discriminación del artículo 14° 
de la CE. En todo caso y, sobre la base de la sentencia Roca Álvarez, se estaría ante un 
supuesto de discriminación indirecta hacia la mujer, perspectiva que, como él mismo 
admite, puede generar que el recurrente quede al margen y no pueda exigirlo al no ser un 
derecho propio de este sino de su esposa, aunque podría alegar un interés legítimo en su 
defensa, aunque esto, de por sí, ya dificulta su exigibilidad (FJ 2). 
 
Consideramos pertinente analizar esta primera sentencia del Tribunal Constitucional 
español, que incorpora esta nueva visión respecto de que la denegación constituye una 
discriminación por razones familiares. Primero, creemos necesario hacer notar que, de 
acuerdo con la interpretación jurídica que realiza el Tribunal del mandato de no 
discriminación por sexo, al dotarlo de contenido, en realidad ―aunque no lo dice 
abiertamente― se refiere a la no discriminación por género, pues hace referencia de 
forma expresa a la histórica situación de inferioridad social y jurídica en la que se suele 
ubicar a la mujer que trata de desligarse de las razones biológicas objetivas y razonables 
que podrían validar una diferenciación. Por tanto, falla al no detectar la “histórica 
discriminación” en razón de sexo/género hacia los varones, ya que, social e 
históricamente, no ha existido una obligación a los padres para que cuiden de sus hijos y, 
por tanto, ello no ha supuesto dificultad alguna para su acceso y promoción laboral. Sin 
embargo, la propia sentencia tiene una poderosa significación simbólica, dado que daría 
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a entender que, como el cuidado de los hijos no ha sido una función históricamente 
asociada a los varones, entonces, no existe discriminación alguna por sexo. Sin embargo, 
desde una perspectiva de género ―internacionalmente obligatoria, además― debemos 
resaltar que el cuidado de los hijos debe ser realizado por ambos padres y, precisamente, 
el que se le haya negado dicha función sí constituye discriminación por razón de género 
hacia el padre que, tratando de romper con los prejuicios y cumplir con sus obligaciones 
de cuidado, ve cómo se le deniega esta función porque su sexo no se asocia al cuidado de 
los hijos. Por tanto, sí consideramos, a diferencia del Tribunal, que existe un derecho 
propio del padre a la no discriminación por razón de sexo/género. No aceptar aquello 
sería legitimar un discurso en sentido inverso de discriminación de género, en el cual el 
hombre no tendría legítimo interés u obligación de cuidar de sus hijos, pues dicha labor, 
por razón de género, es exclusiva de la madre.  
 
Este débil razonamiento hace que el Tribunal, consciente de que debe tutelar el derecho 
del trabajador, pero, al resultarle difícil “apreciar la existencia de discriminación por 
razón de sexo” (FJ 4) en tanto, “el cuidado de los hijos no ha sido una función 
históricamente impuesta a los varones” (FJ4), deberá acudir “a otros motivos concretos 
de prohibición de discriminación” (FJ 4). Así, encuentra dicho motivo en aquel “por razón 
de circunstancias familiares, en la medida en que la negativa a acceder a la asignación de 
horario nocturno solicitada por el trabajador demandante pudiera suponer un menoscabo 
para la efectiva conciliación de su vida familiar y laboral” (FJ 4).  
 
Sin embargo, pese a considerar acertado que el Tribunal halle una discriminación en 
aquellas personas que, indistintamente de su género, asuman labores de cuidado ―acto 
que, como hemos apreciado, las excluye del mundo y aleja del “modelo ideal de 
trabajador”―, podemos detectar algunas falencias. Cuando recurre a este “nuevo motivo 
prohibido”, el Tribunal no realiza una adecuada fundamentación acerca de qué debe 
concurrir o qué factor debe tenerse en consideración para encontrarnos ante este nuevo 
motivo prohibido ―por ejemplo, entre otros, aludiendo al artículo 3° del Convenio N.º 
156 de la OIT que comparte la visión de que existe una discriminación en materia de 
empleo hacia las personas con responsabilidades familiares― (García Rubio, pp. 62, 65). 
Ello se une con la contradictoria y confusa justificación que realiza el Tribunal al respecto 
y que incluso es detectado por el magistrado Pérez Tremps, quien discrepa, en su voto 
particular, señalando que esta nueva categoría, utilizada por primera vez por el Tribunal, 
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exige que se identifique la existencia del mantenimiento de circunstancias y prácticas 
desventajosas para dicho colectivo, pero que, a su parecer, el cuidado de hijos por parte 
de los hombres no ha supuesto una discriminación histórica que permita identificarlos 
dentro de la tutela del mandato de no discriminación (FJ 2 de su voto). Creemos que el 
magistrado, pese a caer en un error, hace bien en detectar que, en realidad, el “contenido” 
de la discriminación por razones de responsabilidades familiares es, desde su 
fundamentación, discriminación por sexo/género. Y es que, al final, convierte en las 
mujeres en las únicas posibles víctimas de discriminación por razón de sexo, al menos en 
su dimensión indirecta (Rodríguez Ruiz, 2015, p. 370). Y es que ―como ya hemos 
señalado en la parte de la nueva cuestión social― la visión laboral/normativa socialmente 
aceptada no permite responsabilidades familiares dentro de la ecuación.  
 
Ello demuestra que sí ha existido una exclusión del hombre de dichas responsabilidades 
ya que, si él las lleva a cabo, como ya mencionamos anteriormente, es relegado a un 
segundo plano o incluso se convierte en objeto de burla, entre otros. Por tanto, a diferencia 
de lo señalado por el Tribunal y, en especial, por el magistrado Pérez Tremps, sí existe 
sustento para ingresar dicha discriminación dentro de los llamados “motivos prohibidos”. 
Seguramente un padre muy involucrado con sus hijos contará con las mismas limitaciones 
que la madre y quizá más por ―como analizamos en las nuevas masculinidades y en el 
mundo dicotómico por razón de género― ir contra natura. Sin embargo, sí concordamos 
con el magistrado en que el sustento para incorporar esta nueva prohibición es bastante 
ambiguo y falto de argumentación, dado que su fundamento, en especial, recurriendo al 
caso Roca Álvarez, trata más de discriminación por sexo. Finalmente, el razonamiento 
del magistrado Pérez Tremps nos demuestra la necesidad de superar la concepción de 
discriminación exclusivamente como directa o indirecta, y pasar, como proponemos, a 
una discriminación sistémica con perspectiva de género. Eso nos permitirá afirmar que el 
recurrente sí tenía un derecho propio a recurrir a los tribunales por una discriminación 
realizada directamente hacia él como padre por razón tanto de las circunstancias 
familiares como por género, ambas categorías intencionalmente silenciadas por la “nueva 
cuestión social” planteada.  
 
Decimos que el Tribunal dejó pasar la oportunidad de poder brindar un análisis adecuado 
que considere la nueva cuestión social y cómo las personas con responsabilidades 
familiares son objeto de discriminación desde la propia concepción de la norma laboral, 
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pues, al fundamentar la necesidad de acudir a esta nueva tutela, alude a la prohibición de 
no discriminación entre hombres y mujeres como fin y medio de parificación, y que 
impone erradicar del ordenamiento normas o interpretaciones sexistas (FJ 5). Por ello, se 
hace necesario acudir a la dimensión constitucional de las medidas de conciliación, tanto 
desde la perspectiva de no discriminación por razón de sexo o por razones familiares 
como por el mandato de protección a la infancia y a la familia, lo que permite, así, 
conseguir el objetivo de la Ley Orgánica 3/2007 sobre igualdad efectiva de hombres y 
mujeres, y fomentar una mayor corresponsabilidad entre mujeres y hombres en la 
asunción de las obligaciones familiares (FJ 5). 
 
En ese sentido, compartimos plenamente lo señalado por Rodríguez Ruiz (2015) sobre 
esta sentencia, en tanto en esta y en las demás sentencias del Tribunal no se aprecia un 
reconocimiento de la discriminación por sexo (p. 369). Básicamente, dicha tutela solo se 
circunscribe a la mujer; sin embargo, reconoce un supuesto de discriminación por 
circunstancias familiares, el cual comprende que, para combatir la discriminación por 
razón de sexo, se debe interpretar las normas de conciliación en términos que permitan 
una corresponsabilidad entre mujeres y varones, dado que permitir y fomentar la 
participación del varón en esta esfera es medular (2015, pp. 369-370).  
 
Este planteamiento ―que puede parecer un tanto contradictorio― nos hace ir más allá y 
cuestionarnos el propio modelo laboral dicotómico construido socialmente y pasar a un 
modelo integrador de ambos mundos en aras de la consecución de una activa ciudadanía 
que permita el libre desarrollo de la personalidad, especialmente, en el seno de la relación 
laboral (p. 371). Esta mirada, que va de la mano de la discriminación sistémica planteada, 
nos permite dejar en el pasado el tratar de encontrar aquellos obstáculos que impiden a la 
mujer ser parte de un modelo masculino de ciudadanía, y más bien identificar los 
problemas que nos impiden ―a la sociedad completa, hombres y mujeres por igual― la 
construcción y consecución de un modelo de ciudadanía integradora de la vida familiar 
con la personal y laboral.  
 
De este modo, se descarta cualquier superioridad valorativa ―funcional o simbólica― 
de lo masculino respecto de lo femenino. Así, la discriminación ya no solo se verá como 
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un obstáculo que soportan las mujeres para ingresar al mercado productivo121 sino 
también como aquel que impide al varón ocuparse de las tareas de cuidado que 
usualmente se han atribuido a la mujer (p. 371). Es difícil no ver en esto discriminación, 
ya que, al ostentar el varón el rol de proveedor, se termina desconociendo su dimensión 
humana. Como bien señala Mario Ackerman (2016), se concibe a los varones, dentro de 
la cultura de mercado, como meros proveedores externos de recursos materiales para sus 
familias y, de esta forma, se abstraen sus verdaderas necesidades familiares122 (p. 33), 
como lo serían el comunicarse con su pareja e hijos, así como involucrarse activamente 
en tareas propias del hogar.  
 
Desde esta perspectiva, al varón se le debe reconocer como titular de un verdadero 
derecho fundamental, independiente y autónomo de remover todos los obstáculos que le 
impiden una equitativa participación tanto en el mundo productivo como en el 
reproductivo y de cuidado (Rodríguez Ruiz, 2015, p. 371). En ese sentido, podemos 
concluir que, en realidad, el modelo hegemónico, desde su concepción enraizada en la 
estructura capitalista, implica necesariamente la nueva cuestión a la que hemos hecho 
alusión, es decir, a una discriminación no solo por razón de asumir obligaciones, deberes 
y derechos familiares, sino también en razón de género.  
 
Por ello, nos apartamos del razonamiento vertido por el Tribunal en no considerar ambas 
discriminaciones, por cuanto lo que en realidad está sucediendo es una ruptura de los 
roles tradicionales asignados a la reproducción, cuidado y crianza que necesariamente 
afectan las estructuras laborales y hacen inevitable una mirada de corresponsabilidad, 
permisos y derechos en torno a la paternidad. Por tanto, contrariamente a lo señalado por 
el Tribunal Constitucional, se hace evidente ―incluso desde una mirada tradicional de 
discriminación directa e indirecta― que impedir la participación del hombre en la esfera 
doméstica y negarle un permiso laboral para ello afecta al bien jurídico de la igualdad en 
tanto su falta de participación genera una discriminación indirecta hacia la mujer123 (Perán 
Quesada, 2014, p. 44). Por lo tanto, es necesaria la perspectiva de género para comprender 
                                                        
121 En el mercado productivo, estaría inserto el llamado “modelo de ciudadanía activa”. Empero, es importante 
mencionar que, si bien se suele creer que solo los hombres alcanzan este modelo, en realidad, creemos que ni hombres 
ni mujeres pueden aspirar a este, debido a la perversidad del sistema capitalista ―tema que ya abordamos en el capítulo 
anterior―. 
122 Para agravar esta situación, al padre no se le brindan incentivos en su centro de labores para que pueda permanecer 
en casa ocupándose de los hijos. 
123 No se trata, sin embargo, de una mirada clásica (directa o indirecta) de la discriminación, pues son estos casos 
difíciles los que muestran las limitaciones de esta división clásica, producidas por la discriminación enraizada. 
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que, en realidad, esta exclusión legal y ahora jurisprudencial ―y del máximo intérprete, 
además― afecta a la igualdad (entendida en términos tradicionales como real o material) 
producto de una discriminación sistémica, fuertemente enraizada y normativamente 
empoderada, que condiciona la existencia de normas sociales y jurídicas asociadas al 
género, que diferencia los roles, permisos, atributos ligados al cuidado de la familia y el 
hogar (Perán Quesada, 2014, p. 140).  
 
Entonces, el Tribunal yerra al no apreciar que, en verdad, sí existe una discriminación por 
sexo/género en tanto el demandante se encuentra discriminado. Quizá compartimos que 
no se debe directamente a que sea varón, sino por romper las reglas de género que se 
asocian a dicha categoría (discriminación por género), por lo cual el acto discriminatorio 
concreto es precisamente la negativa a reconocer la licencia para cuidar de sus hijos124 
(discriminación por circunstancias familiares) (Perán Quesada, 2014, pp. 141-142).  
 
En ese sentido, compartimos la idea de Perán Quesada (2014) en tanto el Tribunal, para 
contar con una argumentación más sólida, debió entender que nos encontramos también 
ante discriminación por género (p. 142) y, en esa forma, el valor simbólico de la sentencia 
es sumamente poderoso para mantener el statu quo. En tanto el Tribunal ha de realizar el 
cambio profundo de perspectiva que se espera de un máximo intérprete constitucional y 
de derechos humanos, aleja la posibilidad de generar un impacto real en la distribución y 
transformación de los roles tradicionales (Perán Quesada, 2014, p. 142).  
 
Coincidimos con la opinión de Perán (2014) acerca de que la nueva doctrina, si bien ha 
tenido avances, deberá avanzar aún más y comenzar a reconocer no solo a la conciliación 
como derecho constitucional sino también al principio de corresponsabilidad y al de 
igualdad de género. Ambos deben verse como principios inspiradores y mandatos 
constitucionales de obligatorio cumplimiento para el desarrollo y puesta en práctica de 
todas las políticas en materia de igualdad que tengan implicancia en generar mayor 
igualdad real y que necesariamente deberán transitar por el reconocimiento, 
debilitamiento y cambio de las normas sociales de género que causan estas situaciones de 
discriminación sistemática y sistémica que se enquistan y se siguen reproduciendo en toda 
la sociedad.   
                                                        
124 Hecho que, para nosotros, además, ninguna relación tiene con el sexo que sea, o si este tiene pareja o no.  
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Exactamente tres meses después, se publicó la Sentencia 75/2011, que se trató de un 
proceso de inconstitucionalidad contra el artículo 48.4 del texto refundido de la Ley del 
Estatuto del Trabajador. Del artículo 5° de la Ley 39/1999 se desprende el fundamento 
para la conciliación, a saber, la incompatibilidad con el derecho a la igualdad (artículo 
14° CE), con la protección social de la familia (artículo 39° CE) y con el mantenimiento 
de un régimen público de Seguridad Social que garantice prestaciones sociales suficientes 
ante situaciones de necesidad (artículo 41° CE) (FJ 1). En este caso particular, no existe 
justificación alguna para que, ante el parto, el padre trabajador no pueda disfrutar de un 
periodo de descanso de carácter voluntario y percibir el correspondiente subsidio por 
maternidad en dicho periodo si la madre le cede el derecho a disfrutar de este ―lo que 
supone que la madre trabajadora debería estar incluida en algún régimen de Seguridad 
Social (FJ 1)―.  
 
De este modo, existirían dos situaciones discriminatorias: una referente al derecho de 
descanso voluntario originario de la madre, que puede cederlo al padre siempre que 
ambos trabajen y sean afiliados a la Seguridad Social y, por otro lado, la diferenciación 
entre los supuestos de adopción y de parto (FJ 7). Sobre la segunda discriminación, en 
dicha sentencia, el Tribunal valida la diferenciación de trato entre el permiso por 
maternidad ―producto de un hecho biológico― y los supuestos en los que existe una 
adopción o acogimiento. Si bien ambos hijos, desde un punto de vista de los derechos del 
niño, deben ser iguales ante la ley, ello no significa que necesariamente se necesite 
equiparar los derechos laborales y de la protección de la Seguridad Social entre 
progenitores y adoptantes (FJ 8).  
 
Por ello, existe una razón objetiva en el supuesto del parto, a diferencia de la adopción, 
en la que concurre la necesidad de proteger la salud de la mujer y válidamente existe una 
diferenciación de trato que otorga un mayor plazo de protección ―licencia― a este 
última. Por este motivo, la situación de necesidad que la seguridad social protege en 
ambos casos es distinta y, por tanto, su diferenciación es válida (FJ 8 y 9).  
 
Sobre la primera, el Tribunal considera que “el precepto legal cuestionado no puede 
entenderse contrario al artićulo 14 CE desde la perspectiva del derecho a no sufrir 
discriminación por razón de sexo” (FJ 7), pues, desde su enfoque y repitiendo la visión 
mantenida en el expediente 26/2011 ―y que no compartimos―, los alcances del artículo 
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14° CE tienen como objetivo proteger a las mujeres como grupo históricamente 
discriminado no solo por su condición biológica, sino por las dificultades, consecuencias 
y responsabilidades que se les ha atribuido. En ese sentido, el Tribunal, fundamentando 
su razonamiento en el caso Hoffmann contra Austria-Hungría de 1984 del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, señala que, en virtud de aquel, se reconoce que los Estados 
pueden conceder un descanso por maternidad una vez expirado el plazo legal de 
protección posparto con el fin de proteger la condición biológica de la mujer con motivo 
de su embarazo y después de este, y, además, buscar la protección del vínculo entre el 
menor y esta125.  
 
En este caso, y a nuestro entender, como en la sentencia 26/2011 ―realizando una 
inadecuada interpretación del caso Roca Álvarez―, en realidad, el Tribunal convalida la 
constitucionalidad del 48.4 LET, que configura el derecho a la suspensión del contrato de 
trabajo en el supuesto del parto como reservado y exclusivo de la madre trabajadora, ya 
que su objetivo es proteger a la madre luego de la recuperación posparto ―y de posibles 
consecuencias en el marco de una relación laboral― y generar un lazo con el bebé, 
incluso excluyendo al padre. Esto sería no solo constitucional, sino convencional por estar 
conforme a la STC Roca Álvarez y Hoffmann (FJ 7). Por tanto, el Tribunal concluye ―lo 
cual se ratificará en la Sentencia 123/2018― que una norma como la establecida en el 
artículo 48.4 LET “no supone para los varones vulneración alguna del derecho a no sufrir 
discriminación por razón de sexo” (FJ 8), ya que ambas situaciones tienen una finalidad 
tuitiva distinta perseguida por el legislador, por lo que no es posible siquiera un término 
de comparación (FJ 8). 
 
Esta última sentencia, que convalida la licencia con exclusión del padre, para Rodríguez 
Ruiz, al igual que la STC 26/2011, a la luz de una inadecuada lectura de la doctrina Roca 
Álvarez, permitiría apreciar que un permiso por lactancia ―y por qué no, de 
suspensión― se tornaría discriminatorio por otorgarse exclusivamente a la madre, 
sustentando que, en realidad, es un tiempo para cuidados que pueden ser proferidos por 
ambos padres, sin distinción de su sexo (p. 358). Sin embargo, y debemos admitirlo, la 
doctrina de Roca Álvarez presenta una contradicción en sí, dado que no se desliga del 
todo de la doctrina Hoffman en el sentido de que se validaría que un Estado otorgue, más 
                                                        
125 Dicha sentencia será criticada posteriormente. 
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allá de lo biológico, un mayor tiempo a la mujer para que sea ella, en exclusiva, la que 
cuide de sus hijos126. Es precisamente este razonamiento el que permite al Máximo 
Tribunal declarar constitucional un derecho de licencia en exclusiva a la mujer y que sea 
mayor a la del padre, aun sin sustentarlo biológicamente, para que realice cuidados 
parentales.  
 
En esa línea, Ballester Pastor (2012) observa que el mantenimiento de la doctrina 
Hoffmann ―pese al cambio de giro de Roca Álvarez que, en teoría, la superaba y era una 
nueva perspectiva― resulta ciertamente contradictorio, pues la primera defiende y 
legitima que las laborales de cuidado sean otorgadas en forma exclusiva a la madre 
fundamentando esto en la especial relación entre madre e hijo, mientras que la segunda 
―pese a no solo no apartarse de dicha doctrina, sino reiterarla y expresamente manifestar 
que continúa vigente― detecta el perjuicio que esa visión proteccionista y exclusiva ha 
generado hacia el colectivo femenino (pp. 57, 63). Debido a ello, resulta lógico ―hasta 
cierto punto― que el Tribunal también caiga en dicha contradicción y permita de forma 
muy acotada y sesgada que la conciliación ―nosotros diremos corresponsabilidad― de 
la vida familiar y laboral, como medida necesaria para eliminar la discriminación por 
razón de sexo, solo podrá ser considerada como tal cuando el objeto de la misma tenga 
como únicas beneficiarias ―y, en consecuencia, las que ostentan el derecho― a las 
mujeres debido a la relación con su biología femenina y la necesidad de protección que 
requieren (Rodríguez Ruiz, p. 378), por lo cual un hombre podrá ser tutelado siempre y 
cuando exista, por ejemplo, una discriminación indirecta hacia la mujer (Rodríguez Ruiz, 
p. 363). En otras palabras, estas son las únicas beneficiarias posibles, como ya hemos 
comentado y criticado, “discriminadas” por razón de sexo, ya sea de forma directa o 
indirecta (Rodríguez Ruiz, p. 370). 
 
Pese a estas contradicciones, sí consideramos que estas sentencias empiezan ―con sus 
avances e importantes retrocesos― a evolucionar (aún sin una perspectiva de género 
clara, y sin considerar el interés superior del niño y las obligaciones que de este 
                                                        
126 Ahora bien, según Martínez Yáñez, “nada hay de particular en el vínculo afectivo que une a la madre con el hijo 
frente a lo que lo une con su padre, ni resultan particulares los cuidados que la madre pueda dispensar al recién nacido 
frente a los que le puede dispensar el padre. La única relación particular que podría mediar entre el hijo y la madre es 
la propiciada por la lactancia materna, que, al formar parte del hecho biológico de la maternidad, sí podría dar lugar a 
un trato distinto de los dos progenitores. Sin embargo, el Tribunal de Justicia no se refiere a este aspecto, por lo que 
hay que concluir que la sentencia Hoffmann permite que se deslicen dentro de la protección de la maternidad contenidos 
que no se derivan directamente de esta como hecho biológico, sino de su consideración social y cultural, que atribuye 
a los padres diferentes roles en la familia” (2007, p. 384).   
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devengan), construir, coadyuvar y reconocer una visión moderna de ciudadanía 
familiar/laboral en la que se comienza a cuestionar las esferas  de “exclusivo” cuidado de 
los sexos y se da una mayor importancia al varón que trabaja como pieza importante y 
con derechos de la fórmula conciliatoria (Rodríguez Ruiz, p. 358). Las sentencias, en 
especial, estas dos últimas (26/2011 y 77/2011) tratan en su fundamentación ―pero no 
en su resultado― de dar a entender que la discriminación por razón de sexo también 
implica la construcción.  
 
Precisamente se trata de construir una nueva ciudadanía justa, equitativa y equilibrada en 
la que, por ejemplo, el varón ya no se beneficie de la plusvalía de las tareas de cuidado 
desempeñadas por las mujeres y en la que el núcleo supere el ámbito laboral, y que este 
y la inserción al mismo se subordinen a la participación en la vida familiar y pública. Es 
un inicio, sin lugar a dudas, para comenzar a comprender que la igualdad se debe iniciar 
desde el reparto equitativo de responsabilidades familiares de los cuidados que estatuye 
un modelo de ciudadanía democrática como el modelo que debe copiarse y repetirse 
(Rodríguez Ruiz, pp. 382-383), y que debe, necesariamente, implicar al varón en la 
ecuación y dotarlo de derechos constitucionales para tutelar (Rodríguez Ruiz, p. 379), 
pues, al final, es el padre o madre quien coloca su mano de obra a disposición del 
empleador. Es decir, es la madre o padre quien presta un servicio a su patrón sin, por ello, 
dejar de ser lo primero o lo segundo.  
 
Todo esto trata de conseguir, como ya hemos señalado, invisibilizar la nueva cuestión 
social reconociendo aquello que ya sostenía Palomeque: reconocer al trabajador también 
como un ciudadano. En tanto no suceda ello, no se podrá incorporar un real concepto de 
ciudadanía y mucho menos coadyuvar a fomentar la eliminación de la discriminación por 
razón de sexo; por tanto, la jurisprudencia española deberá, primero, comenzar a apartarse 
de concebir la dimensión constitucional y su relación con la discriminación por razón de 
sexo como exclusiva para las mujeres trabajadoras y, segundo, incorporar al varón en 
dichas responsabilidades familiares. Este también deberá poder compatibilizar su trabajo 
y vida familiar, pues este hecho lo beneficiará al mismo tiempo que responde al nuevo 
estado social y, en el largo plazo, repercutirá en la igualdad de la mujer en el acceso y 
permanencia en el mercado laboral (Trillo Párraga, 2009, p. 157). Por ello, consideramos 
errado de parte del Tribunal, por ejemplo, en la STC 26/2011, que sí aprecie una 
discriminación por motivos familiares en el caso de un hombre que desea ocuparse del 
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cuidado de sus menores solicitando un cambio de horario, pero que no reconozca que 
también es víctima de una discriminación por razón de sexo/género sustentando su 
razonamiento en que históricamente el hombre no se ha ocupado de dicha tarea. 
 
De este modo, en dicha sentencia, el Tribunal logra cierto avance al “salvar” la situación 
refiriéndose al concepto de discriminación por razones familiares; sin embargo, sorprende 
que, en la STC 75/2011, al validar la constitucionalidad de una diferencia entre permisos 
otorgados a la madre y al padre, retroceda en su análisis al no referirse a la noción de 
discriminación por razones familiares y mantener su postura con respecto a que una 
diferencia entre permisos no constituye una discriminación por sexo, cuando, en realidad, 
debió comprender la complementariedad entre discriminación por motivos familiares y 
la discriminación por razón de sexo y reconocer que era necesario profundizar en la 
primera para conseguir acabar con la segunda (Rodríguez Ruiz, p. 379). De hecho, 
consideramos que actualmente un trabajador y padre que desee ocuparse de las 
responsabilidades familiares será discriminado tanto por razón de sexo como por razones 
familiares.  
 
Pese al avance que significa la sentencia 26/2011, concordamos con Perán Quesada 
(2014) al señalar que las circunstancias familiares como motivo de discriminación no 
cumplen, como hará notar Pérez Tremps, con la propia naturaleza de los motivos de 
discriminación, en tanto no es, en estricto, una población históricamente discriminada (p. 
141). Este hecho le niega al padre trabajador un derecho constitucional a la conciliación 
como tal, lo cual, como menciona el autor, “propicia la perpetuación de la diferencia entre 
padres y madre en los roles familiares” (p. 141). Por ello, es necesario apreciar la cuestión 
desde la visión de la discriminación por género (p. 142) y cambiar la perspectiva de ver 
las responsabilidades familiares como una carga —lo que genera que un grupo sea 
discriminado por tenerlas— a gozar de un derecho constitucional. (p. 142). 
 
Por dicho motivo, como sostiene Perán Quesada, en dicha oportunidad, el Tribunal 
perdió, consciente o no, una gran oportunidad de producir un cambio de perspectiva en 
que se reconozca relevancia constitucional tanto al principio de igualdad de género como 
a la corresponsabilidad como principio inspirador de todas las políticas destinadas a la 
consecución de igualdad entre hombres y mujeres, y evitar la configuración y 
perpetuación de las discriminaciones sociales (2014, p. 142). Por el contrario, el Tribunal, 
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al desligarse de una perspectiva de género, mantiene esta discriminación vigente e 
incluso, al reiterar la doctrina Hoffmann, sin complementarla adecuadamente con Roca 
Álvarez, la justifica, situación que empeora con el retroceso efectuado en la sentencia 
75/2011. 
 
Lamentablemente, esta línea jurisprudencial, con nuevos magistrados y con más de 6 años 
de diferencia, se ha ratificado y consolidado con la resolución de la Sentencia 111/2018 
del 17 de octubre de 2018. En dicho proceso, un padre, don Ignacio Álvarez Peralta y la 
Asociación Plataforma por permisos iguales e intransferibles de nacimiento y adopción 
(PPiiNA)127 promueven un proceso de amparo, ya que don Ignacio disfrutó de los 13 días 
de permiso por paternidad que otorgaba el 48 bis de la Ley del Estatuto del Trabajador y 
solicitó al Instituto Nacional de Seguridad Social (INSS) la ampliación y equiparación de 
su prestación de paternidad con la de maternidad, es decir, disfrutar de una licencia con 
duración de 16 semanas, con carácter personal e intransferible. Dicha solicitud la realizó 
aduciendo que la no equiparación entre los permisos de maternidad y paternidad 
constituía una afectación del derecho de igualdad y no discriminación por razón de sexo. 
La INSS no respondió a la solicitud ni siquiera ante una reclamación previa y es esta 
ausencia de réplica la que motiva acudir a la vía del amparo.  
 
En dicho proceso constitucional, se solicitó el reconocimiento del derecho del 
demandante a gozar de la prestación de paternidad en términos equiparables a los de 
maternidad por considerar que no hacerlo suponía una discriminación de trato por razón 
de sexo hacia los varones. Dicha equiparación, según la parte demandante, se conecta 
                                                        
127 Nos parece positivo que la sociedad española este tomando conciencia de las responsabilidades familiares de los 
padres y constituyan asociaciones destinadas a la consecución de más derechos y mayor reconocimiento de derechos 
de conciliación también para los hombres. Creemos que solo de este modo, con una incorporación efectiva de los 
hombres, se logrará la igualdad entre hombres y mujeres. Sabemos que existen otras organizaciones como MenEngage 
Alliance que cuenta con presencia en casi todos los continentes salvo Oceanía y que, por ejemplo, en América Latina, 
tiene presencia en Argentina, Colombia, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Chile, Costa Rica, Guatemala, México e 
incluso el Perú. Instituto de Género Josep Vincent Marques, La organización chilena “Cultura Salud” que cuenta con 
un área llamada “EME: masculinidades y equidad de género EME”, la Campaña Global MenCare que, en América 
Latina, ha lanzado una campaña de paternidad y tiene presencia en Brasil, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Nicaragua, Guatemala, México, Paraguay, Perú y Uruguay. A nivel particular de Estados, por ejemplo, Argentina, de 
lo que se ha visto, cuenta con la Organización Multidisciplinaria Latinoamericana de Estudios de Masculinidades -
OMLEM; Varones por la Equidad-VAR; VIR. Haciéndonos hombres, padres, familias; en Brasil, por ejemplo, CLAM, 
CEMA Núcleo de Pesquisa em Genero e Masculinidades da UFPE, Papai, Promundo. Y en Chile donde, por ejemplo, 
se crea MenEngage, Masculinidades y Equidad de género -EME, se encuentra otras agrupaciones como Amor de papá, 
Centro de CIEG, Colectivo MANOS, Colectivo de Hombres de Valparaíso, Observatorio Género y Equidad, 
Masculinidades y Desarrollo Local- La Pintana, Kolectivo Poroto. Hombres por otros vínculos, Papás por Siempre, 
ONG Paicabí- Corporación de Promoción y Apoyo a la infancia, Vivir sin Machismo, entre otras. En el Perú, podemos 




directamente con el principio de protección a la familia que supone una conciliación de 
las responsabilidades familiares.  
 
La primera instancia desestimó la demanda aduciendo que, conforme al criterio del 
Tribunal Constitucional en su STC 75/2011, el permiso por paternidad y maternidad 
supone situaciones jurídicas distintas que justifican y suponen objetivamente un trato 
desigual. Además, ratifica que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en su 
jurisprudencia, también ha validado este razonamiento. La segunda instancia confirmó en 
su integridad el pronunciamiento de la primera instancia.  
 
Para el supremo Tribunal, el objeto del recurso de amparo consiste en determinar si las 
resoluciones administrativas y judiciales vulneraron o no el derecho del demandante a la 
igualdad ante la ley y a no sufrir discriminación por razón de sexo. Este hecho —en el 
entendido que el acto lesivo sería la decisión administrativa confirmada y avalada por vía 
judicial— de no conceder al Sr. Álvarez un permiso por paternidad similar a la duración 
del permiso por maternidad tras el nacimiento de su hijo supone un trato desigual carente 
de justificación razonable y que, además, tendría un impacto negativo en el derecho a la 
conciliación de la vida familiar y laboral que le asiste (FJ 2).  
 
Para el Tribunal, es un hecho que el demandante disfrutó del permiso paterno (entendido 
como suspensión del contrato de trabajo con reserva del puesto) durante trece días y 
percibió la correspondiente prestación de parte de la Seguridad Social. El tema en 
discusión, entonces, se encuentra en la pretendida equiparación. El Tribunal reconoce que 
sobre el particular existe un notorio y prolongado debate social y político sobre la 
conveniencia de ampliar la duración del permiso por paternidad, incluso hasta llegar a 
equipararla con la duración del permiso por maternidad (es decir, dieciséis semanas). Este 
debate es actual: las normas que regulan el permiso paterno al momento del supuesto acto 
lesivo han cambiado. De hecho, al momento de resolver la demanda, se ha ampliado a 
cinco semanas e incluso se encontraba3 en trámite un proyecto de ley que pretende la 
equiparación plena entre los permisos de paternidad y maternidad (FJ 3). 
 
Además, para el Tribunal, es importante recalcar que, en el seno de la Unión Europea, no 
existen normas mínimas para el permiso de paternidad. Solo existe en trámite una 
propuesta de directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la conciliación de 
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la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, que pretende 
introducir el derecho de los padres a acogerse al permiso de paternidad durante un breve 
periódo que no puede ser menor de diez días laborales con ocasión del nacimiento de su 
hijo (FJ 3).  
 
Por lo tanto, el tema que motiva el presente amparo, sin duda, es una cuestión jurídica 
relevante y, de haberse producido una discriminación por razón de sexo, la vulneración 
no sería de parte de las resoluciones judiciales sino de la propia normativa (FJ 3).  
 
Así, el Tribunal se aboca a analizar la normativa trayendo para dichos efectos la sentencia 
75/2011 —previamente analizada— y recordando que ya se ha dejado sentado que el 
permiso por maternidad tiene como finalidad primordial la protección de la salud de la 
mujer trabajadora. Por ello, como se razonó en la STC 75/2011, la protección social y de 
la seguridad social que se dispensa en el supuesto del parto tienen finalidades distintas 
dependiendo de si se trata del padre o de la madre (FJ 5). En coherencia con dicho 
razonamiento, es indiscutible que los progenitores deben ejercer la crianza y cuidado de 
sus hijos de forma corresponsable; empero, eso no significa que ambos deban tener un 
permiso con el mismo contenido, pues, en el caso del permiso por maternidad, el principal 
fundamento para su otorgamiento no es la protección de la familia sino el de la mujer ante 
un hecho biológico y que objetiva y razonablemente requiere un trato diferenciado de 
ningún modo discriminatorio (FJ 6). 
 
En esa línea, el TC alude al Convenio 103 de la OIT sobre la protección de la maternidad 
que, en su artículo 3°, reconoce el derecho de toda mujer embarazada a un descanso por 
maternidad, cuya mínima duración deberá ser de doce semanas, de las cuales seis deberán 
ser disfrutadas obligatoriamente luego del parto. En similar sentido, el artículo 10.2 del 
PIDESC también reconoce una especial protección, mediante licencia con remuneración 
o con prestaciones de la seguridad social, antes y después del parto (FJ 6). Así, concluye 
que incluso los instrumentos internacionales recogen esta especial y exclusiva protección.  
 
En contraposición, en el caso del permiso por paternidad, este no cuenta con el respaldo 
de ningún instrumento internacional ni norma del derecho comunitario de la Unión 
Europea que lo imponga, ya que obedece más a una finalidad tuitiva diferente: la de   
180 
 
favorecer la conciliación de la vida familiar y personal fomentando la corresponsabilidad 
entre hombres y mujeres, conforme al artículo 39.3 CE (FJ 7). 
 
Es por dicho razonamiento que el Tribunal Constitucional concluye que existe una 
diferencia de trato, dado que son situaciones diferentes y, por tanto, no concurre ni 
siguiera un término de comparación válido. Por tanto, la legislación aplicada al recurrente 
debe ser entendida como constitucional y, de ningún modo, como discriminatoria para el 
varón (FJ 7). 
 
Distinta es la situación cuando el legislador, dentro de sus facultades, decide ampliar el 
permiso por paternidad. Pero la duración mayor o menor responde a una voluntad política 
y, por tanto, algo arbitraria, que es aceptada por la Constitución (FJ 8). Por dichos 
fundamentos, el Tribunal Constitucional decide desestimar la demanda de amparo.  
 
Lamentablemente, esta sentencia perpetúa el discurso miope —y a nuestro criterio 
discriminador128— que desconoce que licencias por paternidad muy disminuidas 
constituyen una discriminación por sexo/género y, en la línea de la STC 75/2011, 
desconoce el avance de la STC 26/2011, que reconoció una discriminación por razones 
familiares contra el padre trabajador, dejando al varón que desea conciliar su vida familiar 
y laboral en un completo desamparo constitucional y sometido a la voluntad del 
legislador. De hecho, la única magistrada con un voto particular, doña María Luisa 
Balaguer Callejón, si bien firmó la sentencia, manifestó su expresa oposición. Para ella, 
la mayoría dejó pasar una gran oportunidad y no comprendió que el solo mérito de la 
sentencia otorgaba una oportunidad histórica al Tribunal para que pueda analizar y 
pronunciarse sobre el impacto negativo que tienen “esas medidas garantistas del 
fenómeno de la maternidad, en el tratamiento igualitario de las mujeres en el marco del 
mercado laboral” que, por ejemplo, erigen una clara barrera de entrada, obstaculizan la 
promoción laboral y profesional, y, por tanto, perpetúan una discriminación laboral (voto 
particular, FJ 3). Por ese motivo, a su criterio, sin desmerecer la protección exclusiva a 
propósito de una recuperación física y biológica por un parto, el Tribunal debió 
circunscribir dicha protección al permiso que tiene como finalidad dicha recuperación, la 
                                                        
128 A propósito, Campana Zegarra comprende que la legislación heteronormativa participa en la generación de 
discriminaciones y diferencias de forma activa o pasiva creándolas, reiterándolas o siendo indiferente ante ellas. David 
Campana Zegarra. Clase Cine y Derecho Laboral. Mayo 19, 2016, 11:30 a.m.  
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misma que ni siquiera incluirá la protección de lactancia. En ese sentido, desde el 
precedente Roca Álvarez, se debe tener especial cuidado para distinguir entre las medidas 
que buscan asegurar la igualdad de dicha recuperación de las que medidas que, en 
realidad, buscan procurar y asegurar la consolidación de la vida familiar y personal (voto 
particular, FJ 4). 
 
Así, el Tribunal, para la magistrada, yerra al considerar que el permiso de dieciséis 
semanas está destinado de forma exclusiva a proteger la maternidad, por lo que es distinto 
de la finalidad de buscar la conciliación de la vida familiar, personal y laboral que 
persigue la licencia por paternidad. Para ella, dicho error responde a un modelo social 
sistemáticamente discriminatorio: “Este error está en la base de un modelo 
indefectiblemente discriminatorio” (FJ 4). Se debe, por tanto, reconocer que existe un 
período exclusivo a la madre para su recuperación, pero, de ningún modo, esta válida 
premisa nos puede hacer considerar que el permiso de maternidad tiene una finalidad 
única y que solo se relaciona con esta (FJ 4). Esto se ratifica al apreciar que la normativa 
vigente permite que, en efecto, el permiso sea utilizado para otras finalidades; por 
ejemplo, permite ceder una parte importante de dicho permiso al padre o prever la misma 
duración en el caso de una adopción en la que no existe recuperación física alguna que 
atender. 
 
De este modo, se puede afirmar que ni la finalidad exclusiva del permiso por maternidad 
sea la recuperación física de la madre ni que la de la paternidad sea exclusivamente la 
conciliación de este sujeto, sino, más bien, la garantía para conseguir la plena igualdad 
(acceso, promoción y desarrollo) de hombres y mujeres. Por tanto, no se trata de un 
permiso que impacta exclusivamente en el padre, sino que se trata de una medida para 
conseguir que se reparta entre el padre y la madre el “coste laboral” de la decisión de 
formar una familia, y que impacte positiva y negativamente a ambos, en pie de igualdad 
(FJ 4). 
 
Por tanto, la interpretación del Tribunal deja de lado la importancia del reparto equitativo 
de las responsabilidades familiares y de su repercusión en el ámbito laboral que, por 
ejemplo, genera que una desigualdad tan dispar de duración resulte injustificada y tiene 
un efecto de discriminación indirecta hacia la mujer, ya que desincentiva la contratación 
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de mujeres en edad fértil a tiempo determinado o tiempo parcial, y fomenta una mayor 
brecha salarial, dificultades de ascenso, etc. (FJ 5)  
 
Por ello, a criterio de la magistrada, la sentencia ignora el efecto discriminatorio que tiene 
la legislación sobre la maternidad. Al acudir con insistencia a la STC 75/2011, 
desperdició la oportunidad de rectificarla y actualizarla para hacerla coherente con el 
mandato del 9.2 CE, que exige a los poderes públicos promover la igualdad efectiva entre 
hombres y mujeres, y remover los obstáculos que la impidan. De este modo, al apreciar 
que actualmente existe una diferencia normativa que dispone una distinta duración entre 
los permisos de los padres y madres trabajadores sobre la base de un motivo prohibido 
como el sexo, requería un análisis de constitucionalidad de esta diferencia y 
 
hubiera exigido que el Tribunal definiera, de modo distinto al que lo hace, cuál es 
la naturaleza ‘constitucional’ de dichos permisos, es decir, cuál es el bien 
protegido para determinar si la distinción establecida entre hombres y mujeres en 
el disfrute de los permisos está o no justificada, sometiendo esta evidente 
diferencia de trato al test de legitimidad, racionalidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. Tal análisis, efectuado sobre la base de los 
razonamientos previos, hubiera debido llevar a la estimación del recurso de 
amparo, y a la declaración de la inconstitucionalidad de los preceptos legales en 
cuestión. (FJ 6)  
 
Por todo ello, el Tribunal perdió una importante ocasión para realizar un análisis más 
constitucional y de derecho, que pudiera vincular los permisos que tienen como finalidad 
la conciliación personal, familiar y laboral, con el disfrute del derecho a la vida familiar, 
derecho del que no solo son titulares los progenitores sino también los hijos, niños y niñas, 
de dicha relación (FJ 7). Es este análisis el que trataremos de efectuar a la luz de nuestra 
Constitución Peruana de 1993. Por otro lado, y pese a considerar —como sostiene la 
magistrada Balaguer— que, en realidad, perpetúa una discriminación, consideramos 
positivo que el Tribunal comience a transitar de la sola conciliación a la conciliación con 
corresponsabilidad, pues, como hemos señalado, en el fundamento sexto, expresamente 
se reconoce que del artículo 39. 3 de la Constitución española se deduce 
“indiscutiblemente que los progenitores deben corresponsabilizarse en el cuidado de los 
hijos comunes”. Este reconocimiento, aunque escueto, es de suma importancia para 
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realizar el análisis constitucional que deseamos realizar. Otro elemento que hubiese 
enriquecido el análisis del Tribunal es la diferencia entre permisos por parentalidad y 
paternidad, que, como hemos visto, son distintos y —en virtud de las normas laborales— 
obligatorios para los Estados. El primero busca, en el caso del padre, estar con la madre 
a propósito del alumbramiento de esta y, en el caso de la madre, su recuperación física, 
mientras que la de parentalidad es precisamente el abocarse al cuidado de los hijos. 
 
Afortunadamente, el cambio en España vino dado por el Real Decreto-Ley 6/2019, del 1 
de marzo de 2019, de medidas urgentes para la garantía de la igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación, publicado en el 
Boletín Oficial del Estado (BOE) el 7 de marzo de 2019. En él, se comprendió que la Ley 
Orgánica 3/2007 del 22 de marzo, sin duda, fue una ley pionera que tuvo como finalidad 
hacer efectivo el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre hombres y 
mujeres, particularmente, a través de la eliminación de toda clase de discriminación hacia 
la mujer (parágrafo 1, p. 21692). Sin embargo, dicha norma, en su aplicación, se tornó 
incipiente, ya que “las medidas de naturaleza fundamentalmente promocional o de 
fomento obtuvieron resultados discretos, cuando no insignificantes, lo que contraviene la 
propia finalidad de la citada ley orgánica”. Ello, en el largo plazo, logró que la norma, 
contrariamente a su espíritu, no permitiera garantizar la efectiva igualdad de trato y de 
oportunidades entre hombres y mujeres que buscaba (parágrafo 2, p. 21692).  
 
Frente a ello, y ante una situación de desigualdad estructural persistente, se hace necesario 
que el Estado implemente medidas inmediatas en materia de empleo y ocupación, que 
permitan hacer efectivo el derecho a la igualdad conforme a los artículos 9.2 y 14° de la 
CE (parágrafo 2, p. 21692 ), medidas que, a diferencia de la visión del TC español, no 
pueden esperar, pues “un mayor retraso, teniendo en cuenta el tiempo transcurrido, 
conllevariá un daño de difićil reparación que no puede ser asumido por una sociedad 
moderna como la española” (parágrafo 3, p. 21692). En ese sentido, reconoció 
expresamente que la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres pasa, 
entre otros, por “la equiparación en el ejercicio de derechos y en el cumplimiento de las 
obligaciones de tal forma que existan las condiciones necesarias para que su igualdad sea 
efectiva en el empleo y la ocupación” (parágrafo 5, p. 21692). Por tal motivo, es 
claramente contraria a la igualdad, las discriminaciones por razón de la asunción de 
obligaciones familiares, y el ejercicio de los derechos de corresponsabilidad en la vida 
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personal, familiar y laboral (parágrafo 6, p. 21693). Así, “[e]s esencial tener presente que, 
en la relación de trabajo, las personas trabajadoras, mujeres u hombres, tienen derecho a 
ejercer la corresponsabilidad de la vida personal, familiar y laboral, quedando prohibido 
cualquier trato discriminatorio directo e indirecto por razón de sexo” (parágrafo 8, p. 
21693) y es el Estado, a través de sus poderes públicos, el que deberá conseguir que esto 
se haga realidad (parágrafo 7, p. 21693).  
 
Si bien la norma, a grandes rasgos, contiene 7 artículos, que, a su vez, corresponden a 
siete normas con rango de ley, al momento de fundamentar la razón de su modificación 
para lograr la equiparación de permisos, sostiene que es través de la corresponsabilidad 
la única manera de conseguir la igualdad anhelada. De este modo, la norma expresamente 
señala que el cumplimiento y la consecución de la igualdad real y efectiva entre hombres 
y mujeres se logra mediante dos importantes “elementos esenciales”: i) la promoción de 
la conciliación de la vida personal y familiar, y ii) el principio de corresponsabilidad entre 
ambos progenitores. Por tanto, la equiparación es necesaria (p. 21693). Además, el Real 
Decreto-Ley129 detecta, a diferencia del razonamiento jurídico del TC español, que esta 
equiparación no solo es producto de una evidente demanda social, sino que también es 
un deber y obligación constitucional con pleno respaldo en la normativa comunitaria. 
Sorprendentemente, este razonamiento opuesto al efectuado por el Tribunal 
Constitucional del Reino de España en una sentencia publicada en un lapso menor de 4 
                                                        
129 Sorprende incluso el instrumento jurídico utilizado para implementar este “marco jurídico que permita dar un paso 
más hacia la plena igualdad” (Pág. 21693). Pues nos encontramos ante un Real Decreto-ley que tendría un símil ―con 
las evidentes y diametrales diferencias propias de un régimen parlamentario con uno de presidencialismo atenuado o 
parlamentarizado― con los Decretos de urgencia con fuerza de ley que el presidente puede emitir, de forma 
extraordinaria, en materia económica y financiera, en virtud del artículo 118 numeral 19. Al igual que en nuestro país 
donde el Tribunal Constitucional ha comprendido que este facultad presidencial debe necesariamente contar con 
elementos como la excepcionalidad, necesidad, transitoriedad, generalidad y conexidad que lo hagan realmente un 
mecanismo utilizado en situaciones realmente extraordinarias donde, usualmente, la demora propia del trámite 
parlamentario tornaría en ineficaz una medida (Sobre el particular, se recomienda revisar, la sentencia recaída en el 
expediente 0008-2003-AI/TC del 11 de noviembre de 2003, la recaída en el expediente N.º 047-2004-AI/TC del 24 de 
abril de 2006, entre otras). En el Reino de España, también se trata de un mecanismo excepcional que requiere que 
copulativamente sea una medida extraordinaria y de urgente necesidad. Por ello, el propio decreto, sostiene que dichos 
requisitos se satisfacen dado que: i) se permite aprobar el real decreto ley dentro del margen de apreciación del 
Gobierno, en tanto, órgano de dirección política del Estado (STC 142/2014, FJ 3; STC 33/2017, FJ 3), ii)  frente al 
evidente retraso en el cumplimiento de los objetivos de igualdad y que dicha situación persista, lo cual, hace necesaria 
una “legislación de urgencia” (STC 11/2002, FJ7) y iii) que, en el momento actual, atendiendo a las circunstancias 
concurrentes,  nos encontramos ante una situación de carácter estructural que requiere una solución “extraordinaria y 
urgente (STC 137/2011, FJ 6; STC 183/2014, FJ 5; STC 47/2015, FJ 5; STC 139/2016, FJ 3; STC 33/2017, FJ 3). 
Quizás incluso la propia sentencia 111/2018 motivó la expedición del presente real decreto ley, la situación que la 
propia sentencia reconoce sobre el continuo ―pero aún no concluyente― debate parlamentario sobre el tema e incluso 
una situación que me fue informada por el secretario general de la Defensoría del Pueblo del Reino de España en carta 
numerada 16051171, don José Manuel Sánchez Saudinós, quien, con gran satisfacción con fecha 30 de enero de 2017, 
me informó que “superada definitivamente la situación de sucesivos aplazamientos que padeció la entrada en vigencia 
de tal norma”, al fin, al haberse aprobado en los Presupuestos Generales del Estado para el año de 2016, el 1 de enero 
de 2017 recién entró en vigor la Ley 9/2009 del 6 de octubre de 2009, que ampliaba a cuatro semanas el permiso del 
padre por el nacimiento, acogimiento y adopción de un hijo.  
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meses antes, concluía que la presunta discriminación al varón por la no equiparación en 
la duración de las licencias −suspensión del contrato− no solo no contaba con respaldo 
constitucional, internacional o comunitario, sino que, por el contrario, la diferencia en los 
plazos aquello que sí tenía dicho respaldo.  
 
En palabras de Real Decreto-Ley:  
 
Esta equiparación responde a la existencia de una clara voluntad y demanda social. 
Los poderes públicos no pueden desatender esta demanda que, por otro lado, es 
una exigencia derivada de los artićulos 9.2 y 14° de la Constitución; de los 
artićulos 2° y 3.2 del Tratado de la Unión Europea; y de los artićulos 21° y 23° de 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.  
 
Ahora bien, más allá de que compartimos casi a plenitud el razonamiento efectuado por 
el Poder Ejecutivo y que anhelamos que se pueda dictar un marco jurídico similar 
adaptado al Perú, a grandes rasgos, para lo que nos compete, la norma modificó el 
numeral 4 sobre nacimiento y el numeral 5 sobre adopción y acogimiento del artículo 48° 
de la LET. El permiso por maternidad −suspensión del contrato de trabajo− se mantiene 
en 16 semanas y, en este caso, además, se “suspenderá el contrato del trabajador del 
progenitor distinto de la madre biológica durante 16 semanas, de las cuales serán 
obligatorias las seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, que 
habrán de disfrutarse a jornada completa, para el cumplimiento de los deberes de cuidado 
previstos en el artićulo 68° del Código Civil”. Se prevé, además, disposiciones 
particulares en caso de los partos prematuros, dependiendo de la gravedad de estos130. 
Dicha suspensión, de acuerdo a la norma, tanto en el caso del padre como el de la madre, 
“transcurridas las primeras seis semanas inmediatas posteriores al parto, podrá disfrutarse 
en régimen de jornada completa o de jornada parcial, previo acuerdo entre la empresa y 
la persona trabajadora, y conforme se determine reglamentariamente”. Dicho tiempo, 
“podrá distribuirse a voluntad de aquellos, en periódos semanales a disfrutar de forma 
                                                        
130 En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba permanecer 
hospitalizado a continuación del parto, el periodo de suspensión podrá computarse, a instancia de la madre biológica o 
del otro progenitor, a partir de la fecha del alta hospitalaria. Se excluyen de dicho cómputo las seis semanas posteriores 
al parto, de suspensión obligatoria del contrato de la madre biológica. En los casos de parto prematuro con falta de peso 
y en aquellos otros en que el neonato precise, por alguna condición clínica, hospitalización a continuación del parto, 
por un periodo superior a siete días, el periodo de suspensión se ampliará en tantos días como el nacido se encuentre 
hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales, y en los términos en que reglamentariamente se desarrolle.  
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acumulada o interrumpida, y ejercitarse desde la finalización de la suspensión obligatoria 
posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses. No obstante, la madre 
biológica podrá anticipar su ejercicio hasta cuatro semanas antes de la fecha previsible 
del parto”. Finalmente, precisa que, en el caso de que ambos progenitores trabajen en la 
misma empresa, está podrá limitar el ejercicio simultáneo de este derecho, pero 
exclusivamente por razones fundadas, objetivas y debidamente presentadas por escrito.  
 
En el supuesto de adopción, sucede lo mismo y “tendrá una duración de dieciséis semanas 
para cada adoptante, guardador o acogedor. Seis semanas deberán disfrutarse a jornada 
completa de forma obligatoria e ininterrumpida inmediatamente después de la resolución 
judicial por la que se constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda 
con fines de adopción o de acogimiento”.  
 
En ambos casos, de acuerdo al apartado 6, también modificado, en los supuestos de 
discapacidad del hijo o hija o de nacimiento, acogimiento o adopción múltiple, la 
duración del permiso se aumentará en dos semanas, una para cada uno de los 
progenitores131.  
 
Creemos importante mencionar que el Real Decreto-Ley no se olvida de los empleados 
públicos y, en la misma norma, modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público para el llamado “permiso del progenitor diferente de la madre 
biológica por nacimiento, guarda con fines de adopción, acogimiento o adopción de un 
hijo o hija” del numeral 3 del artículo 49°, estableciéndolo en una duración de dieciséis 
semanas, de las cuales las seis semanas inmediatas posteriores al hecho causante serán, 
en todo caso, de descanso obligatorio”. Se amplían también a dos semanas más para cada 
uno de los progenitores en el caso de discapacidad o parto, acogimiento o adopción 
múltiple. También, al igual que el régimen general, se prevé que, si ambos progenitores 
trabajan, transcurridas las seis semanas obligatorias, el permiso podrá utilizarse “de 
manera interrumpida y ejercitarse desde la finalización del descanso obligatorio posterior 
al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses. En el caso del disfrute interrumpido, 
                                                        
131 6. En el supuesto de discapacidad del hijo o hija en el nacimiento, adopción, en situación de guarda con fines de 
adopción o de acogimiento, la suspensión del contrato a que se refieren los apartados 4 y 5 tendrá una duración adicional 
de dos semanas, una para cada uno de los progenitores. Igual ampliación procederá en el supuesto de nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple por cada hijo o hija distinta del primero.  
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se requerirá, para cada periódo de disfrute, un preaviso de al menos 15 diás y se realizará 
por semanas completas”.  
 
Creemos importante señalar que la norma previó que su implementación se efectúe de 
forma gradual. De este modo, se incorporan disposiciones transitorias para que, a grandes 
líneas, para ambos regímenes, primero, desde la entrada en vigencia de la norma, en el 
2019, inmediatamente la ampliación sea de  8 semanas; luego, en 2020, se elevaría a 12 
semanas; y, finalmente, en 2021, se lograba equiparar con las dieciséis semanas. 
 
Ahora bien, es importante señalar que, al igual que en el caso español, hemos encontrado 
algunos ejemplos importantes dentro del contexto europeo que siguen esta misma línea: 
 
 En Noruega, el permiso por embarazo es de 12 semanas durante el mismo para la 
madre. Luego del parto, tomará 6 semanas de licencia hasta que se recupere. En 
el caso del padre, este tendrá 2 semanas de permiso luego del parto para asistir a 
la madre. Si el padre no estuviese presente, la licencia la recibe la persona que 
asiste a la madre. Estas semanas de permiso se denominan “daddy days” y se les 
añaden 10 semanas. En líneas generales, los padres pueden tener permiso por un 
total de 12 meses: 3 semanas antes del parto y 10 luego de este. Es obligatorio 
tomar 6 semanas luego del parto por cuestiones de salud (Ministry of Labour and 
Social Affairs, 2005).  
 
 En Islandia, los padres deben tener cada uno derecho independiente a la licencia 
hasta por 3 meses. Los padres pueden mantener la licencia hasta que el bebé 
cumpla 2 años. El permiso puede tomarse desde un mes antes del parto. O sea, 
ambos tienen permisos igualitarios ya sea por paternidad o por maternidad, y 
dichos permisos son exclusivos e intransferibles. Luego, tienen 3 meses más que 
pueden tomar cada uno o dárselo, en todo o en parte, al otro padre. Ambos pueden 
tomar el permiso hasta un mes antes del nacimiento del hijo, pero la madre está 
obligada a tomarlo, como mínimo 2, semanas antes del nacimiento (Unión 
Europea, 2012; Ministry of Welfare, 2000).  
 
 En el caso de Croacia, las mujeres empleadas y/o laboralmente independientes 
tienen derecho a una licencia por maternidad de 28 días antes de la fecha prevista 
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para el nacimiento (en caso de que hubiese complicaciones, se podrían tomar 45 
días antes de la fecha de alumbramiento) hasta 70 días luego del parto. Esta es una 
licencia que debe ser usada obligatoriamente por la madre y, en circunstancias 
especiales, también puede ser empleada por el padre (por ejemplo, si la madre 
fallece). Permisos de maternidad adicionales duran hasta que el bebé cumpla 6 
meses de edad. La madre puede volver al trabajo durante este periodo o 
transferírselo, total o parcialmente, al padre. Por su parte, el permiso por 
parentalidad indica que un empleado o trabajador independiente tiene derecho a 
esta licencia en cuestión luego de que el niño alcance los 6 meses de edad, y 
cualquiera de los padres puede utilizarlo hasta que el niño cumpla 8 (para el primer 
y segundo hijo). Este es un derecho personal de ambos padres y podrán tomarlo 
de la forma antes mencionada o durante 30 meses (para gemelos o mellizos, así 
como para el tercer y cada subsecuente hijo). En general, como una regla, ambos 
padres deben tomar el permiso parental, cada uno por 4 o 15 meses (dependiendo 
del número de niños nacidos). No obstante, si este derecho es empleado solo por 
uno de los padres, entonces la licencia puede durar 6 o 30 meses (HZZO, 2021). 
 
Estos son algunos ejemplos de que, con esta clase de legislaciones, se da un paso 
importante en la consecución de la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres en la 
promoción de la conciliación de la vida personal y familiar, respetando el principio de 
corresponsabilidad entre ambos progenitores —elementos esenciales para el 
cumplimiento del principio de igualdad de trato y de oportunidades entre hombres y 
mujeres en todos los ámbitos—.  
 
Esta equiparación, como vemos en el caso español, se ha llevado a cabo de forma 
progresiva en los términos previstos en las disposiciones transitorias del Estatuto de los 
Trabajadores y del Estatuto Básico del Empleado Público introducidas por este Real 
Decreto-Ley (p. 21694), y alcanzará la plena igualdad en 2021. Obviamente, este es un 
gran avance, pero, de ningún modo, deberá ser el único. Ahora corresponderá al país 
ibérico fiscalizar, promocionar, educar y asegurar la efectiva corresponsabilidad entre 




3.1.2. El reconocimiento y consagración de este derecho en la Constitución del Perú 
de 1993 
 
Como ya hemos señalado, la conciliación y, recientemente, la corresponsabilidad han 
comenzado a ocupar el lugar constitucional que, desde el génesis de la cuestión social, 
ocupaban. Es, entonces, menester para todos nosotros ocuparnos y visibilizar la 
importancia de la corresponsabilidad social, en tanto objetivo que no solo beneficia a 
ambos padres al generar un ambiente más equitativo, sino también a los menores y a la 
sociedad completa, conforme hemos detallado. Ante este importante avance en pos del 
reconocimiento de la conciliación y la corresponsabilidad como principio y derecho 
constitucional, corresponde ahora ver si la Constitución de 1993 también nos permite 
afirmar la existencia de este dentro de nuestro ordenamiento jurídico constitucional, que 
permita, paulatinamente, su reconocimiento y pleno ejercicio. Por tanto, consideramos 
que se debe realizar una lectura sistemática de nuestra Constitución para fortalecer este 
nuevo y necesario derecho constitucional. Para poder realizar esta tarea, se utilizará la 
doctrina, jurisprudencia y normativa españolas que, como ya hemos presentado, ha 
dotado de contenido y reconocimiento a dicho derecho comprendiendo que la verdadera 
igualdad se inicia erradicando la discriminación sistémica (Perán Quesada, p. 22).  
 
La jurisprudencia constitucional española previamente analizada —desde la STC 
240/1999— y la normativa (en especial, con la exposición de motivos de la Ley N.° 
39/1999, ley para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas 
trabajadoras) han reconocido la existencia de este derecho constitucional por conexidad 
con otros derechos132, tales como el interés superior del niño, la protección de la familia, 
la igualdad entre hombres y mujeres, y la interdicción de la discriminación con especial 
énfasis en el género133. Perán Quesada resume que, en los casos en los que se desconoce 
                                                        
132 En el caso peruano, hemos encontrado cuatro sentencias que se han ocupado del tema. Así, por ejemplo, el Pleno 
del Tribunal Constitucional, a través de la Sentencia 426/2020 recaída en el expediente N.° 04154-2016-PA/TC, 
reconoce que la licencia por maternidad es un derecho vinculado a otros derechos expresamente reconocidos, que 
adquiere especial relevancia debido a los diversos principios que la Constitución prevé con respecto al trato preferente 
hacia la madre, la madre trabajadora y la familia. Asimismo, considera que, incluso si el derecho a gozar de licencia de 
maternidad no está enumerado en la Constitución, ello no quiere decir que este carezca de fundamentalidad (2020).  
133 Tal como consigna el Tribunal Constitucional del Perú, el artículo 4 de nuestra carta magna establece que tanto la 
comunidad como el Estado protegen especialmente al niño, a la madre y a la familia. Incluso la Norma Fundamental 
dispone la promoción de la maternidad y paternidad responsables (artículo 6), así como el deber del Estado de brindar 
atención prioritaria al trabajo, y, de manera específica, protección especial a la madre que trabaja (artículo 23). Añade 
que, en similar sentido, el artículo 24.1.d de la Convención sobre los Derechos del Niño (adoptada por las Naciones 
Unidas y ratificada por el Perú) establece que los Estados parte deben “asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal 
apropiada a las madres” (STC recaída en el expediente N.° 04154-2016-PA/TC). 
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este derecho constitucional, se esconde una interrelación sexista, socialmente construida 
y promovida, entre los roles familiares y el acceso diferenciado de las licencias destinadas 
al cuidado de los niños, que nos permite apreciar que, cuando se generan estas 
diferenciaciones (p. 139), “el bien jurídico afectado en estos casos es la igualdad real —
o material— entre mujeres y hombres, derivado o condicionado por la existencia de 
normas sociales de género, y materializado en una atribución diferenciada de las 
responsabilidades ligadas al cuidado del hogar y de la familia” (Perán Quesada, 2014, p. 
140). Por su parte, Rodríguez González entiende que “el derecho a la conciliación de la 
vida familiar y laboral se configura no solo como un derecho constitucional sino como 
un derecho fundamental por irradiación del derecho a la igualdad y no discriminación por 
razón de sexo en el que se subsume” (p. 6). Ello es así, pues busca “la igualdad real a 
través de la corresponsabilidad, porque su garantía de ejercicio se asegura a través de la 
tutela antidiscriminatoria y porque se reconoce de una manera general” (Rodríguez 
González, 2016, p. 51).  
 
Consideramos que de la lectura sistemática de nuestra Constitución se extrae que no solo 
existe un derecho constitucional —como lo reconociera también el Tribunal 
Constitucional Español desde la emisión de su Sentencia 240/1999— sino también un 
derecho a la corresponsabilidad o, como hemos presentado, a la “conciliación con 
corresponsabilidad” como tímidamente lo ha hecho el Tribunal Español en Sentencia 
111/2018. Con ello, lograremos afirmar —como lo hiciera Rodríguez González a 
propósito de la española— que el derecho constitucional a la conciliación es un principio 
jurídico (2016, p. 44) que se encuentra comprendido dentro del conjunto de derechos que 
integran lo que Ojeda Avilés denomina “bloque constitucional personal” (citado por 
Rodríguez González, 2016, p. 51) produciendo un “espacio de convivencia” donde 
convergen, se nutren y emergen otros bienes jurídicos constitucionales que, a su vez, 
dotan de contenido a este (Rodríguez González, 2016, pp. 5-6).  
 
Antes de analizar los preceptos constitucionales —compuestos por principios y derechos 
que buscan construir la protección familiar— que pertenecen a este denominado “espacio 
de convivencia” y que le dan contenido y lo delimitan (Rodríguez González, 2016, p. 43), 
creemos importante resaltar, como señala Rodríguez González, que este derecho 
constitucional, al corresponder su titularidad y posible disfrute exclusivamente a las 
personas trabajadoras, se presenta como un derecho laboral específico (Rodríguez 
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González, 2016, p. 58). Sin embargo, como sostiene Rico-Ruiz Rico, antes de calificarlo 
estrictamente como un derecho laboral, se debe analizar su naturaleza constitucional para 
todo efecto legal y judicial (2012, p. 31) de modo que pueda gozar de la protección 
especial de la que están dotados los derechos constitucionales. Así, nosotros creemos que, 
en realidad, debe entenderse a la conciliación con corresponsabilidad como un derecho 
constitucional que se materializa en la relación laboral, pues, por ejemplo, la 
corresponsabilidad familiar, en un sentido amplio, podría predicarse como una exigencia 
en todas las familias por generar que las obligaciones, derechos y deberes del hogar sean 
compartidos de forma equitativa entre sus miembros. Con esta aproximación a la 
corresponsabilidad como derecho constitucional también viene la necesidad de reconocer 
que el mismo no es absoluto y tiene límites —que trataremos de presentar con su 
contenido—, pero también se estatuye como una situación de poder que el ordenamiento 
jurídico constitucional otorga a determinados trabajadores, como lo dejó sentado el 
Tribunal Español en la STC 3/2007 a los derechos de libertad de empresa (Rico-Ruiz 
Rico, 2012, pp. 43 y 57).  
 
Hemos afirmado que este principio y derecho a la corresponsabilidad se encuentra 
consagrado desde nuestra carta magna. Por lo tanto, a la vez, es una obligación que se 
deriva directamente de esta, en el sentido de que, desde una interpretación sistemática de 
la Constitución, existe un derecho subjetivo y constitucional de corresponsabilidad que 
―si bien tiene conexidad con otros derechos constitucionales como lo es la protección 
de la familia o la igualdad―, al delimitarlo, se observa que su finalidad, aunque 
contribuye a la optimización de otros derechos, se presenta como un derecho 
constitucional específico e independiente —sin dejar de ser interdependiente— y que 
necesariamente se nutre de otros (Rodríguez González, 2016, p. 43). Esto lo hace 
convertirse en un real principio jurídico constitucional o ente rector de las relaciones 
laborales (Rodríguez González, 2016, p. 44).  
 
Esta forma de aproximarnos a la naturaleza y, sobre todo, al contenido esencial de un 
derecho constitucional es acorde con la doctrina jurisprudencial del Tribunal 
Constitucional que, por ejemplo, en el precedente Anicama, señaló lo siguiente: 
 
El contenido esencial de un derecho fundamental no puede ser determinado a 
priori. Dicho contenido esencial es la concreción de las esenciales 
192 
 
manifestaciones de los principios y valores que lo informan. Su determinación 
requiere de un análisis sistemático de este conjunto de bienes constitucionales, en 
el que adquiere participación medular el principio-derecho de dignidad humana, 
el que se reconducen, en última instancia, todos los derechos fundamentales de la 
persona. (STC recaída en el expediente N.º1417-2005-PA/TC, FJ 21)  
 
Este concepto de un derecho fundamental con textura abierta y que, sin dejar de ser 
independiente su contenido esencial, se configura por el sustrato del resto de bienes y 
valores jurídicos que contiene. No es nuevo para nuestro ordenamiento jurídico 
constitucional y, de hecho, nuestro Tribunal Constitucional ha hecho alusión a esta clase 
de derechos constitucionales de configuración legal y con estas particularidades al 
analizar el derecho a la pensión en el Fundamento Jurídico 73 de la Sentencia 0050-2004-
AI, 0051-2004-AI, 0004-2005-AI, 0007-2005-AI, 0009-2005-AI (acumulados) y 
Fundamento Jurídico 3 de la STC recaída en el expediente N.º 02599-2005-PA/TC. O 
quizá lo más adecuado sea decir que este clase de derechos, que ―sin dejar la 
independencia― depende mucho de los otros bienes y valores constitucionales que 
contiene, no son nuevos para el ordenamiento jurídico constitucional, ya que, para el TC, 
por ejemplo, el artículo 11° de nuestra Constitución, que alude al derecho a la pensión, 
“no tiene naturaleza jurídica tradicional, pues se trata de una disposición de textura abierta 
que consagra un derecho constitucional; en esa medida, hace referencia a un contenido 
constitucionalmente protegido, el cual tiene como sustrato el resto de bienes y valores 
constitucionales (…)” (STC recaída en los expedientes N.º 0050-2004-AI, 0051-2004-
AI, 0004-2005-AI, 0007-2005-AI, 0009-2005-AI (acumulados), FJ 75; STC recaída en 
el expediente N.º 02599-2005-PA/TC, FJ 33).  
 
En relación a ello, creemos importante traer a colación lo mencionado líneas arriba 
respecto de que, para Salazar, esta distribución corresponsable es consustancial al Estado 
social y democrático de derecho. Debido a la importancia del principio de 
corresponsabilidad, corresponde a un Estado constitucional apreciar al mismo dentro del 
seno de la propia constitución. Como se mencionó con anterioridad, al encontrarse el 
derecho en continua evolución, la nueva doctrina constitucional, como refiere Perán 
Quesada (2014), debe partir del reconocimiento de la relevancia del principio de igualdad 
de género, de la corresponsabilidad como principio inspirador, y debe ser consciente de 
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la importancia, vinculatoriedad y efectos de las políticas de cuidado y permisos laborales 
que tienen en principal consideración el interés superior del niño.  
 
Es de gran relevancia, por tanto, presentar al derecho constitucional como autónomo, 
dado que una de las dificultades, conforme analizaremos posteriormente, ha sido la 
dependencia de la igualdad, que no le ha permitido contar con suficiente coercibilidad 
jurídica. Ello se ha conectado a su debilidad jurídica fundamentada o producto de la des-
constitucionalización de su naturaleza y la des-jurificación de su contenido (Ruiz-Rico 
Ruiz, 2012, p. 22). Por este motivo, es menester dotar de contenido a este derecho 
haciéndolo presente, constitucionalizándolo y revalorizándolo. Esta labor no solo se 
limitará al ámbito jurídico (entendido a todo nivel con el legislativo en la producción de 
las leyes; con el ejecutivo, reglamentándolas; y con el poder judicial y constitucional, 
interpretándolas o derogandolas), sino que ―junto con una mayor concientización de dos 
visiones rectoras de obligatorio cumplimiento que hemos presentado y que son 
consustanciales a este derecho (el interés superior del niño y la perspectiva de género)― 
se deberá desplegar una labor educativa que vaya desde la construcción de una nueva 
ciudadanía  que permita deconstruir el actual modelo familiar, informar a los ciudadanos 
de que este derecho es también un deber y responsabilidad, y de los beneficios que trae 
en la consecución de otros derechos constitucionales hasta motivar el ejercicio efectivo 
de este derecho.  
 
Dicha motivación deberá acompañarse, además, de la necesaria coercibilidad en caso de 
no realizarse. Debe motivarse a que los padres trabajadores dejen de preferir el aumento 
de su remuneración, el ascenso, el desarrollo profesional al disfrute de este derecho, ya 
que no se trata de elementos excluyentes (Rico-Ruiz, 2012, pp. 24, 26). Esta labor no será 
fácil, ya que se precisará de comisiones técnicas que generen el cambio y la adaptación a 
este nuevo modelo democrático de familia y de relaciones laborales. Existirá 
coordinación, impulso de acciones, cursos de formación, seguimiento y evaluación de 
planes de igualdad, y elaboración de estadísticas, entre otros (Rico-Ruiz, 2012, p. 26).  
 
Sin embargo y, pese a la advertencia, sí es importante dotar de contenido jurídico a este 
derecho constitucional, puesto que ―como señala Rodríguez Ruiz sobre el derecho a la 
igualdad entre hombres y mujeres, y que creemos que podemos aplicar al derecho a la 
corresponsabilidad― ni el legislador ni los operadores jurídicos están realmente 
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convencidos de la dirección o intensidad por seguir ni son plenamente conscientes de la 
importancia, de los alcances de su contenido y de su labor para la consecución de la 
conciliación con corresponsabilidad. Ahora bien, no podemos menospreciar la labor tanto 
del Tribunal Constitucional como la de las salas superiores laborales y, en especial, 
constitucionales en la integración, reconocimiento y revalorización de los derechos de 
corresponsabilidad (Trillo Párraga, 2009, p. 157). Por su parte, el Estado deberá evitar y 
eliminar toda clase de obstáculo que impida el pleno ejercicio de este derecho 
constitucional (incluido en la relación laboral en relación al derecho constitucional de 
empresa) a la vez que debe ser garante, promotor y responsable último internacional y 
constitucional para fomentar su pleno uso.  
 
Habiendo hecho esta acotación, como pretendemos demostrar, cabe resaltar que, en 
nuestra Constitución, se encuentra presente dicho principio. Corresponde, por tanto,  
analizarán los preceptos constitucionales que nos ayudan a corroborar esta afirmación. 
Nuestra Constitución, desde su primer artículo, refiere que “la defensa de la persona 
humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”; es 
decir, toda la sociedad y el Estado tienen como deber buscar la defensa de la persona 
humana y buscar que su dignidad sea respetada. En otras palabras, el Estado y la sociedad 
se encuentran supeditados a estos valores que inspiran todo el ordenamiento jurídico: la 
dignidad humana, su elevación, respecto y protección son un deber y un límite a la 
actuación tanto del poder público del Estado como de la sociedad. Así, el respeto de la 
dignidad humana y su defensa deberá ser límite y fines del propio derecho y su 
ordenamiento jurídico. Dicho universo también implica que este sea un principio rector 
dentro del derecho de familia y del derecho laboral ―en el cual, además, deberán el 
Estado y la sociedad tener una mayor injerencia para velar por que este precepto se 
cumpla, ya que son, como señala Fernández Revoredo (2006), las ramas del derecho en 
las que existe mayor opresión― (pp. 357-369).  
 
En el caso del derecho laboral, nuestra Constitución parece haber comprendido que, en 
las relaciones de subordinación, se pueden presentar mayores afectaciones y, por ello, en 
su artículo 23°, parágrafo 3, expresamente indica que la relación laboral no podrá limitar 
los derechos constitucionales del trabajador, ni desconocer o rebajar su dignidad. De este 
modo, la dignidad humana debe ser un fin y valor de todo el esquema social y, en el caso 
particular de la relación laboral, esta no podrá ir contra aquel. Aquí creemos que es de 
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suma importancia la conexión que realiza la Constitución para que la dignidad del trabajo 
dentro de la relación laboral no pueda menoscabar el disfrute de los derechos 
constitucionales del trabajador. Ello es importante, pues, de concluir que, si el derecho a 
la corresponsabilidad es un derecho constitucional ―incluso con mayor fuerza, que es un 
principio―, la relación laboral no podrá limitar de forma alguna este derecho ni los que 
la componen como, por ejemplo, el derecho de ambos progenitores a cuidar de sus hijos 
o de los hijos a poder tener dicho cuidado.  
 
El artículo 2° de nuestra Constitución, que contempla taxativamente algunos derechos 
constitucionales derivados del deber genérico de defensa y respeto de la dignidad, es 
particularmente relevante para dotar de contenido al derecho constitucional a la 
corresponsabilidad, dado que, al menos, hemos detectado cinco derechos que se 
relacionan con este.  
 
El primero de ellos es el inciso 1, que reconoce el derecho “a la vida, a su identidad, a su 
integridad moral, psíquica y física, y a su libre desarrollo y bienestar (…)”. Consideramos 
que la corresponsabilidad encuentra sustento en estos derechos constitucionales, que se 
relacionan de forma directa con el derecho a la dignidad. Así, los derechos que 
enumeraremos repercutirán siempre en el mantenimiento de una vida digna tanto de los 
padres como de los menores (al construir un ambiente en armonía y dotado de valores).  
 
Por ejemplo, tenemos el derecho constitucional a la identidad, integridad moral, psíquica 
y física, al libre desarrollo de la personalidad y bienestar. Sobre el primero de estos, si 
bien la persona se suele distinguir de los demás mediante criterios objetivos ―como el 
nombre, herencia genética, entre otros―, tanto la doctrina como el Tribunal 
Constitucional han comprendido que no solo comprende aquel, sino también “aquellos 
otros que se derivan del propio desarrollo y comportamiento personal, más bien de 
carácter subjetivo (ideología, identidad cultural, valores, reputación, etc.) (STC recaída 
en el expediente N.º 2273-2005-PHC/TC, FJ 21). En ese sentido, también se debe 
proteger los aspectos relacionados al mayor desarrollo espiritual (los criterios subjetivos 
anteriormente mencionados) y es por ello que se relaciona con casi todos los derechos, 
como los de integridad y libre desarrollo, libertad de opinión y de creación, participación 





Es en esta vertiente que consideramos que el derecho constitucional a la 
corresponsabilidad forma parte del “espacio de convivencia”, pues es comprendido como 
un mecanismo de creación de un modelo familiar que promueve un equilibrio más justo, 
y, de esa forma, coadyuva y respeta tanto el desarrollo espiritual de ambos cónyuges sin 
las restricciones que impone el género. En el caso de los padres, el adecuado desarrollo 
de este derecho tendrá dos efectos importantes en la esfera privada: i) permite que ambos 
padres, indistintamente de su género, puedan construir su identidad de una forma más 
libre y ii) genera una identidad acorde con el modelo social y democrático de la familia. 
 
Por otro lado, en el caso del menor ―en coherencia con el modelo proteccionista al que 
la Convención se adhiere en el caso de la llamada primera infancia― la incorporación, 
implicancia y crianza de ambos padres repercute directamente en el adecuado desarrollo 
de la identidad del menor que, al igual que los padres, deberá transitar por un nuevo 
modelo de ciudadanía en el cual lo medular sea la participación en la vida pública y en la 
dimensión doméstica, y no la supeditación de esta última al mercado de trabajo. Por tanto, 
el segundo deberá estar supeditado al disfrute del primero (Rodríguez Ruiz, p. 382).  
 
Asimismo, este inciso reconoce el derecho a la integridad moral, física y psicológica. 
Sobre el primero, el Tribunal ha entendido que esta manifiesta un “conjunto de 
obligaciones elementales y primarias que el ser humano fija por mandato de su propia 
conciencia, y los condicionamientos que ella recibe a través de la educación y cultura de 
su entorno” (STC recaída en el expediente N.° 2333-2004-HC/TC, FJ 2.2). 
Evidentemente, un condicionamiento socialmente negativo, sin perspectiva de género, 
afecta a este derecho al regular la propia conciencia del ser humano. Por ello, desde un 
Estado social y democrático de derecho, que respete la dignidad humana de los individuos 
a fin de satisfacer la integridad moral de sus habitantes, deberá proteger y promover un 
entorno de corresponsabilidad social (que, como hemos visto, no se restringe a la 
asunción de la obligación de crianza por parte de ambos padres, sino de todos los actores 
sociales). Esta nueva educación ―y cultura― afectará positivamente en la integridad 
moral tanto de los padres trabajadores como de los menores, que deberán ser protegidos 
de la visión que permite la discriminación sistémica. Para ello, deberá generarse una 





Ahora bien, con respecto a la integridad psíquica y física, podemos señalar que esta se 
encuentra ligada al derecho a la salud, según lo consigna el artículo 7° de nuestra carta 
magna, que establece que todos tienen derecho a la protección de su salud. En virtud de 
ambos artículos, podemos dar contenido al derecho constitucional a la corresponsabilidad 
desde la protección y reconocimiento del derecho a la integridad moral, psíquica y física. 
No debemos olvidar que, de hecho, la conciliación comienza a tener cabida en el 
ordenamiento jurídico laboral con un fin tuitivo de protección a la madre ante la situación 
de mayor vulnerabilidad que produce el hecho biológico del parto. De este modo, se 
puede afirmar que el derecho a la salud ―y consecuentemente el derecho a la integridad 
física y psicológica― tuvo y tiene un importante rol en el reconocimiento de los derechos 
de conciliación (Rico-Ruiz, 2012, p. 50) y, posteriormente, al incorporar la perspectiva 
de niñez y de género, logra la configuración del principio de conciliación con 
corresponsabilidad (o simplemente la corresponsabilidad). 
 
Con esta nueva visión, los permisos o la protección que se debe otorgar no corresponden 
exclusivamente de la madre ―aunque puede justificarse una diferencia objetiva basada 
en lo biológico― sino también del padre, quien podrá visualizar una notable mejoría en 
su integridad (física y psicológica) al contar e implicarse en una esfera familiar mucho 
más armoniosa y justa. Finalmente, el efecto positivo del respeto a la integridad física y 
psicológica del menor es evidente, e incluso el Tribunal Constitucional así lo ha entendido 
al señalar que el derecho de los niños a tener una familia ―consagrado, como veremos, 
en el artículo 4° de nuestra Constitución― no es solo simbólico, sino efectivo, y tiene 
sustrato y repercusión en “el principio-derecho de dignidad de la persona humana y en 
los derechos a la vida, a la identidad, a la integridad personal, al libre desarrollo de la 
personalidad y al bienestar consagrados en los artículos 1° y 2°, inciso 1 de la 
Constitución” (STC recaída en el expediente N.° 02892-2010-PHC/TC, FJ 5).  
   
Ahora es menester analizar otros dos derechos vinculados con el derecho a la 
corresponsabilidad: el de libre personalidad134 y el de bienestar. Sobre el primero, 
Rodríguez González (2016) lo considera como parte del “espacio de convivencia” que 
                                                        
134 Se debe hacer notar que, si bien el inciso en puridad señala solamente “libre desarrollo”, nuestro Tribunal 
Constitucional, con ocasión de la emisión de la sentencia recaída en el expediente N.° 02868-2004-PA, ha tenido 
oportunidad de aclarar que el mismo se encuentra referido al libre desarrollo de la personalidad (FJ 14). 
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genera este derecho constitucional (p. 6), pero, en realidad, para nosotros, este espacio de 
convivencia se manifiesta con respecto a todos los bienes, valores y derechos 
constitucionales que componen, a su vez, el derecho constitucional a la 
corresponsabilidad. El derecho al libre desarrollo de la personalidad, para nuestro 
Tribunal, está íntimamente ligado con el reconocimiento constitucional que se le otorga 
a la libertad natural del ser humano de acción y elección (STC recaída en el expediente 
N.º 00032-2010-PI/TC, FJ 23). En ese sentido y por fundamentos similares a los 
señalados en el caso de la identidad, este derecho permite un adecuado y coherente 
desarrollo de la personalidad para ambos padres. En el caso del menor, conforme se 
reconoce en el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño, para el pleno y 
armonioso desarrollo de su personalidad, “debe crecer en el seno de la familia, en un 
ambiente de felicidad, amor y comprensión” (STC recaída en el expediente N.° 02892-
2010-PHC/TC, FJ 5). De este modo, los padres, como hemos señalado, protegerán al 
menor de las miradas “miopes” que hemos criticado generando una nueva sociedad en la 
que el desarrollo de su personalidad no presente condicionamientos. Asimismo, ellos, al 
ejercer su paternidad y maternidad, estarán poniendo en práctica su derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. 
 
Todo esto redunda en el derecho al bienestar personal tanto de los padres como del menor 
y, en última instancia, del bienestar familiar. El derecho constitucional al bienestar, que, 
a su vez, se relaciona con el inciso 22 del mismo artículo 2 (que consagra el derecho a la 
“paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”), debería comprenderse como 
la corresponsabilidad.  
 
Consideramos necesario reiterar que este ambiente familiar afecta positivamente a ambos 
padres y, en general, a los miembros de la familia, lo que se materializa y satisface el 
artículo 2 inciso 22, en tanto crea un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su 
vida, en la que exista un atmósfera familiar de paz y tranquilidad y en la que ambos padres 
puedan disfrutar de su tiempo libre y del descanso en pleno uso de libre desarrollo de su 
personalidad para el cuidado de los menores sin que exista el miedo o la amenaza de una 
consecuencia negativa en el ámbito laboral. El ambiente familiar, de responsabilidad 
compartida, permite que, en atención al interés superior del menor, se genere y fomente 
un ambiente familiar de estabilidad y bienestar que le permita su desarrollo pleno 
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mediante el crecimiento y la creación de lazos afectivos necesarios para su tranquilidad 
(STC recaída en el expediente N.° 02892-2010-PHC/TC, FJ 6). Este derecho estaría 
incompleto si no acudimos a un derecho y deber constitucional que ya se ha mencionado 
anteriormente: el derecho a la familia y a la protección constitucional de esta y de la niñez.  
 
Precisamente, esta inseparabilidad que realiza el Tribual con respecto al derecho-
principio de la dignidad y los derechos de integridad física, psicológica y moral, de libre 
desarrollo de la personalidad y de bienestar personal “con el derecho del niño a tener una 
familia” (STC recaída en el expediente N.º 04937-2014-PHC/TC, FJ 17) nos hace tener 
que acudir a la protección constitucional que se le otorga a la misma en virtud del artículo 
4 de nuestra carta magna en coherencia con el artículo 7, que establece el derecho de 
todos al medio familiar y que se contribuya a la promoción y defensa de la misma. Al 
igual que el derecho a la igualdad y no discriminación, son algunos de los principales 
valores y derechos que dotan de contendido al derecho constitucional de la 
corresponsabilidad. El precepto señala lo siguiente: 
 
Artićulo 4.- Protección a la familia. Promoción del matrimonio  
La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la 
madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y 
promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y 
fundamentales de la sociedad. 
La forma del matrimonio, y las causas de separación y de disolución son reguladas 
por la ley.  
 
Antes del análisis propiamente dicho de los artículos 4 y 7 de la Constitución que se 
realizarán ―para estos efectos― como uno solo, consideramos importante resaltar que 
el artículo 4 señala de forma expresa que dos partes de nuestro llamado “triángulo de 
vulnerabilidad” cuentan con una protección especial por el ordenamiento jurídico 
constitucional, a decir, la madre y el niño ―e incluso alarga la protección hasta el 
adolescente―. 
 
Incluso este parágrafo nos permitiría afirmar la importancia del desarrollo del derecho a 
la corresponsabilidad: tiene un efecto directo en ambos colectivos, ya que el beneficio del 
padre repercute directamente en el bienestar de estos últimos. Además, este artículo nos 
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permite ratificar, en virtud de la protección especial al niño y de su interés superior, la 
importancia de la perspectiva de niñez como principio rector en las obligaciones estatales 
que el Estado deberá tomar, por ejemplo, llegado el momento de legislar sobre las 
licencias familiares laborales. Así también lo ha reconocido nuestro Tribunal 
Constitucional que el Estado deberá tomar acciones a fin de satisfacer su deber de brindar 
las atenciones y cuidados especiales que merecen los menores y, además, adoptar las 
medidas necesarias a fin de otorgar una protección adecuada para garantizar su libre, 
armónico e integral desarrollo (STC recaída en el expediente N.º 01817-2009-PHC/TC, 
FJ 6). 
 
En ese sentido, el Tribunal reconoce que el menor tiene el “derecho a disfrutar de una 
atención y protección especial, y a gozar de las oportunidades para desarrollarse de una 
manera saludable, integral y normal, en condiciones de libertad y de dignidad” (STC 
recaída en el expediente N.º 01817-2009-PHC/TC, FJ 7) en virtud del “principio de 
especial protección del niño, que se fundamenta en la debilidad, inmadurez (física y 
mental) o inexperiencia en que se encuentran los niños y que impone tanto al Estado como 
a la familia, comunidad y a la sociedad” (STC recaída en el expediente N.º 01817-2009-
PHC/TC, FJ 6).  
 
Así, conforme ya habíamos advertido, “ningún acto legislativo puede desconocer los 
derechos de los niños ni prever medidas inadecuadas para garantizar su desarrollo integral 
y armónico, pues en virtud del artículo 4 de la Constitución, el bienestar (físico, psíquico, 
moral, intelectual, espiritual y social) del niño se erige como un objetivo constitucional 
que tiene que ser realizado por la sociedad, la comunidad, la familia y el Estado” (STC 
recaída en el expediente N.º 01817-2009-PHC/TC, FJ 7). Esto deberá tenerse en cuenta 
al legislar sobre permisos de adopción, paternidad, maternidad o similares dentro de la 
legislación laboral. 
 
Ahora bien, concretamente con respecto a la especial protección de la familia y la niñez, 
es importante recalcar que se debe dotar al menor del derecho a “tener una familia y a 
vivir con ella, a fin de satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas, 
debido a que esta es el instituto básico, natural y fundamental de la sociedad, para el 
desenvolvimiento y bienestar de todos sus miembros, especialmente los niños” (STC 
recaída en el expediente N.º 01817-2009-PHC/TC, FJ 15). Este derecho se hace más 
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evidente en la lectura del artículo 7 de la Constitución, ya que es ese ambiente familiar el 
primero en ser convocado para proporcionarle al menor un entorno de bienestar, 
estabilidad, integridad y salud protegiéndolo del abuso, descuido y explotación (STC 
recaída en el expediente N.º 01817-2009-PHC/TC, FJ 15).  
 
Sobre el particular, acudiendo al principio 6 de la Declaración de los Derechos del Niño 
―que establece que el “niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, 
necesita de amor y comprensión. [Y que] siempre que sea posible deberá crecer al amparo 
y bajo la responsabilidad de sus padres y, en todo caso, en un ambiente de afecto y 
seguridad moral y material”―, el Tribunal Constitucional reconoce sobre esta base que, 
si bien se trata de una obligación de los padres, no deja por ello de ser una obligación de 
la sociedad y de la comunidad completa de cuidar, proteger a los menores y dotarlos de 
un nivel de vida adecuado y digno para su desarrollo físico, psíquico, afectivo, intelectual, 
ético, espiritual y social (STC recaída en el expediente N.° 02892-2010-PHC/TC, FJ 7).  
 
En esa misma línea, analizando la Constitución española, Rico-Ruiz Rico (2012) refiere 
a la corresponsabilidad como un modo de cumplir con los deberes familiares en el que 
tanto la finalidad teológica y el bien jurídico del cumplimiento del deber constitucional 
estatal de protección de la familia y de la niñez se entrelazan (p. 55). De este modo, ambos 
cuentan con una relación directa con el fomento del deber de atender y observar las 
obligaciones familiares y, por tanto, se podría considerar que el derecho a la 
corresponsabilidad es una suerte de prolongación y desarrollo jurídico práctico del 
mandato constitucional en protección de la familia. En otras palabras, son dos caras de 
una misma moneda (2012, p. 55). Siguiendo lo anterior, Rodríguez González (2016) 
afirma que el desarrollo adecuado del principio de corresponsabilidad contribuye a que 
se cumpla con el mandato de protección de familia (p. 43).  
 
Sin embargo, este ambiente equilibrado al que hemos hecho mención, para lograr sus 
fines y configurar el derecho a la corresponsabilidad, debe ser leído en clave ―también― 
del artículo 6 de la Constitución: 
 
Artićulo 6.- Polit́ica Nacional de población. Paternidad y maternidad responsables. 
Igualdad de los hijos  
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La polit́ica nacional de población tiene como objetivo difundir y promover la 
paternidad y maternidad responsables. Reconoce el derecho de las familias y de las 
personas a decidir. En tal sentido, el Estado asegura los programas de educación y 
la información adecuados y el acceso a los medios, que no afecten la vida o la salud.  
Es deber y derecho de los padres alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. Los 
hijos tienen el deber de respetar y asistir a sus padres. (…)  
 
El artículo citado es de suma relevancia, dado que ratifica el mandato de protección a la 
familia y establece como obligación específica que la política nacional tenga como 
objetivo promover la paternidad y maternidad responsables. Entonces, toda la legislación, 
incluida la laboral, deberá buscar que se afecte positivamente a la familia. Así, esta 
política135 de alcance nacional deberá ser transversal a todas las ramas del derecho.  
 
El derecho a la conciliación con corresponsabilidad evidentemente permite que se cumpla 
con esta obligación estatal en tanto logra que ambos padres se impliquen, en pie de 
igualdad, en las tareas del hogar y de crianza de los hijos ―ya no como un apoyo, sino 
como una responsabilidad y como un derecho a disfrutar de la crianza de sus hijos―.  
 
El segundo parágrafo hace palpable este deber de promoción al señalar que es tanto 
derecho como deber de los padres alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. Por otro 
lado, este derecho no solamente queda en la esfera subjetiva de los padres, sino que ―de 
entenderse también desde el artículo 9 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
que consagra el derecho del niño a no ser separado de sus padres e, incluso si ello 
sucediese, a “mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de 
modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño”― nuestro Tribunal 
Constitucional comprende que “el disfrute mutuo de la convivencia entre padre e hijos 
constituye un elemento fundamental y una manifestación del derecho a tener una familia 
y no ser separado de ella” (STC recaída en el expediente N.° 1817-2009-PHC/TC, FJ 15).  
 
Este derecho de los niños de contar con relaciones parentales de convivencia mutua cobra 
relevancia para el Tribunal, ya que son los padres “los primeros en dar protección y amor 
                                                        
135 Es interesante que el constituyente de 1993 haya expresado de forma muy clara que lo que buscaba esta política era 
incidir en padres y madres, ya que, en la Constitución de 1979, solo se establecía de forma genérica que “ampara[ba] 
la paternidad responsable”. Como vemos, se pasa de un mero amparo a una acción positiva de parte del Estado, que es 
difundir y promover ya no solo la paternidad, sino expresamente la maternidad y paternidad responsables. 
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a sus hijos, así como (…) satisfacer sus derechos” (STC recaída en el expediente N.° 
02892-2010-PHC/TC, FJ 8). Así, cada padre cuenta con el derecho y obligación de 
involucrarse y disfrutar de las labores de crianza de sus hijos, y también los hijos tienen 
derecho a que los padres le prodiguen dicha atención.  
 
Ni el padre ni la madre pueden privar al otro integrante del disfrute de este derecho, pues 
ello no solo atentaría contra el derecho del mismo, sino que también afectaría 
directamente el interés superior del niño y su derecho a mantener una relación con dicho 
padre. La única excepción se dará cuando existan razones objetivas que, en consideración 
al interés superior del menor, este no deba mantener contacto directo y regular con uno 
de los progenitores o con ambos. Siguiendo esta línea de pensamiento, creemos 
conveniente hacer referencia al artículo 13 de nuestra Constitución, que no solo reconoce 
el derecho a la educación como un medio para la consecución de otro derecho ya 
analizado como lo es “el desarrollo integral de la persona humana” sino que también 
reconoce que, en el caso de los hijos, son ambos padres los que tienen el deber de educar 
a sus hijos. Se reitera, así, lo ya señalado: que corresponde a ambos padres la labor de 
cuidado y educación136 de sus hijos.  
 
Es decir, existe una evidente e inexorable obligación y derecho de corte constitucional de 
ser corresponsables en la educación de sus menores hijos. Consideramos que este deber 
de educar a los hijos es mucho más evidente, y de vinculación directa y efectiva en la 
llamada “primera infancia”, puesto que es en esta etapa cuando, por ejemplo, se deberá 
educar al menor en una cosmovisión de igualdad y responsabilidad compartida entre 
hombres y mujeres. 
 
Debe recordarse que este derecho de conciliación con corresponsabilidad comenzó a 
dotarse de contenido como una manifestación del derecho a la igualdad y no 
discriminación (Rico-Ruiz Rico, p. 56), pero poco a poco fue automatizándose y 
constituyéndose como un derecho autónomo137. Al respecto, solo consideramos 
importante reafirmar la ineludible relación entre el derecho a la igualdad y no 
discriminación, y el derecho constitucional a la corresponsabilidad. Es necesario recordar 
                                                        
136 Sobre la relación entre la familia (en una compresión amplia), los padres, los derechos de educación y los derechos 
del niño, recomendamos leer una sentencia relativamente reciente recaída en el expediente N.° 01643-2014-PA/TC. 
137 En el contexto nacional, las sentencias antes mencionadas de Puno, Moquegua, Madre de Dios y Lambayeque dejan 
en evidencia que el derecho a la conciliación es aún indirecto, cuando nuestra aspiración es que llegue a ser autónomo. 
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que la igualdad y no discriminación ―adecuadamente entendidas― deberán superar los 
conceptos tradicionales de estas por, en primer lugar, haber sido ya criticados y, en 
segundo lugar, por colaborar al mantenimiento del statu quo. Sobre este segundo punto, 
es importante mencionar que, incluso en su vertiente más elaborada, la que nos remite a 
las acciones positivas, aún nos hallamos dentro del sistema heteronormativo y 
continuamos rigiéndonos por sus reglas. Al final, entonces, se termina generando mayor 
discriminación y afectando, en consecuencia, al derecho a la igualdad (Rodríguez Ruiz, 
p. 357). 
 
Por tanto, se requiere un verdadero compromiso con igualdad que no solo compense la 
discriminación histórica padecida por las mujeres ―por ejemplo, mediante las acciones 
positivas―, sino que realmente deconstruya y erradique la discriminación sistémica a la 
luz de la perspectiva de género (Perán Quesada, 2014, p. 22) y que repercuta directamente 
en el seno de la división equitativa de trabajo y en el interés superior del niño. Es en ese 
sentido ―el del desarrollo adecuado del derecho de corresponsabilidad con mayor 
reivindicación y valoración de los permisos y derechos en torno a la paternidad― que se 
logrará un efecto en la consecución de la real igualdad entre hombres y mujeres, 
especialmente entre padres trabajadores y madres trabajadoras. Esta medida implica 
romper con los roles tradicionales en torno a la reproducción y los cuidados (Perán 
Quesada, 2014, p. 44). La legislación debe prever que padres y madres que trabajan 
pueden afrontar discriminación por razón de sexo/género y por razones familiares (Perán 
Quesada, 2014, p. 45). 
 
Así, el derecho a la corresponsabilidad busca promocionar la paternidad y maternidad 
responsables (artículo 6), que permitan que ambos padres así como sus hijos puedan vivir 
en un ambiente tranquilo y equilibrado, de modo que puedan desarrollar libremente sus 
personalidades, y se respete y promueva un desarrollo integral de la integridad física, 
moral y psicológica de cada uno. Respetando la dignidad de cada miembro, se propiciará 
una vida digna y se ayudará a generar un ambiente de verdadera igualdad transformadora.  
 
Por otro lado, consideramos necesario hacer mención de las normas constitucionales que 
refieren al derecho del trabajo y que pueden coadyuvar a dotar de contenido al derecho a 
la corresponsabilidad, especialmente, como derecho laboral específico. Los artículos que 
consideramos relevantes son los artículos 2, inciso 15, que establece la libertad de trabajo 
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con los artículos 22138, 23139 y 24140 de nuestra Constitución. De una lectura sistémica de 
estas normas, podemos extraer que el objetivo de nuestro ordenamiento constitucional es 
promover el trabajo verdaderamente libre sin las imposiciones del género ni las 
privaciones que pueda contraer la visión hegemónica de la “nueva cuestión social”. 
 
Se trata, por tanto, no solo de una abstención del Estado al no impedir que los sujetos 
ingresen al mercado de trabajo, sino también al fomentar que estos lo hagan en libertad. 
El Estado, entonces, deberá fomentar que los sujetos ―más allá de su género o de sus 
responsabilidades familiares― puedan involucrarse en el mercado de trabajo sin ningún 
tipo de riesgo. Es más, conforme a los otros artículos previamente analizados, el Estado 
deberá adecuar las estructuras económicas y las relaciones de trabajo para que los 
trabajadores ―padres y madres― puedan trabajar y ejercer plenamente sus derechos de 
cuidado de sus hijos sin ningún tipo de privación. 
 
Además, esto cobra fuerza constitucional ―y además argumentativa―, pues el artículo 
22 establece al trabajo como un deber, pero también un derecho, por lo cual se hace 
necesaria esta labor estatal y de los empresarios: adecuar su mirada en clave de promoción 
de la paternidad y maternidad responsables, y de la búsqueda del interés superior de los 
hijos de sus trabajadores. Asimismo, la igualdad real debe pasar necesariamente por una 
incorporación masiva del hombre al mundo “reproductivo/no productivo” de la crianza y 
del hogar, y el traspase de la mujer al mundo productivo. Ello generará una real equidad 
en “ambos mundos”. Esta concepción del trabajo no solo se corrobora con la mirada 
social ―que, como hemos visto, debe mucho a la doctrina de la Iglesia católica y es 
recogida por el artículo 43º de nuestra Constitución al rescatar el Estado social y 
                                                        
138 Artículo 22.- Protección y fomento del empleo  
El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un medio de realización de la persona.  
139 Artículo 23.- El Estado y el Trabajo  
El trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención prioritaria del Estado, el cual protege especialmente a la 
madre, al menor de edad y al impedido que trabajan.  
El Estado promueve condiciones para el progreso social y económico, en especial mediante políticas de fomento del 
empleo productivo y de educación para el trabajo.  
Ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad 
del trabajador.  
Nadie está obligado a prestar trabajo sin retribución o sin su libre consentimiento.  
140 Artículo 24.- Derechos del trabajador  
El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que procure, para él y su familia, el bienestar 
material y espiritual. 
El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del trabajador tiene prioridad sobre cualquiera otra obligación 
del empleador.  
Las remuneraciones mínimas se regulan por el Estado con participación de las organizaciones representativas de los 




democrático de derecho― sino con el parágrafo siguiente del mismo artículo que 
reconoce al trabajo ya no como una “maldición”, sino como un medio de realización 
personal y bienestar social, accesible, por tanto, a todos. Mención aparte merece el 
artículo 24 de la Carta Magna que establece al trabajador como objeto de atención 
prioritaria del Estado, y protege, al igual que el artículo 4º, a la familia, a la madre y al 
menor de edad. En ese extremo, solo huelga recordar lo que se ha señalado anteriormente 
con respecto a dicho artículo: que si este reconoce que la madre y el niño tienen un trato 
especial, solo a través del respeto irrestricto del derecho a la corresponsabilidad se 
viabiliza, comprueba y materializa una adecuada protección.  
 
Precisamente, ya sea por acción directa o indirecta, esta mirada deberá también considerar 
al padre, pues no hacerlo afectaría a uno o a los dos sujetos detentores de protección 
especial dentro de la relación laboral. El penúltimo parágrafo del artículo 23 ha señalado 
que la relación laboral no puede, de forma alguna, limitar el ejercicio de los derechos 
constitucionales del trabajador. Por lo tanto, queda establecido que, al ser la conciliación 
con corresponsabilidad un derecho constitucional, la relación laboral no podrá limitar y 
menos impedir que este derecho del padre y madre que trabajan sea ejercido; por el 
contrario, esta deberá adecuarse para permitirlo y encauzarlo. 
 
En virtud de la Constitución, el derecho a la libertad de empresa del empleador no podrá 
ser utilizado de forma que coacte o afecte el libre desarrollo de este derecho. Finalmente, 
creemos relevante tener una mirada laxa y abierta del artículo 24, en tanto busca que la 
remuneración procure el bienestar (material y espiritual) de él y de su familia. En ese 
sentido, podríamos decir que, en realidad, la relación laboral, sea cual fuere, debe respetar 
la promoción del bienestar de la familia, objetivo que se consigue mediante el respeto al 
derecho constitucional a la conciliación con corresponsabilidad.  
 
Para concluir, debemos reconocer y reiterar que la conciliación con corresponsabilidad 
dota de contenido al Estado social y democrático, el que, como ya advertimos al analizar 
la conciliación con corresponsabilidad como un derecho internacional, permite, en virtud 
del artículo 55 de la Constitución, la cuarta disposición final y transitoria, y el numerus 
apertus del artículo 3 de nuestra Constitución que hace posible que un derecho, obligación 
o deber internacional sea también constitucionalmente exigible al formar parte del 




Con ello se puede afirmar que, tanto por las obligaciones emanadas de los tratados de los 
que el Perú es parte y que consagran al derecho a la corresponsabilidad como un derecho 
a ser respetado por los Estados como porque de la propia lectura sistemática de la 
Constitución, el derecho a la conciliación con corresponsabilidad es uno de aquellos 
derechos que, a tenor del artículo 3° de la Constitución ―sin estar enunciado 
expresamente―, forman parte y son garantizados por esta, no solo por la propia lectura 
sistemática de la misma sino también por tener una analogía con los expresamente 
reconocidos. Además, indudablemente funda la dignidad humana ―no solamente de uno 
sino de, al menos, tres sujetos vulnerables y, en el largo plazo, de toda la sociedad― e 
incluso guarda relación con los principios del Estado democrático de derecho que se 
encuentran en la base de nuestro ordenamiento constitucional. 
 
Es necesario hacer una mención aparte respecto de que la titularidad de este derecho 
corresponde a ambos padres. Sin embargo, quizás para algunos pueda resultar un poco 
incoherente esta asimilación si desconocen el hecho biológico y objetivamente irrefutable 
de la afectación física de la mujer debido al parto. Sin embargo, la corresponsabilidad 
―sin desconocer este hecho― pretende no buscar la recuperación física de la madre, sino 
el acto de cuidado predicable para ambos padres. Además, precisamente, al yuxtaponerse 
el tiempo de cuidado y de recuperación física, en especial, durante los primeros meses, la 
consagración de los derechos de corresponsabilidad permite amortiguar de alguna forma 
los efectos discriminatorios asociados a la maternidad (Rico-Ruiz, 2012, p. 72). Así, en 
todo caso, en un primer momento, la discriminación comenzará a ser diluida entre ambos 
progenitores, ya que los derechos conciliatorios determinarán la obligada distribución 
entre ambos padres de la crianza y cuidado de sus hijos y, en consecuencia, de los “costos” 
que producen al empresario los permisos destinados a dicha actividad. 
 
Por último, consideramos importante hacer mención a los límites, con cargo a que los 
mismos se vayan perfilando y perfeccionando con la materialización y el ejercicio 
efectivo de este derecho en nuestro contexto particular, sin dejar de mencionar que lo 
característico es su contenido abierto y modelable a fin de cumplir adecuadamente sus 
fines (Rico-Ruiz, 2012, p. 98). Entre los límites que podemos señalar, se encuentra la 
constante preocupación por el abuso del derecho prohibido constitucionalmente por el 
artículo 103° de nuestra Constitución o el fraude. Es decir, debido a la escasa cultura en 
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conciliación y en corresponsabilidad ―y aun más por estar muy distantes de ser una 
sociedad equitativa y solo estar iniciando un proceso de deconstrucción de las estructuras 
de género que ha implicado una reciente incorporación del varón en las llamadas nuevas 
masculinidades―, no podemos negar que puede suceder que los permisos o licencias 
laborales producto de estas, en la realidad, sean utilizados para otros fines ajenos a los 
que dicho derecho tiene, es decir, para fines netamente personales, y desconociendo que 
necesariamente estas licencias y permisos buscan ocuparse e involucrarse activamente en 
las necesidades familiares. Para evitar este uso ilegítimo141 ―y de la mano con la labor 
de la deconstrucción―, se deberá motivar el uso efectivo del derecho a conciliar tanto en 
hombres como en mujeres, y que sea percibido como algo natural, necesario e incluso 
admirable142 (Rico-Ruiz, 2012, pp. 103-104). 
 
Además, sin dejar de presumir la buena fe en la utilización de este derecho (Rico-Ruiz, 
2012, p. 103), se deberá prever mecanismos que obliguen ―o, más bien, fiscalicen― a 
destinar dichas obligaciones a la atención y crianza de los hijos (Rico-Ruiz, 2012, p. 104). 
Esta “relajación” del ordenamiento (Rico-Ruiz, 2012, p. 104) laboral sobre las 
necesidades de utilizar los permisos para sus fines deberá erradicarse. Debe pensarse, por 
ejemplo, en la asignación familiar que se suele dar indiscriminadamente incluso a padres 
o madres que no tienen relación alguna con sus hijos ―incluso con demanda de 
alimentos―. Peor aún, no es infrecuente que dicha asignación se otorgue a todos los 
trabajadores. Por ello, el Estado e incluso el empleador podrán fiscalizar ―siempre dentro 
de los cánones de razonabilidad y proporcionalidad― que no exista fraude ni uso abusivo 
de los permisos de conciliación, no solo por constituir una afectación al aparato 
productivo del propio empresario sino también por incumplir los fines constitucionales 
que el derecho persigue.   
 
                                                        
141 Al respecto, es necesario mencionar que, si bien “el legislador puede conceder un permiso masculino de paternidad, 
pero los padres ―aunque por su utilización se les concedan beneficios― pueden decidir no utilizarlo, y, si lo utilizan, 
se pueden dedicar ―aun a riesgo de sanciones disciplinarias o de la pérdida del subsidio de paternidad― a otras 
actividades. Se ha verificado en países tan emblemáticos en materia de igualdad entre los sexos como Suecia, la 
utilización fraudulenta del permiso de paternidad para ir a pescar el salmón, o el curioso incremento de las solicitudes 
de disfrute durante importantes acontecimientos deportivos televisados ―los Mundiales o las Olimpiadas― (Lousada 
Arochena, 2008, p. 9). 
142 “Problemática asociada básicamente a cuestiones relacionadas con la titularidad del derecho, caracterizado en la 
actualidad como un derecho individual de cada uno de los progenitores, en demanda de fórmulas alternativas como el 
reconocimiento a ambos progenitores de manera conjunta, o, para supuestos de acumulación, la atribución por mitades 
a cada uno de ellos.” (García Quiñones, 2008, pp. 193-194). 
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Por lo antes expuesto, un primer límite a los derechos de conciliación es el cumplimiento 
de los derechos y deberes familiares, y la protección jurídica de los hijos (Rico-Ruiz, 
2012, p. 105) de modo tal que se permita la denegación o interrupción de permisos 
sustentados en la conciliación cuando estos han sido desviados de sus fines (Rico-Ruiz, 
2012, p. 106). Otro límite al derecho de conciliación suele atribuirse al derecho de libertad 
de empresa; sin embargo, consideramos que este, en principio, no puede alegarse como 
un límite valido, pues, conforme hemos señalado, el derecho constitucional a la 
corresponsabilidad es transversal y alcanza su consideración como principio general del 
derecho, ya sea de forma autónoma ―como consideramos nosotros― o por los 
derechos/principios que contiene, como el de igualdad, protección de la familia e interés 
superior del niño. (Rico-Ruiz, 2012, p. 106).  
 
En ese extremo, la libertad de empresa ―concretamente la facultad organizacional de la 
empresa o los costos que de ella se deriven― no podrá ser un límite válido para la 
negación de permisos de conciliación.  
 
Ello deja que solo se permita situaciones de absoluta necesidad en las que, de forma 
concreta y específica, el derecho a la conciliación por el tiempo estrictamente necesario 
debe ceder en aras de salvaguardar el interés general (Rico-Ruiz, 2012, p. 111). No 
obstante, la premisa deberá ser, en principio, que la libertad de empresa no puede, incluso 
por mandato constitucional ―específicamente el artículo 23 de la Constitución― 
restringir, gravar o sancionar el uso adecuado del derecho constitucional a la 
corresponsabilidad (Rico-Ruiz, 2012, p. 112). 
 
Otro posible límite que plantea la doctrina española es la posibilidad de que, dentro del 
seno o el fragor de una negociación colectiva, se pretenda ―vía convenio colectivo― 
limitar, restringir o menguar los derechos de conciliación. Evidentemente, estas cláusulas 
de un posible convenio colectivo deberán considerarse nulas y, por el contrario, la 
negociación colectiva deberá servir de mecanismo para mejorar, facilitar y posibilitar el 





Para terminar ―uniendo lo expuesto hasta este momento sobre el derecho constitucional 
a la corresponsabilidad con la parte doctrinal e internacional del capítulo 2― podemos 
señalar, de forma sucinta, que aquello que caracteriza a este derecho es lo siguiente: 
 
a) El derecho a la conciliación llevó a discriminar, particularmente, en el plano 
profesional y laboral, a la familia, pero también, al otorgarse de forma exclusiva 
a la madre, excluía al padre de contar con dicho derecho; ello afectaba, en última 
instancia, al interés superior del niño. 
b) El derecho a la conciliación con corresponsabilidad ―sin desconocer el hecho 
irrefutable de la afectación biológica que genera el parto y su consecuente 
necesidad de otorgar un permiso a la madre para su recuperación― busca 
equiparar ambos permisos (incluida la parte de recuperación estrictamente 
biológica, pues la misma se yuxtapone con los permisos para el cuidado del 
menor). En consecuencia, con dicha equiparación, se aligeran las 
discriminaciones generadas hacia la mujer, inclusive por el uso objetivo y 
razonable de un permiso.  
c) La principal preocupación sobre la utilización de este derecho se encuentra en el 
posible abuso de derecho o fraude, por lo cual es necesario recordar que el límite 
al derecho deberá ser precisamente que el mismo sea utilizado para los fines 
constitucionales que busca preservar y promover, es decir, el involucramiento 
efectivo de ambos padres de forma corresponsable en la crianza y atención de sus 
hijos. Ello generará, en consecuencia, un impacto directo en la protección 
familiar, la igualdad real, y desterrará toda clase de discriminación y beneficiará 
a los menores y tomará en consideración sus intereses. Ante este peligro, se deberá 
presumir la buena fe, sin negar la posible fiscalización y consecuente sanción 
(verbigracia, la denegación, suspensión o retiro de la licencia) de comprobarse el 
uso fraudulento. No obstante, siempre se buscará que el progenitor renuente a la 
corresponsabilidad enmiende su error. La denegación debe ser la última instancia.  
d) El derecho a la conciliación con corresponsabilidad no solo se configura como un 
derecho internacional y constitucional, sino que se eleva a la categoría de 
principio jurídico por los valores, bienes y derechos que lo informan. Incluso si 
no se admitiera que se trata de un principio, sería innegable que, dentro de este, 
coexisten derechos que sí son principios y con los que tiene relación, tales como 
el de protección de la familia, igualdad e interés superior del niño. 
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e) Si bien la corresponsabilidad familiar, en sentido estricto, se desenvuelve en la 
esfera familiar y, por tanto, se podría afirmar que se trata de un derecho de todas 
las familias, presentado como lo hemos hecho ―es decir, conciliación de la vida 
laboral y familiar con corresponsabilidad―, es un derecho subjetivo que se hace 
efectivo dentro de una relación laboral, y constituye un derecho laboral específico.  
f) En tanto un derecho y un deber de ambos padres, la titularidad de los permisos y 
licencias que derivan del ejercicio del derecho de conciliación con 
corresponsabilidad es de ambos padres; es decir, el padre también es titular en pie 
de igualdad de los mismos derechos que a la madre se le otorgan para que pueda 
ejercer sus obligaciones familiares.  
g) Este derecho debe ser de ambos padres en pleno respeto de la normativa 
internacional y constitucional sobre los derechos del niño, y en atención a su 
especial interés.  
h) El derecho a la conciliación familiar y laboral también es un derecho exigible de 
parte de los niños.  
i) Este derecho es indisponible por sus titulares, y ambos tienen que hacer efectivo 
el mismo.  
j) En principio, al enfrentarse a un principio constitucional, la libertad de empresa, 
incluso por mandato expreso del artículo 23 de nuestra Constitución, no podrá 
menoscabar o afectar el disfrute efectivo del derecho de conciliación con 
corresponsabilidad.  
k) De igual modo, el derecho a la libertad sindical mediante la negociación colectiva 
no podrá disponer de estos derechos de conciliación para conseguir una situación 
in pieus, sino que se deberá ver a la negociación colectiva como un mecanismo 
propositivo que permite elevar y mejorar la efectividad de estos derechos.  
l) De la lectura de la Constitución de 1993, se puede extraer que el derecho a la 
conciliación con corresponsabilidad es de naturaleza constitucional, ya sea por 
una lectura sistemática de la propia carta magna (artículos 1, 2.1, 2.2, 2.15, 2.22, 
4, 6, 7, 13, 22, 23, 24 y 43), que nos permite concluir que es un derecho que la 
propia carta consagra. De ese modo, es incorporado en virtud del artículo 3 por 
ser un derecho de naturaleza análoga a los desarrollados en el capítulo uno de la 
Constitución, por fundarse en la dignidad de la persona humana y en los principios 
del Estado social y democrático de derecho consagrado en el artículo 43 de la 
Constitución, o en virtud de ser un derecho internacional y, por tanto, en virtud 
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del artículo 55, la cuarta disposición y transitoria, el artículo 3, y de la 
interpretación efectuada por el Tribunal Constitucional, forma parte del llamado 
“bloque de constitucionalidad”.  
m) Recientemente, el Tribunal Constitucional peruano, de forma todavía incompleta 
y aún sin comprender adecuadamente los efectos de las licencias exclusivas para 
las mujeres, ha emitido hasta cuatro sentencias en las que se aproxima al tema. 
Estas son la sentencia recaída en el expediente N.º 01272-2017-PA/TC-Madre de 
Dios, la sentencia 424/2020 de Moquegua, la sentencia 426/2020 de Puno y la 
sentencia recaída en el expediente N.° 03639-2017-PA/TC-Lambayeque. En la 
primera de estas, la más extensa y que goza de unanimidad, el TC reconoció que, 
a propósito de la licencia por lactancia, las licencias por maternidad y lactancia 
—entendiéndolas como la materialización del derecho a la conciliación—, si bien 
no se encuentran enumeradas explícitamente en la Constitución, tienen un 
contenido constitucional explícito por los bienes protegidos y derechos a los que 
coadyuvan, a decir, el libre desarrollo de la personalidad (artículo 2.1), derecho a 
trabajar libremente (artículo 2.15), derecho al disfrute del tiempo libre y del 
descanso (artículo 2.22), derecho a la especial protección a la familia, la madre y 
el niño —incluido el interés superior del niño— (artículo 4), el deber y derecho 
de los padres a educar, alimentar y dar seguridad a sus hijos (artículo 6), el derecho 
a la salud y al medio familiar (artículo 7), y el deber y derecho a brindar protección 
prioritaria en el trabajo, y, en especial, a la madre trabajadora (artículo 23).  
 
3.2. Las “normas de cuidado”: una difícil disyuntiva entre lo biológicamente 
razonable y lo culturalmente arbitrario. Separando lo biológico de lo social 
 
Al evaluar las normas laborales sobre cuidados familiares, debemos admitir —como lo 
sostendría el filósofo Jacques Derrida143— que esto será sin duda como si analizáramos 
las leyes, como si dejáramos de lado los prejuicios que damos por sentado como normales, 
hasta biológicos y, de esa forma, evaluar lo más objetivamente posible las leyes laborales 
que regulan los permisos por cuidados familiares, con la finalidad de determinar si nos 
                                                        




encontramos inmersos en una violación al principio de igualdad y, por ende, ante un 
supuesto de discriminación. Es importante recordar que  
 
la conciliación no será posible si, al igual que en otras cuestiones, se tolera 
socialmente el mayoritario protagonismo femenino de las medidas conciliadoras. 
Esta tolerancia nace como resultado de aceptar una división sexual del trabajo 
donde se asume como algo natural que las mujeres trabajen en el ámbito 
doméstico-familiar para facilitar la disponibilidad laboral del cabeza de familia144 
(mayoritariamente masculino). (Torns Martín, 2011, p. 8) 
 
Desde fines de la década pasada, “se reclama la necesidad de que los permisos laborales 
previstos sean imprescindibles no solo para que las mujeres puedan ser madres sino para 
que los hombres puedan convertirse en padres” (Torns Martín, 2011, p. 9). A 
continuación, se analizarán, de forma panorámica, las leyes más relevantes para nuestro 
objeto de estudio, lo que nos demostrará la falta del enfoque que hemos aportado y que 
creemos que es medular que tengan para una regulación futura.  
 
3.2.1. Ley de licencia por maternidad (Ley N.º 26644) y la relación con la Ley de 
utilidades justas (Ley N.º 30792) 
 
Antes de analizar la ley que otorga licencia por maternidad, consideramos importante 
recordar lo que ya hemos señalado en los capítulos anteriores y que, a nivel supranacional, 
también ha sido acogido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en sentencias 
que resolvieron, por ejemplo, el caso Petrovic vs. Austria (1998) o el caso Konstantin 
Markin vs. Russia Judgment (2012).  
 
En ellas, se dejó expresa la diferencia que existe entre el permiso por maternidad y el 
permiso por parentalidad. Así, el primero es aquel que busca la recuperación biológica 
luego del parto y permite a la madre darle de lactar a su hijo, si así lo considera. El 
                                                        
144 Como bien señala uno de los testimonios obtenidos por Hobson (2002) sobre esta cuestión, el rol del hombre como 
cuidador y mentor es, en gran parte, discutible y se encuentra en el núcleo mismo de muchas cuestiones políticas y 
sociales en torno a las familias. El rol masculino ha sido bastante marginalizado. Esa es la verdadera cuestión (“The 
male role as nurturer and mentor is largely debatable. (…) It’s at the very core of a lot of social and policy issues around 
families… the role of men has been largely marginalized… (…) That’s the crux of everything.”) (pp. 228-229, la 
traducción y paráfrasis son nuestras). 
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segundo, en cambio, es aquel en el cual tanto padre como madre se encuentran en una 
posición similar, y tiene como como intención permitir al beneficiario del permiso laboral 
el poder quedarse en casa para dedicarse al cuidado y crianza de sus hijos (Petrovic, FJ 
36; Konstantin Markin, FJ 132).  
 
De este modo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, desde el caso Petrovic, −que 
data de hace más de 20 años−, reconoció que, si bien al inicio existía la visión restringida 
de que el sistema de licencias tenía como finalidad principalmente proteger a la madre y 
permitirle a esta ocuparse del cuidado del niño (licencia por maternidad), gradualmente 
como sociedad hemos comenzado a interiorizar la importancia y transitar hacia una 
distribución más equitativa entre hombres y mujeres con respecto a la crianza de los hijos, 
por ejemplo, con la inclusión de licencias por parentalidad (Petrovic, FJ 40). Por ello, si 
bien en dicha sentencia no se analizó ni concluyó una posible afectación en virtud del 
sexo, a partir de ella se inició una corriente para otorgarle mayor importancia a la 
consecución de este objetivo, lo que generó un avance importante en torno a la 
corresponsabilidad entre hombres y mujeres (Konstantin Markin, FFJJ 139 y 140). Así, 
ya en Konstantin Markin, y debido a los avances sociales, la Corte sentenció que un 
permiso parental exclusivo para las madres145 no era justificado y constituía una 
discriminación por razón de sexo (FJ 151).  
 
Habiendo dicho esto, consideramos que, pese a que nuestra norma recientemente 
modificada en consonancia con el Convenio N.º 183 de la OIT otorga 14 semanas de 
licencia –de las cuales 6, como mínimo, deberán darse luego del parto–, aquella debe ser 
leída conjuntamente con el Convenio N.º 156, en especial, el artículo 7°, que establece la 
obligación de adoptar medidas para que los trabajadores (hombres y mujeres) puedan 
permanecer, integrarse y reintegrarse al mercado de trabajo. Estos últimos nos hacen 
pensar más en los derechos o permisos de presencia que deberán adoptarse para atender 
las responsabilidades familiares.  
 
Así, el tiempo de recuperación física de la madre luego del parto, en doctrina y 
jurisprudencia, se conoce como permiso por maternidad y se yuxtapone con el tiempo 
que tiene como finalidad el cuidado del niño recién nacido. De esta manera, consideramos 
                                                        
145 Se debe aclarar que, en este caso, se trataba de un permiso por ocasión de paternidad que se otorgaba a las mujeres 
militares, pero no a los de sexo masculino.  
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que, en las semanas posteriores al parto, si bien existe un período otorgado para la 
recuperación, este no es exclusivo para dicho fin, sino que es compartido con la finalidad 
de los permisos parentales. Por este motivo, debería otorgarse el permiso por 
parentalidad a ambos padres sin distinción, pues ambos pueden y deben ―sin importar 
su sexo― ocuparse de la crianza de sus hijos. Además, conforme ha desarrollado la 
jurisprudencia europea en derechos humanos, esta visión es solo el inicio de una sociedad 
más equitativa y democrática que dará inicio al nuevo pacto social y sexual que se 
requiere.  
 
Sostenemos que el permiso prenatal podrá ser otorgado en exclusiva a la madre en aras 
de protegerlos tanto a ella como al feto de los peligros que puede significar el quehacer 
diario en el trabajo, y le permitirá ausentarse de este sin que ello signifique la ruptura del 
vínculo laboral. Es posible, asimismo, que se dé un tiempo razonable, anterior al parto, al 
padre para que atienda a la madre, se prepare emocionalmente, realice las coordinaciones 
y trámites administrativos necesarios, y, finalmente, pueda estar presente durante el 
nacimiento de su hijo.   
 
Luego de lo anteriormente expuesto, corresponde recordar de forma breve el tratamiento 
legislativo que ha tenido este permiso. Casi a la par de la adopción en Washington del 
Convenio N.º 4 de la OIT de fecha 28 de noviembre de 1919, nuestro ordenamiento 
jurídico se adelantó y el 19 de noviembre de 1919 fue aprobada por el Congreso de la 
República la Ley N.º 2851, que posteriormente fue aprobada por el presidente José Pardo 
el 23 de noviembre de 1919. Esta ley, como su propio nombre lo dice, buscó, por vez 
primera, regular el trabajo de dos grandes sectores protegidos: el de los niños y mujeres 
que trabajan por cuenta ajena en nuestro país.  
 
La norma, como veremos, fue sumamente restrictiva y sobreprotectora. Además, en la 
realidad, equiparaba a la mujer a un menor de edad que necesita ser cuidado, protegido y 
a quien se le debía guiar desde el Estado. Esta norma tuvo una vigencia de más de 70 
años146. A continuación, presentaremos algunas de sus regulaciones. 
 
                                                        
146 La norma fue recién derogada por la Tercera Disposición Complementaria, Transitoria, Derogatoria y Final de la 
Ley N.º 26513, publicada el 28 de junio de 1995. Asimismo, mediante el artículo 1 de la Ley N.º 28477, publicada el 
18 de diciembre de 2009, se reiteró que dicha norma ya no forma parte del ordenamiento jurídico vigente.  
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En su artículo 14°147, se otorgó protección a la madre gestante ―y a las madres en 
general― al prohibir el trabajo de estas durante los veinte días anteriores y cuarenta 
posteriores al alumbramiento, y, en concordancia con los artículos 15°, 16° y 18°, se 
explicitó que, durante este período de descanso, el empresario debía pagar el 60 % del 
salario148. Sin embargo, esta obligación se podía sustituir con un seguro individual o 
colectivo149. Asimismo, se sancionó el despido de la mujer dentro de los tres meses 
anteriores o posteriores al alumbramiento con el pago de los salarios de noventa días, 
además de las posibles indemnizaciones fijadas en el propio contrato150. Adicionalmente, 
se dispuso la obligación de los empresarios de contar con una sala especialmente 
acondicionada ―la denominada sala cuna― para recibir y atender a los hijos de las 
obreras durante el primer año de edad151. El reglamento, posteriormente, detalló que esta 
obligación se extendía a todas las empresas que contaran con más de 25 empleadas u 
obreras mayores de 18 años de edad152. 
 
Empero, esta norma fue derogada el 28 de julio de 1995, con la promulgación de la Ley 
N.º 26513, que modificó la Ley de Fomento del Empleo, que, mediante la Tercera 
Disposición Complementaria, Transitoria, Derogatoria y Final, derogó la mencionada ley. 
Con esta medida, se expulsaron del ordenamiento jurídico algunos derechos y 
obligaciones fundamentales, como las salas cuna, el permiso por lactancia, el descanso 
pre y postnatal, la sanción por el despido nulo, etc.  
 
Lo esperable con la derogación de la Ley N.º 2851 hubiera sido, evidentemente, la mejora 
de los derechos que en ella se consagraban; no obstante, ello no fue así. Por el contrario, 
                                                        
147 Artículo 14º.- No se permitirá el trabajo de las mujeres durante los veinte días anteriores y los cuarenta posteriores 
al alumbramiento. El médico titular o cualquier otro que desempeñe funciones públicas, sin gravamen para la mujer, 
determinará la fecha en que debe comenzar el descanso.  
148 Artículo 15º.- Durante los sesenta días de descanso, estará obligado el empresario a abonar a la mujer el sesenta por 
ciento del salario. 
149 Artículo 16º.- El empresario podrá sustituir la obligación del artículo anterior con un seguro individual o colectivo 
de sus obreras o empleadas al cual seguro son aplicables todas las disposiciones del título V de la Ley Nº 1378 sobre 
reparación de accidentes de trabajo. 
150 Artículo 18º.- La mujer despedida por el empresario dentro de los tres meses anteriores o posteriores al 
alumbramiento, tiene derecho a los salarios de noventa días, sin perjuicio de las indemnizaciones previstas en el 
contrato de trabajo. 
151 Artículo 20º.- En todo lugar de trabajo que se ocupe el artículo 1º, y en donde trabajan mujeres mayores de diez y 
ocho años, deberá disponer de una sala especialmente acondicionada, en su propio local o en otro próximo, para recibir 
y atender, en las horas de trabajo, a los hijos de las obreras, durante el primer año de su edad. Los propietarios o 
empresarios podrán asociarse para disponer de un local común. 
152 El artículo 26 de la ley señaló: “Tienen la obligación de implantar las salas-cunas a que se refiere el artículo 20º de 
la ley 2851, los establecimientos que tengan más de 25 empleadas u obreras mayores de 18 años.” 
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la Ley de Fomento del Empleo no contenía ni regulaba uno solo de los derechos antes 
esbozados, por lo que se configuró como una evidente regresividad de derechos.  
 
De acuerdo con Neves Mujica (1999), con esta medida se pasó al otro extremo: eliminar 
no solo las normas que resultaban discriminatorias (prohibiciones y ventajas fundadas en 
el sexo), sino también las que se encontraban plenamente justificadas, como las salas 
cuna, los descansos por maternidad, la lactancia, etc. (p. 122). En la realidad, esto 
significó el total desamparo de las mujeres y, en especial, de las madres y padres del 
sector privado. Ya no existía licencia por maternidad, ni salas cuna, ni indemnización 
aumentada por despido arbitrario ni permiso por lactancia. Esta indefensión generó, por 
un lado, un gran malestar en la población afectada y la protesta de las organizaciones 
feministas (Neves Mujica, 1999, p. 122), y, por otro lado, por parte del legislativo, un 
gran número de iniciativas que buscaban restablecer algunos de los derechos eliminados.  
 
De este modo, no fue sino hasta cerca de un año después, el 27 de junio de 1996, que, 
mediante la Ley N.º 26644 —en un debate sin precedentes—, se restableció única y 
exclusivamente el derecho al descanso pre y postnatal. La licencia por maternidad 
(prenatal y postnatal), desarrollada en esta ley, constituye un mecanismo para asegurar la 
viabilidad del embarazo, así como la salud de la madre y del menor por nacer. Con 
posterioridad al nacimiento, está destinada a favorecer la lactancia, afianzar el vínculo 
materno-filial y permitir el desarrollo de un puerperio normal153 (STC recaída en el 
expediente N.° 04154-2016-PA/TC, FJ 10).  
 
El primer derecho que fue recuperado, luego de su eliminación en 1995, fue el derecho a 
la licencia por maternidad, pese a que la ratio legis de los proyectos de ley en su mayoría 
era mucho más ambiciosa. De hecho, en ese periodo de total desprotección, se llegaron a 
presentar 11 proyectos de ley154, de los cuales ―a fin de demostrar la importancia del 
                                                        
153 Es importante mencionar que el padre también puede contribuir en estos tres aspectos mencionados: en la lactancia, 
alimentando al bebé con fórmula o leche materna extraída previamente por la madre; en el afianzamiento del vínculo 
entre él y su hijo, que suele ser pasado por alto para que el padre solo ejerza su rol de proveedor familiar; e incluso en 
el desarrollo de un puerperio normal asistiendo a la madre, quien, luego de dar a luz, ya sea de forma natural o por 
cesárea, precisa de ciertos cuidados especiales, como el uso de una venda o faja para cubrir la herida de la cirugía, o la 
administración de ciertos medicamentos prescritos por el médico para aliviar el dolor.  
154 Se trata de los proyectos de ley N.° (1) 20/95-CR de los congresistas Antero Flores-Aráoz E., Lourdes Flores Nano 
y Xavier Barrón Cebreros presentado el 1 de agosto de 1995; (2) 066/95-CR de la congresista Martha Chávez Cossío 
presentado el 11 de agosto de 1995; (3) 067/95-CR de los congresistas Antero Flores-Aráoz E., Lourdes Flores Nano 
y Xavier Barrón Cebreros presentado el 11 de agosto de 1995; (4) 108/95-CR de los congresistas Rolando Breña 
Pantoja, Javier Diez Canseco Cisneros y Ernesto Gamarra presentado el 15 de agosto de 1995; (5) 154/95-CR del 
congresista Xavier Barrón Cebreros presentado el 21 de agosto de 1995; (6) 217/95-CR de los congresistas Lourdes 
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tema en esos momentos― uno fue por iniciativa y suscrito por 11155 de los 12156 
integrantes de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social157.  
 
Los proyectos de ley en conjunto buscaban restablecer varios derechos e incluso crear 
nuevos, por ejemplo, la sala cuna, el descanso por maternidad, el descanso por paternidad, 
la utilización del período vacacional inmediatamente posterior, el permiso por lactancia, 
etc. Pese a ello y por paradójico que parezca, solo dos proyectos de ley se enfocaron 
únicamente en el derecho al descanso pre y postnatal. Se trata del Proyecto de Ley 020/95-
TR, que, consciente de la desprotección de las mujeres gestantes158, propuso como único 
artículo que se interprete que la derogación de la Ley N.° 2851 no dejaba sin efecto el 
descanso pre y postnatal159; y el proyecto de Ley 066/95-CR  —que es la fórmula 
legislativa más cercana a la que al final se aprobó— reguló con mayor precisión la forma 
y procedimiento en que se debía llevar a cabo esta160. Asimismo, introdujo, al igual que 
                                                        
Flores Nano, Antero Flores-Aráoz E. y Xavier Barrón Cebreros presentado el 28 de agosto de 1995; (7) 280/95-CR de 
los congresistas Aldo Estrada Choque y Daniel Estrada Pérez presentado el 11 de septiembre de 1995; (8) 292/95-CR 
de la congresista Anel Townsend Diez-Canseco presentado el 13 de septiembre de 1995; (9) 310/95-CR del congresista 
Ricardo Marcenaro Frers presentado el 18 de septiembre de 1995; y, (10) 402/95-CR del congresista Ángel Javier 
Velásquez Quesquén presentado el 5 de octubre de 1995 y (11) 820/95-CR de 11 de los 12 congresistas integrantes de 
la Comisión de Trabajo y Seguridad Social presentado el 7 de diciembre de 1995.  
155 Los autores de la iniciativa fueron Oswaldo Sandoval Aguirre  Cambio 90 - Nueva Mayoría (NM-C90); María 
Lozada De Gamboa Cambio 90 - Nueva Mayoría (NM-C90); Víctor Fernández Bustinza Cambio 90 - Nueva Mayoría 
(NM-C90); Roger Amuruz Gallegos Cambio 90 - Nueva Mayoría (NM-C90); Luis Delgado Aparicio Cambio 90 - 
Nueva Mayoría (NM-C90); Eusebio Vicuña Vásquez Cambio 90 - Nueva Mayoría (NM-C90); Helbert Samalvides 
Dongo Cambio 90 - Nueva Mayoría (NM-C90); Alfonso Grados Bertorini Unión Por el Perú (UPP); Aldo Estrada 
Choque Unión Por el Perú (UPP); Ángel Velásquez Quesquén Partido Aprista Peruano (APRA).; Luis Alberto Chu 
Rubio. FREDEMO (AP); Xavier Barrón Cebreros FREDEMO (PPC) 
156 El único integrante de la Comisión cuyo nombre figura, pero no llegó a firmar fue el congresista Xavier Barrón 
Cebreros del PPC.  
157 Se trata del Proyecto de Ley N.º 820/95-CR presentado el 7 de diciembre de 1995.  
158 El segundo párrafo de la Tercera Disposición Complementaria, Transitoria, Derogatoria y Final de la Ley N.º 26513, 
dispone la derogación entre otras de la Ley N.º 2851, lo que en términos reales significa dejar sin efecto el derecho al 
goce del denominado descanso pre y postnatal, pese a seguir vigente el Art. 28º del D.L. N.º 22482 que determinó que 
el subsidio por maternidad se otorgue durante los 45 días previos y posteriores al alumbramiento. (….) Se hace 
necesario precisar que la derogatoria de la Ley N.º 281 no significa abolir el descanso pre y postnatal ni el respectivo 
subsidio. 
159 Artículo Único: Precísese e interprétese que la derogatoria de la Ley N.º 2851 dispuesta en la Ley N.º 26513 no deja 
sin efecto el descanso pre y postnatal de 45 días cada uno, y del respectivo subsidio, a que tiene derecho la madre 
trabajadora en virtud del artículo 28º del Decreto Ley N.º 22482. 
160 Artículo 1º.- El descanso prenatal a que se refieren el artículo 28º del Decreto Ley N.º 22482 y el inciso c) del 
artículo 48º del Decreto Legislativo N.º 728, podrá ser diferido, parcial o totalmente, y acumulado con el postnatal, a 
solicitud de la trabajadora gestante. Tal solicitud deberá ser notificada al empleador con una antelación no menor de 
dos meses a la fecha probable del parto. 
Artículo 2º.- La solicitud a que se refiere el artículo precedente deberá estar acompañada del informe médico que 
certifique que la postergación del descanso pre natal no afectará en modo alguno a la trabajadora gestado o al concebido.  
 La postergación del descanso pre natal no autoriza a la trabajadora gestante a variar o abstenerse del cumplimiento de 
sus labores habituales, salvo que medie acuerdo al respecto con el empleador.  
Artículo 3º.-  En los casos en que se produzca adelanto del alumbramiento respecto de la fecha probable del parto fijada 
para establecer el inicio del descanso prenatal, los días de adelanto se acumularán al descanso postnatal.  
Artículo 4º.- La trabajadora gestante tiene derecho a solicitar que, en el periodo de descanso vacacional, por récord ya 
cumplido y aún pendiente de goce, se inicie a partir del día siguiente de vencido el descanso postnatal a que se refieren 
los artículos precedentes. 




todas las demás propuestas161, el derecho de la madre a hacer uso de su permiso 
vacacional inmediatamente al término de su permiso por maternidad162. 
  
Creemos importante señalar que, pese a que la norma al final solo reguló el derecho al 
descanso pre y postnatal, los proyectos de ley también tuvieron la intención de regular163 
—con diversos enfoques, formas y duración— distintos derechos. Nueve de ellos 
buscaron reimplementar el permiso por lactancia164. En algunos casos, la formulación era 
abierta, como la actual Ley N.° 27409, es decir, otorgar una hora de permiso al inicio o 
fin de la jornada165. Otras, sin embargo, sí tenían como finalidad concreta otorgar un 
permiso para amamantar al menor166.  
 
El proyecto de Ley N.º 850/95 —que fue aprobado mediante el primer dictamen de la 
Comisión de Trabajo y Seguridad Social—reguló ambos supuestos señalando que, en los 
centros de trabajo que cuenten con servicio de cuidado infantil, la lactancia se daría dentro 
                                                        
Artículo 6º.- Modifíquense o deróguense, según el caso, todas las normas que se opongan a la presente ley.  
161 Salvo evidentemente el Proyecto de Ley N.º 020-95-TR que como hemos señalado solo tuvo un artículo único.  
162 Así pues, el artículo 4º del Proyecto de Ley 066/95-CR señaló “Artículo 4º.- La trabajadora gestante tiene derecho 
a solicitar que, en el periodo de descanso vacacional, por récord ya cumplido y aún pendiente de goce, se inicie a partir 
del día siguiente de vencido el descanso postnatal a que se refieren los artículos precedentes.” 
163 De hecho, en el considerando 5° del Proyecto de Ley N.° 06795-CR, los propios legisladores admitieron “que, si 
bien el término lactancia tiene como primera acepción la de ‘acción de amamantar’, que haría suponer que la ley lo 
que debe proteger es a aquellas madres que fisiológicamente cumplen con dar de lactar a sus hijos, no es menos cierto 
que el término amamantar tiene como sinónimos ‘criar, nutrir, alimentar’, por lo que debe legislarse la protección de 
este derecho en su forma más amplia, ya que responde al sentido de protección de la ley desea dar tanto a la madre 
como especialmente al menor que en su primera edad requiere de una atención prioritaria”. Es decir, comprendieron 
que, en realidad, la finalidad de la norma no era fomentar el amamantamiento en sí, sino, más bien, proteger a la 
madre y, en especial, al menor y su derecho a ser criado, nutrido y alimentado. Si esa era la finalidad, entonces, ¿por 
qué no se consideró también al padre? La respuesta radica en la falta de perspectiva de género. 
164Se trata de los siguientes artículos de los Proyectos de Ley (1) 4º del 067/95-CR; (2) 8º del 108/95-CR; (3) 7º del 
154/95-CR (4) 10º del 217/95-CR; (5) 2º del 280/95-CR; (6) 5º del 292/95-CR; (7) 13º y 14 del 310/95-CR; (8) 9º del 
402/95-CR y (9) 21, 22 y 23 del 23820/95-CR. Así, por ejemplo, el artículo 4º de la Proyecto de Ley 067/95-CR 
estableció: “Artículo 4º.- Las madres trabajadoras, al término del descanso post natal, tiene derecho a una hora del 
permiso pagado, al inicio o conclusión de la jornada, hasta que su menor hijo cumpla un año de edad”. Por su parte, el 
artículo 8º del Proyecto de “Artículo 8º.- Con posterioridad al parto, la trabajadora gozará de dos periodos de descanso 
al día para dar de lactar a su hijo(s) recién nacidos(s); cada uno de no menos de media hora, sin perjuicio del tiempo 
necesario para trasladarse al local destinado a este fin, y por un lapso no mayor a un año desde la fecha en que hubiera 
dado a luz. Las interrupciones del trabajo, a efectos de la lactancia, deberán computarse como horas de trabajo y 
remunerarse como tales.” 
165 Así, por ejemplo, el artículo 10º del Proyecto de Ley N.º 217/95-CR señala: “Art. 10. - Las madres trabajadoras, al 
término del descaso post natal, tienen derecho a una hora de permiso pagado, al inicio o conclusión de la jornada, hasta 
que su hijo cumpla un año de edad.” o el artículo 2º del Proyecto de Ley N.º 280/95-CR que señala “Art. 2º.- Concluido 
que sea el periodo post natal, la madre trabajadora tiene derecho a una hora de permiso remunerada al inicio o 
conclusión de la jornada hasta que el niño cumpla los nuevos meses de edad”.  
166 En esa línea, se tiene el artículo 5º del Proyecto de Ley N.º 292/95-CR que expresamente alude al hecho de dar de 
amantar dentro de la jornada de trabajo como se puede apreciar de la redacción del mismo que se presenta a 
continuación: Artículo 5º.- La trabajadora madre dispondrá de un permiso remunerado de una hora diaria dentro de su 
jornada laboral para amamantar a su hijo durante su primer año de vida. De igual forma, el artículo 14º del Proyecto de 
Ley N.º 310/95-CR al señalar “Artículo 14° En los casos en que un centro de cuidado infantil público, privado o mixto 
o el domicilio de la trabajadora se encuentren cerca del centro de trabajo, la mencionada trabajadora goza del derecho 
de lactar a su hijo en los mismos períodos y condiciones a que alude el artículo anterior, este derecho es excluyente del 
regulado en el artículo procedente”.  
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de la jornada laboral diaria167 y, en aquellos establecimientos donde no se cuente con 
dichos cuidados, este permiso se trasformaría en la reducción de una hora diaria de la 
jornada168.  
 
De igual modo, de los proyectos de ley, podemos apreciar que dos de ellos169 —haciendo 
caso omiso de lo mencionado anteriormente— trataron de regular el horario de trabajo de 
las mujeres170 y levantar prohibiciones —aunque con excepciones— para el trabajo 
nocturno171. En el caso del Proyecto de Ley N.º 108/95-CR, se añadió la prohibición del 
trabajo en minas subterráneas y canteras, en la fabricación de materiales, y, en general, 
en todas aquellas labores que manifiestamente resulten peligrosas para su salud física y 
mental172.  
 
Por otra parte, así como la eliminada Ley N.º 2851, algunos proyectos intentaron 
restablecer las salas cuna173. Lo novedoso fue que algunos fueron más visionarios y se 
arriesgaron a proponer una licencia por paternidad que abarcaba desde tres días174, una 
                                                        
167 Artículo 21º.- En el caso de que el centro de trabajo cuente con un servicio de cuidado infantil propio próximo a él 
para brindar servicios a los hijos de sus trabajadoras, la madre trabajadora tiene derecho a dos permisos de 30 
minutos cada uno, dentro de su jornada laboral diaria, para dar de lactar a su hijo hasta un año de edad, incluido el 
tiempo de traslado al centro de cuidado infantil. El centro de cuidado infantil debe estar ubicado en un lugar que 
razonablemente permita a la madre trabajadora hacer uso de este derecho. 
168 Artículo 22º.- En caso de que el centro de trabajo no cuente con un servicio de cuidado infantil propio o próximo a 
él, la madre trabajadora tiene derecho a la reducción de su jornada de trabajo en una hora diaria hasta que su hijo cumpla 
un año de edad, la cual podrá hacerse efectiva a la hora de ingreso o salida del centro de trabajo, a elección de la 
trabajadora.  
169 Se trata de los Proyectos de Ley N.º 108/95-CR y N.º 154/95-CR. 
170 Por ejemplo, el artículo 3º del Proyecto de Ley N.º 154/95-CR señaló: “Artículo 3ro.- La jornada de trabajo de la 
mujer no excederá de ocho horas diarias y de cuarenta y ocho horas semanales (…).” 
171 De igual modo, el artículo 3º del Proyecto de Ley N.º 154/95-CR en su segundo párrafo señalo: “Se prohíbe el 
trabajo en horario nocturno de las mujeres, entre las 11:00 p.m. y las 4:00 a.m. El Reglamento establecerá las 
excepciones” 
172 Así, en su artículo 4º señaló “Art 4º.- Se prohíbe el trabajo de las mujeres en mina, subterráneos y canteras, en la 
fabricación de materiales inflamables y, en general, en todas aquellas labores que manifiestamente resulten peligrosas 
para su salud física y mental. La prohibición del trabajo de las mujeres en las empresas delicadas a la extracción de 
sustancias situadas bajo la superficie de la tierra no regirá en los siguientes casos: 
a) si se trata de mujeres que ocupan un cargo de dirección y no realicen trabajo manual; 
b) si se trata de mujeres empleados en servicios de sanidad y en servicios sociales,  
c) si se trata de mujeres que, durante sus estudios, realicen prácticas en la parte subterránea de una mina, a los 
efectos de su formación profesional; 
d) si se trata de mujeres que ocasionalmente deban bajar a la parte subterránea de una mina, en el ejercicio de 
una profesión que no sea de carácter manual.” 
173 Se trata de los siguientes artículos de los Proyectos de Ley: (1) 7 del 108/95-CR; (2) 6 del 154/95-CR; (3) 3 del 
280/95-CR y (4) 10 del 402/95-CR. A manera de ejemplo, el artículo 6 del Proyecto de Ley N.º 154/95-CR señala 
“Artículo 6to.- En los centros de trabajo en los que presten servicios 30 o más mujeres, se deberá disponer de un 
ambiente especialmente acondicionado destinado a funcionar como Sala – Cuna y a recibir y atender en horas de trabajo 
a los hijos de las trabajadoras durante su primer año de edad. En caso de que exista indisponibilidad material para 
disponer o acondicionar un local con este objeto, el empleador abonará una suma equivalente a una Remuneración 
Mínima Vital (RMV) a las trabajadoras que hubiere durante el primer año posterior al parto.” 
174 Se trata del artículo 8º del Proyecto de Ley 292/95- TR que señaló “Artículo 8º.- El trabajador tiene derecho a tres 
días de licencia remunerada por paternidad. Esta se computa a partir del día siguiente del nacimiento de su hija o hijo. 
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semana175 e incluso hasta quince días176; la nulidad de despido por maternidad177 —e 
incluso en el caso del Proyecto de Ley N.º 280/95-CR, adelantándose a su tiempo, la 
nulidad de despido en la etapa de lactancia178—; la regulación del caso de los 
adoptantes179; el mandato de igualdad de trato entre hombres180 y mujeres. E incluso, el 
Proyecto de Ley 310/95-CR, con una mirada similar a la que propugnamos y 
comprendiendo que el tema en cuestión involucra a toda la sociedad, en su artículo 17º, 
señaló que el Ministerio de Educación “asimismo adoptará las medidas necesarias a fin 
de modificar los patrones socioculturales de conducta de los hombres y mujeres, con 
miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de 
cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres”. 
 
Posteriormente, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social emitió un dictamen por 
unanimidad en vista de todos los proyectos de ley presentados y acumulados181, y el 
anteproyecto de Ley de la Madre Trabajadora elaborado por la Comisión Especial 
constituida para tal fin por Resolución Suprema N.º 020-95-TR182. 
                                                        
La licencia para el padre trabajador será de seis días cuando el parto ocurra por cesaría o cuando a consecuencia de 
este, sobrevenga la muerte de su c o conviviente madre del hijo. La licencia se computará a partir del día siguiente de 
la fecha del parto.” 
175 En efecto, el artículo 8º del Proyecto de Ley N.º 402/95-CR señaló: “El padre trabajador tendrá derecho a una 
semana de licencia por paternidad remunerada, la misma que se computará a partir del día siguiente del nacimiento del 
hijo o hija. En este caso, el descanso por paternidad también se considerará como trabajado para todos los demás 
beneficios que le corresponden con arreglo a Ley.” 
176 Artículo 11 del Proyecto de Ley N.º 310/95-CR señala: “Los trabajadores tienen derecho a una licencia por 
paternidad de 15 días, posteriores al parto, a cuenta de vacaciones”. 
177 Se trata de los siguientes artículos de los Proyectos de Ley: (1) 9 y 10 del 108/95-CR; (2) 8 del 154/95-CR; (3) 3 
del 217/95-CR; (4) 4 del 280/95-CR y (5) 2 del 292/94-CR. A manera de ejemplo, el artículo 3 del Proyecto de Ley 
N.º 217/95-CR señala “Art. 3º.- Es discriminatorio todo acto del empleador destinado a diferenciar desfavorablemente 
a los trabajadores y trabajadoras con responsabilidades familiares en el acceso al empleo y durante la vigencia de la 
relación laboral. Es nulo el despido originado en dicha condición.” 
178 En efecto el artículo 4º señala: “Queda prohibido todo despido en las etapas de embarazo o lactancia de las madres 
trabajadores, el mismo que de producirse deviene en nulo.” 
179 Se trata de los siguientes artículos de los Proyectos de Ley: (1) artículo 5º del 067/95-CR; (2) artículo 11º del 217/95-
CR; (3) artículo 9º del 292/95-CR y (4) artículo 15° del 820/95-CR. A manera de ejemplo, el artículo 9º del proyecto 
de Ley 292/95-CR señaló: “La trabajadora que adopte un niño o niña gozará de una licencia remunerada de treinta (30) 
días a condición que se abstenga de realizar trabajo remunerado. Esta se computará desde el día siguiente de la fecha 
de la Resolución de entrega del niño/a en Guarda Provisional a la madre pre-adoptante. El pago por el periodo de la 
licencia es pagado [sic] por la Seguridad Social.”  
180 A manera de ejemplo, el Proyecto de Ley N.º 310/95-CR, en su artículo 1º señaló que “El Estado promueve la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres, absteniéndose de cualquier acción contraria a dicho objetivo y fomentado 
la realización de medidas de acción positiva a fin de lograr la participación de la mujer en igualdad de condiciones en 
la sociedad y especialmente en el mercado laboral.” 
181 En un inicio solo se presentaron 10 proyectos de Ley a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, pero mediante 
oficio de fecha 3 de noviembre de 1995, esta Comisión, solicitó prórroga para dictaminar a la presidenta del Congreso, 
Martha Chávez Cossío.  En el trayecto, el 11 de diciembre de 2015, entró a estudió de la Comisión el proyecto de Ley 
402/95-CR, sorprendentemente, el mismo día se dio el dictamen, que, como era de esperarse, era idéntico al proyecto 
de ley propuesto por los propios miembros de la misma.  
182 En efecto, mediante Resolución Suprema N.º 020-95-TR del 21 de setiembre de 1995 se constituyó una Comisión 




El 11 de diciembre de 1995, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del Congreso de 
la República aprobó por unanimidad el Proyecto de Ley N.º 820/95-CR, que contenía 
treinta y un artículos, y siete disposiciones transitorias y complementarias ―y se entiende 
que recoge todos los proyectos de ley―. Este dictamen fue remitido al Congreso para su 
debate, que se llevó a cabo el 15 de junio de 1998 y dio como resultado la escueta Ley 
N.º 26644 —casi idéntica al Proyecto de Ley N.º 066/95-CR presentado por la presidenta 
del Congreso Martha Chávez— que solo tenía seis artículos, y se circunscribió a 
restablecer el descanso pre y postnatal de la madre gestante. 
  
Como ya hemos señalado, habiéndose presentado el Proyecto de Ley N.º 820/95-CR por 
iniciativa de 11 de los 12 miembros de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, y 
habiendo dado el dictamen de forma unánime, realmente no se explica qué sucedió. Lo 
que aconteció, en realidad, fue que no se llevó a cabo debate alguno —tal como figura en 
los diarios de debate de la época—. La única intervención fue la del congresista Sandoval 
Aguirre,183 presidente de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, quien, utilizando el 
argumento de la “hora” y alegando discrepancias internas184 luego de presentado el 
dictamen, propuso someter a debate en el pleno un texto sustitutorio de seis artículos185. 
Según el congresista, toda la Comisión de Trabajo y Seguridad Social consideraba que 
                                                        
su artículo 1 fue tripartita, pues estuvo constituido por dos representantes del Ministerio de Trabajo y Promoción 
Social, un representante del Ministerio de Justicia, un representante de los empleadores y otro de los trabajadores. 
183 Lo único que hubo fue una presentación muy escueta señalando: “Señora Presidenta: Teniendo en consideración la 
hora, prometo ser sumamente breve. Le quiero decir, señora Presidenta, que en efecto el proyecto sustitutorio puesto a 
consideración de los señores congresistas consta de treinta y un artículos y siete disposiciones transitorias y 
complementarias. Debo añadir, señora Presidenta, que luego de presentado el dictamen ha habido algunas discrepancias 
internas en el grupo de mayoría respecto de este proyecto, y debatir esos puntos nos llevaría mucho tiempo, Por esa 
consideración, señora Presidenta, los miembros de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social hemos estado realizando 
coordinaciones y deseamos proponer un texto sustitutorio de solamente seis artículos que contiene los puntos 
sustanciales del proyecto. En consecuencia, son dos las propuestas que traemos: en primer lugar, debatir en este 
momento lo relativo al texto sustitutorio que hemos alcanzado a la Mesa y que contiene la parte sustantiva del proyecto 
de ley; y, en segundo lugar, devolver a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social el proyecto de ley que ha 
dictaminado, de modo que sean recogidas ahí las opiniones de algunos congresistas acerca de los aspectos que no están 
incluidos en el texto sustitutorio que ahora estamos presentando. Solicito, señora Presidenta, que usted ordene al Relator 
que se sirva dar lectura al texto sustitutorio propuesto.” Diario de debates, Periodo Parlamentario 1995-2000, Período 
Anual 1995, Segunda Legislatura Ordinaria de 1995, mes de junio - 1996, Sesiones del Pleno, 15.a D SESIÓN 
(Vespertina), sábado 15 de junio de 1996. 
184 En realidad, en vista de los antecedentes, no entendemos a qué discrepancias podría aludir si todo marchaba muy 
bien e incluso muchos de los miembros de la comisión de forma separada habían presentado proyectos de ley mucho 
más ambiciosos.   
185 Hemos detectado que, en un debate parlamentario posterior, a propósito de la aprobación de la Ley N.º 27409, 
efectuado el 10 de enero de 2001, el entonces congresista y presidente de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, 
destacó que, aparentemente, este dictamen que desarrollaba un marco transversal y medianamente completo sobre 
responsabilidades familiares, en realidad, “por cuestiones presupuestarias no fue aplicado en su totalidad [entiéndase 
no fue aprobado]; pero sí empezaron a aprobarse, por separado, diferentes instituciones contenidas en el proyecto 
macro, que atendían justamente necesidades urgentes tanto de la mujer trabajadora como de los niños menores”. Diario 
de debates, Período Parlamentario 2000-2001, Período Anual 2000, Segunda Legislatura Ordinaria 2000, mes de enero-
2001, Comisión Permanente, 14.a SESIÓN (Matinal), miércoles 10 de enero de 2001. 
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estos seis artículos contenían la parte sustantiva del proyecto originalmente presentado. 
Pese a que, en el inicio, se anunció que se debatiría, luego de la presentación del 
congresista Sandoval Aguirre, la presidenta del Congreso, sin siquiera dar la posibilidad 
de invitar al debate, realizó la votación, que dio como resultado que se aprobara por 
unanimidad la propuesta (con 71 votos a favor). 
 
Los seis artículos aprobados reconocieron tres ejes sumamente importantes: (1) el 
derecho de la trabajadora gestante a gozar de 45 días de descanso prenatal y 45 días de 
descanso postnatal, con la posibilidad de diferir parcial o totalmente el descanso prenatal 
para acumularlo con el postnatal186; (2) el derecho de la trabajadora gestante a acumular 
los días de descanso prenatal al postnatal en caso de parto prematuro187; y (3) el derecho 
de la trabajadora gestante a iniciar el período de descanso vacacional a partir del día 
siguiente de vencido el descanso postnatal188.  
 
La Ley N.° 26644 fue publicada en el diario oficial El Peruano el 27 de junio de 1996 y 
cuenta a la fecha con tres modificaciones importantes. La primera modificación se dio 
con la Ley N.º 27402, publicada en el diario oficial El Peruano el 20 de enero de 2001. 
En ella, se modificó el artículo 3º de la Ley N.º 26644189 para precisar que, en ningún 
caso, el descanso postnatal podría ser inferior a 45 días, por lo que se precisó que, si el 
alumbramiento se produjera después de la fecha probable de parto, los días de retraso 
serían considerados como descanso médico por incapacidad temporal para el trabajo y 
pagados como tales. La segunda modificación fue la introducida mediante la Ley N.º 
27606 del 23 de diciembre de 2001 y que modificó el artículo 1° de la Ley N.° 26444 
para señalar que, en el caso de nacimientos múltiples, el descanso postnatal se extenderá 
por 30 días más.  
                                                        
186 Artículo 1º.- Precísese que es derecho de la trabajadora gestante gozar de 45 días de descanso prenatal y 45 días de 
descanso postnatal. El goce de descanso pre natal podrá́ ser diferido, parcial o totalmente, y acumulado por el postnatal, 
a decisión de la trabajadora gestante. Tal decisión deberá́ ser comunicada al empleador con una antelación no menor 
de dos meses a la fecha probable del parto.  
187 Artículo 3º.- En los casos en que se produzca adelanto del alumbramiento respecto de la fecha probable del parto 
fijada para establecer el inicio del descanso prenatal, los días de adelanto se acumularán al descanso postnatal.  
188 Artículo 4º.- La trabajadora gestante tiene derecho a que el período de descanso vacacional por récord ya cumplido 
y aún pendiente de goce, se inicie a partir del día siguiente de vencido el descanso postnatal a que se refieren los 
artículos precedentes. Tal voluntad la deberá comunicar al empleador con una anticipación no menor de 15 días 
calendario al inicio del goce vacacional.  
189 La norma modificó el artículo 3 a la siguiente redacción: “En los casos en que se produzca adelanto del 
alumbramiento respecto de la fecha probable del parto fijada para establecer el inicio del descanso prenatal, los días de 
adelanto se acumularán al descanso postnatal. Si el alumbramiento se produjera después de la fecha probable de parto, 





La última modificación merece un mayor debate. Esta surge de los Proyectos de Ley N.º 
2116/2012-CR190, 3002-2013-CR191 y 4922/2015-CR192 presentados el 12 de abril de 
2013, 22 de abril de 2013 y 22 de octubre de 2015, respectivamente, que justifican la 
necesidad de adecuar la legislación interna a la normativa internacional, en especial, con 
el Convenio N.° 183, que ya había sido enviado al Congreso mediante Resolución 
Suprema N.º 051-2002-RE del 9 de febrero de 2002193, planteando modificar el período 
de descanso por maternidad y otorgar protección contra el despido arbitrario a las 
trabajadoras sujetas a la actividad privada. Todos los proyectos de ley se acumularon en 
el Proyecto de Ley N.° 3002-2013-CR y, este, pese a haber sido derivado a la Comisión 
de Trabajo y Seguridad Social para estudio y dictamen el 29 de noviembre de 2015, no 
fue analizado, pues, mediante Oficio N.º 479-2014-2015-ADP-D/CR194 del 12 de marzo 
de 2015, el oficial mayor del Congreso, Javier Ángeles Illmann, se dirigió al presidente 
de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, congresista Rolando Reátegui Flores, para 
señalarle que, por acuerdo de la Junta de Portavoces del 4 de marzo de 2015, se había 
exonerado de dicho dictamen al Proyecto de Ley.  
 
Consecuentemente, el proyecto de Ley N.º 3002/2013-CR entró a debate en el pleno. Así, 
en la sesión del 22 de octubre de 2015, el congresista Lescano Ancieta, vicepresidente de 
la Comisión de Trabajo, sustentó el Proyecto de Ley N.° 3002/2013-CR, que propone 
proteger a la madre trabajadora contra el despido arbitrario y prolongar su período de 
descanso. El debate se centró en destacar que la norma por aprobar solamente cumplía 
con adecuar la normativa nacional al tratado 183 de la OIT195 en el sentido de que elevaba 
a 49 días la licencia de preparto y a 49 días la de postparto, y protegía a la mujer gestante 
contra el despido arbitrario por embarazo, nacimiento y sus consecuencias, y lactancia. 
                                                        
190 Este proyecto fue presentado por iniciativa del congresista de Fuerza Popular, Joaquín Ramírez Gamarra. 
191 El proyecto fue presentado por iniciativa de la congresista de Fuerza Popular, Luz Filomena Salgado Rubianes.  
192 Este proyecto fue presentado por iniciativa del congresista de Fuerza Popular, Joaquín Ramírez Gamarra. 
193 Y luego aprobada por el Congreso mediante Resolución Legislativa del 22 de marzo de 2015.  
194 El oficio señalaba. “Me dirijo a usted para comunicarle que, mediante acuerdo de la Junta de Portavoces del 4 de 
marzo de 2015, se ha exonerado de dictamen de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social al Proyecto de Ley 
3002/2013-CR, por el que se propone proteger a lo madre Trabajadora contra el despido arbitrario y prolonga su periodo 
de descanso; y se amplió loa agenda. (…) En consecuencia, precluye la etapa de comisiones.” 
195 De hecho, la congresista Salgado Rubianes (GPFP) sostuvo que “(…) lo que se está́ haciendo aquí es adecuar un 
tratado ya internacional aprobado por este Congreso, con la Resolución Legislativa 30322, iniciativa del Ejecutivo, 
enviada en el 2012 con un proyecto mío que presenté casualmente para adecuar la norma. Diario de debates, Periodo 
Parlamentario 2011-2016, Periodo Anual de Sesiones 2015-2016, Primera Legislatura Ordinaria de 2015, mes de 
octubre- 2015, Sesiones del Pleno, 22.a SESIÓN (Matinal), jueves 22 de octubre de 2015.  
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Asimismo, se produjo un debate sobre el ámbito de aplicación de la norma196: sobre si 
solo se circunscribía a las trabajadoras sujetas al régimen del Decreto Legislativo N.º 728 
o también a otros regímenes.  
 
Finalmente, se expusieron comentarios acerca del presunto rol de la mujer como 
responsable de formar197 y cuidar de la familia198, así como ser la cuidadora natural de 
los niños199. En el debate, solamente una congresista tuvo una escueta intervención 
resaltando la importancia y rol de ambos padres en los cuidados del menor200. Nadie más 
consideró conveniente recalcar lo mismo ni mucho menos traer a debate la relevancia de 
modificar la situación actual de los derechos del padre trabajador. 
 
Al final, el proyecto de ley se aprobó por unanimidad con 89 votos a favor. Así, se 
modificó por tercera vez la Ley N.º 26644 —en este caso, nuevamente el artículo 1° de 
la ley, al ampliar el descanso prenatal a 49 días y el postnatal al mismo número—. De 
igual forma, se modificó el artículo 29 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 
N.º 728 para incluir el embarazo como causal de despido nulo, así como el nacimiento y 
sus consecuencias, o la lactancia. 
 
Respecto de la norma en sí, es preciso resaltar dos aspectos: por un lado, resulta 
importante señalar que, desde su promulgación, otorgó la posibilidad de utilizar las 
                                                        
196 El congresista Abugattás Majluf (NGP) introdujo el tema señalando: “Aquí estoy encontrando, estoy revisando el 
Convenio 183 y habría un gran sector de la población que estaría siendo discriminado por esta norma, no solamente 
los empleados públicos del Decreto Legislativo N.° 276 que ha mencionado el congresista Lescano, sino todas las 
trabajadoras que están bajo el régimen de prestación de servicios, o sea el 70 % de la población que está contratada con 
recibos de honorarios no tiene derecho a descanso pre ni posnatal y son tan trabajadoras como cualquier trabajadora 
que está en planilla. Y eso lo dice el Convenio 183 de la OIT: que tendrán que tener un recurso obligatorio”. 
197 “Protegiendo a la mujer, se protege a los hijos; protegiendo a la mujer, se protege a la familia; y más aun, señor 
Presidente, a una mujer trabajadora”. Lescano Ancieta, Yohny (AP-FA) Diario de debates, Periodo Parlamentario 
2011-2016, Periodo Anual de Sesiones 2015-2016, Primera Legislatura Ordinaria de 2015, mes de octubre- 2015, 
Sesiones del Pleno, 22.a SESIÓN (Matinal), jueves 22 de octubre de 2015. 
198 “Nosotros las mujeres somos las que damos vida, somos las que tenemos esta misión bendita de traer al mundo a 
un ser humano, de constituir la familia y hay veces que han familias que solamente es padre y madre la mujer, y 
entonces, tenemos que protegerla, señor, y ya las Naciones Unidas mediante la Organización Internacional del Trabajo 
ha aprobado esto en más de 68 países”. Salgado Rubianes, Luz Filomena. Diario de debates, Periodo Parlamentario 
2011-2016, Periodo Anual de Sesiones 2015-2016, Primera Legislatura Ordinaria de 2015, mes de octubre- 2015, 
Sesiones del Pleno, 22.a SESIÓN (Matinal), jueves 22 de octubre de 2015. 
199 “Que descanse, señor, 49 días antes, y 49 días después para que puedan atender a sus hijos.” Lescano Ancieta, 
Yohny (AP-FA) Diario de debates, Periodo Parlamentario 2011-2016, Periodo Anual de Sesiones 2015-2016, 
Primera Legislatura Ordinaria de 2015, mes de octubre- 2015, Sesiones del Pleno, 22.a SESIÓN (Matinal), jueves 22 
de octubre de 2015. 
200 Se trata de la congresista Schaefer Cuculiza (GPFP) que escuetamente mencionó: “Nos estamos acoplando a los 
convenios internacionales en países desarrollados. Es tan importante la presencia del padre y la madre en las primeras 
etapas del desarrollo del niño”. Schaefer Cuculiza, Karla Melissa (GPFP) Diario de debates, Periodo Parlamentario 
2011-2016, Periodo Anual de Sesiones 2015-2016, Primera Legislatura Ordinaria de 2015, mes de octubre - 2015, 
Sesiones del Pleno, 22.a SESIÓN (Matinal), jueves 22 de octubre de 2015. 
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vacaciones inmediatamente después de concluir el respectivo permiso y, con la 
modificación efectuada mediante la Ley N.º 30367, se pasó de 45 días de licencia de pre 
y 45 de post a 49 de pre y 49 de post, es decir, un permiso de 98 días en total. Por otro 
lado, de acuerdo con la Ley N.º 26760, y su reglamento sobre reconocimiento y pago de 
prestaciones económicas —aprobado actualmente por el Decreto Supremo N.º 013-2019-
TR— el subsidio por el uso del permiso por maternidad se encuentra a cargo de EsSalud. 
En otras palabras, es el Estado el encargado de subsidiar este beneficio. Será este ente 
gubernamental el que pagará el monto en dinero que tiene la asegurada titular en actividad 
durante los 98 días de dicho descanso. Es decir, el Estado pagará a la madre de forma 
activa este permiso y no será el empleador, el cual, de hacerlo, podrá solicitar su 
reembolso respectivo. 
 
Ante este escenario, debemos reiterar que no existe duda acerca de la objetividad 
biológica del permiso prenatal otorgado en exclusiva a la madre. Sin embargo, el 
descanso postnatal de 49 días puede ser disfrutado por ambos padres y coadyuvaría a 
eliminar los efectos discriminatorios hacia las madres por el parto. Incluso la propia 
norma permite que la licencia prenatal pueda ser inferior para acumularla al post, lo que, 
consecuentemente, también generaría un mayor tiempo de licencia para ambos padres. 
Siguiendo lo propuesto por Lousada Arochena (2008), “la parificación absoluta [permite] 
(…) el ejercicio simultáneo del permiso por ambos progenitores trabajadores [y] parece, 
en efecto, más acorde con el principio de igualdad de los sexos, sin perjuicio, en su caso, 
de adoptar medidas de acción positiva o de protección de la lactancia natural” (p. 75).   
 
Relacionado al disfrute de este derecho —aunque no será materia de mayor desarrollo—
se halla la protección contra el despido arbitrario de las madres que disfruten de este 
permiso o el despido debido a su condición de gestante —que figura en el inciso e del 
artículo 29° de la LPCL―.  
 
Sobre el particular, un detalle adicional es que el Tribunal Constitucional, con ocasión de 
la sentencia emitida por la Sala segunda del TC en el asunto Jacqueline Carranza Maza 
recaído en la STC N.º 02456-2012-AA/TC, que se trató de una trabajadora en período de 
prueba que —presuntamente— habría sido despedida por estar embarazada, indicó que 
no desconocía el mandato de igualdad y no discriminación (FJ 3.3.1). Sin embargo, con 
un razonamiento errado —que se puede resumir como una confusión entre estabilidad y 
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la proscripción de toda clase de discriminación, lo que, en el modelo clásico, se trata de 
un “motivo prohibido” que afecta a una población históricamente vulnerable o 
vulnerada—, señaló que, para que el colegiado pueda efectuar el análisis sobre si la 
demandante fue objeto de un despido nulo o no, primero se debía analizar si esta había 
superado su período de prueba y, por tanto, había adquirido la protección contra el 
despido arbitrario (FJ. 3.3.2). Concluye, entonces, que, al no haber superado el período 
de prueba convencional, no contaba con protección contra el despido arbitrario y, por 
tanto, no se acreditaba la vulneración de ninguno de los derechos presuntamente violados 
(en realidad, bajo el pretexto del régimen excepcional del período de prueba, que, de 
acuerdo al artículo 10° del Decreto Supremo N.º 003-97-TR debería ser de 3 meses, pero 
que, en el presente caso, por acuerdo de las partes, fue prorrogado). Con esta sentencia, 
se permitía al empresario efectuar un acto pluriofensivo como el despido de una mujer 
trabajadora por razón de lactancia o maternidad, amparado en no haber superado el 
período de prueba. No compartimos este razonamiento y consideramos que llevar a cabo 
un despido de dicha naturaleza constituye un claro abuso del derecho.  
 
Además, iniciando la línea jurisprudencial con la STC de Madre de Dios, la STC de Puno 
y la de Moquegua, y últimamente reiterada con la STC de Lambayeque, el colegiado ha 
comprendido que la nulidad de despido a una madre trabajadora supone tanto una 
discriminación por sexo/género como una por “situación familiar”, es decir, por el hecho 
de ser madre y ejercer su maternidad. Así, en torno a este tema, el TC ha explicitado que, 
dentro de los motivos prohibidos del artículo 2°, inciso 2 de nuestra Constitución, se 
encuentra la razón de “situación familiar”. A partir de las reglas que se han dictado en la 
STC de Moquegua y las reglas adicionales añadidas en la STC de Lambayeque, todo cese 
—entendido como despido, terminación, no renovación, hostigamiento o cualquier otro 
acto de intimidación que tenga por objeto procurar la renuncia de la madre trabajadora— 
se presumirá como un despido nulo por motivo de la condición de madre. Por tanto, de 
haber procedido un despido por causa justa y no ligada con el embarazo o estado de 
maternidad, es el empleador quien deberá demostrar la legalidad de la medida adoptada. 
 
Felizmente, en 2017, se publicó la ley que prohíbe la discriminación remunerativa entre 
varones y mujeres, que, en su artículo 6º, expresamente prohíbe que se despida o no 
renueve el contrato por motivos vinculados al embarazo o lactancia de la madre. Con esta 
prohibición general, consideramos que ya no se podría sostener que nuestro ordenamiento 
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permita un cese —más allá de tener o no protección contra el despido arbitrario— por el 
solo hecho de que la trabajadora se encuentre en período de prueba201.  
 
Como ello puede que no sea suficiente, vemos con gran satisfacción que, recientemente, 
el 10 de agosto de 2020, el legislador Luis Andrés Roel Alva ha presentado el Proyecto 
de Ley N.º 5933-2020-CR, que propone modificar el inciso e) del actual artículo 29° de 
la Ley de Productividad y Competitividad Laboral (D.L 728), que declara nulo el despido 
por motivos relacionados al embarazo, nacimiento y sus consecuencias, para incorporar 
expresamente que dicha protección "es aplicable al período de prueba regulado en el 
artículo 10° de la presente ley".  
 
Adicionalmente, consideramos que el Tribunal se ha apartado de dicho criterio al haber 
acogido en la STC de Lambayeque un concepto amplio de cese, hostigamiento o cualquier 
otro acto de amedrentamiento que busque la renuncia de la trabajadora. Sin embargo, está 
también comprendiendo que un despido que tenga por justificación un motivo prohibido, 
como la condición de madre, la gestación o la lactancia, será nulo y se aplicarán las reglas 
de la inversión de la carga de la prueba. 
 
Por otro lado, la norma denominada Ley de Utilidades Justas para las Madres, Ley N.º 
30792, modificando el artículo 2 del Decreto Legislativo N.º 892, estableció que, con 
respecto al 50 % de utilidades distribuidas en función de los días laborados por el 
trabajador, se entenderá como efectivamente trabajados los días laborales por descanso 
pre y postnatal de la trabajadora.  
 
3.2.2. Ley de licencia por paternidad (Ley N.º 29409)  
 
Como corolario del permiso por maternidad, se tiene lo que se conoce como permiso por 
paternidad que, en general, busca que el padre, a propósito del alumbramiento de su 
esposa, pueda estar con ella, apoyarla y ayudar en las gestiones necesarias, etc. Este 
permiso tiene como finalidad una distinta de la de cuidar de los hijos. Quizá sería más 
propio, entonces, hablar de permiso del padre por alumbramiento. Sucede lo mismo con 
el permiso por maternidad, que, en realidad, es un permiso por parto y que es 
                                                        
201 Como señala la magistrada Ledesma, un problema de esta norma es que, de acuerdo a su reglamento, solo se aplica 
al sector público (FJ 25 del voto singular de la magistrada Ledesma Narváez). 
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intransferible. Sin embargo, pese al corto plazo del permiso por paternidad, suele existir 
una yuxtaposición entre este y el de parentalidad202.  
 
Este permiso denominado “licencia por paternidad” ha tenido un importante avance en lo 
que respecta a su reconocimiento en varios países203. Sin embargo, pese a sus avances, 
los indicadores de paternidad y de remuneración aún mantienen una gran brecha por 
disminuir (World Bank, 2020, p. 16), y ello es uno de los retos que, como humanidad, 
aún debemos superar. 
  
En nuestro país, la licencia por paternidad se materializó apenas el 20 de septiembre de 
2009 mediante la Ley N.° 29409, que tiene como fundamento fomentar y fortificar los 
vínculos afectivos entre padres e hijos, evitando que se dé mayor importancia a los 
vínculos afectivos de la madre con el hijo ―lo que, en el largo plazo, perpetúa una 
discriminación directa por razón de sexo204―. Este objetivo quedó materializado en el 
artículo 1° de la ley que, al definir su objeto, reconoce, por una parte, lo dicho 
anteriormente en el sentido de que se trata de una licencia por alumbramiento del cónyuge 
o conviviente, y, por otra, que su finalidad es “promover y fortalecer el desarrollo de la 
familia”, lo cual ratifica que, en teoría, esta licencia, al igual que en el caso de la 
maternidad, tiene finalidades yuxtapuestas, lo cual ratifica la yuxtaposición de finalidades 
que hemos señalado.  
 
Asimismo, su artículo 4º reconoce que es irrenunciable en atención a la naturaleza y fines 
de la licencia. Respecto de su duración, algunos legisladores comprendieron que, en 
algunos países, ―en especial, en países desarrollados― este permiso se extendía hasta 
14 días en promedio205. La Comisión de Trabajo, en su dictamen, propuso una duración 
de 3 días y, por su parte, la Comisión de la Mujer propuso una duración de 5 días. El 20 
                                                        
202 Debe diferenciarse la licencia por paternidad y la licencia por parentalidad. Un claro establecimiento de cada una 
es necesario no solo considerando el interés superior del menor sino también el derecho a la familia del que gozamos 
todos los individuos.  
203 Por ejemplo, en Estados Unidos, el estado de Nueva York introdujo la licencia familiar pagada que, actualmente, le 
da derecho a cada padre a 70 días de permiso por el nacimiento de un hijo. Esto se incrementará gradualmente hasta 
84 días. Los padres reciben los beneficios de una licencia parental pagada mediante las empresas aseguradoras de su 
empleador. En Sudán del Sur, la licencia de paternidad pagada corresponde a 10 días; en Nepal, a 15; en Jordania, a 3; 
y en Fiji y República Checa, a 5.  Por su parte, Canadá introdujo un nuevo beneficio compartido de licencia parental, 
que reserva 35 días de licencia por paternidad para el padre (World Bank, 2020, pp. 36-43). 
204 Esta idea se encuentra materializada en la exposición de motivos del Proyecto de Ley N.° 378/2006-CR.  
205 “En los países desarrollados el promedio es 14 días, es decir, dos semanas.” Intervención del presidente de la 
Comisión de Trabajo y congresista, Eguren Neuenschwander (UN) que sustentó el proyecto ante el pleno del Congreso. 
Diario de debates, Período Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura 
Ordinaria de 2009, mes de agosto-2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 de agosto de 2009. 
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de agosto de 2009, se inició el debate en el pleno, en el que se llegó a proponer 7 o incluso 
30 días206; sin embargo, súbitamente, quizá por la falta de consenso, el presidente del 
Congreso Luis Alva Castro suspendió el debate señalando que se continuaría en la 
próxima sesión. 
 
El 10 de septiembre de 2009, se reanudó el debate con la intervención del presidente de 
la Comisión de Trabajo y Seguridad Social Eguren NeuenSchwander (UN), quien 
manifestó que, aun cuando existían voces que opinaban que la duración debía ser mayor, 
hechas las consultas pertinentes, se llegó a un consenso con la Comisión de la Mujer y 
Desarrollo Social y la opinión favorable del Ministerio de Trabajo y Promoción del 
Empleo, el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de la Mujer, en el sentido 
de que la duración del permiso por paternidad debía ser de 4 días207. Esta fue la propuesta 
que finalmente aprobó el pleno. 
 
Sobre el particular, es revelador cómo en el pleno se evidenciaron algunas ideas que nos 
demuestran la confusión existente con respecto a la naturaleza y fines de este permiso. Si 
bien, en algunos casos, se reconocía que este era para ocuparse del alumbramiento de la 
esposa, los efectos y trámites concomitantes, las intervenciones, en su mayoría, apuntaban 
más a un permiso parental. Así, por una parte, el presidente de la Comisión de Trabajo, 
sostuvo que la licencia tenía como sustento el que el padre atienda las labores domésticas, 
mientras que la madre se encontraba recuperándose o en el hospital. Así, sostuvo que 
licencias como esta eran necesarias, “pues en la inmensa mayoriá de casos, cuando la 
esposa o conviviente da a luz, y se tiene que quedar en un hospital o una posta médica 
por dos o tres diás, el hogar queda absolutamente abandonado o, asi ́vaya inmediatamente 
después del parto, la mujer no tiene cómo atenderlo”. Por su parte, la presidenta de la 
Comisión de la Mujer y Desarrollo Social, congresista Beteta Rubín, recalcó que la 
                                                        
206 Es sumamente ilustrativa la intervención de la Legisladora Chacón de Vettori que al responder al Congresista 
Menchola sobre la duración sostuvo: “El congresista Menchola pregunta que por qué siete días. Bueno, definitivamente 
siete días porque es un tiempo prudencial para que la madre se pueda recuperar después del parto, y usted como médico 
lo sabe perfectamente. Además, en esos primeros siete días el lazo que se forma entre los miembros de la familia es 
muy fuerte, y ayuda, además, para que el niño pueda empezar una lactancia efectiva. Esa es una de las razones dentro 
de las sicológicas del porqué podrían ser cinco mínimo o lo ideal serían siete. Claro, podríamos pedir un mes, sería 
grandioso, pero sabemos que eso, obviamente, económicamente no es viable”.  Intervención de la Congresista Chacón 
de Vettori (GPF) ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Periodo Parlamentario 2006-2011, Periodo Anual de 
Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN 
(Vespertina), jueves 20 de agosto de 2009. 
207 Intervención del presidente de la Comisión de Trabajo y congresista Eguren Neuenschwander (UN) que sustentó el 
proyecto ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Período Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 
2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de setiembre - 2009, Sesiones del Pleno, 7.a C SESIÓN 
(Vespertina), jueves 10 de setiembre de 2009. 
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finalidad de la norma era dejar en claro que “no solo a la madre le corresponde la atención 
de la prole de la familia, sino también [debe] incluirse al padre (…) de modo que él 
también asuma, en igual condición que la mujer, sus responsabilidades y obligaciones 
frente al hijo recién nacido208”. Además, en la continuación del debate, sostuvo que, de 
no aprobar la norma, “estaríamos incurriendo en discriminación si solo la madre gozara 
de licencia por maternidad, cuando la obligación de dar afecto y cuidado al recién nacido 
es de ambos padres. Ese es el principal objetivo de este proyecto de ley209”. Sin embargo, 
pese a reconocer que la finalidad sería para que el padre cumpla con cuidar al recién 
nacido, inmediatamente después señaló que, en realidad, el permiso busca que “la 
presencia del padre en el momento del nacimiento o en los primeros diás de vida del niño 
[concrete y fortalezca] el trinomio madre-niño-padre. (…) La presencia de los padres, en 
estas circunstancias, inspira afecto y también cariño al niño; y lo más importante, le brinda 
seguridad psicológica210”. Es decir, el permiso es más por alumbramiento y apoyo a la 
madre en los primeros días.  
 
Por su parte, para la legisladora Cabanillas Bustamante, autora de uno de los proyectos 
de ley, “a esto [al permiso] se [le] conoce en la legislación moderna como la licencia 
parental, que no es otra cosa que hacer igualdad en el ámbito de responsabilidades entre 
el padre y la madre en relación a la concepción, al parto y a la crianza de los niños. Esto, 
por un lado (…) [por ese motivo] está dirigida a la emoción, la espiritualidad, el goce, la 
sensibilidad con respecto a participar en el momento del parto de la pareja, de la esposa, 
de la cónyuge, experimentando las mismas sensaciones que experimenta una madre —
que son de alegriá— cuando trae al mundo una nueva vida”. Chacón de Vettori inclusive 
señaló que la ley, que tenía como finalidad promover la equidad de género 
comprendiendo que esta no solo involucra a la mujer sino también al hombre, “[y] en este 
caso, (…) el hombre tiene el mismo derecho que una mujer de compartir con ese niño sus 
primeros diás de nacido. [Así], servirá no solamente para sus primeros días y para 
                                                        
208 Intervención de la presidenta de la Comisión de la Mujer y Desarrollo Social y congresista Beteta Rubín (UPP). 
Diario de debates, Período Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura 
Ordinaria de 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 de agosto de 2009. 
209 Intervención de la Presidenta de la Comisión de la Mujer y Desarrollo Social y congresista Beteta Rubín (UPP). 
Diario de debates, Periodo Parlamentario 2006-2011, Periodo Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura 
Ordinaria de 2009, mes de setiembre - 2009, Sesiones del Pleno, 7.a C SESIÓN (Vespertina), jueves 10 de setiembre 
de 2009. 
210 Intervención de la presidenta de la Comisión de la Mujer y Desarrollo Social y congresista Beteta Rubín (UPP). 
Diario de debates, Período Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura 




establecer lazos momentáneos, sino para que esos lazos sean eternos, de modo que ese 
niño y ese padre puedan, en un futuro, tener una vida en conjunto”.  
 
Para que podemos ver cómo la confusión se encontraba incluso en los propios 
legisladores, apreciamos, por ejemplo, que la legisladora Chacón, pese a admitir que la 
norma por aprobarse era un deber constitucional y que coadyuvaba a que hombres y 
mujeres tuvieran los mismos derechos y obligaciones, argumentó y planteó una duración 
de 7 días comprendiendo que este “es un tiempo prudencial para que la madre se pueda 
recuperar después del parto (…). En esos primeros siete días, el lazo que se forma entre 
los miembros de la familia es muy fuerte y ayuda, además, para que el niño pueda 
empezar una lactancia efectiva211”. Es decir, la norma ya no era para cuidado y crianza 
del menor, sino, más bien, para acompañar, cuidar y brindar apoyo a la madre mientras 
se recupera y se ocupa del menor, exclusivamente en dicho periodo, y fomentar la 
lactancia materna. No obstante, sí dejó sentado que lo medular de su argumento para que 
sean 7 días es que los estudios médicos habían determinado que esta era la duración de la 
recuperación física de la madre luego del embarazo.  
 
De este modo, como observamos, los propios legisladores no tenían claro el objetivo de 
este permiso; sin embargo, en su mayoría, se aprecia que la representación nacional 
buscaba que el padre, en aplicación del principio de igualdad de género, se ocupara de las 
responsabilidades que emanan del cuidado y crianza de su hijo212. En ese sentido, es 
incomprensible que, si ello era lo que se buscaba, se otorgara solo 4 días. Quizá la 
justificación a dicha duración se encuentre en la intervención de la propia legisladora 
Chacón de Vettori, que sostuvo que idealmente debían ser 7 días, debido a que guardaba 
relación con la recuperación biológica de la madre; es decir, aludía a un permiso por 
paternidad en sentido estricto, que obviamente, no cumplía con el deber constitucional 
que ella misma señalaba que se debía cumplir: la igualdad de género entre padres y 
madres que trabajan. Es cierto que el razonamiento es algo confuso, pero quizá por eso, 
con justicia, admite que lo más acorde con los fines que buscaban sus colegas sería que 
                                                        
211 Intervención de la congresista Chacón de Vettori (GPF) ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Período 
Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de 
agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 de agosto de 2009. 
212 Como señala Martínez Yáñez (2007), “el permiso parental aspira a ser una herramienta importante para conseguir 
la implicación del padre en el cuidado de los hijos. La incorporación a la familia de otro miembro supone para los 
padres un estrecho compromiso, especialmente mientras el hijo no alcanza la edad escolar, período durante el que 
demanda mayores atenciones” (p. 390). 
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“[pidieran] un mes; [eso] sería grandioso”. Sin embargo, no continuó en su propuesta, 
pues, desde su perspectiva, ello “no es económicamente viable”.   
 
Es decir, la limitación para la real igualdad entre mujeres y hombres, en este caso, en el 
cuidado y crianza, pasaba por un tema económico, específicamente, de presupuesto. En 
similar sentido, Cabanillas Bustamante, en sesión en que se discutió el tema, fue la única 
legisladora que intervino para diferenciar entre permisos por paternidad y parentalidad, y 
que, abiertamente, señaló que lo que anhelaba era la igualdad de responsabilidades entre 
padres y madres en el tema de crianza, educación y cuidado. En su intervención en la 
segunda sesión, manifestó que le satisfacía la duración de 4 días planteado por el texto 
sustitutorio consensuado, pues presentaba una “cifra realista” y “no [trataba] de llegar de 
un porrazo a la meta”. No obstante, advirtió que este era solo un paso y que se debía 
reconocer que nos encontramos frente a “un derecho individual del padre que trabaja que 
progresivamente se tendrá que ir perfeccionando”. Reconoció, asimismo, que era un gran 
paso el reconocerlo como un derecho propio y no derivado de la madre.    
 
La propia presidenta de la Comisión de la Mujer y Desarrollo Social admitió que, si bien 
la labor del Estado ―materializada mediante la promulgación de esta norma― era 
“fomentar la unidad familiar otorgando al varón una licencia de paternidad en su centro 
de trabajo, tal como lo tienen las madres trabajadoras213”, sugirió que el “obstáculo” para 
otorgar un permiso igualitario serían los temas relacionados con presupuesto, gasto, 
libertad de empresa, entre otros. Por ello, enfatizó que “esta es la intención y el objetivo 
del proyecto, y no la parte económica, pues se dice que eso se tendría que pagar. Nosotros 
consideramos que esto es ajeno a lo que es la parte material, pues lo que debe primar es 
el amor de los padres en la crianza de los menores214”.   
 
Pese a estas tímidas intervenciones, el pleno hizo caso omiso de estas y no se profundizó 
en lo más mínimo en la diferencia entre el permiso por paternidad y parentalidad, ni en la 
duración de los permisos de paternidad y maternidad en sentido estricto ni se discutió si 
                                                        
213 Intervención de la presidenta de la Comisión de la Mujer y Desarrollo Social y congresista Beteta Rubín (UPP) ante 
el pleno del Congreso. Diario de debates, Período Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 2009-2010, 
Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 
de agosto de 2009. 
214 Intervención de la presidenta de la Comisión de la Mujer y Desarrollo Social y congresista Beteta Rubín (UPP) ante 
el pleno del Congreso. Diario de debates, Período Parlamentario 2006-2011, Período Anual de Sesiones 2009-2010, 
Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 
de agosto de 2009. 
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debía primar el principio de corresponsabilidad sobre otros derechos y preocupaciones de 
índole económica o presupuestal o, por lo menos, buscar una ponderación. Por ejemplo, 
el razonamiento, supuestamente sustentado en data científica, esbozado por Chacón, en 
el sentido de que la recuperación física de la madre sería de 7 días, hubiese permitido 
poner en evidencia que el permiso por maternidad postparto y paternidad debían tener 
una duración de 7 días y que lo demás, en todo caso, debían ser licencias por parentalidad 
que permitan la corresponsabilidad entre padres y madres que trabajan.  
 
A nuestro parecer, pese a estas voces que no debemos minimizar, no se logró comprender 
que nos encontrábamos ante una herramienta que guarda estrecha relación con el derecho 
constitucional a la corresponsabilidad, incluso con la calidad de principio, y que, a su vez, 
alberga importantes derechos y principios constitucionales y repercute directamente en 
ellos permitiendo satisfacerlos, por ejemplo, al ser una herramienta necesaria para la real 
igualdad entre hombres y mujeres. En ese sentido, por lo menos, se debió debatir los 
temas que hemos mencionado —que sí se encontraron en el debate— y quizá, partir de 
la propuesta de los treinta días y no descartarla de plano por razones meramente 
económicas. 
 
Recordemos que, como sostiene Martínez Yáñez, “todo ello confirma que, mientras no 
se ofrezca al varón un permiso de paternidad con idénticas garantías que el permiso por 
maternidad, no habrá una igualdad real, porque los progenitores no tendrán las mismas 
posibilidades de atender a la vida familiar” (2007, p. 393). Felizmente, las opiniones de 
estas legisladoras nos permiten apreciar que, en todo caso, se trata de un permiso que 
paulatinamente debe ir ampliándose hasta llegar a la equiparación. 
 
Si bien es altamente saludable que, en el 2009 ―es decir, más de 13 años después de 
restablecido el permiso por maternidad― se haya reconocido este derecho, el debate 
realizado tanto en las comisiones del Congreso como en el pleno nos demostró y 
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representó finalidad215, aspiraciones216, pensamientos217, prejuicios218 y miedos219 en la 
población. Hay, en su redacción original, al menos cuatro importantes falencias, algunas 
de las cuales felizmente han sido superadas con la promulgación de la Ley N.º 30807, 
publicada en el diario oficial El Peruano el 5 de julio de 2018. Dado que la norma no dejó 
de afectar ―y sigue afectando― algunos casos, presentamos algunas críticas a 
continuación.  
 
1. Relacionado con la intervención directa que tiene el Estado al apoyar y fomentar 
la licencia por maternidad pagando el respectivo subsidio con los fondos públicos, 
en el debate, también existió, por parte del legislador Menchola Vásquez, la 
legítima preocupación por que “el proyecto está trasladando este costo al 
                                                        
215 “(…) el núcleo familiar requiere de la presencia del padre en un acontecimiento que no solo implica un acto relevante 
para la familia, sobre todo para los sectores de pocos recursos, que no tienen una empleada, no tienen una enfermera, 
no hay asistencia, no hay cómo hacerse cargo de los hijos que ya existen cuando la mujer ha dado a luz y, muchos 
casos, por cesárea.  Intervención del presidente de la Comisión de Trabajo y congresista, Eguren Neuenschwander 
(UN) que sustentó el proyecto ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Periodo Parlamentario 2006-2011, Periodo 
Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 7.a C 
SESIÓN (Vespertina), jueves 10 de setiembre de 2009. 
216 “Lo que queremos ver es cómo fortalecemos a la familia, cómo hacemos para que el padre, a la llegada del recién 
nacido, también se involucre con la madre y que conjuntamente puedan criar a este pequeño. Así, el amor de ambos 
padres lo van fortaleciendo y van a hacer que tenga una mejor educación, que es lo que queremos en estos momentos 
con el fortalecimiento de la familia. Esta es la intención y el objetivo del proyecto, y no la parte económica, pues se 
dice que eso se tendría que pagar. Nosotros consideramos esto ajeno a lo que es la parte material, pues lo que debe 
primar es el amor de los padres en la crianza de los menores”. Intervención de la congresista Beteta Rubín (UPP) ante 
el pleno del Congreso. Diario de debates, Periodo Parlamentario 2006-2011, Periodo Anual de Sesiones 2009-2010, 
Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 
de agosto de 2009. 
217 “(…) nunca se ha considerado al varón, como si no formara parte también de la familia, lo que creo que es un 
concepto equivocado. Por eso, debemos entender que no solo a la madre le corresponde la atención de la prole de la 
familia, sino también debe incluirse al padre mediante la aprobación de una ley que vaya en dicha dirección, de modo 
que él también asuma, en igual condición que la mujer, sus responsabilidades y obligaciones frente al hijo recién nacido 
(…) corresponde al Estado fomentar la unidad familiar otorgando al varón licencia de paternidad en su centro de 
trabajo, tal como la tienen las madres trabajadoras”. Intervención de la congresista Beteta Rubín (UPP) ante el pleno 
del Congreso. Diario de debates, Periodo Parlamentario 2006-2011, Periodo Anual de Sesiones 2009-2010, Primera 
Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 de agosto 
de 2009. 
218 “Tal como lo advertí, señor Presidente, cuando se discutió por primera vez este proyecto, era “poner una pica en 
Flandes”, para posteriormente ir viendo cómo se lograba incrementar. Inicialmente el proyecto contemplaba esta 
licencia parental. O sea, la licencia que se otorga al padre de familia cuando su cónyuge o el conviviente ha dado a luz, 
durante determinado periodo, para que ayude a la madre parturienta los primeros días, pos parto, en todo lo que es 
llevar la casa y atender otros hijos. Inicialmente esto estaba previsto que era con cargo a las vacaciones del trabajador 
y además se estaba estableciendo un período de tres días. Yo sostuve en el debate que tuvimos hace algunos meses, 
que esto era simplemente la cabeza del iceberg y que después se ampliarían los días y que ya no se querría que fuera 
con cargo a vacaciones sino licencias pagadas. Muy bien, el dictamen que está en debate ya les concede que no sea con 
cargo a las vacaciones sino licencias pagadas, y ya ahora se está pidiendo que no sean tres sino cinco días. ¿En base a 
qué? Sin ningún sustento. ¿Por qué no pedimos que sean 15 días, mejor, señor, o los 40 días que dura el puerperio de 
una señora que ha dado a luz? Sería más lógico. ¿Con qué sustento, con qué criterio se va a cambiar de 3 a 5 días?” 
Intervención del congresista Bedoya de Vivanco (UN) ante la Comisión de Trabajo, Segunda legislatura ordinaria de 
2008, Comisión de Trabajo, Congreso de la República, miércoles 1 de abril de 2009. 
219 “Sin embargo, en la propuesta legislativa se habla de una licencia parental remunerada para el hombre. Si con el 
proyecto se está́ trasladando este costo al empleador y este lo va a trasladar al ciudadano común y corriente, ¿por qué 
no se planteó́ como una prestación económica, tal como es en el caso de la mujer?” Intervención del Congresista 
Menchola Vásquez (AN) ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Periodo Parlamentario 2006-2011, Periodo 
Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a 
SESIÓN (Vespertina), jueves 20 de agosto de 2009. 
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empleador, y esto, a su vez, lo va a trasladar al ciudadano común y corriente220”. 
De este modo, legítimamente consultó: “¿Por qué no se planteó como una 
prestación económica, tal como es el caso de la mujer221?”. Lamentablemente, que 
el costo del “disfrute” sea asumido por el Estado no tuvo eco ni respuesta directa 
por parte de la legislación nacional. Lo cierto es que, incluso con la reciente 
modificación legislativa que ha tenido este permiso, hasta la fecha, el pago por 
permiso de paternidad sigue siendo asumido por el empresario y no por el Estado, 
lo que demuestra un tratamiento diferente ―y discriminatorio― entre el permiso 
por paternidad y maternidad, pues se trata de permisos asimilables, ambos con 
fines constitucionalmente legítimos y que deben ser promovidos por el Estado 
(por ejemplo, con el mandato constitucional directo de fomento de la paternidad 
y maternidad responsables) en tanto el derecho/principio de conciliación con 
corresponsabilidad es un derecho de titularidad individual de ambos padres. 
Además, no deja de ser cierto lo planteado por el legislador, en el sentido de que 
el empresario terminará trasladando los gastos al precio del producto. Por último, 
sería válido que el empleador asumiera el costo económico de ambos permisos; 
sin embargo, consideramos que tiene una importante carga simbólica que en uno 
exista una intervención directa del Estado y en el otro, no.  
 
2. Como ya hemos observado, existe una confusión con respecto a la finalidad de la 
norma. Si bien en el debate se manifestó que la finalidad de la norma, en puridad, 
era “promover y fortalecer el desarrollo de la familia”, y que exista una 
corresponsabilidad entre hombres y mujeres, la licencia, en realidad, responde al 
alumbramiento de la cónyuge o conviviente ―ya que el inicio de dicha licencia 
se encuentra comprendido entre la fecha de nacimiento del bebé y la fecha en que 
la madre o el bebé sean dados de alta por el centro médico respectivo―. Es decir, 
en realidad, nos encontramos ante una norma que otorga licencia por 
alumbramiento de la pareja, lo que parece responder más a un apoyo hacia esta en 
dicho hecho biológico.  
 
                                                        
220 Intervención del congresista Menchola Vásquez (AN) ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Periodo 
Parlamentario 2006-2011, Periodo Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de 
agosto- 2009, Sesiones del Pleno, 5.a SESIÓN (Vespertina), jueves 20 de agosto de 2009. 
221 Intervención del congresista Menchola Vásquez (AN) ante el pleno del Congreso. Diario de debates, Periodo 
Parlamentario 2006-2011, Periodo Anual de Sesiones 2009-2010, Primera Legislatura Ordinaria de 2009, mes de 




3. Una irrisoria duración: la duración inicial de 4 días no cumplía siquiera con la 
finalidad de un permiso por paternidad en sentido estricto, pues era un tiempo 
insuficiente para realizar, como mínimo, las gestiones administrativas. No 
contemplaba los supuestos que implicaban una mayor estadía de la madre en el 
nosocomio, por ejemplo, en el caso de parto múltiple, bebés prematuros o con 
enfermedades severas (que incluso pueden acarrear consecuencias graves a la 
salud de la madre). Felizmente ―aunque a nuestro criterio aún insuficiente, ya 
que deberían idealmente ser 14 días222 como lo señalaron los legisladores―, con 
la nueva ley, se amplió este permiso, en forma general, por 10 días y se 
contemplaron “casos especiales” en los que el permiso se extendía a 20 días, si 
era por nacimientos prematuros y partos múltiples, y a 30, si el menor tenía una 
enfermedad congénita terminal o discapacidad severa, o si la madre tenía 
complicaciones graves en la salud223. Sin embargo, incluso dicha relación nos 
muestra la insuficiencia de la duración establecida, ya que, en caso de que no se 
trate de una complicación grave en la salud de la madre, pero que sí de algo que 
implique que ella o el bebé deban quedarse más tiempo en el nosocomio, la norma 
prevé solo 10 días para dichos casos224. En consecuencia, el padre no podrá 
acompañar a la madre y tendrá que abandonarla en el hospital, lo que incumple la 
finalidad de la propia norma. Si esta no logra adecuarse siquiera a un permiso por 
paternalidad, evidentemente tampoco cumplirá con ser un permiso parental, no 
tendrá repercusión en la relación paterno-filial, ni creará o promoverá una 
verdadera igualdad de responsabilidades entre madres y padres en los cuidados de 
sus vástagos. 
 
                                                        
222 Sin ir a países “desarrollados”, se debe destacar que, por ejemplo, el artículo 9 de la Ley para Protección de las 
Familias, la Maternidad y la Paternidad de la República Bolivariana de Venezuela proporciona 14 días continuos y, si 
bien, en general en México, el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo establece 5 días, empero, en el Distrito Federal 
(hoy CDMX), rige la Ley de Igualdad Sustantiva entre Hombres y Mujeres, que llega a otorgar 15 días naturales.  
223 Sobre este caso particular, Ulloa (2019) recalca que, en el caso de que la madre llegara a fallecer, los días de licencia 
son traspasados al padre. Ello evidencia que este no tiene derecho propio, sino que entra a suplir la falta de la madre. 
Ulloa percibe este hecho como un avance. Nosotros, aunque reconocemos el cambio ejercido, aún vemos el mismo 
mensaje subyacente. Tomemos, por ejemplo, el caso de la madre que fallece al año del alumbramiento y cuando ya ha 
utilizado la licencia, y pensemos cómo habría sido la situación de haber sido el padre quien falleciera. Parece existir un 
consenso tácito que no considera este escenario porque, en nuestra cultura machista, “el padre nunca ayuda”. Esta 
situación que se percibe de forma negativa siempre ha sido padecida por las mujeres. 
224 Al respecto, Ulloa (2019) ve como un avance las adiciones extraordinarias a la licencia por paternidad, ya sean más 
días por parto múltiple o en el caso de que el recién nacido se encuentre en riesgo o haya nacido con alguna discapacidad 
o incluso si este o la madre fallecen. Consideramos que la equiparación entre una situación de discapacidad con una de 
muerte es arbitraria, si no censurable. Asimismo, estas supuestas adiciones extraordinarias no son, en realidad, una 
mejoría, ya que siguen teniendo como motivo el parto y no el vínculo entre padre e hijo.   
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4. El discriminador silencio vacacional: esto ha sido actualmente superado con la 
modificación a la Ley N.º 29409; sin embargo, hasta antes de eso, existía una 
evidente discriminación que, junto con la falta de implicancia económica del 
Estado en el pago del subsidio, denostaba la importancia que otorgaba el Gobierno 
a este permiso y los fines que se buscaban. La Ley N.° 26644, ley que otorga la 
licencia por maternidad, en su artículo 4, brinda a la trabajadora el derecho a 
iniciar su periodo vacacional225 inmediatamente después del fin de su licencia por 
maternidad. Es decir, en la práctica, la madre podrá tener 98 días de licencia pre 
y postnatal, al término de los cuales podrá acumular 30 días por vacaciones226. En 
otras palabras, podrá disfrutar de 128 días de licencia laboral remunerada. No 
obstante, en el caso del padre, ello no sucedía así, dado que, pese a su corta 
duración, la norma original no contaba con un artículo similar al recogido en la 
Ley N.° 26644. Ello nos lleva a plantearnos las siguientes preguntas: ¿Por qué se 
le permite a la madre utilizar sus vacaciones inmediatamente después de su 
recuperación postnatal? Si la justificación se encuentra en fomentar el cuidado del 
menor por parte de la madre, ¿por qué no se le otorga el mismo derecho y facultad 
al trabajador? Recordemos que “el padre, de un modo natural, tiene derecho a 
compartir con la madre el nacimiento de un nuevo hijo, así como tiene la 
responsabilidad de asistirlo” (Cortés Carcelén y Toyama Miyagusuku, 2000, p. 
27). ¿Acaso no nos encontramos ante una discriminación en razón de sexo cuando, 
ante una igual situación ―el alumbramiento de la madre y posterior cuidado del 
menor―, se otorga a unas (las madres) un derecho y a los otros (los padres) este 
se les niega sin fundamento alguno? En este caso, nos encontramos ante una 
discriminación que se perpetúa no por lo que la ley dice, sino por aquello que 
omite. Se podría argüir que, pese a la falta de reconocimiento expreso, el padre 
podría pedir que inmediatamente se otorguen sus vacaciones. Empero, en el caso 
de la madre, sí se reconoce como un derecho y, por tanto, el empleador, en 
principio, no podría denegarle aquel. En el caso del padre, al no existir la 
consagración del mismo derecho, se encontraba ante la arbitraria decisión y 
“buena voluntad de su empleador”. Felizmente, esta situación ha sido superada. 
No obstante, aún salta a la vista que el padre, en circunstancias normales, como 
                                                        
225 Es importante resaltar que las vacaciones deben ser, en sentido estricto, para el disfrute propio del trabajador o 
trabajadora, y no para cuidar del menor. 
226 Ello sucede en el régimen laboral general, pues en los regímenes laborales especiales suelen ser 15 días.   
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máximo, puede tener 40 días de licencia laboral remunerada frente a los 128 días 
de licencia laboral remunerada de la madre. Relacionado con el descanso 
vacacional, el 12 de septiembre de 2018, se publicó el Decreto Legislativo N.º 
1421, que tiene como título “Decreto legislativo que establece regulaciones para 
que el disfrute del descanso vacacional remunerado favorezca la conciliación de 
la vida laboral y familiar”, y sus respectivos reglamentos (Decreto Supremo N.º 
013-2019-PCM para el sector público y el Decreto Supremo N.º 002-2019-TR 
para el sector privado). Entre sus novedades, permite que se fraccione el período 
vacacional. Ahora bien, pese a que se deja en claro que estas buscan conciliar la 
vida laboral y familiar, se permite a todos los trabajadores y trabajadoras hacer 
uso de los beneficios que allí se establecen, lo que desvirtúa la finalidad de dicha 
norma, ya que implica que el permiso no deberá ser necesariamente utilizado para 
conciliar la vida laboral con familiar. Ello abre paso a la posibilidad de fraude o 
abuso de derecho al que hemos hecho alusión anteriormente. Además, debido a la 
discriminación sistémica y teniendo una perspectiva de género, sabemos que estas 
facilidades serán utilizadas por las madres trabajadoras. Consecuentemente, las 
soluciones deberán ser más estructurales.   
 
5. El padre viudo: como bien señala Ulloa sobre el tema en cuestión, este tiene dos 
aristas. Primero, en la norma inicial, no se contemplaba la posibilidad de otorgar 
el permiso de maternidad de la madre al padre que quedaba viudo. Es decir, ese 
derecho se “difuminaba” y el niño se quedaba sin cuidado alguno o, en el mejor 
de los casos, su cuidado recaería sobre alguna otra figura femenina. Aunque esto 
había sido advertido por Moyano Delgado, ello no tuvo mayor relevancia para el 
caso. Felizmente, esto fue superado con la Ley N.° 30807, que incorpora, en su 
artículo 2.4, que “en el supuesto que la madre muera durante el parto o mientras 
goza de su licencia por maternidad, el padre del hijo/a nacido/a será beneficiario 
de dicha licencia con goce de haber, de manera que sea una acumulación de 
licencias”. Pese a que se trate de una medida positiva, la fiscalización se mantiene 
como necesaria. El segundo punto lo constituye una interrogante. Ulloa se 
pregunta qué sucede con el padre si, luego de vencido el permiso por maternidad 
(pero dentro del año), la madre muere. En realidad, para nosotros, es imperativo 
cuestionar todo el sistema de cuidados y licencias, ya que, en verdad, la muerte 
de cualquiera de los dos cónyuges representa una situación de mayor 
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responsabilidad para quien sobreviva. Parece que, en la interpretación de Ulloa, 
está implícita la asunción de que es la madre la que se ocupa de forma exclusiva 
del hogar y de los hijos. Sin embargo, en realidad, las salas cuna y un permiso por 
muerte del cónyuge (especialmente si el menor tiene menos de 2 años) podrían 
ayudar al progenitor sobreviviente a superar el duelo, adecuarse a la nueva 
realidad y, al mismo tiempo, hacer lo propio para el niño. Podría ser deseable, 
incluso, que se otorguen permisos de presencia. El progenitor supera el duelo 
mientras trabaja y tiene cerca al menor, quien idealmente podría ser atendido por 
profesionales de la salud (léase, psicólogos) y socializar con otros niños. 
adecuarse a la nueva realidad y, ayudar a superar el duelo —apego— al niño y 
acostumbrarlo a la nueva realidad al niño. Con adecuados centros de cuidado y 
salas cuna, el impacto del duelo puede aminorarse. En todo caso, no pretendemos 
dar una respuesta al problema, pero sí abrir el debate, de modo que los tres 
miembros del triángulo de vulnerabilidad sean el centro de las políticas públicas.  
 
6. Protección contra el despido arbitrario del padre trabajador por razón de 
paternidad y/o razones familiares: conforme hemos desarrollado, nuestro 
ordenamiento constitucional y convencional otorga una especial protección a la 
familia, a la madre —particularmente la que trabaja— y al niño —especialmente 
durante la primera infancia—. Esta protección jurídica se materializa contra su 
despido por motivo tanto de maternidad como por situación familiar. Sin 
embargo, dentro de esta legislación de protección a la familia, también es 
necesario incluir al padre trabajador que ejerce su deber y derecho a la paternidad. 
En otras palabras, es protegiendo también al padre que se logra proteger a la madre 
trabajadora y al niño, con lo cual se salvaguarda a la familia como núcleo de la 
sociedad. Esta idea es coherente no solo con lo expuesto sobre el necesario 
enfoque de conciliación con corresponsabilidad sino, además, con la tímida —e 
insuficiente— aproximación que nuestro Tribunal Constitucional ha tenido con 
respecto a los derechos ligados a la conciliación y su relación con la 
discriminación por “situaciones familiares”. Este concepto de discriminación, 
consideramos, también ser predicables al padre trabajador, que, como ya hemos 
visto, se ve expulsado del mundo doméstico, lo que le impide ejercer una 
paternidad responsable. Además, conforme al concepto amplío de discriminación 
y su consecuente protección recogida en la STC de Lambayeque y que protegería 
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desde un cese hasta incluso actos de hostigamiento o amedrentamientos, deberán 
entenderse que no sólo se dirige a la madre trabajadora como al padre trabajador, 
por terminaciones del contrato por razón de maternidad, lactancia, paternidad y 
cualquier producto del ejercicio de la maternidad y paternidad.  
 
Infelizmente, lo real es que no existe dicha protección en la normativa -y la 
jurisprudencia constitucional tampoco la ha advertido-; por ello, saludamos el 
Proyecto de Ley N.º 4307/2019-CR del grupo parlamentario Fuerza Popular, que 
busca modificar el artículo 29 de la LPCL haciendo expresa mención a que 
“también resulta aplicable en los casos [en] que el trabajador despedido sea el 
cónyuge o conviviente de la mujer embarazada no trabajadora”.  
 
Aunque sea probable que, en debate parlamentario, esto no se permita, resulta 
necesario reiterar lo evidente: que también protege al padre con una esposa 
trabajadora. El proyecto de ley, en consonancia con la doctrina y la jurisprudencia 
internacional —en especial, la Sentencia C-005/17 de la Corte Constitucional de 
Colombia— entiende que, en países con altas tasas de informalidad, no es dable 
que solo se proteja a la madre trabajadora. Sería sumamente enriquecedor 
ampliarlo a los trabajadores hombres o mujeres que ejerzan sus responsabilidades 
familiares. De este modo, la nulidad, en realidad, se otorgaría al padre con esposa 
(formalmente trabajadora o no) y, por otro lado, quedaría claro que la finalidad es 
la de ocuparse de la crianza. 
 
7. Equiparando utilidades justas: Como hemos visto, desde hace poco, se le reconoce 
a la madre que disfruta de su licencia por maternidad dicho período como laborado 
para efectos de sus utilidades. Sin embargo, lo mismo no sucede en el caso del 
padre que disfruta su licencia por paternidad. Sin embargo, el 15 de abril de 2019, 
el Grupo Parlamentario Nuevo Perú presentó el Proyecto de Ley N.º 4215-2018-
CR, que busca nuevamente modificar el artículo 2° del Decreto Legislativo N.º 
892 para reconocer que también se consideren como trabajados los días que se 
tomen por licencia por paternidad. Nuestra legislación otorgó solo 4 días y 
recientemente 10 días para esta licencia; sin embargo, creemos que el trabajador 
está haciendo uso de un derecho constitucional de implicancia social y mal se 
haría “castigándolo” en lo más mínimo. Por ello, esta norma, bajo una mirada de 
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parificación, es positiva y debería aprobarse. Debe mencionarse que, entre otros, 
el Proyecto de Ley N.º 04215-2018-CR intenta que también a los padres, al igual 
que en el caso de las madres con el Proyecto de Ley N.º 2517/2018-CR ―y que 
se convirtió en la Ley N.º 30792 del 15 de junio de 2018―, puedan 
considerárseles los días de licencia como días trabajados para efectos del pago de 
sus utilidades. Dicha propuesta ―que aún se encuentra en comisión― trasmitirá 
un importante mensaje sobre la importancia que el Estado otorga, como política 
nacional, a las labores de cuidado en las que el trabajador atiende su deber y 
derecho, y provee a su menor del cuidado, crianza y protección que este requiere. 
 
Saludamos que, en torno a estos problemas, estas propuestas legislativas, aunque no 
atacan el problema de fondo, sin duda, constituyen pasos importantes hacia la paliación 
de la discriminación que genera el parto en las mujeres, otorgan un derecho y lo fomentan, 
y se ocupan del legítimo interés superior del menor. 
 
En esa línea, más allá de los programas de sensibilización y educación altamente 
necesarios, legislativamente nuestra propuesta plantea que se “sincere” la finalidad de 
este permiso aumentándolo a, por lo menos, 14 días, y contemplando mayores situaciones 
o teniendo una forma “abierta” que dé la posibilidad a extenderlo “hasta lo que sea 
necesario” ―con cargo a luego sustentar con documentos médicos dicha duración―. 
Solo de este modo se podrá cumplir a cabalidad su objetivo —ello, sin desmedro del 
necesario reconocimiento del permiso por parentalidad—. Incluso, en todo caso, se 
deberá priorizar la consecución de la real igualdad entre padres y madres que trabajan en 
el cuidado de sus hijos, buscando el mejor interés del menor y maximizando la 
satisfacción de los demás derechos constitucionales e internacionales involucrados. Se 
podría obviar las clasificaciones o nomenclaturas doctrinales, y otorgar bajo el nombre 
de “permiso por paternidad” —como sucede con el permiso por maternidad— un permiso 
que tenga una duración adecuada para que su función no solo se limite al alumbramiento, 
los trámites administrativos y médicos, el apoyo a la madre, especialmente, en el 
puerperio, sino que también implique una evidente finalidad de cuidado, crianza y 
educación del menor en sus primeros días de vida en un ambiente de responsabilidades 
compartidas. Esta duración, si bien deberá ser determinada previo estudio 
interdisciplinario y social de nuestra realidad nacional, podrá incluso anhelar una 
equiparación absoluta como la que ya se disfruta en el país ibérico con 16 semanas para 
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ambos cónyuges. Quizá, en nuestro caso, al igual que en España, su aplicación deberá ser 
paulatina hasta lograr una equiparación con las actuales 14 semanas de la madre, pero esa 
respuesta deberá ser otorgada con estudios técnicos y el fundamento —sin sesgo— 
necesario. Reiteramos que es un debate que debe llevarse a cabo pronto y sin dilaciones 
por lo evidentemente pluriofensivo de los derechos que significa mantener incólume esta 
situación.  
 
Felizmente, el debate suscitado el miércoles 13 de junio de 2018 a propósito de la 
aprobación de la ley N.° 30807, que aumentó la duración del permiso y corrigió varias 
deficiencias de la norma inicial, nos brinda alguna esperanza en ese sentido, pues se 
manifestaron más voces —y de variada postura política— con una clara postura a favor 
de la parificación y equiparación, y que comprendían que esta ampliación de 10 días era 
solo el inicio. Así, por ejemplo, Huilca Flores (NP) reconoció que la norma “es también 
el cambio de perspectiva sobre cómo se asume la responsabilidad parental; esto es lo 
central de iniciativas como esta, que, además, vamos generando para ponernos acorde 
con lo que otros países ya vienen haciendo: hacer que la responsabilidad e [sic] cuidados 
es algo compartido entre padres y madres227”. Por su parte, Foronda Farro (FA) reconoció 
que la finalidad de la norma era reivindicar “el rol que los varones tienen en la formación 
integral y el compartir y superar roles que tradicionalmente han sido asignados solamente 
a las mujeres. En la formación de los hijos, no hay diferencias (…). Es igual 
responsabilidad entre los dos para tener hijos que estén socialmente integrados, 
mentalmente sanos y que, además, genere [sic] una sociedad que integre y no 
discrimine228 (..)”. A su vez, Luz Salgado del partido Fuerza Popular, en respuesta a la 
preocupación de su colega de bancada Reátegui Flores sobre el impacto económico de la 
medida, en especial, en las pequeñas empresas, destacó que “se pueden poner algunos 
problemas, pero yo creo que vamos avanzando en esta actitud igualitaria, que siempre la 
hemos defendido229”. Incluso, representantes como el pastor evangélico Rosas Huaranga 
(no agrupado), dejando en claro que, de ningún modo, apoyaba la medida por temas de 
                                                        
227 Intervención de la congresista Huilca Flores (NP) ante el Pleno. Diario de debates, Período Parlamentario 2016-
2021, Período Anual de Sesiones 2017-2018, Segunda Legislatura Ordinaria de 2017, mes de junio - 2018, Sesiones 
del Pleno, 17. a SESIÓN (Vespertina), miércoles 13 de junio de 2018. 
228 Intervención de la congresista Foronda Farro (FA) ante el Pleno. Diario de debates, Período Parlamentario 2016-
2021, Período Anual de Sesiones 2017-2018, Segunda Legislatura Ordinaria de 2017, mes de junio- 2018, Sesiones 
del Pleno, 17. a SESIÓN (Vespertina), miércoles 13 de junio de 2018. 
229 Intervención de la congresista Salgado Rubianes ante el Pleno. Diario de debates, Período Parlamentario 2016-2021, 
Período Anual de Sesiones 2017-2018, Segunda Legislatura Ordinaria de 2017, mes de junio- 2018, Sesiones del Pleno, 
17. a SESIÓN (Vespertina), miércoles 13 de junio de 2018. 
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género, lo hizo “por la importancia de que los padres deben ser corresponsables en 
ayudarse en la casa, y que ambos deben cumplir los mismos roles que contribuyen a los 
hijos. Acá no [sic] de que yo soy hombre y tú carga a la bebe, no, porque, los hombres 
también podemos criar, atender, contribuir en la tarea de los hogares, y así lo hacemos 
los casados230”. En todo caso, parece que los tiempos están cambiando. Desde los propios 
legisladores se aprecia la necesidad de un permiso de paternidad o parentalidad más 
duradero que efectivamente cumpla con los fines del principio de corresponsabilidad, 
igualdad, fomento de la familia e interés superior del niño. Bien resume De Belaunde de 
Cárdenas (no agrupado), que parece ser que la población, a través de sus representantes, 
comienza a comprender que “si los hombres y mujeres terminan teniendo la misma 
licencia, esa posibilidad de discriminación disminuye sustantivamente231”. En 
consecuencia, esta norma “es un primer paso [segundo en realidad] para apuntar a una 
situación de equidad, que hombres y mujeres deberián contar en el futuro —sé que 
todaviá no es posible— con exactamente los mismos diás de licencia232”.  
  
Si bien este es un avance en la cosmovisión de los legisladores, la necesidad de estas 
medidas transformadoras es palmaria. En ese sentido, aunque, en principio, consideramos 
que la solución debe venir del poder legislativo, y que ni el Poder Judicial ni el Tribunal 
Constitucional deberían actuar como legislador positivo, la diferencia doctrinal que 
puedan efectuar con respecto a la duración del permiso por maternidad y sus diferentes 
fines podría generar que se comprenda que, en realidad, el período tiene mucho de 
cuidado y crianza ―y, por tanto, es un derecho utilizable por ambos padres―. En 
consecuencia, el solo detectar esta diferencia coadyuvaría a iniciar una concientización 
en busca de la eliminación de los efectos discriminatorios de la actual regulación de 
permisos laborales por nacimiento y adopción, y permitirá que los juzgados o el Tribunal 
realicen una sentencia exhortativa en el sentido de que el legislativo, en el más breve 
plazo, comience a elaborar un marco jurídico que apunte a rectificar esta situación e 
incluso llegue a la equiparación absoluta (sin desmedro que —al considerar que este 
                                                        
230 Intervención del congresista Rosas Huaranga ante el Pleno. Diario de debates, Período Parlamentario 2016-2021, 
Período Anual de Sesiones 2017-2018, Segunda Legislatura Ordinaria de 2017, mes de junio- 2018, Sesiones del Pleno, 
17. a SESIÓN (Vespertina), miércoles 13 de junio de 2018. 
231 Intervención del congresista De Belaunde de Cárdenas ante el Pleno. Diario de debates, Período Parlamentario 2016-
2021, Período Anual de Sesiones 2017-2018, Segunda Legislatura Ordinaria de 2017, mes de junio- 2018, Sesiones del 
Pleno, 17. a SESIÓN (Vespertina), miércoles 13 de junio de 2018. 
232 Intervención del congresista De Belaunde de Cárdenas ante el Pleno. Diario de debates, Período Parlamentario 2016-
2021, Período Anual de Sesiones 2017-2018, Segunda Legislatura Ordinaria de 2017, mes de junio- 2018, Sesiones del 
Pleno, 17. a SESIÓN (Vespertina), miércoles 13 de junio de 2018. 
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derecho a la corresponsabilidad es un derecho constitucional y convencional, de 
titularidad también del varón y plenamente exigible— sea completamente válido que  un 
padre trabajador, a través de un proceso constitucional de amparo, solicite incluso el 
reconocimiento de su licencia por paternidad en términos equiparables al de maternidad).   
 
Para finalizar este subcapítulo, creemos pertinente recordar lo señalado por Martínez 
Yánez, quien subraya que la efectividad del permiso de paternidad como herramienta para 
obtener una mayor igualdad entre hombres y mujeres tanto en la vida familiar como en la 
laboral depende del uso que se haga de este. Es decir, no solo se trata de aumentar su 
duración, sino de verdaderamente implicar al varón y empoderarlo, en este caso, como 
titular de deberes y responsabilidades de cuidado y crianza. Para este fin, como señala la 
autora, un primer paso para esta real toma de conciencia e involucramiento activo del 
varón en el mundo reproductivo es que este derecho al cuidado sea visto como un derecho 
individual del padre trabajador, en otras palabras, que el padre se sepa trabajador y, ante 
todo, padre, con todo el deber, derecho y responsabilidad de cuidar de su menor que ello 
implica. Este autoreconocimiento parece asegurar una mayor eficiencia práctica que otras 
medidas adoptadas en el pasado.  
 
Felizmente, este primer paso, fue dado —aunque de forma confusa y contradictoria— 
desde la inicial norma de 2009; sin embargo, debido a su vaguedad, consideramos que 
deben existir políticas públicas de difusión, concientización y educación que logren hacer 
que el padre se autoperciba como titular de este deber y derecho al cuidado, más aún 
frente a la reciente ampliación a 10 días. En todo caso, además de la necesaria toma de 
conciencia, mientras se logra la ampliación progresiva de la duración de este permiso, 
cada ampliación deberá ir acompañada de mecanismos que incentiven el uso efectivo de 
este derecho para los fines que se buscan (2007, p. 407). Además, como ya hemos 
señalado, puede también ir acompañado de otras medidas como las fiscalizaciones. En 
todo caso, es una tarea difícil al tener que ir contra toda una cultura con sus prejuicios y 
discriminaciones, pero, sin duda, es necesaria en aras del nuevo pacto social y sexual que 
propugnamos, y que, entre otras, busca la igualdad efectiva, la justicia y el respeto como 
individuo de los trabajadores —incluidos los padres y madres— y no como meros 
recursos que deben soportar “cargas” injustamente impuestas por efecto de una visión 
comercial y de una sociedad dicotómica discriminadora necesitada de transformación 





3.2.3. La zona cris (gris). La falsa justificación biológica: la ley de lactancia 
materna y lactarios 
 
Consideramos que la Ley N.º 27240, ley que otorga permiso por lactancia materna, es 
una norma que, bajo una falsa justificación biológica ―en realidad, utilizando los 
conceptos tradicionales de discriminación― genera discriminación directa tanto para 
hombres como para mujeres. Para justificar nuestra apreciación, primero debemos tener 
una aproximación al fenómeno biológico que aparentemente intenta regular la norma: la 
lactancia.  
 
Según la Organización Mundial de la Salud, la lactancia materna es una práctica muy 
provechosa que debe ser promovida por todos los Estados, ya que otorga una infinidad 
de beneficios para el menor, como la energía y nutrientes que los niños necesitan en sus 
primeros meses de vida, desarrollo sensorial y cognitivo, protección contra enfermedades 
infecciosas y crónicas, y reducción de la mortalidad infantil (2014). Asimismo, 
contribuye a la salud y el bienestar de la madre, pues disminuye el riesgo de cáncer de 
mamas y ovario (OMS, 2014).  
 
Es por estas razones científicas que la OMS (2014), junto con el Fondo de las Naciones 
Unidades para la Infancia (Unicef), recomienda lo siguiente: “La lactancia materna [debe 
ser] exclusiva durante los seis primeros meses de vida y, a partir de entonces, (…) [debe 
reforzarse] con alimentos complementarios al menos hasta los dos años”.  
 
Hasta este momento, lo que tenemos claro es que las máximas autoridades internacionales 
sobre medicina ―como la OMS― y sobre el cuidado de niños ―como la Unicef― 
recomiendan sobre la base de criterios médicos y científicos el amamantamiento233 hasta 
que el menor cumpla 6 meses de edad.  
 
                                                        
233 No es para nada caprichoso ni antojadizo el hecho de que ahora se utilice la palabra amamantar y no lactar, pues la 
primera, según la Real Academia de la Lengua Española (RAE), se refiere al hecho de dar de mamar; es decir, a la 
lactancia materna exclusiva. 
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Distinto significado podemos extraer de la palabra lactancia, pues, según su tercera 
acepción en el Diccionario de la lengua española, es un sistema de alimentación que bien 
puede ser natural, materna o artificial; es decir, es una palabra que abarca mucho más. 
Habiendo dicho ello, el solo título de la ley, al denominarse “Permiso por Lactancia 
Materna” podría per se darnos un indicio de que nos encontramos ante una norma que va 
más allá de la recomendación de la OMS (seis meses de lactancia materna exclusiva234). 
 
Pero, más allá de perfeccionar la norma con el simple cambio de palabras, corresponde 
analizar la finalidad de la ley, para de este modo apreciar si lo que el legislador quiso ―y 
quiere― fue promover el amamantamiento por los primeros 6 meses y, de ser así, nos 
encontraríamos ante un trato plenamente justificado en razones objetivas y razonables 
que no vulnerarían el principio rector de igualdad y, por tanto, no genera discriminación 
alguna.  
 
En ese sentido, es pertinente traer a colación la ley que regulaba este derecho con 
anterioridad. Se trata de la Ley N.° 2851235, 2851, Ley que regula el trabajo de los niños 
y mujeres por cuenta ajena, que, en su artículo 21, se pronunciaba sobre este permiso por 
lactancia, con la salvedad de que, si bien no señalaba la duración temporal de dicho 
permiso, sí mencionaba expresamente que su finalidad era el amamantamiento236.  
 
El 19 de enero de 1990, se promulgó el Decreto Supremo N.° 005-90-PCM- Reglamento 
de la Carrera Administrativa que no hizo nada más que puntualizar que este permiso, para 
el sector público, duraba hasta que el niño cumpliera un año de edad. Lamentablemente, 
como ya hemos señalado, la Ley N.° 2851, que, como hemos visto, regulaba el permiso 
en forma general, fue derogada. Este permiso desapareció de nuestro ordenamiento 
jurídico de forma general a razón de la tercera disposición derogatoria de la Ley N.° 
26513 promulgada el 28 de julio de 1995. 
 
                                                        
234 Aunque nos encontramos ante un tema solo de nomenclaturas y de palabras, considero que hubiera sido más 
apropiado que la norma se denomine “permiso por amamantamiento” o que por lo menos quede claro en la norma que 
ese es el fin que se persigue.  
235 Esta ley fue publicada en el diario oficial El Peruano el 4 de enero de 1919.  
236 “Las madres a que se refiere el artículo anterior tendrán derecho a disponer, para amamantar a sus hijos, de 
proporciones de tiempo que, en conjunto, no excedan de una hora al día, fuera del tiempo necesario para trasladarse al 
local destinado a este fin.” 
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Es decir, desde julio de 1995, se suprimió el derecho de lactancia materna al sector 
privado, mas quedó aún indemne el derecho para las madres que trabajaban para el sector 
público. Es en este escenario que surge el Proyecto de Ley 4146/98 CR, propuesto por la 
congresista Luz Salgado Rubianes, para restablecer dicho permiso237.  
 
Al analizar el Proyecto de Ley N.° 4146/98 CR y sus respectivos dictámenes, podemos 
apreciar que la ley de lactancia materna tenía como finalidad ―en un inicio― la lactancia 
materna exclusiva ―propiamente, el amamantamiento― por parte de la madre hacia su 
hijo. No fue antojadizo, entonces, que el beneficio contemplara el permiso por 6 meses, 
periodo que guarda estrecha relación con lo recomendado por la OMS238 y la Unicef239.  
 
En total coherencia con lo anterior, la Ley N.° 27240, originalmente publicada el 23 de 
diciembre de 1999 en el diario oficial El Peruano, contemplaba este derecho hasta que el 
menor contara con seis meses de nacido. Ello se dispuso con la clara ―y justificada― 
finalidad de fomentar la lactancia directa y exclusiva de parte de la madre hacia sus 
menores por dicho lapso.  
 
Este hecho irrefutable y que, además, cuenta con el respaldo científico necesario, nos 
enfrenta ante una norma del todo coherente con el artículo 103 y que no generará 
discriminación alguna, sino, por el contrario, se trataría de una diferenciación objetiva y 
razonable240. 
 
El hecho de que, al inicio, nuestra norma tuviera absoluta relación con lo señalado por la 
OMS sobre la lactancia materna exclusiva no es un hecho aislado en la legislación laboral, 
pues, al revisar la reglamentación de nuestros países vecinos, podemos encontrar una 
normativa similar, pero que sí especifica que este permiso debe ser entendido por 
                                                        
237 Este es el planteamiento de muchos congresistas en el debate en el pleno y en especial del Dictamen en Minoría de 
la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del congresista Daniel Estrada Pérez.  
238 La propia exposición de motivos señala “La Organización Mundial de la Salud (OMS) exhorta a los gobiernos del 
mundo para que contribuyan a través de sus políticas y normas internas a otorgar las facilidades necesarias para que la 
madre pueda dar de lactar a su hijo en forma exclusiva durante seis meses” 
239 Se ha tenido a la vista el proyecto de ley, los dictámenes de las Comisiones del Congreso correspondientes en este 
caso el de la Mujer y Desarrollo Humano y el de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social y finalmente el debate en 
el pleno de la aprobación de la norma primigenia y sus respectivas modificaciones o enmendaduras. 
240 Otra cosa distinta es que, en la práctica, debido a la falta de prolijidad de la norma ―que solo indica grosso modo 
que la madre trabajadora tendrá un derecho a una hora diaria de permiso por lactancia materna, sin señalar si la lactancia 
debía ser entendida como amamantamiento― se pudo haber generado, en muchos casos, discriminación indirecta al 
padre, ya que tal vez la madre se extraía la leche. Esta discriminación, como analizaremos más adelante, se acentúa con 
la implementación de los lactarios. No obstante, era el padre quien realmente alimentaba al menor, sin contar con 
beneficio alguno que pudiera conciliar su vida familiar, personal y laboral.  
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amamantamiento. En esa línea, contamos con el artículo 238 del Código Sustantivo de 
Trabajo de Colombia241 y el artículo 170 inciso IV de la Ley Federal del Trabajo de 
México242. La gran diferencia con nuestra norma es que, tanto en Colombia como en 
México, este derecho se ejerce dentro de las instalaciones de la empresa. 
 
Dicho requisito y forma de ejercer el permiso (en relación con el lugar en que se lleve a 
cabo el acto) son compartidos por la Ley de Contrato de Trabajo de la Argentina en su 
artículo 179, el cual también exige que este derecho se ejerza dentro de la empresa hasta 
por el período de un año243; el actual Código del Trabajo del Paraguay en su artículo 
134244, que tiene una redacción similar a la del anterior código, aprobado por la Ley N.° 
729 de 1961 de Paraguay, en su artículo 129245; la Ley Orgánica del Trabajo, los 
Trabajadores y las Trabajadoras de Venezuela en su artículo 345246; y, finalmente, el 
Decreto del 1 de abril de 1954 del Uruguay en su artículo 3 ―el cual fue actualizado con 
la Ley N.° 19530 de 2017 y que indica la necesidad de contar con salas de lactancia― . 
Todos estos señalan que la madre tiene derecho a dos períodos de media hora dentro de 
su jornada diaria de trabajo para amamantar al menor247.  
 
                                                        
241 “El empleador está en la obligación de conceder a la trabajadora dos descansos de treinta (30) minutos cada uno 
dentro de la jornada para amamantar a su hijo ―sin descuento alguno en el salario por dicho concepto― durante los 
primeros seis (6) meses de edad.” 
242 “En el período de lactancia hasta por el término máximo de seis meses, tendrán dos reposos extraordinarios por día, 
de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos, en lugar adecuado e higiénico que designe la empresa.” 
243 “Artículo 179°. — Descansos diarios por lactancia. Toda trabajadora madre de lactante podrá disponer de dos (2) 
descansos de media hora para amamantar a su hijo, en el transcurso de la jornada de trabajo, y por un período no 
superior a un (1) año posterior a la fecha del nacimiento, salvo que por razones médicas sea necesario que la madre 
amamante a su hijo por lapso más prolongado. En los establecimientos donde preste servicios el número mínimo de 
trabajadoras que determine la reglamentación, el empleador deberá habilitar salas maternales y guarderías para niños 
hasta la edad y en las condiciones que oportunamente se establezcan.” 
244 “Artículo 134°. — En el periodo de lactancia, las madres trabajadoras tendrán dos descansos extraordinarios por 
día, de media hora cada uno, para amamantar a sus hijos. Dichos descansos serán considerados como periodos 
trabajados, con goce de salarios. A este fin, los establecimientos industriales o comerciales en que trabajen más de 
cincuenta mujeres, están obligados a habilitar salas maternales para niños menores de dos años, donde estos quedarán 
bajo custodia, durante el tiempo de ocupación de las madres. Esta obligación cesará cuando las instituciones de 
seguridad social atiendan dicha asistencia.” 
245 “Artículo 129º. — (…) En el período de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada 
uno, para amamantar a sus hijos. Dichos descansos se consideran como períodos trabajados y no justificarán cualquier 
deducción del salario. A este fin, los establecimientos industriales o comerciales en que trabajen más de cincuenta 
mujeres, están obligados a habilitar salas maternales para niños menores de dos años, donde éstos quedarán bajo 
custodia, durante el tiempo de ocupación de las madres. Esta obligación cesará cuando las instituciones de Seguridad 
Social atiendan dicha asistencia”. 
246 “Artículo 345°. — Descansos por lactancia: Durante el período de lactancia, la mujer tendrá derecho a dos descansos 
diarios de media hora cada uno, para amamantar a su hijo o hija en el Centro de Educación Inicial o sala de lactancia 
respectiva. Si no hubiere Centro de Educación Inicial con sala de lactancia, los descansos previstos en este artículo 
serán de una hora y media cada uno”. 
247"Si la empleada u obrera lacta a su hijo, está autorizada a interrumpir su trabajo para este fin, durante dos períodos 
de media hora dentro de su jornada diaria y que serán contados como trabajo efectivo. El Consejo del Niño, por medio 
de uno de los médicos de su dependencia, fijará la duración del período de amamantamiento." 
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Habiendo observado que la legislación de nuestros países vecinos contempla el permiso 
por lactancia materna, pero dentro de las instalaciones de la empresa, es necesario 
plantearnos la siguiente pregunta: ¿Qué pasó en nuestro ordenamiento? De acuerdo con 
Cortés Carcelén y Toyama Miyagusuku (2000), inicialmente este era un derecho 
relacionado al de las salas cuna, y tenía como contenido el hecho de que la madre podía 
utilizar porciones de tiempo que, en conjunto, no superaran una hora al día para dar de 
lactar a sus hijos, sin que se le pudiera descontar ese tiempo de su salario248” (p. 29). 
 
De la lectura de Ley N.° 27240 publicada el 23 de diciembre de 1990 no podemos concluir 
si es que dicha hora diaria debe ser otorgada dentro de la jornada o fuera de esta, debido 
a que no se hace mayor referencia sobre la forma o circunstancia en las que se ejerce 
dicho derecho.  
 
No fue sino hasta la publicación de la Ley N.° 27591 denominada “Ley que equipara la 
Duración del Permiso por Lactancia de la Madre Trabajadora del Régimen Privado con 
el Público” del 13 de diciembre de 2001 que la ley esclarece ―en realidad recién regula― 
que la hora de lactancia materna podría ser fraccionada en dos tiempos iguales, es decir, 
que la madre podía salir media hora antes y llegar media hora después a su centro de 
trabajo, pero en ningún momento se exige que este permiso se ejerza dentro de las 
instalaciones de la empresa ―tampoco la norma podía apuntar hacia esa dirección, toda 
vez que con la derogación de la Ley N.° 2851 también se eliminaron las salas cuna―. 
 
Volviendo a la discusión principal, consideramos que la Ley N.° 27240, que otorgaba 6 
meses de permiso con el fin necesariamente de amamantamiento natural249, podría haber 
sido señalada de ser una norma objetiva y razonable a la luz de la data científica que la 
soportaba, pero, con la poca fiscalización que existe y la desvinculación de la salas cuna, 
entre otras razones, observaremos que dejó de ser objetiva y razonable.  
 
                                                        
248 “Artículo 20°. — En todo lugar de trabajo de que se ocupa el artículo 1°, y en donde trabajan mujeres mayores de 
diez y ocho [sic] años, se deberá disponer de una sala, especialmente acondicionada, en su propio local o en otro 
próximo, para recibir y atender, en las horas de trabajo, a los hijos de las obreras, durante el primer año de su edad 
(…)” (Cortés Carcelén y Toyama Miyagusuku, 2000, p. 29). 
249 “Y la otra consideración es la de no poderse olvidar el respeto a la elección de la madre en la elección [sic] de la 
lactancia natural (…). Sería, además, conveniente el establecimiento de un permiso de la suficiente amplitud y 
contenido protector para no dificultar la lactancia natural, y la adopción de medidas destinadas a facilitar la lactancia 
natural, como la habilitación de salas en las empresas a cargo exclusivo de fondos públicos o con importantes 
subvenciones, que facilitarían así la lactancia natural.” (Lousada Arochena, 2008, p. 77) 
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Por ejemplo, si nos preguntamos ¿en virtud de qué se amplía a un año? Al acudir a la luz 
de los debates del pleno, podemos observar que esta norma que “equipara la duración” 
tuvo una lógica de eliminar (o disminuir) la “discriminación” entre las trabajadoras del 
sector público ―que contaban con un año en virtud del Decreto Supremo N.° 005-90-
PCM― y las trabajadoras del sector privado ―que contaban con 6 meses―. 
 
El razonamiento fue el siguiente: se está vulnerando el principio de igualdad consagrado 
en el artículo 2, inciso 2 de la Constitución no solo contra las madres del sector privado, 
que “disfrutan” la mitad del tiempo del periodo de lactancia sino también contra los hijos 
de estas, ya que recibirán menos cuidados y atención.  
 
Pero ¿es verdaderamente este el razonamiento que debió tener el legislador? ¿Acaso el 
legislador no debió analizar si dicho periodo ―el del sector público― era el adecuado 
para los fines que se quería conseguir a fin de evitar otras discriminaciones? ¿Acaso con 
la supuesta solución no se generó una discriminación? 
 
Lamentablemente, el escenario se vuelve contradictorio con la dación de la Ley N.° 
29896, que dispone la implementación de lactarios en empresas que tengan más de 20 
trabajadoras en edad fértil. Dicho permiso por sí solo sería discriminatorio considerando 
la gran cantidad de empresas con menos de 20 trabajadoras, en especial, en edad fértil. 
De este modo, por un tema numérico arbitrario, ninguna de ellas tendría este beneficio 
pese a los objetivos constitucionales que se busca perseguir.  
 
En un inicio, podríamos pensar que nuestra legislación desea alinearse con la legislación 
de los países vecinos y exigir que la hora de lactancia se ejerza dentro de los lactarios, 
pero, de pronto, nos topamos con la realidad de que los lactarios no son una guardería ni 
un lugar donde el niño pueda permanecer, sino que simplemente son un “ambiente (…) 
para que las madres trabajadoras extraigan su leche materna durante el horario de trabajo, 
asegurando su adecuada conservación250”. 
 
Además, la exposición de motivos aclaró que la hora de lactancia y la hora para lactarios 
eran permisos diferentes por tener ambos diferente naturaleza. Mientras que el permiso 
                                                        
250 Artículo 2 de la Ley N.° 29896. 
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de lactancia es para amamantar al hijo/a cuando se está en casa, el de lactarios se requiere 
para la extracción de la leche en horario de trabajo (Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables, 2016, p. 6)251. Por ello, el artículo 9 del Decreto Supremo N.º 001-2016-
MIMP, Decreto Supremo que desarrolla la Ley N.º 29896 ―Ley que establece la 
implementación de lactarios en las instituciones del sector público y del sector privado 
promoviendo la lactancia materna― determinó que “el goce del permiso de la hora de 
lactancia establecido mediante la Ley N.º 27240 y sus modificatorias es independiente 
[sic] del tiempo de uso del lactario que requieren las beneficiarias del referido servicio”. 
Es decir, en la actualidad, la madre trabajadora cuenta con dos horas de licencia: una del 
permiso por lactancia materna y otra para poder extraerse la leche materna.  
 
Además, dado que no existe, en la actualidad, ninguna supervisión o mecanismo que 
hagan más efectivos el hecho de que el menor realmente sea alimentado por la madre, ni 
siquiera se aprovechó la implementación de lactarios para restablecer el permiso de las 
salas cuna. Pese a que la norma puede, en el plano formal, respetar el principio de 
igualdad, en la realidad, genera evidentes discriminaciones, con lo cual una norma como 
la actual no puede ser catalogada de objetiva ni razonable.  
 
A esta idea también han llegado tanto la doctrina especializada como la jurisprudencia 
comparada. Así, por ejemplo, Molero Suárez (2009) también desmitifica el hecho de que 
el permiso de lactancia materna por un año se pueda sostener en la biología, pues, para la 
autora, que el derecho otorgue este permiso de lactancia solo a la madre constituye una 
medida falsamente protectora , ya que, si bien en un inicio pareciera que la norma 
discrimina solo a los hombres, en realidad materialmente se discrimina a la mujer, 
vulnerando el principio de igualdad en el disfrute del permiso del trabajo y erigiendo un 
factor de alejamiento de la mujer del mercado de trabajo y tornando imposible su 
emancipación de las tareas domésticas (Molero Suárez, 2009, p. 238). Todo ello hace 
concluir a Dilla Catalá (2008) que hoy en día el objeto del permiso de lactancia no es la 
                                                        
251 El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, en su exposición de motivos, se percató de que “(…) es 
necesario dilucidar si el tiempo de uso del lactario es, a la misma vez, el tiempo que se destina al permiso por lactancia 
o si, por el contrario, se trata de derechos de diferente naturaleza. [Al respecto, es necesario recalcar que] son dos 
tiempos diferentes: el permiso de la hora de lactancia es amamantar al hijo/a cuando se está en casa y, de otro lado, el 
uso de lactario se requiere porque el organismo de la madre produce leche materna durante el horario de trabajo; por 
tanto, se requiere un espacio y tiempo para la extracción y conservación de la leche materna. Negarle el acceso al 
lactario por el hecho de venir gozando del permiso de la hora de lactancia implicaría que recurra a los servicios 




lactancia en sí misma, sino que el niño esté mejor atendido en sus primeros meses de vida 
(p. 260). Se trata, en la práctica, del hecho de “estar un ratito más con nuestros hijos por 
la mañana o para llegar un poquito antes a casa por la tarde, pero no es necesariamente 
tiempo de alimentar a nuestros hijos” (Dilla Catalá, 2008, p. 261). Esto se encuentra 
plenamente corroborado con la Encuesta Nacional Demográfica y de Salud Familiar 
(Endes) del 2012 que señaló que solo el 7.1 % de los niños mayores de 6 meses 
continuaban alimentándose exclusivamente de leche materna (MIMP, 2013).  
 
Del mismo modo, mediante la sentencia del Caso Roca Álvarez, Caso C-104/09, el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha considerado que, en efecto, este tiempo es 
para estar con el menor y ha dejado en claro que, por tanto, este permiso implica que tanto 
el padre como la madre pueden asumir la alimentación y el tiempo de cuidado de su hijo, 
ya que dicho permiso debería ser otorgado por la sola calidad de progenitores. A partir de 
este caso, la doctrina española ha comenzado a alinearse en ese sentido, ya que este 
permiso se debe desvincular del hecho biológico de producir leche y amamantar: en la 
realidad de los hechos, esta hora de permiso se utiliza para un mero cuidado de los hijos 
(Álvarez Fernández, 2010, p. 6). 
 
En nuestro ordenamiento, esta diferencia es mucho más notoria pues, como hemos visto, 
hoy en día la madre ―que trabaje en una empresa que cuente con, al menos, 20 
trabajadoras en edad fértil― tiene la posibilidad de extraerse la leche. Por ello, resulta 
difícil de comprender por qué el padre no puede recoger la leche y dársela al menor o que 
los primeros seis meses sean exclusivos de la madre, pero luego pueda tomarlos el padre. 
Ello se debe a que actualmente existen métodos alternativos de lactancia, lo que 
demuestra que se debería distribuir la responsabilidad constitucional de cuidado y 
alimentación entre ambos padres y no hacerla recaer exclusivamente en la madre (Molero 
Suárez, 2009, p. 237). Este pensamiento de la madre como única responsable de los 
cuidados del menor aún se encuentra fuertemente enquistado en el imaginario de nuestra 
población. Incluso existe el Proyecto de Ley N.° 1094/2011, elaborado por la congresista 
y ahora presidenta del congreso, Ana María Solórzano, en que se plantea ampliar el 





Por todo ello, si es que ambos padres pueden ―y además es recomendable ― cuidar de 
sus menores hijos, ¿a qué se debe que nuestra norma le otorgue ese permiso de cuidado 
exclusivamente a la madre excluyendo al padre de sus labores domésticas? La respuesta 
es clara y rotunda: una discriminación basada en el sexo que no debería tolerarse en 
nuestro ordenamiento. Así, podemos ver que nos encontramos ante una norma que 
encasilla y estigmatiza a la mujer, basándose en el tradicional reparto de roles, y la coloca 
como la única cuidadora del menor debido a su natural rol doméstico y su delicadeza 
(Ruiz Bravo, pp. 138-139).   
 
En ese sentido, consideramos que esta norma debería ser modificada y tener un 
planteamiento similar a la española o la chilena, en las que ―por convenio entre los 
progenitores― el permiso puede ser disfrutado por el padre. Además, la nueva norma 
debería solucionar la confusión entre la hora de lactarios y la de lactancia. Incluso 
podríamos ser más arriesgados y otorgar la titularidad a ambos padres, ya que, como 
hemos visto, pasados los seis meses, este tiempo es dedicado básicamente al cuidado del 
menor y, por tanto, debería ser concedido a la pareja en pie de igualdad como “derechos 
parentales” (Boza Pró, 2009, p. 95). 
 
Ahora bien, es necesario recalcar ―como lo hiciera Martínez Yáñez (2007)― que, tanto 
en el descanso por maternidad como en el permiso de lactancia, la atribución exclusiva 
del derecho a la mujer no contribuye a eximir la situación inicial de desigualdad en la que 
se encuentran las trabajadoras con responsabilidades familiares. Por el contrario, de esta 
manera, las convicciones sociales que otorgan a la madre un papel preponderante en el 
cuidado del recién nacido se integran en el sistema jurídico y se consolidan. Partiendo de 
esta base, se debe concluir que las medidas analizadas no son auténticas acciones 
positivas, ya que no cumplen con su finalidad. Antes bien, se identifican con acciones 
protectoras de difícil encaje constitucional (p. 403).  
 
Lo que, en realidad, subyace en todas estas reglas ―a decir de Ackerman (2016)― es la 
discriminación en razón del sexo, ya que, a partir de estas “protecciones” ―arbitrarias― 
le escatima a la mujer las nuevas oportunidades que la realidad, con el avance tecnológico 
y aparición de nuevos puestos de empleo, y la educación le ofrecen. Se coloca, así, en 





Siguiendo la línea de discriminación sistemática que propugnamos, esto puede tener un 
impacto negativo, pues, en la práctica, los empresarios evitarán contratar a mujeres en 
edad fértil252 por los excesivos costos laborales ―debido a normas que exceden lo 
objetivo y razonable―, toda vez que, adicionalmente al periodo de maternidad, deberán 
otorgar hasta dos horas al día para permisos relacionados a la finalidad de alimentar al 
menor. Tal y como señala Martínez Yáñez (2007), “la maternidad, como circunstancia 
biológica que afecta únicamente a la mujer, puede ser causa de discriminación por razón 
de sexo cuando su regulación jurídica no incorpore los contrapesos necesarios para evitar 
perjuicios a los que no tiene que enfrentarse el varón” (p. 373); en el caso particular, se 
trata de una sobrerregulación la que causa discriminación adicional hacia las mujeres.  
 
Por todos estos motivos, a nuestro parecer, la norma debió haber quedado como se planteó 
en un inicio, es decir, otorgando solo 6 meses para amamantamiento natural, pues una 
vez pasado ese período, el tiempo se utiliza para el cuidado del menor y la norma, en vez 
de promover la conciliación entre la vida personal, familiar y laboral con una visión 
transversal de género, no hace más que visibilizar y reforzar el tradicional reparto de roles 
en la familia a través de la división sexual del trabajo (Villar Márquez, 2014, p. 12). 
Además, la norma debería prever que, en casos en los que biológica, psicológica o 
físicamente la madre no puede dar lactancia natural, la lactancia artificial también pueda 
ser brindada por el padre. Esta situación sería excepcional, aunque debe ser contemplada 
normativamente.  
 
De otro modo, la norma termina por ser una clara discriminación a la mujer al hacerla 
“legalmente” la única responsable de las obligaciones familiares y del cuidado del menor, 
limitando su actividad profesional253 y relegándola a un espacio doméstico invisible, 
subvalorado y obligatorio para cumplir con el paradigma de una “buena madre”. Por otro 
lado, discrimina en razón de sexo ―es decir, por un motivo prohibido― al hombre por 
el solo hecho de ser hombre y lo excluye de ejercer los derechos derivados de las 
                                                        
252 Esto se añade al hecho de que “la maternidad, por obligar a la mujer a alejarse del trabajo por un período extenso 
de tiempo, empezó a ser vista por algunos empleadores como un inconveniente en la contratación de mujeres” (Cortés 
Carcelén y Toyama Miyagusuku, 2000, p. 28). 
253 Sobre el particular: Hein, Catherine y Cassirer, Noemí. (2010). Soluciones para el cuidado infantil en el lugar de 
trabajo. En: Colección Informes OIT, Número 85, Madrid, p. 23, señala: “Puesto que las mujeres son a menudo quienes 
cargan con la principal responsabilidad cuando se trata de los niños, la falta de acceso a cuidados asequibles y fiables 
puede ser un factor importante para la desigualdad de género, así como sus oportunidades laborales”.  
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responsabilidades familiares: a disfrutar más tiempo de sus vínculos familiares, por 
ejemplo, y, en este caso, a disfrutar el primer año de su hijo cuidándolo y criándolo254.   
 
Entonces, el permiso de lactancia se debe librar definitivamente de su carga histórica, y 
dejar de ser una norma de protección de la maternidad para pasar a ser un permiso parental 
de cuidado de menores. Ello obliga a cambiar (1) su presupuesto de hecho, ampliando su 
titularidad a ambos progenitores ―y, en general, a quienes ostenten la guarda legal de un 
menor―, y otorgando un derecho igual a cada uno de los titulares, que solo se acumularía 
si se tratase de una familia monoparental, y (2) su consecuencia jurídica, atribuyendo la 
más amplia disponibilidad de ejercicio, por ejemplo, configurando un crédito de horas 
por disfrutar a elección del trabajador o la trabajadora en el período temporal de disfrute 
del permiso de lactancia (Lousada Arochena, 2008, pp. 76-77). 
 
3.2.4. ¿El retorno de un derecho eliminado? A propósito de las salas cuna255 
 
Añadido a la confusión existente entre el horario de lactancia y lactarios, el 14 de 
diciembre de 2016, la excongresista Indira Huilca presentó el Proyecto de Ley N.º 775-
2016-CR (ley que establece el derecho al cuidado de menores en salas cuna y guarderías 
a cargo de empresas del sector privado), que contiene 6 artículos y dos disposiciones 
―transitorias y finales― y busca que las empresas de este régimen cuenten con servicios 
de cuidado y atención integral mediante salas cuna y guarderías para los niños y niñas 
menores de 6 años, cuyos padres o responsables laboren en una empresa con 10 o más 
trabajadores (Proyecto de Ley N.º 775/2016-CR, artículo 1°, 2016). Acertadamente, en 
la exposición de motivos del proyecto, la legisladora sostuvo que una propuesta 
legislativa de esta naturaleza no solo contaba con un importante respaldo constitucional 
(artículos 1º, 4º, 6º y 10º de la Constitución), sino que también permitía cumplir con una 
                                                        
254  No se debe olvidar que, como señala la OIT, en La protección de la maternidad en el trabajo. Revisión del Convenio 
sobre la protección de la maternidad (revisado), 1952 (núm. 103) y la Recomendación sobre la protección de la 
maternidad, 1952 (núm.95) Informe V (1). Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo, 1997, p. 112, “Los resultados 
de las investigaciones recientes sobre el desarrollo infantil ponen de relieve que si bien cada una de las etapas de la 
vida tiene su importancia, ninguna es más trascendente que la de los primeros a tres años de edad para modelar el 
desarrollo futuro de un individuo y trazar el rumbo que tomará su existencia”. Si ello es así, y además según el artículo 
4° de la Constitución, el Estado protege especialmente al niño, creo que por el interés superior de este se deberían 
promover legislativamente medidas que coadyuven a un verdadero reparto de las responsabilidades familiares entre 
padres y madres especialmente en los primeros años del menor.  
255 Es importante mencionar respecto de las salas cuna, que, si bien estas no son una única solución al mencionado 
problema, constituyen un avance en la dirección correcta. 
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serie de instrumentos internacionales, tales como el Convenio N.º 102 y N.º 156 de la 
OIT. Por tanto, desde una perspectiva de género y describiendo aquello que nosotros 
hemos presentado como “corresponsabilidad social”, reconoció que la misma trata de 
erradicar el “problema” que implica conciliar el trabajo con la crianza de los hijos: “El 
cuidado de las niñas y niños no debe ser una responsabilidad asumida únicamente por las 
mujeres por su condición de madres o familiares, sino también por los padres, la sociedad 
en su conjunto, y, en el caso de mujeres y hombres trabajadores, por las empresas en que 
laboran” (Proyecto de Ley N.º 775/2016-CR, p. 4). 
 
Mediante Oficio N.º 060-2017-MINEDU, de fecha 13 de marzo de 2017, el Ministerio 
de Educación informó a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social que se consideraba 
que el proyecto de ley era inviable, básicamente, pues, de acuerdo con la Dirección de 
Educación Inicial, la denominación guardería no se encuentra regulada en el sector y “no 
resulta la más adecuada puesto que no toma en cuenta sus necesidades reales de afecto, 
atención, cuidado y aprendizaje.” (p. 2). Entonces, si bien el proyecto señala que no 
genera costo adicional al Estado, lo real es que serían cogestionadas con la asistencia de 
EsSalud y los sectores involucrados, tales como educación, salud, trabajo, desarrollo e 
inclusión social; en consecuencia, lo real es que la propuesta sí contraviene el artículo 79º 
de la Constitución al tener un claro impacto en el equilibrio presupuestal (p. 3). Además, 
en todo caso, se deberá contar con la opinión favorable del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo (p. 3). 
 
De similar opinión fue el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social que, mediante Oficio 
N.º 730-2017-MIDIS/DM, también se dirigió a la Comisión de Trabajo y Seguridad 
Social argumentando que “el proyecto legislativo no es legalmente viable en tanto podría 
contravenir el artículo 79° de la Constitución Política del Perú, al contener iniciativa de 
gasto y coincide en la necesidad de solicitar la opinión técnica del MTPE (p. 4) 
 
Felizmente, contraria a la opinión de estas entidades, el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables, mediante el Oficio N.º 014-2017-MIMP/DM, tuvo una postura 
favorable a la medida, primero ante la Comisión de la Mujer y Familia, y, luego, ante la 
de Trabajo. De igual forma, el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, ante la 
Comisión de la Mujer y Familia, mediante Oficio 2137-2017-MTPE/4, si bien no 
presentó una opinión institucionalizada ―aunque sí fue tomada como tal por parte de la 
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Comisión de la Mujer― adjuntó el informe de técnico N.º 22-2017-MTPE/2/15.1256 
―informe que fue, aparentemente, el único visibilizado por la Comisión―, y la 
Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Fundamentales Laborales257, que 
no solo se mostró a favor de la medida, sino que recalcó que esta era necesaria (p. 4); el 
informe N.º 01-2017-MTPE/2/16.3 del director de Regulación de Inspección del 
Trabajo258, que, analizando exclusivamente el artículo 4º de la propuesta acerca de que el 
incumplimiento de la misma constituía una infracción grave, manifestó que tal como se 
encuentra redactado era genérico y contravenía los principios de legalidad, tipicidad y 
proporcionalidad; y contenía obligaciones que escapaban de las finalidades y 
competencias establecidas por ley para la Inspección del Trabajo (p. 6); el Informe N.º 
60-GCAJ-ESSALUD-2017 de la Gerencia Central de Asesoría Jurídica presentó 
observaciones, entre las cuales destacó que EsSalud no podría participar en la cogestión 
de las salas cuna y guarderías por no encontrar respaldo dentro de las facultades 
establecidas por su Ley de Creación259 y que tal actividad violaría el artículo 12º de la 
Constitución y que también resultaba inviable que los gobiernos regionales compartan 
con los empleadores el financiamiento de las salas cuna y guarderías, pues supondría una 
vulneración a la prohibición de iniciativa de gasto del artículo 79° de la Constitución.  
 
Finalmente, casi como englobando todos estos, el MTPE envió a la Comisión de Trabajo 
y Seguridad Social el Informe N.º 107-2018-MTPE/4/8 de la Oficina General de Asesoría 
Jurídica que concluye que, si bien se encuentra de acuerdo con el objeto de la medida, no 
la encuentra viable por una serie de cuestionamientos, tales como imprecisión y falta de 
motivación sobre el rango de edad de los menores, exclusión del sector público, 
ambigüedad y cualidad genérica del artículo 4°, falta de una evaluación sobre el impacto 
económico que tendría la medida en los involucrados, etc. (p.13-15)  
                                                        
256 Expresamente el informe sostuvo: “Consideramos necesario [sic] la promulgación de una ley que reincorpore en el 
ordenamiento jurídico nacional, lo señalado en la derogada Ley N.º 2851, la cual estará orientada a establecer la 
implementación en los centros de trabajo del sector privado [otra recomendación de la entidad será ampliar, como se 
hizo, la obligación al sector público] de salas cuna y guarderías que permitan a los trabajadores y trabajadoras que 
tengan a su cargo el cuidado de menores de 6 años, desempeñar sus labores sin que ello signifique descuidar sus 
responsabilidades familiares, que, en el caso específico, es el cuidado de los niños y niñas menores de 6 años. En ese 
sentido, se promueve la conciliación entre la vida familiar y laboral y podremos dar cumplimiento al Convenio 156 de 
la OIT, el cual promueve la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores y trabajadoras con responsabilidades 
familiares, cuando limiten sus posibilidades de prepararse para la actividad económica y, de ingresar, participar y 
progresar en ella”. 
257 El mismo que fue adjuntado mediante el memorándum N.º 165-2017-MTPE/2/15 de la Dirección General de 
Derechos Fundamentales Seguridad y Salud en el Trabajo. 
258 Adjuntado mediante oficio N.º 576-2017/2/16 de la Dirección General de Políticas de Inspección del Trabajo. 
259 Incluso, el informe concluye que no sería aplicable esta norma a la entidad por ser esta administradora de fondos de 
pensiones y no una empresa, lo que demuestra la poca sensibilización con el tema y no observa la íntima relación que 




Finalmente, la Defensoría del Pueblo, mediante Oficio 105-2017-DP/PAD de fecha 17 
de marzo del 2017, en el que adjunta el informe de Informe de Adjuntía 014-2017-
DIP/ADM, se manifestó a favor de la propuesta pues consideraba que esta tenía soporte 
constitucional y convencional, y que coadyuvaba, al menos, a tres ejes importantes: a) el 
derecho al cuidado en la primera infancia, que encuentra respaldo tanto en la Convención 
de los Derechos del niño, en especial, sus artículos 3°, 6° y 27°, y, en nuestra 
Constitución, en sus artículos 4° y 6° (Defensoría del Pueblo, 2017, p. 1-3); b) el deber 
de cuidado como responsabilidad de los hombres y mujeres, que se materializa en el 
artículo 9° del Código del Niño y del Adolescente, el cual establece la obligación de 
ambos padres de velar por sus hijos proveyéndolos de un desarrollo integral. Para la 
Defensoría es claro que, pese a que este derecho y deber es de ambos padres, “socialmente 
les ha sido atribuida a las mujeres”.  
 
Por ello, ante esta situación, previamente, la Defensoría ya había recomendado ―en su 
séptimo reporte sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres― que “la implementación de medidas tendientes a fomentar las 
responsabilidades compartidas y la conciliación de la vida laboral, familiar y personal 
entre mujeres y hombres, mediante el establecimiento de diagnósticos, planes, programas 
o políticas públicas que permitan lograr dicha finalidad” (Defensoría del Pueblo, 2017, p. 
4-5); y c) el sistema de cuidado y la importancia de conciliar el trabajo y la vida familiar 
que permite comprender que “a fin de disminuir la brecha de género es deber del Estado 
implementar políticas públicas que permitan o faciliten la conciliación del trabajo con las 
responsabilidades familiares, así como la promoción de responsabilidades compartidas 
entre mujeres y hombres con respecto a las labores de cuidado, permitiendo de esta 
manera el ejercicio de una ciudadanía social plena y una mayor inclusión de las mujeres 
en el mercado laboral” (Defensoría del Pueblo, 2017, pp. 4-5). Por todo ello, la Defensoría 
concluye opinando favorablemente a la propuesta de ley (Defensoría del Pueblo, 2017, p. 
6). 
 
Considerando estas opiniones, primero, la Comisión de la Mujer y Familia emitió un 
dictamen considerando las obligaciones, deberes y derechos constitucionales e 
internacionales en torno a la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, la 
división sexual del trabajo, las características del cuidado, la temporalidad de la medida, 
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la implementación de los servicios de cuidado, entre otros, y optó, por unanimidad, por 
aprobar un texto sustitutorio de cinco artículos y tres disposiciones complementarias 
finales, que se diferencia del proyecto al señalar, en su artículo 1°, que comprende tanto 
a entidades públicas como privadas, incluyendo centros de educación superior y técnica 
siempre que cuenten, al menos, con 50 trabajadores, trabajadoras, o estudiantes mujeres 
y hombres con responsabilidades familiares de cuidado de niños de hasta 5 años, y 
siempre que no se trate de micro o pequeñas empresas.  
 
Luego, como segunda comisión dictaminadora, el 6 de marzo de 2019, la Comisión de 
Trabajo y Seguridad Social emitió su dictamen, también por unanimidad, con respecto a 
este proyecto de ley. En ella, se decanta por considerar viable la propuesta, aunque utilizó 
el término niño para incluir a las niñas y reemplazó el término guarderías por la de “otros 
centros de cuidado”. Además, sugirió algunas modificaciones a la propuesta inicial que, 
con similar tenor y contenido a la propuesta de la Comisión de la Mujer y Familia, 
recomienda modificar el ámbito de aplicación para que incluya no solo a las empresas 
privadas sino también a las entidades y empresas públicas, así como a los centros de 
educación superior y técnicos pedagógicos públicos y privados. Asimismo, eleva a 50 el 
número mínimo de trabajadores o estudiantes, y excluye expresamente a las micro y 
pequeñas empresas. Finalmente, en su artículo 3°, establece criterios para su 
implementación especialmente referidos a las personas que laboran en estos centros de 
cuidado.  
 
El 7 de marzo de 2019, con ocasión del llamado “Pleno de la Mujer”, por los temas 
tratados, el proyecto de ley finalmente fue objeto de debate en el pleno. Primero, la 
congresista Pariona Galindo, en representación de la Comisión de la Mujer, presentó y 
sustentó el proyecto de ley recordando que su aprobación era necesaria para proporcionar 
“a las familias la posibilidad de organizar el cuidado de las niñas y niños compartiendo 
el rol del cuidado con el Estado o el sector privado” (p. 109). A su turno, el legislador 
Lapa Inga, en representación de la Comisión de Trabajo, recordó que el proyecto con 
texto sustitutorio fue aprobado por unanimidad y reconoció que, si bien su Comisión fue 
la primera comisión dictaminadora, considerando que se trataba de un Pleno temático, 
habían acordado un texto sustitutorio conjunto con la Comisión de la Mujer e invocó a 
todos los grupos parlamentarios para que apoyen la iniciativa (p. 111). Con dos 
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dictámenes por unanimidad a favor e incluso un dictamen conjunto sustitutorio, todo 
parecía indicar que el proyecto se trasformaría en ley.  
 
Posteriormente, como era de esperarse, tomó la palabra la autora del proyecto de ley, 
Indira Huilca Flores, quien resaltó la experiencia de salas cuna en el sector privado, así 
como el caso de “Cuna Más”, y concluyó que “los varones se están involucrando en este 
tipo de actividades de cuidado, y es fundamental que seamos capaces de responder a la 
necesidad de este tipo de servicios” (pp. 112-113). Sin embargo, las objeciones 
comenzaron desde el primer orador no vinculado a los proyectos: el congresista Olaechea 
Álvarez Calderón, quien manifestó que le parecía interesante la medida, pero que debía 
tenerse en consideración que existen empresas con particularidades: que pueden ser 
pequeñas en talla (pero con muchos trabajadores) u otras en las que sería peligroso contar 
con una sala cuna (como en farmacias, boticas o grifos). Además, enfatizó que, en 
realidad, las salas cuna no tienen mucha acogida por parte de los padres de familia y, por 
tanto, sugiere que el artículo 3° de la ley precise que el beneficio se aplica solo a aquellos 
trabajadores que expresamente lo soliciten (p. 114). Asimismo, exhortó al pleno a evaluar 
concienzudamente el proyecto, ya que requerirá una sustancial partida presupuestal (p. 
115). Luego, en otra intervención, destacó que la norma beneficiaría a una porción 
“marginal” de la población, al ser solo 6.000 las empresas que cuentan con más de 50 
trabajadores (p. 119). 
 
A su turno, la exlegisladora de Fuerza Popular Shaefer Cuculiza también felicitó la 
propuesta y resaltó el hecho de que permita que los padres atiendan a sus hijos en la edad 
temprana, lo cual redunda en la obligación de protección, cuidado y educación de los 
niños en su primera infancia coadyuvando a que tengan no solo un adecuado desarrollo 
neurológico, sino también uno de “amor, de cariño, de protección, de estimulación 
temprana”. Todo ello debe ser visto como un “paso muy importante para salvar a la 
familia, a esta nueva generación que necesitamos para cambiar nuestro país” (pp. 116-
118). En esa línea y aludiendo a la intervención de Shaefer, Cevallos Flores resaltó que 
la necesaria relación entre padres y niños en la primera infancia se conoce como 
imprainting, es de suma importancia y no debe relegarse por argumentos de índole 
económica (p. 118). Galván Vento también aportó al debate indicando que el proyecto 
debería preocuparse por las empresas con menos de 50 trabajadores y buscar formas de 
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incentivar que estas también puedan tener salas cuna mediante buenas prácticas o 
responsabilidad social (p. 120).  
 
El debate continuó, y la mayoría de legisladores manifestaban su agrado hacia el proyecto 
e incluso trataban de perfeccionarlo, por ejemplo, aumentando los requisitos de los 
trabajadores en las salas cuna para que sean los más idóneos tanto en aspectos técnicos 
como morales. Sin embargo, el debate no estuvo exento de retrocesos y se presentaron 
voces que, al igual que Olaechea Álvarez Calderón, nos demuestran la aún perentoria 
tarea de generar una real comprensión de los derechos y obligaciones ―de índole 
constitucional e internacional― involucrados en una medida de este tipo. 
Lamentablemente, no se logra apreciar su dimensión de inversión social ―se la ve, más 
bien, como un gasto― ni se reconoce que se trata de una verdadera política pública 
necesaria para la consecución de la conciliación con corresponsabilidad.  
 
Uno de los legisladores que, con más notoriedad, mostró la ignorancia que aún se tiene 
en torno a la materia y que tuvo reparos por los supuestos costos que implicaba fue 
Reátegui Flores, quien manifestó que la norma debía diferenciar entre los niños que viven 
en sectores rurales de aquellos que viven en sectores urbanos, dado que la realidad nos 
indica que los últimos asisten a partir de los 3 o 4 años ―y la sala cuna debería ser solo 
hasta dicha edad―, mientras que “en la parte rural, obviamente los niños van a los cinco, 
porque no hay otra opción” (pp. 122-123). También señaló que el proyecto viola el 
artículo 103º de la Constitución, pues, a su criterio, imponer esta obligación a las 
empresas era “legislar sobre la naturaleza de las personas, so pretexto a la igualdad, [y] 
distorsionar la parte legislativa” (p. 123). Para él, en realidad, muchas empresas “solo 
tienen para pagar planilla, más no tienen”. (p. 123). Por tanto, la norma debe ser voluntaria 
y no obligatoria, pues “pobre empresa que tiene 50 trabajadores, a duras penas no [los] 
botan porque no tienen cómo existir” (p. 123).  
 
Posteriormente, siguiendo la línea trazada de “sobrecostos”, intervino Bruce Montes de 
Oca, quien compartió la idea de que el problema radica en “hacerlo general para todas las 
empresas” (p. 124) porque estas “ya tienen bastantes sobrecostos laborales” (p. 124). Por 
eso, se debería buscar no tanto obligar sino fomentar “formas más creativas”, como 
otorgar incentivos tributarios y permitir que las empresas se puedan asociar para proveer 
este servicio (p. 125). Además, con respecto a la duración del permiso, manifestó que 5 
263 
 
años era demasiado y que, en todo caso, debería solo contemplar hasta los 3 años, que es 
la edad en que los niños ya comienzan a ir al colegio (p.124). Para él, por estos motivos 
―que fueron la razón por la cual hasta hoy la norma sigue sin aprobarse―, la norma 
presentaba problemas de fondo y propuso una cuestión previa para que se busquen 
“fórmulas más creativas” (p. 125).  
 
Felizmente, ante este hecho, legisladores como Arana Zegarra y Cevallos Flores 
recordaron que los sectores que han manifestado estar en contra del proyecto eran sectores 
como aquellos conformados por la Cámara de Comercio, Confiep o el MEF, pero, como 
sostuvo Arana, se ignora que el Perú anhela ser parte de la OCDE y no ven que, por 
ejemplo, en Chile, esta misma obligación se da para empresas de 20 trabajadores. 
Entonces, si el problema era la duración, no existía problema con acortarla a 3 años (p. 
127). De igual forma, Foronda Farro manifestó su sorpresa ante una norma que creía iba 
a encontrar consenso y se mostró sorprendida porque se estaban sobreponiendo intereses 
empresariales a los del país (p. 129).  
 
Pese a este llamado, Bruce insistió en que se votara su cuestión previa e incluso Heresi 
Chicoma reiteró que medidas de este tipo generan “un costo adicional que va a retrasar la 
capacidad de promover mayor cantidad de empleos” (p. 135). Ante este giro en el debate, 
nuevamente intervino Huilca Flores exhortando a realizar intervenciones informadas, y 
buscando legislar a favor de la niñez y la familia, y no a favor de intereses empresariales. 
Por ello, recordó que, en contra de la opinión de algunos opositores al proyecto, la norma 
no afectaría a las micro y pequeñas empresas por estar expresamente excluidas del ámbito 
de ampliación de esta (pp. 135-136). De igual modo, no se trata de empresas que tengan 
50 trabajadores, sino que tengan 50 trabajadores con carga familiar, ya que la Comisión 
de Trabajo sí consideró el impacto presupuestal en el sector público y concluyó que su 
aplicación estará condicionada al presupuesto disponible. Finalmente, en busca de 
consensos, manifestó que es plenamente atendible recortar la edad, pues de eso se trata el 
debate democrático y “no como otros parlamentarios que lo que quieren simplemente es 
que esto no se debata” (p. 137). La última intervención fue la de Torres Morales, quien 
manifestó su apoyo a la medida y sostuvo que esta se enmarcaba en la concepción de un 
Estado Social de Mercado (pp. 140-141). Luego de esta intervención, la señora presidenta 
Vilcatoma de la Cruz dio por concluido el debate y consultó la cuestión previa planteada 
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por el congresista Carlos Bruce, que fue votada obteniendo 57 votos a favor, 21 en contra 
y 10 abstenciones.  
 
Nos hemos detenido a explicar el trámite parlamentario del Proyecto de Ley N.° 775, 
dado que nos demuestra las distintas posturas, reticencias, aperturas y apoyos frente a una 
medida concreta que, a nuestro parecer, no solo constituiría el restablecimiento de un 
derecho, sino que sería un importante avance en el cumplimiento de nuestras obligaciones 
internacionales previamente desarrolladas  y que, para el caso de los servicios de cuidado, 
de asistencia a la infancia, guarderías, salas cuna, entre otros similares, encuentra expreso 
respaldo, por ejemplo, en los artículos 9º y 25º de la Recomendación N.º 165 de la OIT 
−que, recordemos, el Estado voluntariamente incorporó a nuestro ordenamiento−, en la 
acción 152 de la Plataforma de Acción de Beijing, la Observación General N.º 23 del 
Cómité DESC y en el informe de 2013 de la CIDH. Todos estos, utilizando las palabras 
del informe temático de la CIDH, reconocen que el deber es “el adoptar medidas 
orientadas a la creación de guarderías y salas cuna” como una obligación inmediata de 
los Estados en aras de conseguir, respetar y garantizar el derecho de las mujeres a vivir y 
desarrollarse libres de discriminación” (CIDH, 2013, parágrafo 169). También, conforme 
a la legislación comparada, coadyuvaría a que el Estado comience a cumplir con sus 
obligaciones constitucionales en materia de igualdad, conciliación con 
corresponsabilidad y perspectiva de género.  
 
Lamentablemente, pese a que, desde el 7 de marzo de 2019, debido a la cuestión previa 
aprobada, ha regresado a Comisión, al efectuar la revisión en el expediente virtual 
parlamentario del Congreso, apreciamos que no ha tenido mayor trámite. Es más, ni 
siquiera ha sido derivado formalmente a la comisión respectiva. Exhortamos a que este 
nuevo Congreso extraordinario o el próximo puedan reanudar el debate y que, al 
comprender cabalmente la urgencia y necesidad de estas medidas, pueda dispensar y 
exonerar al proyecto de dicho dictamen (por ya contar, en realidad, con dos dictámenes 
favorables) y debatirlo nuevamente en el pleno y aprobar esta norma. O, en su defecto, 
aprovechar la oportunidad para que, en la comisión −aunque, reiteramos que idealmente 
sería en el pleno−, se pueda perfeccionar la fórmula sustitutoria, siempre buscando 
satisfacer las obligaciones que emanen del derecho a la igualdad, conciliación con 
corresponsabilidad y de la perspectiva de género (y no otra clase de interés). Por ello, se 
podría aceptar disminuir la duración hasta 3 años sin generar diferencia entre áreas rurales 
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y urbanas, siguiendo el ejemplo chileno: pasar de que la obligación sea para empresas de 
50 trabajadores a aquellas con 20 trabajadores. Asimismo, se deberá especificar cómo se 
contabilizarán dichos empleados; cuáles serán los criterios técnicos, de seguridad y de 
personal que deberán tener las salas cuna; fomentar que los padres hagan uso de las salas 
cuna; permitir que las pequeñas empresas puedan asociarse para afrontar esta obligación; 
etc. Finalmente, es importante recalcar que, de ningún modo, se podrá hacer voluntaria 
esta medida o retroceder en su dación por considerarla un “sobrecosto laboral”, y que ya 
sea su aprobación mediante la exoneración del dictamen o mediante un nuevo estudio en 
la comisión, se hace necesario que, a la brevedad, se apruebe esta norma, pues, además, 
constituiría el fiel cumplimiento de la obligación estatal instituida por el Decreto 
Legislativo N.º 1408, que, en su numeral 11 del artículo 8º, pone como una obligación 
del Estado hacia las familias el “[p]romover el establecimiento de servicios de cuidado 
infantil en los centros laborales públicos, así como el ámbito regional y municipal 
programas, proyectos y servicios especializados para el fortalecimiento de la familia”.  
  
 
3.2.5. Ley de permiso por adopción (Ley N.º 27409260) 
 
La presente norma no suele ser criticada ni analizada, pues se toma como normal e incluso 
acorde con la naturaleza de las cosas261. Pese a ello, pretendemos demostrar que la Ley 
N.º 27409 es una norma tan burda que no solo contribuye a la discriminación sistémica 
que forma parte de la “nueva cuestión social” que denunciamos, sino que, incluso bajo 
los cánones de clasificación ordinaria de discriminación, constituye un acto 
discriminatorio directo tanto hacia los trabajadores como las trabajadoras adoptantes.  
 
La Ley N.º 27409 tiene como finalidad otorgar 30 días naturales de licencia con goce de 
haber a uno de los trabajadores adoptantes a fin de que la niña o niño adoptado puedan 
conocer, adaptarse y socializar con su nuevo núcleo familiar. Consideramos que la ley 
cuenta con un fin legítimo y ―hasta el momento― no parece tener mayor sesgo 
discriminatorio, dado que el Estado, en su posición de garante, busca cumplir con su 
                                                        
260 La ley que otorga licencia laboral por adopción se publicó en el diario oficial El Peruano el 25 de enero de 2001.  
261 En ese sentido, es relevante el artículo 103° de la Constitución que señala: “Pueden expedirse leyes especiales 
porque así lo exige la naturaleza de las cosas, pero no por razón de las diferencias de las personas”. 
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responsabilidad constitucional de protección a la niñez y la familia y, en este caso en 
particular, a una niñez vulnerable por su estado de abandono.  
 
El problema se suscita en el artículo 4262, puesto que ―sin explicación alguna y de forma 
absolutamente arbitraria― se ordena que, en el caso de trabajadores cónyuges, la licencia 
sea tomada indefectiblemente por la mujer. La pregunta que inmediatamente surge es la 
siguiente: ¿Cuál es el sustento fáctico o jurídico para que se prefiera a la mujer para 
cuidar, adaptar y socializar al niño o niña adoptada en su nueva familia? ¿Acaso el padre 
no es parte de la nueva familia adoptante? ¿Existe realmente una justificación objetiva y 
razonable para este trato discriminatorio? 
 
La razón —que demuestra lo “natural” socialmente aceptado y justificado de esta 
“preferencia” por la madre— la apreciamos en los dictámenes, ambos por unanimidad, 
tanto de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del 13 de octubre de 2000 como de 
la Comisión de la Mujer y Desarrollo Humano del 23 de octubre de 2000, recaídos en el 
Proyecto de Ley 304/2000-CR. En ambos dictámenes, con idéntica redacción, se señala: 
“De otro lado, el proyecto propone que, si los adoptantes son cónyuges, la licencia será 
tomada por uno de ellos. Esta Comisión estima necesario circunscribir la licencia en 
dichos casos a la mujer, toda vez que la socialización del ser humano en sus primeros 
años va de la mano con la compañía de la madre, sea esta biológica o adoptiva263”. Esta 
falencia, omisión e inobservancia por parte de los legisladores de la evidente afectación 
a la igualdad que planteaba la norma —que ni siquiera propició un debate al respecto— 
es una actuación contraria, entre otros, a la Observación General N.º 18 del Comité de 
Derechos Humanos, que exige que, en el trámite parlamentario, se deba, por lo menos, 
analizar el probable efecto discriminador que podría generar la dación de una norma. Es 
claro que el Congreso de aquel momento —y sin duda hasta la fecha— no se detuvo a 
                                                        
262 Por justicia, debemos señalar que la legisladora Alva Hart (UP) sí detecto el problema, pues, cuando se discutió la 
ley, presentó un proyecto sustituto que no fue aprobado y sustento que su propuesta establecía que “que el derecho 
asiste tanto al padre como a la madre adoptantes, justamente porque cualquiera de los dos, en tanto sea trabajador 
dependiente, tiene el derecho de solicitar esta licencia laboral con goce de haber correspondiente a treinta días 
naturales”. Lamentablemente nadie le hizo caso y casi inmediatamente pasaron al voto. Diario de debates, Periodo 
Parlamentario 2000-2001, Periodo Anual 2000, Segunda Legislatura Ordinaria 2000, mes de enero, Comisión 
Permanente, 14.a SESIÓN (Matinal), miércoles 10 de enero de 2001.  
263 Dictamen por unanimidad de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social recaído en el proyecto de ley 304/2000-
CR, que propone licencia por adopción laboral de maternidad y paternidad por adopción. Archivo General del Congreso 
de la República del Perú, Lima, Perú, 13 de octubre de 2000, p. 3 y Dictamen por unanimidad de la Comisión de la 
Mujer y Desarrollo Humano, recaído en el proyecto de ley 304/2000-CR, que propone otorgar licencia laboral de 
maternidad y paternidad por adopción. Archivo General del Congreso de la República del Perú, Lima, Perú, 23 de 
octubre de 2000, p.3.  
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fundamentar de forma adecuada su opción por preferir a la madre cuando los padres 
adoptantes son cónyuges. Ello le adjudica a su decisión un carácter completamente 
arbitrario.  
 
En el debate parlamentario, el único congresista que manifestó algún cuestionamiento al 
artículo 4º fue el legislador Ayaipoma Alvarado (PP), quien señaló que “ante esta 
situación, debe haber una cierta libertad para que la licencia pueda ser tomada por la 
madre o el padre adoptantes; no solamente debe ser la mujer264”. Sin embargo, la razón 
también tuvo un trasfondo discriminatorio y, con una aparente inadecuada lectura de la 
norma, señala que “hay muchos casos en los cuales el padre es el que trabaja y la madre 
se dedica a las labores del hogar265”. Evidentemente, la presidenta le señaló que el 
artículo, así planteado, solo se pone en el supuesto de que ambos cónyuges trabajen. De 
este modo, si el padre trabaja y la mujer se ocupa de las labores domésticas, es el padre 
quien disfruta del permiso.  
 
Como vemos, el artículo 4 de la Ley N.º 27409 no tiene ninguna clase de sustento, pues 
mal se podría alegar una base biológica, dado que nos encontramos ante una adopción en 
la que no existe un período de descanso físico necesario que podría justificar la 
exclusividad de la licencia. Se trata, entonces, de una norma que genera un efecto 
discriminatorio hacia todos los miembros del triángulo de vulnerabilidad: primero, hacia 
la mujer, pues perpetúa el arquetipo femenino del “ángel del hogar”, y, además, perjudica 
su inserción o permanencia en el mercado laboral (Landa Arroyo, 2014, p. 238), pues el 
empleador, al ver el “costo” laboral que le genera contratar a una mujer, optará por 
contratar a un varón; segundo, hacia el hombre, pues impide ―sin mayor sustento― que 
él pueda involucrarse en los cuidados de su hijo adoptivo y ser un verdadero padre para 
este; y, finalmente, hacia el menor, “quien se verá afectado al tener mayor dificultad para 
asimilar y adaptarse al nuevo entorno familiar —compuesto, en este caso, por padre y 
madre— que lo acoge266”, quien se verá perjudicado por los obstáculos que deben afrontar 
sus padres adoptivos.  
                                                        
264 Diario de debates, Período Parlamentario 2000-2001, Período Anual 2000, Segunda Legislatura Ordinaria 2000, 
mes de enero-2001, Sesiones del Pleno, 14.a SESIÓN (Matinal), miércoles 10 de enero de 2001. 
265 Diario de debates, Período Parlamentario 2000-2001, Período Anual 2000, Segunda Legislatura Ordinaria 2000, 
mes de enero-2001, Sesiones del Pleno, 14.a SESIÓN (Matinal), miércoles 10 de enero de 2001. 
266 De hecho, así lo señaló, la legisladora, Alva Hart (UP), presidente de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social 
quien reconoció que “definitivamente la adopción implica un cambio en la vida familiar y en la vida psicológica tanto 
de los padres como del menor. Y para que la empatía, para que la inserción, para que el acogimiento de ese menor en 




La norma tampoco guarda correlación con la realidad, porque, según los datos que maneja 
la Dirección General de Adopciones, los trabajadores ―pese a la indicación― han hecho 














Este cuadro nos permite visualizar que los trabajadores adoptantes sí hacen uso de su 
licencia por adopción, desmitificando la idea de que los padres no desean o se 
avergüenzan de ocuparse de las labores domésticas267. Pese a lo revelador de esta 
información, debemos dejar en claro que, debido a la imposibilidad por parte de la norma 
para que el trabajador cónyuge pueda hacer uso de este derecho, el contenido del cuadro 
corresponde a situaciones en las que solo él trabaja, es decir, padres solteros o padres con 
esposa que no se encuentra inmersa en el mercado laboral. 
 
Esta norma tampoco guarda relación con la legislación comparada, Pues, por ejemplo, 
como ya hemos señalado, en el caso español, el artículo 48268 de la LET contempla la 
                                                        
necesaria para llegar a ese objetivo; porque si el padre o madre adoptantes se encuentran trabajando, no van a tener la 
tranquilidad necesaria para poder abocarse a lograr esa empatía o afinidad necesaria con el menor adoptado. (…) Es 
indudable que la adopción lleva a vivir una nueva situación de manera radical, a diferencia de la filiación biológica, 
que implica una preparación tanto física como psicológica de manera gradual y natural. En consecuencia, los adoptantes 
necesitan contar con un tiempo suficiente para adecuar su vida a la nueva maternidad o paternidad que se va a generar 
como consecuencia de la adopción”. Diario de debates, Período Parlamentario 2000-2001, Período Anual 2000, 
Segunda Legislatura Ordinaria 2000, mes de enero-2001, Sesiones del Pleno, 14.a SESIÓN (Matinal), miércoles 10 de 
enero de 2001. 
267 Si bien pueden existir casos en los cuales el padre toma la licencia por adopción, pero verdaderamente no la utiliza 
para congeniar con el menor, creemos que estos deben ser considerados la excepción.  
268 Artículo 48. — Suspensión con reserva de puesto de trabajo. (...) En los supuestos de adopción y de acogimiento, 
de acuerdo con el artículo 45.1.d) de esta Ley, la suspensión tendrá una duración de dieciséis semanas ininterrumpidas, 
ampliable en el supuesto de adopción o acogimiento múltiples en dos semanas por cada menor a partir del segundo. 
(...) En caso de que ambos progenitores trabajen, el período de suspensión se distribuirá a opción de los interesados, 
que podrán disfrutarlo de forma simultánea o sucesiva, siempre con períodos ininterrumpidos y con los límites 
señalados.  





Padres que usaron 





2012 79 50% 35% 15% 
2013 81 60% 20% 20% 
2014 70 44% 36% 20% 
 
Fuente: Dirección General de Adopciones – cuadro 3 (2014) 
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posibilidad de que ambos adoptantes puedan distribuirse autónomamente las dieciséis 
semanas que otorga el ordenamiento jurídico español en el caso de adopciones.  
 
En ese sentido y precisamente debido a que el artículo 4 de la ley es manifiestamente 
inconstitucional y no se colige con la realidad, desde el Congreso se han presentado dos 
proyectos de ley269 con el fin de modificar dicho artículo. El primero de ellos es el 
Proyecto de Ley N.º 2065-2012-CR, presentado el 3 de abril de 2013, que propone que el 
permiso sea tomado por cualquiera de los adoptantes (indistintamente, a su entera 
elección). El segundo Proyecto de Ley es el N.º 3877-2014-CR, presentado el 22 de 
octubre de 2014, que propone que el permiso sea otorgado a ambos padres trabajadores.  
 
Debido a la similitud entre ambos proyectos, estos se han acumulado y el 5 de diciembre 
de 2014, se emitió por unanimidad un dictamen sustitutorio favorable por parte de la 
Comisión Mujer y Familia, en el que se acoge la propuesta de otorgar la licencia a uno de 
los padres ―a elección de estos―. Además, el 4 de marzo de 2015, por acuerdo de la 
junta de portavoces, se le exoneró del dictamen de la Comisión de Trabajo y Seguridad 
Social —aunque, en realidad, consideramos hubiese sido deseable para contar con un 
mayor estudio y mayor apoyo posterior en la votación— y se logró poner en agenda, 
estando listo para ser debatido en el Pleno del Congreso, donde pensábamos que iba a ser 
discutido y aprobado. Sin embargo, ya se encuentra cerca de cumplir 6 años desde que el 
proyecto se encuentra expedido para ser debatido y, eventualmente, aprobado. 
Lamentablemente, y pese a la urgencia y evidente necesidad de eliminar esta norma del 
ordenamiento jurídico, nunca se ha llegado a debatir.  
 
El dictamen de la Comisión de Mujer y Familia concluyó que este artículo es 
discriminatorio, que atenta contra tratados de los que el Perú es parte e impide que se 
genere una verdadera responsabilidad compartida por parte de ambos padres en el cuidado 
de los niños. La comisión tomó en consideración la opinión del Ministerio de la Mujer y 
de Poblaciones Vulnerables que, mediante el Informe N.º 042-2013-MIMP-DGA-
DEIA270, señaló de forma enfática que su modificación no solo era necesaria, sino que 
                                                        
269 También existe el Proyecto de Ley Nº 1266/2011-CR, pero este no contempló la modificación del artículo 4.   
270 En nuestra labor de búsqueda nos sorprendió que ante nuestra solicitud de información mediante nota N.º 119-2015-
MIMP/DGA, la Directora General de Adopciones, Eda Elizabeth Aguilar Samanamud, me hace entrega del informe 
N.º 042-2013-MIMP-DGA-DEIA, de fecha 08 de noviembre de 2013, mediante el cual la Dirección que preside emitió 
opinión respecto del Proyecto de Ley N.º 2065/2012: “Consideramos importante manifestarle que nos sorprende que 
el mencionado informe interno sea de conocimiento del señor Beyá”. 
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constituía un paso decisivo hacia el verdadero reconocimiento de derechos igualitarios, 
sin discriminación alguna para las personas que han decidido adoptar.  
 
Si bien a nuestro criterio el Proyecto de Ley N.º 3877-2014-CR es aquel que realmente 
cumple el principio de corresponsabilidad, pues otorga por igual al padre y a la madre la 
titularidad de la licencia por adopción a fin de generar el ambiente adecuado para que el 
menor se pueda adaptar a su nueva familia ―compuesta por ambos cónyuges―. No 
podemos negar que la aprobación del proyecto de ley sustitutorio de la comisión propone 
reformar el artículo de modo que, en los casos en que ambos cónyuges trabajen, el 
permiso por adopción ya no sea utilizado única y exclusivamente por la madre, sino que 
sea utilizado o bien por la madre o por el padre (a elección de estos).  Esta opción 
legislativa, sin duda, sería un avance, pues permitiría que, por acuerdo entre madre y 
padre, se decida que sea el padre el que deba hacerse cargo de las labores de cuidado, 
crianza y adaptación del nuevo miembro a la familia. Sin embargo, por las 
consideraciones que ya hemos pormenorizado, en la práctica, probablemente, dicho 
permiso sea utilizado, en su mayoría, por las madres trabajadoras. Por ello, no significaría 
un verdadero avance hacia la conciliación con corresponsabilidad, e incluso podría ser 
contraproducente hacia dicho objetivo.  
 
Pese a la prolongada e infructuosa “puesta en agenda” de la norma, de retomarse su 
discusión en el Pleno, confiamos que, idealmente, pueda aprobarse producto del debate. 
En cuanto al Proyecto de Ley N.º 3877-2014-CR, dado el tiempo transcurrido, sería 
también oportuno presentar un nuevo proyecto para que cobre actualidad esta discusión 
y se inicie el trámite parlamentario respectivo.  
 
Finalmente, consideramos que el debate de esta modificación, al ser la más evidente, 
puede dar paso a una reflexión más profunda que no solo se circunscriba a efectuar 
pequeñas modificaciones, sino que realmente plantee y evidencie la situación 
discriminatoria que genera la actual legislación vinculada con las licencias laborales 
ligadas a la paternidad, adopción y maternidad, y que brinde una solución holística, 
multidisciplinaria, técnica y adecuada a nuestra realidad.  
 
Tanto las propuestas anteriores como otras (que pudieran también venir de la 
jurisprudencia o normativa) no deberán estar aisladas, sino que deberán ―con una mirada 
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transversal de género― replantear desde los permisos por paternidad y maternidad hasta 
los permisos por lactancia. Solo de este modo se podrá dar el gran paso a una igualdad 
real y material entre los progenitores en el cuidado del menor. Esto coadyuvará a una 
verdadera conciliación de la vida familiar, personal y laboral de ambos padres. 
 
 
3.3. Nuevos rumbos: una incipiente toma de conciencia respecto del problema 
 
Como hemos podido apreciar, el tema no se encuentra en el debate público y los 
legisladores, lejos de haber realizado su labor con la necesaria perspectiva de género, de 
niñez u observando el principio de corresponsabilidad, han demostrado que estos parecen 
ser inexistentes en sus mentalidades, que, por el contrario, demuestran estar construidas 
con base en prejuicios sociales que debemos combatir.  
 
Sin embargo, pese a este inicial panorama desolador, debemos reconocer que existe un 
paulatino y esperanzador futuro que empezó a vislumbrarse con la participación de la 
mayoría de parlamentarios en el debate suscitado en el pleno con ocasión de la Ley N.º 
30807. En el debate, uno de ellos incluso llegó a afirmar que dicha ley era solo un medio 
para alcanzar los anhelados permisos igualitarios a fin de fomentar la corresponsabilidad. 
Infelizmente, las intenciones quedaron en una mera retórica, pues, en concreto el tiempo 
del permiso que se aprobó fue solo de 10 días y, en el caso del proyecto de ley de salas 
cuna, quedó demostrado que no existe una verdadera internalización de nuestros deberes 
constitucionales e internacionales en torno al tema, sino que, más bien, primaron los 
costes económicos que el proyecto acarrearía.  
 
Además de las importantes intervenciones en el pleno a propósito de la ley que extendió 
el permiso por paternidad a 10 días, en el plano normativo, más que nada desde el 
Ejecutivo, este tema está comenzando ―en ocasiones, de forma errática― a cobrar mayor 
importancia. Así, observamos la promulgación de la Resolución Ministerial N.º 048-
2014-TR del 26 de marzo de 2014, mediante la cual se aprueba la Guía de buenas 
prácticas en materia de conciliación del trabajo y la vida familiar y personal. Dicha guía 




a) promover entre empleadores y trabajadores el cumplimiento de la normativa 
sobre igualdad de oportunidades y no discriminación, así como la adopción de 
prácticas voluntarias o acuerdos que permitan la conciliación entre el trabajo y la 
vida familiar y personal;  
b) ayudar a los empleadores y a las personas que tengan a su cargo la gestión de 
personal a desarrollar acciones que impulsen el incremento sostenido de la 
productividad mediante la mejora del desempeño laboral, la prevención de 
enfermedades profesionales derivadas de la tensión entre la vida laboral y la vida 
familiar y personal, la disminución [d]el ausentismo, entre otros;  
c) difundir entre los trabajadores y sus organizaciones la importancia de conciliar 
el trabajo y la vida familiar y personal, y promover la inclusión de medidas con 
este objetivo en la negociación colectiva;  
d) ayudar a los profesionales encargados de la gestión del personal y a los asesores 
de las empresas que fomenten la conciliación del trabajo y la vida familiar y 
personal, así como la prevención y erradicación de la discriminación con base en 
el género. (pp. 4-5) 
 
En la guía, se presentan los beneficios de su uso (pp. 6-7), así como los factores asociados 
a la tensión entre el trabajo y la vida familiar y personal, y los principales problemas 
ocasionados por dicha tensión (pp. 7-9). Luego, se presentan las “buenas prácticas” en 
materia de conciliación, que incluyen cumplir la normativa vigente. Para dichos efectos, 
con una finalidad más que nada pedagógica, de difusión e información, se expone el 
contenido central del derecho al descanso pre y postnatal de la madre trabajadora, el 
permiso por lactancia, adopción, paternidad, lactarios, etc.  
 
Luego de explicar algunas pautas previas a la implementación y desarrollo de buenas 
prácticas ―tales como conocer las necesidades específicas del centro de trabajo o las 
posibilidades reales del empleador―, se clasifica algunas de las medidas que se podrían 
ejecutar: las i) vinculadas al tiempo de trabajo, ii) al lugar de trabajo, y iii) orientadas a 
ayudar en el cuidado y facilitar el trabajo doméstico. Más adelante, se enfoca en las 
formas de implementarlas, que podrían ser por decisión del empleador, negociación 
colectiva o convenios individuales. Finalmente, resalta la importancia del seguimiento 




Esta Guía, sin duda, es un importante paso hacia la visibilización de la necesidad de la 
conciliación, de los efectos nocivos que su ausencia produce y de los beneficios que trae 
fomentarla. Sin embargo ―y quizá sea por su naturaleza de norma de menor jerarquía―, 
tiene una visión de conciliación legalista y antigua, que casi la plantea como un problema 
únicamente de las mujeres. Además, la guía en sí misma exhibe problemas, pues las 
“buenas prácticas” se plantean sin dotarlas de exigibilidad alguna. A grandes rasgos, su 
mayor problema radica en su naturaleza optativa y su falta de coercibilidad, pese a que 
una de las llamadas buenas prácticas es precisamente cumplir obligaciones legales en la 
materia.  
 
Sin embargo, esta falencia se ha visto de algún modo superada con la dación, primero, de 
la Ley N.º 30709, ley que prohíbe la discriminación remunerativa entre varones y 
mujeres, que, en su artículo 5º, determina que “la entidad empleadora garantiza un trato 
digno, un clima laboral con base en el respeto y la no discriminación, la compatibilidad 
de vida personal, familiar y laboral (…)”. Y, en su reglamento271, aprobado mediante 
Decreto Supremo N.º 002-2018-TR, materializa esta obligación en el título IV sobre 
compatibilidad de la vida personal, familiar y laboral, en el que se puede destacar que, de 
forma pionera, en su artículo 13°, reconoce como derecho del padre algo que la madre 
siempre tuvo, es decir, hacer uso de su descanso vacacional inmediatamente después de 
su licencia por paternidad. Ya luego este derecho se terminó de consagrar con la 
modificación efectuada al permiso por paternidad mediante la Ley N.º 30807, 
promulgada meses más tarde. Salvo esta digresión, puntualmente, en lo que se refiere a 
la conciliación, aún con un lenguaje muy poco coercitivo y hasta débil, el artículo 11° del 
reglamento señala que “el empleador implementa medidas para garantizar un clima 
laboral basado en el respeto y la no discriminación, así como la compatibilidad o 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral”. Con ese fin, en calidad de 
lineamiento, indica que se podrá utilizar la Guía que hemos reseñado, u otra que la 
sustituya.  
 
                                                        
271 Esta ley y su reglamento, como señala la magistrada del Tribunal Constitucional Marianela Ledesma Narváez, 
constituye un gran avance, pero aún no es suficiente, pues, de acuerdo con el reglamento, la norma está exclusivamente 
dirigida a los trabajadores y trabajadoras del régimen de la actividad privada, excluyendo a aquellos padres y madres 
trabajadores que, realizando la misma función, pertenecen a un régimen público (STC recaída en el expediente N.° 
00677-2016-PA/TC, p.28).  
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El 12 de septiembre de 2018 fue un día muy importante para el avance del efectivo y 
democrático ejercicio del derecho de conciliación ―e incluso la corresponsabilidad―, 
pues, sobre el particular, se publicaron en el diario oficial El Peruano dos decretos 
legislativos, dentro de las facultades otorgadas por el Congreso. El primero es el Decreto 
Legislativo N.º 1405 que, desde su título, nos refiere a la búsqueda de dar viabilidad al 
derecho a la conciliación. La norma establece regulaciones para que el disfrute del 
descanso vacacional remunerado favorezca la conciliación de la vida laboral y familiar. 
Dicha norma, de acuerdo con su artículo 1° sobre el objeto y alcance, tiene la finalidad 
de establecer regulaciones a fin de que el descanso vacacional de los servidores públicos 
pueda coadyuvar al fomento y disfrute de la conciliación de estos. Si bien a primera 
impresión esta norma tendría como únicos destinatarios a los servidores públicos272, 
también lo son los trabajadores del sector privado, pues, mediante la única disposición 
complementaria, se modifican en similares términos los artículos 10°, 17° y 19° del 
Decreto Legislativo N.º 713 sobre descansos remunerados. De acuerdo con ello, mediante 
Decreto Supremo N.º 002-2019-TR del 18 de febrero de 2019, se reglamentó este DL en 
el caso de los trabajadores del sector privado y, mediante Decreto Supremo N.º 013-2019-
TR, se hizo lo propio respecto de los trabajadores del sector público. 
 
Consideramos que colocar legislativamente ―aunque mediante legislación delegada― 
este tema en la agenda, sin duda, es un importante avance, pero, como afirmamos en la 
tesis, incluso dicha norma presenta importantes falencias que pueden impedir que cumpla 
su objetivo. Por aplicarse indistintamente a todos los trabajadores, es decir, no solo a 
aquellos que tengan responsabilidades familiares, al final, perderá su finalidad, ya que 
existirán algunos que no la utilizarán para atender responsabilidades familiares. Vale 
hacer notar que la norma ni siquiera se sincera al señalar que lo que busca es la 
conciliación personal, lo cual podría justificar una norma para todos; además, no existe 
una activa participación del Estado para fiscalizar que, en efecto, este permiso sea 
utilizado con fines de conciliación familiar y laboral; y, finalmente, mantiene el statu quo, 
puesto que no se establecen medidas que fomenten la participación activa del padre a 
conciliar, por lo que es probable que sea la madre la que busque utilizar este beneficio 
                                                        
272 Excluyendo expresamente a los regímenes laborales especiales de la actividad privada al señalar en su segunda 
disposición complementaria final en los siguientes términos:  
“Segunda.- Regímenes laborales especiales en el sector privado  
Los regímenes laborales especiales en el sector privado se regulan bajo sus propias reglas, no resultándoles [sic] 
aplicable el presente Decreto Legislativo.”  
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para poder conciliar aquello que siempre ha conciliado y que socialmente le “corresponde 
de acuerdo a su naturaleza”. Ello deja muchas posibilidades para una utilización 
fraudulenta o que simplemente no sea utilizada por el padre, quien aún seguirá pensando 
que no tiene obligación alguna. 
 
El segundo es el Decreto Legislativo N.º 1408, que, además de promover normas y 
políticas para la implementación de centros de cuidado infantil o reconocer expresamente 
al principio de corresponsabilidad familiar como uno de los principios orientadores de la 
actuación del Estado para la prevención de la violencia familiar y la necesidad de su 
efectivo ejercicio en el ámbito familiar a fin de fortalecerlo y generar relaciones más 
igualitarias, justas y democráticas, se ocupó del tema de la conciliación en el artículo 10°, 
en el que expresamente se refiere al derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral, 
indicando que es deber del Estado y las entidades privadas implementar las “acciones que 
permitan a las personas conciliar y armonizar sus responsabilidades familiares y su 
derecho al trabajo” (numeral 1 del artículo 10°). Para lograr esta finalidad, el MINTRA, 
en coordinación con el MIMP y los tres niveles de Gobierno, tendrá que impulsar 
“normas, estrategias y acciones dirigidas a conciliar la vida familiar con el derecho al 
trabajo” (numeral 2 del artículo 10°), y el MIMP, a fin de lograr esta conciliación, deberá 
establecer criterios estratégicos para los servicios de cuidado diurno, vespertino, 
comunitario; lactarios; y similares (numeral 3 del artículo 10°). 
 
A la par, la jurisprudencia constitucional, muy recientemente, también ha contribuido —
aunque de forma incipiente, tímida e incluso contradictoria— en el reconocimiento de 
algunas de las circunstancias fácticas y jurídicas que, a lo largo de la presente tesis, hemos 
hecho notar. Así, si bien aún no se ha reconocido expresamente el derecho a la 
corresponsabilidad ni la naturaleza e importancia del padre en las labores de crianza, sí 
se ha iniciado el camino hacia dicho fin al aceptar, por ejemplo, que las categorías clásicas 
de igualdad no se dan abasto para comprender situaciones de discriminación estructural, 
que el Estado ha de tener una actitud positiva hacia los derechos de conciliación —aun 
limitándolos a la mujer— y a reconocer los derechos a la lactancia y la maternidad como 





Ahora bien, no podemos dejar de reconocer el avance que han supuesto la emisión de 
estas cuatro sentencias —en las que el ponente ha sido el mismo magistrado, Manuel 
Miranda Canales—: la pionera sentencia recaída en el expediente N.° 01272-2017-
PA/TC-Madre de Dios, seguida por la recaída en el expediente N.° 00677-2016-PA/TC-
Moquegua, la recaída en el expediente N.° 04154-2016-PA/TC-Puno y, recientemente, la 
recaída en el expediente N.° 03639-2017-PA/TC-Lambayeque. A continuación, y para 
resaltar que el problema comienza a visibilizarse, procedemos a resumirlas y señalar los 
más importantes hallazgos, avances y deficiencias en las que incurren para que, dado el 
momento, puedan mejorar su enfoque y, así, reconozcan plenamente el derecho a la 
conciliación con corresponsabilidad como un derecho autónomo, de naturaleza 
constitucional y exigible.  
 
La primera de estas es la más extensa y será citada en las otras tres que le siguen, por lo 
que el resumen que se hará de ella será más sucinto y tratará de destacar sus 
particularidades. Se tratará de dejar las críticas al respecto para más adelante, al analizar 
las otras sentencias que reiteran su razonamiento. Esta sentencia con fecha 5 de marzo de 
2019 presenta importantes avances respecto del tema de nuestra tesis y, casi previéndola, 
reconoce importantes conceptos que han sido vitales para nuestra investigación, tales 
como la situación de discriminación estructural a la que se ha sometido la mujer, y la 
naturaleza y titularidad de los permisos por maternidad y lactancia (haciendo hincapié en 
que estos deberán tener una justificación objetiva que la sustenten y no se trate de una 
falsa protección que perpetúa una visión de cuidados exclusivos).  
 
La sentencia en cuestión marca la pauta de las siguientes y, aunque reconocemos su valor, 
también debemos evidenciar sus falencias. Se trata de la STC recaída en el expediente 
N.º 01272-2017-PA/TC, en que el Tribunal Constitucional se pronuncia ante un amparo 
presentado por una jueza penal, quien solicita el cese inmediato de la vulneración a los 
derechos fundamentales al disfrute del tiempo libre y al descanso, a trabajar libremente y 
al libre desarrollo de la personalidad (parágrafo 3). Ello se debe a que, según aduce, pese 
a contar con el permiso por lactancia, la corte de Madre de Dios le programaba horarios 
extremadamente extensos, fuera de sus horas de trabajo e incluso la hacía asistir en fin de 




En este caso, el Procurador Público Adjunto del Poder Judicial contesta la demanda 
manifestando que, en todo caso, la vía igualmente satisfactoria debe ser la del contencioso 
administrativo pues, en realidad, la situación que se ha generado no es producto del “libre 
albedrío o mero capricho” de la Corte Superior de Justicia de Madre de Dios, sino que se 
trata de dar cumplimiento a la Resolución Administrativa N.º 315-2015-CE-PJ, que 
otorga a los presidentes de la Corte Superior de Justicia el poder rediseñar y agendar las 
audiencias y la propia naturaleza de los procesos penales (parágrafo 6). Aunque no es lo 
usual, la administradora del módulo de la NCPP se apersona al proceso y solicita que la 
demanda sea declarada improcedente o infundada.  
 
Entre las razones que sustentan su pedido, se encuentran que la naturaleza de los procesos 
judiciales exige la presencia del juez sin que se puedan interrumpir, razón por la cual tuvo 
que cumplir con informar a la OCMA sobre el proceder de la magistrada y que, por eso, 
en el fondo, la demandante lo que tiene es una discrepancia con la dinámica del NCPP 
(parágrafo 7). En otras palabras, el mensaje que se daba en ambas respuestas era que el 
nuevo proceso penal no permitía ninguna clase de conciliación.  
 
En primera instancia, el Primer Juzgado Mixto de Tambopata declaró fundada la demanda 
considerando que sí se vulneraron los derechos alegados por la evidente falta de 
razonabilidad y proporcionalidad en el horario impuesto a la demandante, quien tenía la 
condición de madre gestante, y luego por su estado puerperal (parágrafo 8). Este accionar 
no solo afectó los derechos de la recurrente madre, sino que también vulneró el derecho 
a la salud del hijo recién nacido. Destacó, además, que este accionar no solo podría ser 
efectuado por el Poder Judicial sino por toda entidad pública o privada, con lo cual la 
sentencia “debe tener un efecto disuasivo para que, en el futuro, no se vuelva a incurrir 
en ello” (parágrafo 8).  
 
En segunda instancia, lo más importante es que se revoca la sentencia de primera al 
declararla improcedente en el extremo del permiso de lactancia —pues había operado la 
sustracción de la materia— e infundada, ya que no apreciaba vulneración alguna ni en el 
extremo del límite máximo de horas ni respecto al presunto amedrentamiento a través de 
informes a la OCMA. La demanda, así, llega al Tribunal Constitucional con una sentencia 




Esta sentencia es la más importante porque es la primera reconoce el sustrato 
constitucional ―a propósito del permiso de lactancia― de los permisos laborales ligados 
a la conciliación. Es decir, se reconoce de forma indirecta a la conciliación como derecho 
constitucional o con sustento constitucional al admitir que “si bien no se encuentra 
enumerado en la Constitución, ello no significa que carezca de fundamentalidad. El 
permiso por lactancia es un derecho de configuración legal vinculada a otros derechos 
reconocidos” (FJ 30). Así, de forma novedosa, y con el aval de los siete magistrados del 
colegiado, se considera al permiso por lactancia un derecho constitucional, aunque no 
queda claro si como uno innominado o indirecto por su vinculación con otros derechos. 
Dentro de estos derechos, el Tribunal entiende que encuentra relación con el artículo 4° 
sobre la protección de la madre, del niño y adolescente ―incluido dentro de este el interés 
superior del niño―; escuetamente con el 6° sobre el deber y derecho de ambos padres de 
cuidar a sus hijos, con lo cual, en realidad, sin decirlo, queda claro que no se debe dar 
lugar a cualquier conciliación sino una con corresponsabilidad; el artículo 7° sobre la 
protección de la salud, el libre desarrollo de la personalidad (artículo 2, inciso 1); artículo 
23° sobre especial atención al trabajo y, de manera específica, a la madre trabajadora; el 
artículo 22°, que reconoce el trabajo como un deber y derecho; el artículo 25°, que 
reconoce el derecho al descanso semanal y anual, y que establece la jornada máxima de 
8 horas, así como el derecho a trabajar libremente con sujeción a la ley (artículo 2.15); y 
el artículo 2.22 sobre el derecho al disfrute del tiempo libre y al descanso.  
 
Todas estas normas se hallan sustentadas en instrumentos internacionales de derechos 
humanos ―incluida la CEDAW― que les dan mayor coercitividad. También se 
desarrollan derechos tales como la especial protección que debe tener tanto la unidad 
como la salud familiar en virtud de las normas constitucionales y de los derechos humanos 
reconocidos en instrumentos internacionales, el interés superior del niño y su condición 
de sujeto de especial protección, la protección constitucional a la libertad de trabajo y al 
disfrute del tiempo libre y el descanso, etc. 
  
Felizmente, esta sentencia, recaída en el expediente N.° 01272-2017-PA/TC, firmada de 
forma unánime por el Pleno, no fue un precedente aislado. El 9 de octubre de 2020, se 
publicaron en la página web del Tribunal Constitucional dos sentencias, ambas emitidas 
por el Pleno del Tribunal Constitucional el 6 de agosto de 2020, y que han seguido esta 
misma línea jurisprudencial: la Sentencia 424/2020, recaída en el expediente N.º 00677-
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2016-PA/TC-Moquegua y la 426/2020, recaída en el expediente N.º 04154-2016-PA/TC-
Puno. Y, recientemente, como para cerrar el año, 2020, también en la página web del 
Tribunal, se publicó la Sentencia 934/2020, recaída en el expediente N.º 03639-2017-
PA/TC-Lambayeque, con fecha 10 de noviembre y también resuelta por el Pleno.  
 
La primera de estas, la sentencia 424/2020 recaída en el expediente N.º 00677-2016-
PA/TC-Moquegua resuelve un proceso de amparo interpuesto por una exasistenta 
administrativa en la Subgerencia de Obras del Gobierno Regional de Moquegua que 
alegaba haber sido objeto de un despido nulo por causa de su estado de gestación (p. 1). 
A su turno, la parte demandante solicitó que se declare infundada la demanda, pues la 
exasistenta había laborado de manera temporal en proyectos de inversión y en otros de 
naturaleza limitada, por lo que no le correspondía estabilidad alguna. Además, señaló que 
la exasistenta no había comunicado su estado de embarazo conforme a ley (p. 1).  
 
En primera instancia, el juzgado declaró fundada la demanda sosteniendo que, en 
realidad, las labores que efectuaba la demandante eran de naturaleza permanente y que 
había prestado servicios por más de un año de forma ininterrumpida. Por otro lado, con 
respecto al argumento del gobierno regional que señalaba que la demandante no presentó 
una prueba adecuada para sustentar su pedido de licencia —como el certificado de 
incapacidad temporal para el trabajo emitido por EsSalud o por un médico particular—, 
el juez considera que no resulta amparable, pues “se trata de una comunicación del estado 
de gravidez, y no de la licencia por maternidad” (pp. 2-3). 
 
En segunda instancia, la sala revisora revocó la apelación y, reformulándola, declaró 
infundada la demanda por considerar que las labores desempeñadas por la demandante 
eran de naturaleza temporal, por lo cual “queda claro que la causa del cese no fue el estado 
de embarazo, sino la naturaleza de la prestación de servicios” (p. 2). Es decir, la no 
renovación operó por el vencimiento del contrato de trabajo.  
 
Al llegar el caso al Tribunal Constitucional, este determina que la finalidad del petitorio 
es analizar si se ha vulnerado o no el derecho constitucional de la demandante por haber 
sido presuntamente discriminada porque fue despedida debido a su estado de gravidez 




Entre los argumentos que desarrolla el Tribunal —y que no expone en sus otras 
sentencias—, resalta su pronunciamiento respecto de la exigibilidad de los derechos 
sociales, como el derecho al trabajo, o los derivados o conexos a ellos. En esta línea, 
enfatiza que, si bien, a diferencia de los derechos civiles, los derechos sociales implican 
una prestación positiva por parte del Estado, ello no niega que estos sean tan exigibles 
judicialmente como los primeros (FFJJ 9 y 13). Con este razonamiento jurídico que 
compartimos, consideramos que, si el Tribunal pudiera comulgar con la mirada que 
pretende introducir nuestra tesis, podríamos afirmar que, ante una afectación a un derecho 
social como el derecho a la conciliación con corresponsabilidad en los deberes familiares, 
sin duda, sería plenamente válido lo que aquí hemos sostenido, en tanto la vía judicial 
sería la necesaria e idónea para exigir y permitir que un trabajador padre —e incluso un 
menor de edad representado— pueda conseguir y reclamar la realización y 
reconocimiento de dicho derecho.  
 
Por otra parte, así como en la sentencia de Madre de Dios, el Tribunal también se da 
cuenta de la insuficiencia que tiene el concepto tradicional del derecho a la igualdad (FJ 
18), e incluso afirma que tiene como efecto ignorar y perpetuar las violaciones 
estructurales (FJ 19). Desde esta necesidad constitucional de ampliar los alcances del 
derecho a la igualdad (FJ 18), con esta mirada, plantea todo un acápite sobre “la situación 
de las mujeres en la sociedad actual” —abordándolo casi con las mismas citas y con el 
mismo desarrollo que en Madre de Dios, aunque un poco más resumido—. En efecto, 
reconoce que las mujeres enfrentan un problema estructural (FJ 25), dado que su 
naturaleza biológica, en el aspecto reproductivo, les ha impedido históricamente 
realizarse de forma plena: “La naturaleza biológica de las mujeres en su aspecto 
reproductivo ha permitido históricamente que se dificulte su acceso y permanencia en los 
ámbitos educativos, profesional y de trabajo remunerado” (FJ 24).  
 
Así, y entendiendo el Tribunal —aún de forma tímida— la igualdad como una 
herramienta de cambio y los efectos negativos de la asociación sexo-género, afirma que, 
“en aras de promover la igualdad de oportunidades entre sexos, debe desechar la idea de 
que son prioritariamente [las mujeres] quienes deben ocuparse de los hijos y de las tareas 
del hogar” (FJ 26). Con esta base respecto de que los derechos importan acciones 
positivas por parte de los Estados —y que los mandatos de órganos internacionales como 
la CIDH o el comité DESC—, reconoce que tanto la sociedad en su conjunto como el 
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Estado peruano, mediante acciones positivas, tienen una “tarea pendiente” en poder 
generar que se produzca “una transformación de enfoque y percepción tanto de hombres 
como de mujeres, a efectos de lograr, en primer lugar, reconocimiento para la consecución 
de paridad de las mujeres en los ámbitos político, educativo y laboral” (FJ 27).  
 
Sin embargo, acto seguido, luego de haber realizado tan importante aseveración, en el 
fundamento jurídico 28, el TC afirma que dichas acciones positivas deben ir acompañadas 
del reconocimiento de derechos diferenciados a favor de las mujeres, exclusivamente 
cuando dichas diferencias se encuentren sustentadas en razones de índole biológica, como 
el parto, lactancia o el embarazo, que no pueden ser asumidas por el hombre (FJ 28). 
Sorprende que nuestro TC, luego de aceptar enfáticamente que dichas diferencias 
biológicas, particularmente las reproductivas, han sido la pieza clave para generar esta 
discriminación histórica, sin un análisis adecuado y con una visión de discriminación 
estructural, acepte pacíficamente la tutela diferenciada a las mujeres en razón de motivos 
relacionados con la reproducción. En otras palabras, al final, utiliza una diferencia 
biológica reproductiva para justificar su otorgamiento exclusivo a la mujer, sin considerar 
si ello termina generando la discriminación que pretende evitar, y afectando la igualdad 
entre hombres y mujeres que dice querer conseguir.  
 
Nos sorprende que no exista un análisis, por ejemplo, de la importancia, necesidad, 
beneficios e implicancia —en el caso concreto del derecho a la igualdad— de la presencia 
del padre, para lograr la paridad anhelada, en eventos como el parto o la lactancia. Esta 
extrañeza es mayor cuando el Tribunal, idénticamente que en la STC recaída en el 
expediente N.° 01272-2017-PA/TC, en sus considerandos siguientes, presenta algunos 
ejemplos de casos resueltos por tribunales extranjeros en los que se ha reconocido el 
derecho de lactancia al padre (FJ 29). Además, también cita el caso Hoffman, aunque 
debemos advertir que no corrige el defecto de Madre de Dios, pues sigue sin hacer 
mención al reciente caso Roca Álvarez, que es necesario al complementarlo y superarlo. 
También cita a la Corte Constitucional de Colombia como ejemplo de lo importante del 
establecimiento de “acciones positivas” de reconocimiento de diferencias al haber 
extendido a la madre protección contra el despido arbitrario logrando reforzar su 
estabilidad laboral hasta el término del período de lactancia (FJ 31). No obstante, no 
efectúa una lectura completa de lo desarrollado por la mencionada Corte, pues esta 
reconoció que dicha protección debe ser extensiva también al padre trabajador. Con estas 
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lecturas incompletas, a nuestro parecer, lo que no logra apreciar el Tribunal es que, sin 
una implicancia real del hombre —por ejemplo, con estabilidad laboral reforzada al padre 
con responsabilidades familiares—, se genera el efecto adverso: el que, so pretexto de 
razones biológicas, se siga impidiendo y dificultando el acceso y estabilidad en el trabajo 
de las mujeres.  
 
Creemos que parte de la contradicción en la que cae el Tribunal al aceptar pacíficamente 
los derechos de “licencia por maternidad” y “permisos por lactancia” como elementos 
válidos, objetivos y razonables para dar tratamiento diferenciado nace de la confusión 
existente entre los objetivos y naturaleza de estos. Debería, por ello, cuestionar estas 
justificaciones y asunciones a la luz de la aproximación teórica y con perspectiva de 
género que efectúa sobre la situación de la mujer, la discriminación sistemática y la tarea, 
a través de la igualdad, de la transformación de enfoque, y percepciones de hombres y 
mujeres.  
 
Esta diferencia es vital —y demuestra los perversos efectos que trae su confusión—, pues 
nuestras actuales licencias por maternidad y lactancia no solo se sustentan en fines 
biológicos, sino también en afectivos y emocionales, que son —y deben ser— 
compartidos con el padre. Debido a esta falta de delimitación conceptual entre permisos 
por lactancia, lactarios, permiso por paternidad, maternidad y los aún no —formalmente 
reconocidos— permisos parentales, consideramos que esta “justificación válida” se torna 
irrazonable o, por lo menos, cuestionable, y deja de lado la mirada de discriminación 
estructural que implica. Por ello, reiteramos que se necesita de una mayor implicancia del 
hombre, que permita, entre otros, reconstruir y, finalmente, distribuir equitativamente las 
responsabilidades. 
 
Lo antes dicho se aprecia claramente cuando el Tribunal afirma que estos derechos tienen 
como finalidad “no solo proteger el derecho a la igualdad y a la salud de las mujeres, así 
como el derecho a la salud del niño o niña, sino que no exista un conflicto entre las 
responsabilidades propias de su naturaleza biológica y las profesionales, es decir, una 
carga que las mujeres deban soportar por el hecho de ser mujeres” (FJ 33). En ese sentido, 
desde esta mirada del Tribunal, son ellas las que deben conciliar y no el varón. La 
conciliación familiar y laboral se torna, a propósito de una “justificación” biológica, en 
un derecho y deber exclusivamente de las mujeres (FJ 34), dejando de lado al varón e 
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incumpliendo aquello que el Tribunal había afirmado que debía realizar: disociar a la 
mujer de las labores de cuidado y dejar de excluir al padre. Esto es mayor incluso cuando 
el propio colegiado luego logra expandir su mirada para reconocer que la maternidad no 
solo puede generar una discriminación por sexo, sino también por razón de situación 
familiar (FJ 38). Empero, nuevamente la ausencia del varón se evidencia.  
 
Finalmente, resume su postura afirmado que, si bien existe igualdad entre hombres y 
mujeres, el Estado debe tutelar y otorgar una protección reforzada a la mujer (FFJJ 39 y 
40). Sin embargo, sin una real mirada a la discriminación sistemática y sus implicancias 
con perspectiva de género, dicha “tutela reforzada” puede terminar siendo 
contraproducente, lo que, en el largo plazo, afectaría en mayor medida al colectivo que 
dice proteger. 
 
De hecho, en esta sentencia, basándose en la mencionada especial protección, el 
colegiado, con cuatro votos a favor, interpreta que “la protección debe extenderse hasta 
que culmine el período de permiso por lactancia reconocido por la Ley N.° 27240 (hasta 
que el menor cumpla un año), derecho cuya protección ha sido reafirmada por este 
Tribunal en la STC recaída en el expediente N.º 1272-2007-PA/TC” (FJ 46) y establece 
reglas procesales que operarán en el caso de mujeres embarazadas que denuncien haber 
sido víctimas de despidos nulos a causa de su embarazo. A decir, i) que todo despido, 
terminación o no renovación de contrato, hostigamiento o cualquier otro acto de 
amedrentamiento que tenga por objeto la renuncia de la trabajadora embarazada por causa 
de su embarazo se presumirá nulo, ii) las mujeres que demanden judicialmente ser 
víctimas de este despido nulo deberán demostrar haber comunicado y acreditado, previo 
informe médico, su estado de gestación a su empleador, y iii) la protección se extiende 
hasta la culminación del período por lactancia (FJ 48).  
 
En el caso concreto, utilizando la presunción señalada, el Tribunal concluye que la 
entidad tenía una especial obligación de velar por la situación de la demandante, por lo 
cual “la no renovación de su contrato debe entenderse como un despido nulo que tuvo 
como causa su estado de gestación. Por tanto, corresponde declarar fundada la demanda 
por vulneración del derecho al trabajo y a la igualdad” (FJ 45). Sorprende que el TC no 
aluda al llamado derecho a lactancia o a al de maternidad, que, conforme su 
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argumentación, sería un derecho constitucional innominado o, en todo caso, indirecto por 
su vinculación con otros derechos.  
 
La segunda de estas, la Sentencia 424/2020 recaída en el expediente N.º 00677-2016-
PA/TC-Puno, aun con una extensión bastante menor, resume la postura que se ha 
comenzado a gestar y consolidar. Este caso, se trata de una trabajadora de la 
Municipalidad Provincial de Chucuito que, hasta en 3 oportunidades —4 noviembre, 11 
de noviembre273 y 10 de diciembre— solicitó que se le otorgara permiso por maternidad 
pre y postnatal por el término de 90 días a partir del 9 de noviembre de 2014.  La entidad 
no se pronunció y ello motivó que presente una demanda de amparo por la “vulneración 
a la discriminación laboral por razón de sexo: el embarazo” y, en consecuencia, solicitó 
que le otorgaran su licencia por maternidad, dejando intacto su vínculo laboral para que 
pueda retornar una vez que venciera dicho permiso (p. 1). 
 
En su defensa, la Municipalidad propuso la excepción de falta de agotamiento de la vía 
previa administrativa y, contestando la demanda, acepta que, con fecha 4 de noviembre 
de 2014, la recurrente solicitó por escrito su licencia por maternidad. Sin embargo, en 
dicho comunicado “no acreditó documentalmente su estado de gestación” y no subsanó 
dicho requisito hasta el 10 noviembre de 2014, fecha en la que su último contrato de 
naturaleza temporal, CAS, concluía. Fue recién el 11 de noviembre cuando la demandante 
presentó “en forma documentada” su pedido, pero, entre la entidad y la extrabajadora ya 
no existía vínculo laboral alguno, con lo cual no se le podía otorgar la licencia (p.2). 
 
En primera instancia, el Primer Juzgado Mixto de Chucuito declaró improcedente la 
excepción propuesta y declaró fundada la demanda. Para el juez, la demandante, en su 
escrito del 4 de noviembre, sí acredito su estado de gravidez, pues adjuntó copia de la 
tarjeta de control de maternidad. Sin embargo, la entidad demandada no emitió acto 
administrativo alguno otorgando la licencia que le correspondía (p. 2). 
 
Apelada la sentencia, en segunda instancia, la Sala superior la revoca y la declara 
infundada. Para la Sala, la demandante no cumplió con acreditar su estado de gravidez y 
“esperó a que el contrato venciera para recién solicitar la licencia, lo cual denota un actuar 
                                                        
273 La demandante dio a luz el 14 de noviembre de 2014. 
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de mala fe, porque debió dar a conocer de su estado de embarazo cuando aún estaba 
vigente su contrato laboral, ya que tenía conocimiento de que cada mes vencía su contrato. 
En consecuencia, lo único que operó fue el vencimiento del contrato y no se aprecia 
discriminación alguna al no habérselo renovado (p. 2).  
 
En este caso, la delimitación del petitorio, similar al caso 424/2020, era que cesen los 
actos discriminatorios hacia la autora y que se le otorgue su licencia por maternidad pre 
y postnatal, que se le habían denegado por —presuntamente— haber sido objeto de una 
discriminación por razón de su estado de embarazo (FJ 1). 
 
Inmediatamente después, al igual que en el caso Moquegua, el TC considera que debe 
pronunciarse sobre la procedencia de la demanda, y concluye que esta “supera el análisis 
de pertinencia de la vía constitucional, toda vez que existe una afectación de especial 
urgencia que exime a la demandante de acudir a otra vía para discutir su pretensión” (FJ 
3). Y lo que es más importante para nuestra postura —sobre que una vulneración al 
derecho a la corresponsabilidad podría ser discutida en el proceso de amparo— es que el 
TC admite que, debido a esta especial tutela, la vía idónea para la protección de los 
derechos constitucionales invocados es la vía de amparo (FJ 3). Con ese mismo 
razonamiento, esperamos que, llegado el momento, el Tribunal también se aboque a 
analizar, por ejemplo, una demanda de amparo interpuesta por un padre trabajador.  
 
Posteriormente, el Tribunal desarrolla su marco jurídico-teórico en tan solo 8 
considerandos y con “el derecho a especial protección de la madre trabajadora” como 
único elemento conceptual de respaldo. Al igual que lo hiciera en Madre de Dios con 
respecto a la licencia por lactancia, en esta sentencia reconoce el derecho al descanso por 
maternidad como un derecho constitucional implícito debido a su vinculación con otros 
derechos constitucionales (FFJJ 5 y 11), y reforzado por la “especial relevancia debido a 
los diversos principios que la Constitución prevé [con] respecto al trato preferente hacia 
la madre, la madre trabajadora y la familia” (FJ 5).  
 
Así, el Tribunal, aunque con una sustentación considerablemente menor y de forma casi 
idéntica al reconocimiento constitucional del permiso de lactancia efectuado en la 
sentencia de Madre de Dios, logra reconocer que, si bien en este caso el derecho al 
descanso por maternidad no encuentra un reconocimiento expreso en la Constitución (FJ 
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4), ello no quiere decir que no merezca tutela constitucional efectiva por la protección 
indirecta de otros derechos, y su vinculación, indivisibilidad e interdependencia con otros 
que sí lo están. Se trata, además, de un derecho de una importancia superlativa por 
vincularse no solo a derechos constitucionales, sino a principios que nuestra carta magna 
busca salvaguardar.  
 
Así, por ejemplo, al igual que las otras dos sentencias, resalta su estrecha relación con —
y les da contenido a— otros derechos constitucionales expresamente reconocidos, tales 
como el derecho la salud y al medio familiar (artículo 7°), al libre desarrollo de la 
personalidad (inciso 1 del artículo 2°) (FJ 6), a la protección especial al niño, a la madre 
y a la familia (artículo 4°), a la promoción de la paternidad responsable (artículo 6°),  al 
deber de brindar una atención prioritaria al trabajo y con mayor énfasis a la madre 
trabajadora (artículo 23°) (FFJJ 5, 6 y 7). De igual modo, alude a la Convención sobre los 
Derechos del Niño para rescatar la obligación internacional de los Estados parte con 
respecto a asegurar una atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres (FJ 
7). Sobre esto último, resulta una sorpresa que se aluda a la Convención del Niño para 
referir a la protección a la madre e ignorar así al derecho del otro miembro involucrado, 
que, en todo caso, daría contenido —desde la visión de protección indirecta— al derecho 
a la conciliación e incluso corresponsabilidad, es decir, a los derechos del niño, en 
especial, a su interés superior.  
 
Por otro lado, si bien la Constitución no especifica el nivel de protección que se debe 
garantizar a la madre, sí queda claro que, por lo menos, se debe proveer de mecanismos 
que garanticen “llevar a término el embarazo en condiciones adecuadas; y, a la madre, la 
recuperación de su condición física pregestacional, y la adecuada atención y protección 
del recién nacido” (FJ 8), con lo cual, como mínimo, se deberá garantizar el descanso por 
maternidad y el permiso por lactancia (FJ 9).  
 
Esta sentencia va consolidando la línea de la sentencia recaída en el expediente N.º 01272-
2017-PA/TC y reiterada en la STC 424/2020, en especial en el reconocimiento de  la 
naturaleza constitucional implícita o indirecta de los derechos de lactancia y de 
maternidad, por lo que podríamos afirmar que, dada la fundamentación que se efectúa —
y que, para nosotros, son los mismos derechos que parte del principio constitucional a la 
conciliación con corresponsabilidad—, se alude, en realidad, al derecho a la conciliación, 
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aunque aún sin desarrollar la perspectiva de corresponsabilidad. Este reconocimiento, si 
bien aún con una configuración dependiente de otros derechos, constituye un importante 
avance, en especial, por algunas afirmaciones que se efectúan, pero que no se logran 
comprender a cabalidad, para concluir que la correcta forma de conciliar es con 
corresponsabilidad. Por tanto, podríamos esperar que, al comprender su real dimensión, 
se reconozca el principio y derecho a la corresponsabilidad como un derecho 
constitucional de naturaleza autónoma, independiente, de configuración directa y 
jurídicamente tutelable. 
 
Al resolver el caso concreto el colegiado, sorprenden, por lo menos, tres elementos del 
desarrollo del Tribunal:  
 
 Por un lado, contrario a la exigencia que estableció en su STC 424/2020 sobre que 
existe la obligación de acreditar el estado de gestación con el respectivo sustento 
médico, el TC estima que este se encontraba acreditado por la tarjeta de control 
de maternidad y, para la fecha de la comunicación, era evidente su estado de 
gestación, ya que dio a luz el 14 de noviembre de 2014 (FJ 14). Creemos que este 
razonamiento es más propio de la naturaleza de las cosas y, en todo caso, deberá 
ser preferido.  
 Otro argumento es que, para el Tribunal, el agravio se ha tornado irreparable y 
que la agresión ya estaba consumada, pues la finalidad que busca dicho permiso 
por maternidad es la de “buscar coadyuvar a la recuperación de la mujer luego del 
alumbramiento, así como a procurar el bienestar del recién nacido” (FJ 14). Llama 
la atención que no se efectuara un mayor desarrollo en relación a los cuidados del 
recién nacido. Es cierto que, desde el alumbramiento hasta la fecha de resolución 
del caso, el menor tenía ya 6 años, pero, siendo un accionar arbitrario y lesivo de 
derechos fundamentales, y tomando en consideración que el menor aún se 
encuentra en su primera infancia y que, además, de acuerdo a la legislación 
comparada, los cuidados deben prolongarse hasta los 8 años, ¿no hubiese sido más 
acorde con una mirada constitucional otorgar el permiso?  
 La situación se torna aún más complicada —contradictoria e inexplicable— para 
la demandante, ya que, pese a que la sentencia reconoce que “el descanso por 
maternidad es un derecho que asiste a todas las mujeres trabajadoras, 
independientemente de su régimen y condición laboral”, acto seguido, al analizar 
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la protección contra el despido arbitrario, señala que, como la autora prestó 
servicio en la modalidad CAS desde el 1 de octubre a 2013 al 31 de marzo de 
2014, y recién, luego de ello, desde el 1 de abril al 10 de noviembre de 2014, con 
contratos de servicios personales (régimen laboral del Decreto Legislativo N.º 
276), no le alcanza la protección prevista en el artículo 1 de la Ley N.° 24041, que 
exige que el servidor público tenga, por lo menos, un año de servicio para obtener 
protección contra el despido (FJ 19). En este caso, el Tribunal, con una visión ya 
no tan tuitiva como en la STC 424/2020 —que, reiteramos, fueron resueltas el 
mismo día—, convalida la “no renovación” incluso cuando se debería presumir 
que es por motivo de embarazo y ha quedado demostrado que el actuar de la 
entidad fue arbitrario. Además, este criterio es bastante legalista y similar al caso 
resuelto en el expediente N.º 02456-2012-AA/TC: al tratar el caso como un 
despido —o no renovación— ordinario y no como uno nulo, en el que, debido a 
que es un acto pluriofensivo de derechos, debería tutelarse (más allá si se alcanza 
o no se alcanza “ordinariamente” la protección contra el despido arbitrario). Por 
este motivo, olvidando la protección especial que se le otorga a la madre, 
ignorando que admite que el actuar de la parte demandada fue arbitraria y afectó 
el derecho al permiso por maternidad de la demandante, y contraviniendo su 
propio pronunciamiento, no falla ordenando su reposición, sino solo declarando 
fundada la demanda y disponiendo que “la Municipalidad Provincial de 
Chuicuito, Junín, no vuelva a incurrir en lo sucesivo en las conductas que 
motivaron la demanda”. Consideramos impropio de un Tribunal este fallo, que 
―se supone― busca salvaguardar los derechos fundamentales, pero, al mismo 
tiempo, encuentra respaldo mayoritario (en 6 de sus 7 integrantes).  
 
Al respecto, quizá no nos debería sorprender el análisis que efectúa el magistrado Ferrero 
Costa, quien, en su voto singular, se decanta por declarar improcedente la demanda al 
constatar que la madre trabajadora no cumplió el reglamento de la Ley N.° 26444, que 
establece como requisito un aviso de hasta 2 meses, en el supuesto de que la madre no 
desee beneficiarse de su descanso vacacional. Pese a que, desde luego, no compartimos 
el razonamiento del magistrado, en realidad, su análisis debería hacernos reflexionar 
sobre la real finalidad de la norma, ya que nos hace cuestionar el permiso prenatal que, al 
poder acumularse al descanso postnatal, nos demuestra que su finalidad no es del todo 
biológica (con intención de protección a la salud de la madre y el niño antes del parto). 
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En la realidad, para el caso particular de la demandante, el resultado no fue muy distinto 
entre el voto en mayoría y la improcedencia del magistrado, pues ambos tienen como 
resultado no tutelar el derecho a la igualdad, al trabajo, el interés superior del niño, a la 
conciliación, entre otros, de la demandante. 
 
Ahora bien, una importante crítica que se puede hacer a las dos sentencias posteriores a 
Madre de Dios, la 424 y 426, es que, si bien son mucho más breves, aunque bastante más 
concisas —particularmente la de Puno—, no aluden a las obligaciones provenientes de la 
CEDAW, especialmente al artículo 5a sobre la obligación de modificar los patrones 
socioculturales que sí incluía Madre de Dios. Esto pone en peor situación el análisis y el 
desarrollo hacia la corresponsabilidad que deseamos alcanzar. Quizá esta exclusión se 
deba a la búsqueda, por parte del magistrado ponente, de unanimidad en las sentencias, 
pues tanto el magistrado Ferrero como Sardón de Taboada, en el caso de Madre de Dios, 
dejaron constancia, en su fundamento de voto conjunto, que no compartían “la larga 
digresión sociológica y las extensas referencias a doctrina e instrumentos internacionales 
incluidas en la sentencia (FFJJ 8 al 74). Para dichos magistrados, afirmar que, desde 
pequeñas, a las mujeres se les enseña que su labor se encuentra en las tareas domésticas 
o que en el Perú las mujeres son cosificadas sexualmente son afirmaciones que no 
corresponden “afirmarlas temerariamente” a una sentencia, ya que no le consta al TC. 
Ello, en todo caso, es materia de las ciencias sociales (p. 1 del fundamento de voto de los 
magistrados Sardón de Tobada y Ferrero Costa). En realidad, básicamente, estos 
magistrados se opusieron a los fundamentos de la sentencia que traían a flote la 
perspectiva de género como herramienta de análisis. Empero, consideramos que dicha 
perspectiva no puede ser omitida en búsqueda de “unanimidades”, que, además no fueron 
tales, ya que Ferrero se aparta y no firma ninguna de las sentencias posteriores, y solo una 
es firmada por el magistrado Sardón de Taboada. Por último, no se puede soslayar que, 
pese a sus reticencias, ambos magistrados firmaron en el caso de Madre De Dios.  
 
Recientemente, el 31 de diciembre de 2020, se publicó en la página web del Tribunal 
Constitucional la última de las sentencias relacionadas con este tema. Nos referimos a la 
Sentencia 934/2020 recaída en el expediente N.º 03639-2017-PA/TC-Lambayeque, que 




El caso es una demanda de amparo interpuesta en 2015 por la vulneración de los derechos 
a la igualdad, no discriminación y al trabajo efectuada hacia una trabajadora de la 
Superintendencia de Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT) que 
prestaba servicios a dicha entidad bajo el régimen de la Contratación Administrativa de 
Servicios (CAS) y a quien, según refiere, no se le renovó contrato por estar gozando de 
su permiso de lactancia. Para acreditar que esta no renovación se basó en dicho motivo 
prohibido, sostuvo que fue la única de su promoción a la cual no se le renovó contrato y 
que a todos los compañeros que ingresaron con ella sí se les renovó, por lo que no existiría 
razón para este trato discriminatorio, ya que había demostrado un adecuado desempeño 
en el cargo y contaba, al igual que sus compañeros, con el perfil y calificación necesarios 
para el puesto, el cual, además,  ya se encontraba sometido a concurso para encontrar a 
su reemplazo. En ese sentido, solicita, en sede constitucional, que se le ordene a la 
SUNAT que le renueve su contrato desde el 1 de julio de 2015 hasta el término del año 
fiscal (parágrafos 1, 2 y 3 de antecedentes).  
 
La Procuraduría Pública de la SUNAT contesta la demanda y propone la excepción de 
incompetencia por razón de materia, pues considera que la demandante debió primero 
agotar la vía administrativa acudiendo al Tribunal del Servicio Civil y, en todo caso, de 
obtener un resultado desfavorable en dicha sede, debió acudir a la vía contenciosa 
administrativa, mas no a la vía constitucional del amparo. Por otra parte, solicita que la 
demanda sea declarada improcedente, pues, en el caso, no existe derecho constitucional 
vulnerado o involucrado, dado que simplemente operó la extinción de la relación laboral 
por vencimiento del contrato, que correspondía al 30 de junio de 2015. Además, de 
acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en el caso del régimen CAS, 
no procede reposición alguna (parágrafo 4 de antecedentes).  
 
En primera instancia, el Cuarto Juzgado Civil de Chiclayo declaró infundada la excepción 
planteada e improcedente la demanda, por considerar que, conforme a los 
pronunciamientos del TC, es válido y constitucional contratar bajo el régimen CAS de 
manera temporal por un tiempo menor a un año. Esta primera sentencia de primera 
instancia fue declarada nula por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Lambayeque al advertir que no había meritado el alegato principal de la recurrente. En 
tanto, para ella, la no renovación había sido producto de una discriminación por razón de 




Devuelto el expediente al juzgado de origen, se dictó sentencia nuevamente declarando 
improcedente la demanda por considerar que, en el régimen CAS, no procede reposición 
y por no haberse acreditado discriminación alguna. La Sala Superior, con un 
razonamiento jurídico similar, confirmó la sentencia (parágrafos 7 y 8 de antecedentes).  
 
La presente sentencia, en realidad, más allá de aportar data importante sobre la 
participación de las mujeres en el sector público peruano y reivindicarse al citar a la 
CEDAW —que, como ya hemos visto, fue descartada en las sentencias de Puno y 
Moquegua—, no nos otorga nada novedoso con respecto a sus predecesoras (Madre de 
Dios, Puno y Moquegua).  
 
Sin embargo, al ser esta la última, nos ayuda a destacar los avances de esta nueva línea 
argumentativa, y también sintetizarla y poner en evidencia sus contradicciones y 
necesario cambio de perspectiva —ya sea perfeccionamiento o incluso verdadera 
incorporación— por parte de los jueces constitucionales. Estos, al carecer de un cabal 
entendimiento de la situación actual —que nosotros hemos llamado “la nueva cuestión 
social”—, y al no efectuar un análisis adecuado ni incorporar la perspectiva de niñez ni 
de género, con su decisión al “tutelar” reforzadamente a la madre trabajadora para que 
ella —y solo ella— pueda conciliar sus labores, infelizmente cae en aquello que ya hemos 
advertido y que doctrinalmente se conoce como “falsa protección”.  
 
En conclusión, esta falsa protección se encuentra presente en esta sentencia, así como en 
las sentencias precedentes, pese a que en el razonamiento jurídico de los jueces se 
encuentra presente la obligación, incluida en el ámbito laboral, de garantizar la plena 
igualdad del hombre y la mujer —en este caso, de las madres— y proscribir toda clase de 
discriminación. Tanto la STC de Madre de Dios como la sentencia de Lambayeque 
comprenden la proscripción de cualquier clase de discriminación en los términos que 
plantea la CEDAW. Comprendiendo a esta última expresamente, en la primera sobre 
Madre de Dios y la última de Lambayeque, en los términos y concepción que plantea la 
CEDAW274. Sin embargo, en realidad, con la emisión de estas sentencias, en especial esta 
en que se aprecia de forma más clara, en los hechos, se mantiene y hasta acentúa el statu 
                                                        
274 Recordemos que ya hemos señalado nuestra extrañeza con respecto a que, en los casos de Puno y Moquegua, esta 
importante referencia se haya omitido.  
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quo, dando un claro mensaje en el sentido de que es la madre trabajadora la que —natural, 
justificada y obligatoriamente—, por la razón “objetiva y razonable” de la gestación, debe 
ser la convocada en forma exclusiva para conciliar su vida familiar y personal con su vida 
profesional.  
 
En ese sentido, consideramos que las sentencias, aunque suponen un avance al detectar 
el problema, en su resolución terminan generando aquello que dicen atacar, es decir, 
discriminación hacia la mujer. A nuestro parecer, esta postura del Tribunal, en palabras 
de la CEDAW, tiene como resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio de las madre al encasillarla en labores de cuidado, hacer más difícil su 
contratación y, consecuentemente, su incorporación al mercado de trabajo por lo 
“oneroso” y hasta “contingente” de contratarla, ya que, de encontrarse en gestación o 
gozando de su período de lactancia, solo podrán despedirla por causas justas275 siguiendo 
los lineamientos fijados por STC de Moquegua276 y la reciente STC de Lambayeque.  
 
En el caso de esta sentencia, lo novedoso es que, al tratarse de una trabajadora del sector 
público, se analiza la situación de la mujer en dicho sector, en donde el Tribunal destaca 
que, a diferencia del sector privado en el que 3 de cada 10 trabajadores son mujeres, en 
el sector público, prácticamente nos encontramos ante un 50 % ocupado por mujeres (FJ 
6). Pese a esta constatación fáctica, se advierte que persiste una actitud por parte de la 
Administración Pública materializada en conductas encaminadas a discriminar a mujeres 
gestantes y madres (FJ 8).  
 
Asimismo, es sumamente desolador que, en este sector, al ser el Estado el empleador, se 
debería presumir que se cumpla a cabalidad los derechos constitucionales, así como las 
obligaciones constitucionales e internacionales, en este caso, en materia de conciliación 
con corresponsabilidad. Pese a que la mujer se ha incorporado en mayor medida al mundo 
laboral, aún persiste una cultura de “falsa protección” hacia ella. Obviamente, todavía no 
                                                        
275 Por ejemplo, la magistrada Ledesma, en su voto singular que acompaña a la STC 934/2020, propone que, para que 
proceda un despido contra una mujer embarazada, debería existir, como en Chile, un “fuero laboral”, de forma tal que 
solo se las pueda despedir previa autorización de un juez.  
276 A manera de resumen, recordemos que, en la STC 424/2020, el Tribunal fijó tres reglas que deben operar en los 
casos de mujeres que demanden haber sido objeto de discriminación en razón de su estado de gestación: a decir, i) que 
“cualquier despido, terminación o no renovación, hostigamientos o cualquier otro acto de amedrentamiento que tenga 
por objeto la renuncia de parte de una trabajadora embarazada, deberá presumirse y tratarse como un despido nulo que 
tiene como causa dicho estado”, ii) el requisito de la recurrente de demostrar que comunicó y acreditó con el informe 
médico correspondiente su estado de gestación y iii) que la protección “reforzada” se mantiene hasta la culminación 
del período de lactancia (FJ 45). 
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se ha llegado a una concepción de corresponsabilidad, como queda claro en la Sentencia 
de Madre de Dios, cuando se ratifica que “las madres, en el ámbito laboral, constituyen 
un grupo de especial vulnerabilidad que requiere protección especial por parte del Estado” 
(FJ 5). No podríamos estar en contra de esta afirmación. Sin embargo, se trata de prever, 
considerando todos los derechos y valores que se imbrican en esta materia a fin de que se 
cumpla el artículo 4º de nuestra Constitución, que pone en el Estado un deber de proteger 
a la familia, y considerar a los niños y madres como sujetos merecedores de especial 
protección, y el artículo 23º que, en el plano laboral, pone énfasis en la especial protección 
que se debe ofrecer a la madre que trabaja (FJ 5). 
 
Sin embargo, para el fiel cumplimiento de estos dos artículos constitucionales —así como 
otros derechos y valores que se imbrican en esta materia, como la propia dignidad 
humana, el libre desarrollo de la personalidad y bienestar, al disfrute del tiempo libre y al 
derecho al descanso y a gozar de un ambiente equilibrado, y fomentar la maternidad y 
paternidad responsables, entre otros—, se debe considerar y reconocer el derecho 
constitucional. 
 
Precisamente, si a esta especial protección a niños y madres se añade el respeto al 
principio de igualdad y no discriminación, ¿cómo se puede hacer para no caer en una falsa 
protección que sobrecargue solo a la mujer con la conocida “doble jornada” o la excluya, 
en los hechos, del mundo del trabajo? Para el Tribunal, siguiendo el razonamiento 
plasmado en la STC de Madre de Dios —en que citan jurisprudencia comparada donde, 
en virtud del principio de igualdad, se amplía el permiso de lactancia al padre trabajador, 
aunque ello no pasa de ser una mera referencia—, es indiscutible que “tanto hombres 
como mujeres son iguales ante la Constitución y la Ley” (FJ 23), pero, atendiendo 
adecuadamente al principio de igualdad, admite un trato diferente entre ambos siempre y 
cuando exista una justificación objetiva y razonable (FJ 19).  
 
Así, pese a que, como hemos visto, en Madre de Dios, acertadamente indicó que, desde 
una perspectiva de género, de lo que se trata es de disociar lo biológico de lo cultural —
que ha hecho que las mujeres, por razones biológicas, soporten “cargas”, por ejemplo, de 
cuidado—, en este caso, sostienen que, así las cosas, a la luz de la Constitución y los 
tratados internacionales —que incluso critica, pues muchos de ellos plasmaron una 
mentalidad social preponderante de la época que excluía a la mujer del mundo del trabajo 
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(FJ 9) — la maternidad, en tanto hecho biológico que solo atañe a las mujeres, debe ser 
considerada como una “situación objetiva especial” que merece una “protección distinta 
(reforzada)” (FJ 10). De este modo, resulta justificable, con base en la diferencia biológica 
en el ámbito de la reproducción entre hombres y mujeres, que sean solo las madres —y 
no los padres— quienes deban conciliar su vida laboral con la familiar, y, por tanto, en 
virtud del principio de igualdad y atendiendo a esta diferencia, deberán ser las titulares 
exclusivas de los derechos de licencias por maternidad y lactancia (FFJJ 19,20, 21 y 25). 
 
En otras palabras, como ratifica la sentencia en la síntesis que realiza en el fundamento 
jurídico 26, hombres y mujeres son iguales, pero como es la mujer la que transita por el 
embarazo debe ser ella la que, de forma exclusiva, tenga derecho a las licencias por 
maternidad y lactancia con todas las implicancias sociales y culturales que cada una de 
ellas conlleva. Es decir, se reitera que el ordenamiento admite que son ellas las que deben 
conciliar y, por este motivo, se les otorga esta clase de licencias, entre otros motivos, para 
que puedan conciliar “sin las cargas” u obstáculos que ello genera.  
 
Lo contradictorio del razonamiento del Tribunal es que, si bien, por un lado, reconocen 
esta diferencia biológica, también refiere que su tratamiento jurídico disímil debe tener 
como finalidad —e ir acompañado, de ser necesario, de medidas para lograrlo— impedir 
que esta diferencia termine convirtiéndose “en cargas que un grupo vulnerable tenga que 
soportar” (FJ 26). Sin embargo, para el Tribunal, la garantía que coadyuva a que la 
maternidad no sea una carga y al ingreso a la mujer en el mercado de trabajo es la 
“estabilidad de las mujeres embarazadas” (FJ 26) ligada a su protección contra el despido 
arbitrario por embarazo o lactancia.  
 
En conclusión, para el TC, la legislación, al otorgar exclusivamente las licencias por 
maternidad y licencia a las madres trabajadoras e impedir que estas puedan ser despedidas 
por su sexo, se cumple con respetar el principio de igualdad y no discriminación —como 
la protección especial que nuestra Constitución otorga a los niños y a la madre 
trabajadora—.  
 
Esto último es sumamente relevante, pues, para el colegiado, estas licencias de 
conciliación —como la de embarazo y lactancia— no solo buscan “proteger el derecho a 
la igualdad y salud de las mujeres, y el derecho a la salud del niño o niña, sino, además, 
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[que] no exista un conflicto entre las responsabilidades propias de su naturaleza biológica 
y las profesionales, es decir, una carga que las mujeres deban soportar solo por el hecho 
de ser mujeres” (FJ 20). Por ese motivo, a renglón seguido, el Tribunal sustenta la 
importancia que tiene el que el Estado evite “los casos en los que dicho conflicto no solo 
no ha podido ser conciliado para las mujeres, sino en los que, además, estas han sido 
sujetas a discriminación en razón de su sexo” (FJ 21).  
 
En otras palabras, para el Tribunal, pese a proclamar desde la STC de Madre de Dios —
posiblemente por el desacuerdo expreso de parte de tres de los magistrados con respecto 
a  la perspectiva de género— con una menor intensidad que hombres y mujeres son 
iguales y que se debe deconstruir la sociedad a fin de impedir que, por razones biológicas, 
se “naturalice” el que determinado grupo deba soportar cargas particulares, tales como 
las relacionadas con el cuidado, luego aceptan que la maternidad es un hecho objetivo 
que justifica que sean solo las mujeres las que deban gozar de los derechos de maternidad 
y lactancia, y que el Estado debe buscar y permitir que estas —y solo ellas— puedan 
conciliar su ámbito laboral con el familiar. 
 
A la luz de nuestra tesis, este razonamiento no solo es confuso y contradictorio, sino que 
se enreda mucho más cuando el TC, siguiendo la línea marcada desde la Sentencia de 
Madre de Dios, reconoce pacíficamente que, dentro de las discriminaciones vetadas por 
el artículo 2, inciso 2 de nuestra Constitución, se encuentra el de “en razón de la situación 
familiar” y que, en ese sentido, la madre trabajadora no sólo es discriminada por razón de 
sexo sino que, en realidad, también lo es por “razón de su situación familiar”, en este 
caso, ser madre, y tener que conciliar su vida familiar y laboral (FJ 23). Por esta razón, 
se explica que el Tribunal destaque que también existe discriminación en el acceso el 
empleo, ya que suele ser relevante en las entrevistas de trabajo, en el caso de mujeres, 
saber si es casada o no, si tiene hijos o no, o si planea tenerlos (FJ 23)277. Y, al final, ¿qué 
hace el Tribunal con su sentencia? Reitera y mantiene esta discriminación, e incluso hace 
más “contingente” la contratación de mujeres al convertirlas en las destinatarias únicas 
de los derechos de conciliación.  
                                                        
277 Recordemos que, como ya hemos criticado en su momento, en el fundamento de voto de los magistrados Sardón de 
Taboada y Ferrero Costa, con la lógica que hemos denunciado de “deshumanizar” al trabajador y convertirlos en meros 
recursos humanos, se señala que no comparten la postura de la sentencia, pues “determinar, en una entrevista de trabajo, 
si un hombre o una mujer es casado o tiene hijos puede ser un dato relevante para pronosticar su futuro desempeño. No 
puede decirse, categóricamente, que ello no es pertinente en todos los casos para una contratación laboral” (parágrafo 




Posteriormente, el Tribunal trata de fortalecer su postura ya no solo con la especial 
protección que otorga nuestra Constitución a la familia, a la madre y al niño, sino también 
en los tratados internacionales —los que critica por plasmar una mirada de la época sin 
perspectiva de género— e incluye, entre ellos, una referencia expresa a la definición de 
discriminación que nos ofrece la CEDAW y cita el artículo 11°, inciso 2 de dicho tratado, 
en el que resalta el inciso a) sobre la prohibición de los despidos por motivo de embarazo 
o por licencia por maternidad. Sin embargo, no profundizan, por ejemplo, en el inciso c) 
del mismo artículo que citan —y que se encuentra en la sentencia, pero no desarrollan— 
en que se demuestra que el Estado peruano también se halla en la obligación de “alentar 
el suministro de los servicios sociales de apoyo necesario para permitir que los padres [es 
decir, padre y madre y no exclusivamente esta última como lo entiende el Tribunal] 
combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la 
participación en la vida pública […]”. 
 
Tampoco, ni por asomo, refieren a la obligación del inciso a) ni mucho menos el b) del 
artículo 5 contenida en dicho tratado —y que hemos referido en la presente tesis— con 
respecto a la obligación de los Estados de modificar los patrones socioculturales de 
conducta de hombres y mujeres que estereotipan las funciones de estos, y de garantizar 
“el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la 
educación y al desarrollo de sus hijos”.  
 
Mucho menos, en esta sentencia como en las anteriores, se hace referencia a los 
pronunciamientos de órganos de control o de interpretación de tratado —por ejemplo, el 
Informe de fondo N.º 4/01 de la CIDH o su informe del 2011, las OG 16 y 23 del Comité 
DESC, distintos pronunciamientos del Comité CEDAW, la Declaración de Beijing y su 
Plataforma de Acción, entre otros— para tener una perspectiva más acorde con los 
derechos humanos que permita apreciar la real igualdad entre hombres y mujeres, y que  
permitiría comprender, fomentar y concienciar en el derecho y deber de ambos padres a 
hacerse responsables del cuidado y educación de sus hijos. De este modo, siguiendo la 
OG 16 del Comité DESC, se deconstruirían las ideas preconcebidas que no tengan como 
resultado que entre hombres y mujeres se compartan todas las responsabilidades en pie 
de igualdad, lo cual hace que necesariamente se implique tanto a padres como madres 
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que trabajan en el cuidado de sus niños —que, además, repercute positivamente en su 
interés superior—, y que puedan armonizar sus obligaciones profesionales y familiares.  
 
Esta visión no hace más que rescatar el artículo 6 de nuestra Constitución, que sostiene 
que este cuidado es un deber y derecho de ambos padres, y que el Estado debe fomentar 
la paternidad y la maternidad responsables e interpretarlas conforme a los tratados y 
pronunciamientos internacionales de acuerdo con la cuarta disposición final y transitoria.  
 
Este deber y derecho, en la relación laboral, implica desplegar y otorgarle al trabajador 
—ya sea padre o madre— las herramientas necesarias para poder armonizar el trabajo y 
la familia. Entre las herramientas que pueden coadyuvar a dicho fin, como ya hemos 
señalado, a criterio de la OC 23 del Comité DESC, estarían las salas cuna y las licencias 
parentales —que la magistrada Marianela Ledesma, en el caso Moquegua, citando a la 
CIDH, refiere como una obligación estatal necesaria y que, según el magistrado Eloy 
Espinoza-Saldaña en su voto singular en el caso Madre de Dios, son las adecuadas 
políticas de conciliación entre espacios laborales, personales y familiares las que 
revertirán la manifiesta desigualdad entre hombres y mujeres—.  
 
Ello se puede lograr a través de la efectiva manifestación de polit́icas públicas o laborales 
relacionadas con este problema. Además, ya que actualmente no existen o son deficientes, 
pueden ser materia de control constitucional. Al respecto, y de modo referencial, podemos 
adelantar que estas medidas o polit́icas que deberián ser materializadas —tal como 
aparecen reguladas en otros Estados constitucionales— están relacionadas, por ejemplo, 
con el tiempo de descanso por maternidad y por paternidad, con el ejercicio efectivo del 
derecho de lactancia, con la facilitación de permisos por razones familiares, con la 
posibilidad de realizar ajustes en las jornadas de trabajo por motivo de conciliación, con 
la flexibilización del régimen de excedencias y compensaciones también por razones 
familiares, entre otros aspectos (FJ 8 del voto del magistrado Eloy Espinoza-Saldaña 
Barreda). Sorprende que, para estos casos, dicho magistrado no haya efectuado un voto 
junto con la magistrada Ledesma que pudiera convencer a otros dos magistrados para 
conseguir una sentencia en estos términos, pues, al final, contrario a lo que señala 
Espinoza-Saldaña, se perdió una extraordinaria oportunidad para poner de manifiesto esta 
“triple discriminación” y la necesaria incorporación del derecho a la conciliación con 
corresponsabilidad. Mientras tanto, pese a sus fundamentos de voto, con la dación de 
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estas sentencias, no se utiliza la vía constitucional para mejorar la situación sino, a nuestro 
criterio, la empeora y perpetúa.    
 
Por tanto, podemos decir que, incluso en la jurisprudencia constitucional, aún no se 
aprecia una mirada con una verdadera perspectiva de interés superior del niño —lo que 
no nos parece sorprendente, ya que, salvo en la STC de Madre de Dios, en que sí se 
desarrolla y en la de Puno, en que se hace una escueta referencia a la Convención sobre 
los Derechos del Niño— y de género —que, probablemente, por la composición del 
Tribunal se fue diluyendo— que hubiese permitido concluir que proteger 
“superlativamente” a la mujer para que solo ella pueda conciliar es una clara 
discriminación que limita a la mujer y que afecta el adecuado desarrollo de la niñez, pues 
no responde a su interés superior.  
 
Así las cosas, no existe en esta, como en las otras sentencias que se han ocupado del tema, 
referencia a importantes artículos constitucionales ni tratados internacionales vitales para 
la consecución efectiva de la igualdad transformadora y el interés superior del niño. 
 
No existe, pues, por parte del Tribunal, una fiel comprensión del derecho constitucional 
de la conciliación con corresponsabilidad. Por el contrario, demuestra lo pernicioso que 
es ver a la conciliación como un derecho sin conciliación, pues termina generando que la 
madre “concilie” lo que siempre ha conciliado, discriminándola al menoscabar y anular 
el pleno reconocimiento, goce y ejercicio de una plétora de derechos como el del trabajo, 
en pie de igualdad, con el padre.  
 
Este hecho, además, termina vulnerando tanto el deber constitucional como internacional 
de protección a la familia y de especial protección a la madre y la infancia, ya que, a la 
luz del desarrollo constitucional e internacional actual, se hace necesaria la participación 
activa —como deber y derecho en palabras del artículo 6º de la Constitución— del padre 
en la crianza de los niños, es decir, del efectivo y verdadero ejercicio de la conciliación 
con corresponsabilidad. Esta falencia, en realidad, es compartida por las cuatro sentencias 
que se han pronunciado sobre nuestro tema hasta el momento, pues, además de no 
efectuar un análisis completo de la CEDAW que incluya, por ejemplo, el inciso b) del 
artículo 5 de la CEDAW, sino que también se debieron analizar, conjuntamente con dicho 
instrumento, otros de naturaleza internacional que hemos podido detectar y que hubiesen 
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permitido no solo un análisis más profundo, sino incluso apreciar la discriminación hacia 
el padre que tanto criticamos. Tal es el caso de las referencias a la lectura sistemática del 
artículo 3° del PIDESC que, como ha señalado su Comité, nos lleva a atender los 
prejuicios sociales y culturales en materia de género para prefigurar una real igualdad 
entre hombres y mujeres, y redistribuir las obligaciones de la familia, la comunidad y la 
vida pública. Así, como hemos visto, para el Comité, el artículo 9° del pacto, como 
resultado de esta real igualdad y transformación social, lleva a que, entre otras cosas, los 
Estados, deban “garantizar individualmente el derecho a la licencia de paternidad o 
maternidad, y la licencia compartida por ambos”. Esta obligación de garantizar una 
verdadera licencia por paternidad y una licencia compartida por ambos tiene el mismo 
valor que la de maternidad. Esta obligación tiene una mayor exigibilidad estatal, ya que 
incluso la propia CIDH ha señalado que la adopción de estas licencias parentales 
constituye una obligación inmediata para los Estados, entre otros (2011, p. 169). 
 
Lo curioso, repetimos, es que el Tribunal da un paso hacia la corresponsabilidad al 
destacar que existe un deber del Estado peruano por conseguir la igualdad entre hombres 
y mujeres, y desterrar las asunciones arbitrarias e injustificadas sobre las mujeres, en 
especial, respecto a las labores de cuidado por motivo de sus funciones reproductivas, al 
señalar expresamente que, “en aras de promover la igualdad de oportunidades entre sexos, 
debe desechar la idea de que son prioritariamente [las mujeres] quienes deben ocuparse 
de los hijos y de las tareas del hogar” (STC recaída en el expediente N.º 1272-2017-
PA/TC, FJ 16; STC recaída en el expediente N.º 00677-2016-PA/TC, FJ 26) y que, en 
consecuencia, es una “tarea pendiente que le corresponde al Estado” la "transformación 
del enfoque y percepciones tanto de hombres y mujeres” para la “consecución de la 
paridad de las mujeres en el ámbito político, educativo y laboral” (STC recaída en el 
expediente N.º 1272-2017-PA/TC, FJ 17; STC recaída en el expediente N.º 00677-2016-
PA/TC, FJ 27).  
 
Sin embargo, en la práctica, al afirmar que “la naturaleza biológica está en el ámbito 
reproductivo, pues lleva a ciertas acciones biológicas que no pueden ser asumidas por el 
hombre, tales como el embarazo, el parto y la lactancia natural" (STC recaída en el 
expediente N.º 1272-2017-PA/TC, FJ 18; STC recaída en el expediente N.º 00677-2016-
PA/TC, FJ 28). Además, “en sińtesis, tanto hombres como mujeres son iguales ante la 
Constitución y la Ley. Solo existen diferencias biológicas en el ámbito de la reproducción 
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que podrián generar una situación de desigualdad. En esa medida, corresponde al Estado 
garantizar tutelas diferentes para situaciones desiguales con la finalidad de asegurar que 
estas diferencias no se conviertan en cargas que un grupo vulnerable tenga que soportar” 
(STC recaída en el expediente N.º 03639-2017-PA/TC, FJ 26; STC recaída en el 
expediente N.º 00677-2016-PA/TC, FJ 39). 
 
Esto, en el caso específico de las sentencias de Moquegua y Lambayeque sobre despido, 
se traduce en “la estabilidad laboral de las mujeres embarazadas” y, en el caso de Madre 
de Dios en “el reconocimiento de licencia por maternidad y el permiso por lactancia 
materna” (STC recaída en el expediente N.º 01272-2017-PA/TC, FJ 28), por lo que “se 
puede observar también que el propio trato diferente que se establece entre mujeres y 
hombres (madres y padres), al configurar derechos como la “licencia por maternidad” y 
el “permiso por lactancia” para las primeras, se justifica en la medida en que el derecho 
a la igualdad también puede implicar tratos diferenciados, siempre que exista justificación 
razonable y objetiva para ello” (STC recaída en el expediente N.º 03639-2017-PA/TC, FJ 
19).  
 
Un dato interesante que hemos desarrollado a lo largo de la presente tesis es cómo estas 
cuatro sentencias reconocen expresamente los fines que tiene cada uno de estos derechos. 
Así, la primera de estas sentencias, la recaída en el expediente N.º 01272-2017-PA/TC, 
reconoce que los derechos como la licencia por maternidad y por lactancia tienen como 
finalidad “no solo proteger el derecho a la igualdad y a la salud de las mujeres, así como 
el derecho a la salud del niño o niña, sino que no haya conflicto entre las responsabilidades 
propias de su naturaleza biológica y las profesionales” (FJ 22). Por su parte, en la STC 
426/2020, la licencia por maternidad, en su parte posnatal, tendría como fin favorecer la 
lactancia, afianzar el vínculo materno filial y desarrollar un puerperio normal (FJ 10). Y, 
en las STC 424/2020 y 934/2020, se repiten las finalidades de Madre de Dios y se añade 
una a la lista al referir que “lo que se busca a través de derechos como la licencia por 
embarazo y por lactancia no solo es proteger el derecho a la igualdad y a la salud de las 
mujeres, así como el derecho a la salud del niño o niña, sino que no exista conflicto entre 
las responsabilidades propias de su naturaleza biológica y las profesionales, es decir, 
carga que las mujeres deban soportar por el solo hecho de ser mujeres” (STC recaída en 
el expediente N.° 00677-2016-PA/TC, FJ 33; STC recaída en el expediente N.° 03639-




Es erróneo y contradictorio concebir la conciliación como exclusiva de las mujeres, pues 
las “razones justificadas” que se aducen no son tales, ya que “así como hay funciones 
biológicas y psicológicamente insustituibles en la mujer, lo mismo puede decirse del 
varón, de modo que este no podría ser un motivo suficiente para dispensarle trato 
diferenciado en orden a las tareas que puedan desempeñar, en tanto las condiciones del 
trabajo no afecten aquellas funciones de modo distinto” (Ackerman, 2016, p. 134). De 
hecho, al exponer las finalidades que supuestamente buscan estos permisos, queda claro 
que todas pueden ser efectuadas por el varón y, de hecho, solo así se podrá superar y 
reescribir el contrato social laboral que conlleva lo que hemos denominado “nueva 
cuestión social” y que, como señala Ackerman, produce una discriminación “ofensiva e 
inaceptable, que supone un agravio a la condición humana” (2016, p. 142).  
 
Por todo esto, el colegiado, al concluir que las razones biológicas reproductivas son una 
justificación válida, termina por generar, a nuestro parecer, una discriminación, al 
mantener el statu quo. Lo peor es que el propio TC sí reconoce que tanto el permiso por 
lactancia como el permiso por maternidad, pese a atribuírselos “únicamente” a las 
mujeres, no tiene finalidades que solo deban ser efectuadas por las mujeres. Así, por 
ejemplo,  
 
i) proteger el derecho a la igualdad de la mujer no corresponde únicamente a 
esta, puesto que el hombre, al ejercer la corresponsabilidad en el ámbito 
familiar, contribuye a dicha protección;  
ii) proteger el derecho a la salud de la mujer también es una tarea compartida 
tanto por esta como por el varón en tanto este último se encuentre en capacidad 
de asistir a su cónyuge;  
iii) proteger el derecho a la salud del menor corresponde a los padres en pie de 
igualdad, dado que es el interés del menor lo que prima;  
iv) asegurar que no haya conflictos entre las responsabilidades propias de su 
naturaleza biológica y las profesionales (de la madre) —que no sea una “carga 
por el solo hecho de ser mujer”— es un objetivo que se logra mediante la 
participación activa del padre en la esfera privada, de modo que él también 
concilie ambas esferas de su vida;  
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v) favorecer la lactancia, ya sea natural (mediante la extracción de leche) o 
artificial, es una labor que el padre también puede cumplir desde el momento 
en que nace el bebé;  
vi) afianzar el vínculo materno-filial (o, en este caso, paterno-filial) es importante 
para el adecuado desarrollo del menor (veamos, por ejemplo, el caso de los 
padres-canguro), sobre todo en el primer año de vida, y para desterrar 
prejuicios que justifiquen la falta de apego entre padres e hijos, ya que es 
precisamente esta concepción la que luego impedirá un libre desarrollo de la 
personalidad de los varones (al negárseles el derecho de involucrarse en el 
crecimiento de sus hijos) y se convertirá en un lastre para la sociedad;  
vii) desarrollar un puerperio normal requiere, en la mayoría de casos, asistencia 
que podría ser ofrecida por el padre para aliviar las secuelas de un parto 
natural, una cesárea o un parto con dificultades mayores. 
 
Entendido este derecho y deber de titularidad también de los padres trabajadores, en todo 
caso, de existir una “tutela reforzada” por “razón de situación familiar”, esta deberá 
proteger tanto a la madre trabajadora como al padre trabajador. Solo así se protegerá a la 
familia y se optimizarán todos los demás derechos involucrados cumpliendo con nuestros 
compromisos y responsabilidades constitucionales e internacionales. Hay luces, sí, pero 
bastante sombras y obstáculos por superar. Aunque nos causa confusión que los 
magistrados Ledesma y Espinoza-Saldaña hayan detectado este hecho y pese a ello 
firmado la sentencia —probablemente en aras de tutelar el derecho de la demandante—, 
debemos admitir que es un avance significativo que se comience a discutir sobre el 
particular y ello nos da esperanza para que esta situación se revierta.  
 
Por tanto, exhortamos a que tanto por vía legislativa como jurisprudencial se comience a 
cumplir este deber constitucional e internacional sin olvidar que se tratará de una 
necesaria transformación que deberá estar acompañada de políticas públicas, de 
sensibilización, concientización y de la necesaria participación activa de la sociedad civil. 
Se trata de que efectivamente, más allá de la letra, se comprendan los beneficios, 
obligaciones y efectos, entre otros, del ejercicio de este derecho y de la transformación 
de la sociedad toda. Para este fin, creemos que la paulatina incorporación del padre 
trabajador y su toma de conciencia en esta ecuación no solo son importantes sino 




Como podemos apreciar, el Tribunal, en estas sentencias, nos demuestra que se encuentra 
construyendo una línea jurisprudencial de cara a un verdadero reconocimiento y 
valoración social de la conciliación como derecho constitucional, aunque no queda claro 
si es innominada o indirecta —pero, en todo caso, aún no autónoma sino dependiente de 
otros derechos y principios constitucionales—. En cambio, sí es jurídicamente exigible, 
pero se muestra aún como uno exclusivo de las mujeres.  
 
El Tribunal, al efectuar este análisis sobre el alcance de la protección del despido nulo, 
que felizmente ya se encontraba reconocido en la ley, nos demuestra la justificada 
importancia que debe tener la protección a la maternidad. Esta tendencia protectora 
también se ha planteado desde el Congreso de la República con el proyecto de Ley N.° 
05933-2020-CR, que pretende modificar el artículo 29 e) de la LPCL para que la 
protección del despido por motivo de embarazo, nacimiento y sus consecuencias, o la 
lactancia se extienda a las mujeres en período de prueba y a las que se encuentran 
contratadas a tiempo parcial.  
 
No negamos que estos avances sean importantes tanto por la mirada más tuitiva y 
protectora de los jueces constitucionales —y los jueces en general— sobre la maternidad, 
lactancia y la conciliación como por los legisladores, por ejemplo, con proyectos de ley 
como el reseñado —que hubiesen evitado sentencias tan cuestionables como la Sentencia 
N.º 02456-2012-AA/TC-Piura, aunque recae en la STC 426/2020 con la misma mirada. 
Sin embargo, si estas medidas no tienen como correlato una similar protección a la 
paternidad y parentalidad, así como una mirada que incluya al padre en la conciliación y 
tenga como resultado el reconocimiento de la corresponsabilidad como un derecho y 
principio constitucional, infelizmente, el efecto final no solo terminará por ser 
contraproducente para las mujeres —perpetuando y ahondando los efectos negativos de 
las funciones biológicas— sino también discriminando al padre negándole facilidades 
que le permitan “el goce de los derechos y la asunción de las responsabilidad inherentes 
al ejercicio de la paternidad, marginándolo de sus obligaciones familiares y del quehacer 
doméstico” (Ackerman, 2016, pp. 136, 144). Y, finalmente, afectará de forma directa el 




De este modo, solo teniendo una mirada más “corresponsable” e igualitaria se logrará la 
igualdad transformadora que se desea alcanzar. De lo contrario, como señala Ackerman 
(2016), la “falsa y contraproducente protección” que ve a la mujer como la única 
convocada a conciliar termina traduciéndose en que “en la realidad, el empleador, puesto 
ante la disyuntiva de contratar a un hombre o a una mujer con equivalencia de aptitudes 
personales, elegirá al varón, a quien podrá ocupar en mayor variedad de tareas y en 
amplios horarios, lo que se traducirá para este en mejor conocimiento de los puestos de 
trabajo y en una posibilidad a futuro de supervisión, lo que realimentará el círculo vicioso 
de la promoción de mejores oportunidades y ascenso para el hombre” (p. 138). Lo curioso 
es que, como hemos visto, el propio Tribunal así lo entiende —y es motivo de disenso 
por parte de los magistrados Ferrero y Sardón— y se trata de que tanto el Estado como la 
sociedad en su conjunto, a través de acciones concretas, realmente generen la anhelada 
transformación del enfoque y percepción de hombres y mujeres en pos de una verdadera 
igualdad. 
 
Estos avances normativos y jurisprudenciales son, sin duda, importantes, pero, como 
hemos analizado, requieren mayor rigurosidad doctrinal y jurídica. Esperamos que la 
presente investigación inicie un real y necesario debate en torno a las obligaciones y 
deberes que emanan del principio a la corresponsabilidad familiar, el cual tiene un efecto 
directo en la plena satisfacción de un cúmulo de derechos —incluso con calidad de 
principios— y que, en el largo plazo, nos permitirá conseguir que avancemos hacía una 
sociedad justa, equitativa, democrática y corresponsable propia del Estado social y 
democrático de derecho que decimos tener. Esta es la sociedad que maestros de la talla 
de Mario Martín Pasco Cosmópolis y Javier Neves Mujica —quien primero advirtió el 
tema de esta tesis— siempre buscaron alcanzar: una sociedad que, parafraseándolos, 
desde nuestra profesión —vista como deshumanizadora y de espaldas a la realidad—, 
necesita que recordemos aún más la facultad tuitiva del derecho laboral y, especialmente 
en el caso de padres, madres y menores de edad, deberá tener una mayor preocupación 
por humanizar la sociedad y, en particular, la relación laboral (Pasco Cosmópolis, 2013; 
Punto Edu, 2021).  
 
Que esta sea nuestra más profunda, real y coherente deferencia a estos grandes juristas 
que iniciaron el camino que a nosotros nos toca continuar. La invitación y el camino ya 







1. Dentro de la deconstrucción de la división sexual del trabajo, se deberá dejar de 
ver la conciliación entre la esfera laboral y la familiar ―de lo público y lo 
privado― como un problema exclusivo de las mujeres. Como señalara Martínez 
Yáñez, existe una contradicción entre un ordenamiento jurídico comunitario que 
prohíbe el establecimiento de distintas condiciones de trabajo por razones de sexo, 
pero que, al mismo tiempo, legitima las diferencias de trato en favor de las 
mujeres, por razón de su embarazo y parto (2007, p. 399).  
 
2. La deconstrucción que propugnamos, en el caso de las licencias laborales por 
maternidad y paternidad, deberá tener como principal objetivo la protección de 
todos los miembros de la familia, que usualmente se corresponden con los tres 
miembros del que hemos denominado triángulo de vulnerabilidad. Para ello, es 
imperativo que, dentro de las políticas de género y la implementación de licencias, 
se deje de lado la visión de que solo es la madre la que debe conciliar aquello que 
siempre ha conciliado. También debe buscarse una fórmula que vele por el interés 
superior del niño y que tenga en consideración al padre, ya que, sin una 
concientización e involucramiento activo de este último, la transformación social 
y el nuevo pacto social que anhelamos no se podrán llevar a cabo.  
 
3. Se debe reconocer que nos encontramos ante una situación que no es nueva. No 
obstante, con la incorporación de las mujeres al régimen laboral, se ha hecho más 
evidente: la mujer ha ingresado al mundo del trabajo remunerado, pero el hombre 
no se ha incorporado, de forma análoga, al doméstico, de cuidados y sin 
remuneración. Esta triple discriminación que ya se hace notoria constituye una 
cuestión social a la que el derecho del trabajo se debe enfrentar. Para ello, desde 
el Estado, se deberá motivar, educar, sensibilizar y concientizar a los hombres 
para que ellos, al conciliar con corresponsabilidad, también participen 





4. De la lectura de distintos instrumentos internacionales ―tales como la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, el Convenio 156 de la OIT, la 
Convención sobre los Derechos del Niño (particularmente los artículos 3 y 18, 
numeral 1), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, 
los artículos 3, 23, 24 y 26), el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (que, desde su preámbulo, enfatiza este derecho y, en particular, 
lo trata de hacer efectivo con artículos como el 5a, 5b y 11), la Declaración de 
Beijing (artículos 15 y 25) y su plataforma de acción, por ejemplo, en su objetivo 
estratégico F6, y los pronunciamientos de los órganos de control e interpretación 
sobre la adecuada interpretación de estos―, se puede concluir que existe un deber 
internacional de fomentar la conciliación con corresponsabilidad en virtud de la 
necesaria incorporación del mainstreaming de género para la consecución de la 
igualdad real entre hombres y mujeres, y en atención al mejor interés del niño en 
la adopción de toda norma o derecho que los afecte. 
 
5. Adicionalmente, consideramos que, de una lectura sistemática nuestra propia 
Constitución de 1993 (específicamente de los artículos 1, 2.1, 2.2, 2.15, 2.22, 4, 
6, 7, 13, 22, 23, 24 y 43), se puede concluir que este derecho a la conciliación con 
corresponsabilidad es un derecho constitucional autónomo ―o, por lo menos, 
indirecto, como ha reconocido el Tribunal Constitucional al derecho a la 
conciliación―, plenamente exigible y de titularidad de ambos cónyuges. Este 
derecho, entonces, es incorporado, en virtud del artículo 3 ―por ser un derecho 
de naturaleza análoga a los desarrollados en el capítulo uno de la Constitución―; 
del artículo 43 de la Constitución ―por fundarse en la dignidad de la persona 
humana y en los principios del Estado social y democrático de derecho―; y, por 
el artículo 55, que genera que, al estar recocido en tratados internacionales de los 
que el Perú es parte, ostentan un rango ―al menos― constitucional al tratarse, 
sin duda, de un derecho humano. Al ser evidente que este derecho forma parte del 
llamado “bloque de constitucionalidad”, queda claro que es necesario fomentarlo, 
respetarlo y asegurarlo.  
 
6. También podríamos atrevernos a afirmar que el derecho a la conciliación con 
corresponsabilidad no solo se configura como un derecho internacional y 
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constitucional, sino que incluso se podría elevar a la categoría de principio 
jurídico rector por los valores, bienes y derechos que lo informan. Aun si no se 
admitiera que se trata de un principio, sería innegable que, dentro de este derecho 
constitucional ―autónomo o indirecto―, coexisten derechos que sí son 
considerados principios y con los que tiene relación, y los incluye ―tales como 
el de protección de la familia, igualdad e interés superior del niño―. 
 
7. El cambio tan necesario al que exhorta este trabajo deberá realizarse 
legislativamente o, en todo caso, se deberá iniciar el debate parlamentario a 
propósito de pronunciamientos judiciales. Sería mejor, incluso, si estos 
provinieran del Tribunal Constitucional ―que lamentablemente perdió la 
oportunidad de hacerlo en las cuatro sentencias que han tocado el tema del 
derecho de conciliación laboral, desde la inicial STC recaída en el expediente N.° 
01272-2017-PA/TC de 2019, pasando por la STC recaída en el expediente N.° 
00677-2016-PA/TC y la STC recaída en el expediente N.° 03639-2017-PA/TC 
hasta la última STC recaída en el expediente N.° 03639-2017-PA/TC, publicada 
el 31 de diciembre de 2020―, que, como hemos señalado, no detecta la 
yuxtaposición entre el permiso por maternidad y parentalidad, aunque admite que 
este permiso tiene como finalidad la recuperación biológica de la madre y el 
fomento de la relación materno-filial. De ser este el caso, tanto el padre como la 
madre se encuentran en situaciones similares. Por tanto, ambos deberían gozar del 
derecho al disfrute de la crianza de sus hijos. Nos parecería interesante presenciar 
en el contexto nacional un caso similar al del señor Roca Álvarez, en el que un 
padre trabajador reclame judicialmente sus permisos de conciliación, y así poder 
apreciar la respuesta de nuestro máximo intérprete. 
 
8.   Esta no es una tarea fácil, pero consideramos que la presente investigación es un 
paso importante para visibilizar esta triple discriminación, así como los derechos 
y obligaciones que ―como Estado y sociedad― no estamos cumpliendo al 
ignorar el derecho a la conciliación con corresponsabilidad. Implementar este 
derecho no será sencillo: en un país como el Perú es muy probable que se 
encuentre resistencia debido a los patrones socioculturales preexistentes. Empero, 
creemos que deberá efectuarse un análisis interdisciplinario para buscar las formas 
óptimas para hacer efectivo el ejercicio de este derecho. Quizá la solución pueda 
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encauzarse retomando las salas cuna o equiparar los permisos ―incluso más allá 
del nomen iuris, como paternidad, parentalidad, maternidad―, como lo ha hecho 
España, por ejemplo. En todo caso, la respuesta deberá ser una que atienda a la 







1. El desarrollo de la sociedad bajo una estructura capitalista, en especial, de 
corte neoliberal, ha provocado una crisis en el mismo sistema, lo que, a su vez, 
ha tenido una repercusión importante en el modelo de familia desde el siglo 
XX en adelante. Creemos importante señalar que el derecho laboral, a nivel 
transnacional, tiene que dar respuesta a la nueva cuestión social (algunos 
Estados ya lo han hecho de la mano con la sociología para proyectar una 
mirada más orientada hacia el trabajador, y no tanto hacia la organización 
empresarial para satisfacer mayores y más exigentes demandas económicas). 
Por tanto, para que el derecho cumpla adecuadamente su función, deberá 
adecuarse a los cambios sociales que han adoptado una visión más respetuosa 
de los derechos fundamentales de los trabajadores, sobre todo cuando estos 
trabajadores, además, son padres y madres que forman parte de una familia, 
la cual se considera el núcleo fundamental de la sociedad y merece la mayor 
de las protecciones. La familia, además, implica bienestar, pleno desarrollo y 
ejercicio de los derechos fundamentales de otro sujeto: el menor, cuya 
protección también se encuentra reforzada. Se trata, en palabras del jurista 
argentino Mario Ackerman, de volver a colocar la dignidad de la persona 
humana en el centro de la relación laboral y de dejar de verla como recurso. 
En el caso del padre trabajador y madre trabajadora, debe ofrecérsele tutela, 
protección y tratamiento adecuado, en tanto seres humanos padres y madres 
que se ponen a disposición de un empleador a fin de contar con una 
contraprestación debida que coadyuvará al sostenimiento de cada miembro de 
la familia.  
 
2. Cuando se aborda el tema de permisos de maternidad y paternidad, suele 
pensarse en la madre y el padre como los principales beneficiados. Sin 
embargo, se olvida que estos derechos de conciliación también están pensados 
en beneficio de los menores e impactan de distinta forma en cada uno de los 
miembros de la familia nuclear, dependiendo de si se ha mantenido o no la 




3. Debe existir un sinceramiento en relación a los permisos, puesto que el 
llamado “permiso por paternidad”, en realidad, es más un permiso por 
alumbramiento ―aunque el aumento a 10 días confunde un poco más el 
panorama―. De todos los permisos laborales, los únicos que pueden 
justificarse objetivamente son, en primer lugar, la hora de lactarios; en 
segundo, el permiso por lactancia; y, en tercer lugar, el permiso pre y 
postnatal. El primero —al ser un acto de extracción de leche—, lógicamente, 
es realizado de forma exclusiva por la madre. Sin embargo, tanto la lactancia 
como el permiso pre y postnatal no justificarían una diferenciación de 
permisos con el padre.  
 
Así, el descanso prenatal, de actualmente 49 días, al poderse acumular con los 
49 días de descanso postnatal, difumina un poco la finalidad de estos permisos. 
En ese sentido, la norma debería prever médicamente cuál es el tiempo que 
requiere una madre para dejar de trabajar, y proteger su salud y la del bebé. 
Sin embargo, el tiempo posterior, que si bien también es para la recuperación 
física y psicológica de la madre, se yuxtapone con el cuidado que debe 
proveérsele al niño, en especial, atendiendo a su especial situación de 
vulnerabilidad.  
 
En todo caso, más allá de la discusión teórica que puede existir entre los 
permisos parentales, de paternidad y maternidad, lo cierto es que este último 
implica no solo la recuperación física de la madre ―que es difícil de 
cuantificar temporalmente―, sino también el fomento del vínculo y la 
dedicación al cuidado y crianza del menor. Si no se desea hacer un distingo 
entre permisos parentales, por paternidad y maternidad, se podría tener un 
tratamiento similar ―y, consecuentemente, con duración similar o idéntica― 
en el permiso por paternidad, entendiendo que el padre también debe 
encargarse de realizar trámites administrativos relacionados con, por ejemplo, 
el parto; fomentar el vínculo con el recién nacido; y asistir a la madre durante 
el puerperio, en especial, en aquellos casos en que esta haya tenido un 
alumbramiento difícil. Por tanto, el permiso es aplicable a él también y, en 
todo caso, dado que ya ha habido un prolongado tiempo en el que ha sido la 
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madre la que ―históricamente― ha tenido que hacerse cargo, en forma 
exclusiva, de dicha labor, es razonable que ahora el padre se involucre en una 
medida no igual sino mayor en la crianza y cuidado de los niños.  
 
4. Es necesario buscar la equiparación en el tiempo de licencia laboral para los 
padres. Esto halla su justificación en i) el establecimiento de siete días de 
recuperación (aproximadamente) para la madre luego del parto, ii) la 
yuxtaposición de los siete días ya mencionados para la recuperación de la 
madre y el cuidado del recién nacido, y iii) el apoyo de la equiparación a 
disminuir la discriminación en razón de sexo y género.    
 
5. Las normas que permitan el teletrabajo, la flexibilización de la jornada del 
trabajo y la utilización de los días de vacaciones para conciliar, entre otras, al 
no atacar el statu quo, terminarán perpetuando aún más los roles de género y 
afectando aún más la plena incorporación de las mujeres al mercado de 
trabajo, pues, pese a ser generales, de no cambiarse las estructuras sociales y 
culturales, serán las madres las que las utilicen para conciliar lo que siempre 
han conciliado. Es decir, tiene un efecto adverso que menoscaba y limita a la 
mujer. Por tanto, se debe legislar, fomentar y educar en una cultura de 
corresponsabilidad social que implique a todos los actores sociales para 
conseguir que, por ejemplo, el padre vea como una obligación y un derecho 
tener que conciliar. Para ello, se deberá fiscalizar y fomentar el uso adecuado 
de estos permisos.  
 
Creemos que debería dársele un mayor permiso al padre —ya que no son 
suficientes los 10 días otorgados para “promover y fortalecer la familia”—. 
Así, comprendiendo adecuadamente el principio de igualdad, se podrá otorgar 
un permiso por nacimiento o paternidad —entendido en esos términos— y 
uno de descanso postnatal que sea exclusivamente para la recuperación física 
de la madre o, como hemos señalado, simplemente denominarlo permiso por 
paternidad, pero que tenga una duración considerablemente mayor y que 
quede claro que tiene ambas funciones. Además, se podrá tener permisos 
parentales igualitarios que tengan como finalidad el cuidado, crianza y 
desarrollo del menor. Otra posibilidad que proponemos, en todo caso, es tener 
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solo permisos parentales que incluyan tanto el permiso de paternidad como el 
de maternidad, dado que estos se sobreponen. Esta propugnación por 
permisos igualitarios no es una novedad: ya existe en otros países. Por 
ejemplo, en España, gradualmente se ha ido elevando los permisos, y desde 
este año 2021, ambos padres cuentan con  16 semanas —exclusivas, 
obligatorias, individuales e intransferibles―.  
 
Ahora bien, en el caso del permiso por lactancia, según la doctrina y la 
jurisprudencia ―ante el hecho de que dicho periodo no es exclusivo para esta 
tarea y ante la inclusión de la lactancia artificial―, su objetivo se ha 
distorsionado y, por ello, se debería otorgar dicho permiso a ambos padres, 
de manera que puedan compartir más tiempo con el niño y que, de este modo, 
la incorporación al trabajo sea paulatina. Así lo ha comprendido el reino de 
España mediante Real Decreto-Ley 6/2019, que sincera la finalidad y otorga 
la hora para el cuidado del lactante. Finalmente, es positivo que el Estado 
haya obligado a las empresas a implementar los lactarios, aunque se podrían 
evaluar otras medidas para el cuidado dentro del propio centro de trabajo, por 
ejemplo, las salas cuna —que estuvieron vigentes en nuestro país desde 1919 
hasta su derogación en 1995—.  
 
6. Quizá esto generará algo que ya la STC 26/2011 española advirtió ―y que 
nuestro Tribunal Constitucional, para el caso de la mujer, en las cuatro 
sentencias citadas ha reconocido― es decir, que la discriminación en el 
ámbito laboral ya no será por sexo; es decir, no afectará únicamente a las 
mujeres. Más bien, se podrían generar situaciones de discriminación por 
circunstancias familiares, en otras palabras, hacia aquellos trabajadores que 
sean padres. En consecuencia, un efecto podría ser la discriminación hacia los 
trabajadores ―indistintamente de su sexo y/o género― por decidir ejercer sus 
derechos y obligaciones parentales. Es decir, se podría generar una posible 
discriminación sistemática hacia padres y madres con responsabilidades 
familiares. No obstante, este será también un reto que se deberá afrontar en su 
debido momento, acompañado ―como indica el artículo 5, inciso a de la 
CEDAW― de la responsabilidad del Estado peruano de modificar los 
patrones socioculturales, prejuicios y prácticas consuetudinarias. Por ello, 
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hemos desarrollado lo que denominamos la “nueva cuestión social” y que 
necesariamente se deberá ser visualizada y enfrentada recordando que el 
derecho del trabajo siempre debe ser una herramienta en aras de salvaguardar 
a la persona que trabaja e impedir que la relación laboral pueda anular o 
menoscabar el pleno disfrute de los derechos humanos que le corresponden en 
tanto ciudadano, menos aún, cuando el ejercicio de estos tiene una implicancia 
en principios y derechos de tal envergadura como los que se relacionan con la 
corresponsabilidad y que tienen un impacto en la sociedad.  
 
Esto, en realidad, no se trata de nada más que de recordar que el trabajador no 
es un mero recurso, objeto patrimonial o mera mercancía, sino una persona 
humana que cuenta con aspiraciones, derechos y, evidentemente, 
responsabilidades familiares que la convierten en ciudadano, y padre o madre, 
que, si bien en virtud de un contrato de trabajo, se pone a disposición de su 
empleador para ofrecer su fuerza laboral, no deja de persona, ciudadano y 
menos aun progenitor. Es la tarea del derecho laboral efectuar este nuevo 
balance ―que, en realidad, debió ser desde el inicio―, pues, en palabras de 
Ackerman, para el caso de Argentina, donde también la legislación laboral 
delega a la mujer la asunción de las responsabilidades familiares, con lo que 
“es difícil no ver una discriminación ofensiva e inaceptable, que como tal, 
supone un agravio a la condición humana (pp. 141-142). Allí se abre paso y 
es necesario un estado garante para erradicar esta “nueva” discriminación 
hacia padres y madres que trabajan, labor que, a través del derecho, y, en 
particular, desde el derecho de familia y también el derecho del trabajo, deberá 
poner en el centro a la persona humana y su dignidad. 
 
7. Es necesario que, desde el plano legislativo, a la luz de la perspectiva de 
género y de niñez, se analicen, revisen, replanteen, modifiquen o deroguen 
las normas que, en virtud de esta nueva visión propia de los derechos 
humanos, generan discriminación sistemática, y, asimismo, que se 
promulguen las leyes necesarias para revertir esta situación. Desde el Poder 
Ejecutivo, se deberá acompañar dicha tarea con una decidida política pública 
de sensibilización, empoderamiento y revalorización de la familia, 
cumpliendo con el deber constitucional de fomentar y recordar la importancia 
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de la paternidad y maternidad responsables, y el deber y derecho de ambos 
padres para con las labores de cuidado de sus hijos.  
 
Esta labor deberá ser transversal a todo el aparato estatal y partir desde el 
sector educación para lograr su internalización por parte de los empresarios y 
de la sociedad en su conjunto. El Poder Judicial y el Tribunal Constitucional 
también tienen una perentoria responsabilidad social en tutelar 
adecuadamente los derechos de padres y madres que buscan hacer efectivo su 
derecho a la conciliación con corresponsabilidad, y deberán evitar enviar 
mensajes contradictorios o que terminen manteniendo el estado actual 
invisibilizando la real dimensión del problema y asumiendo, por ejemplo, que 
la conciliación es un tema solo de las mujeres que son madres trabajadoras. 
 
8. Un importante paso es visibilizar e internalizar que existen derechos y 
obligaciones internacionales y constitucionales que emanan del derecho a la 
conciliación con corresponsabilidad. En ese sentido, desde el Poder 
Legislativo deberá comenzar por poner en agenda este tema y presentar 
proyectos de ley que apunten a este objetivo conjunto. De lo revisado 
actualmente, al menos tres proyectos de ley ya han sido presentados y se 
encuentran en pleno desarrollo, como el Proyecto de Ley N.º 04215-2019-
CR, los proyectos N.º 3877/2014-CR y N.º 2065/2012-CR (que constituyen 
una necesaria modificación del artículo 4 de la ley de adopción), y el proyecto 
N.° 775/2016-CR. Estas medidas ahora dependen del Congreso para volverse 
realidad. Por su parte, es necesario que, desde el Ejecutivo, se tenga una firme 
postura a favor de la incorporación transversal de la perspectiva de género y 
que, por ejemplo, en la Política Nacional de Igualdad de Género aprobada 
mediante Decreto Supremo N.º 008-2019-MIMP, expresamente se reconozca 
que una de las causas de la discriminación estructural hacia la mujer es la falta 
de espacios de cuidado apropiados coincidentes con las jornadas laborales, 
que hacen que la responsabilidad del cuidado recaiga en la madre.  
 
También debe reconocerse expresamente, citando a la OIT, que “la falta de 
una oferta de cuidados también impacta a los hombres en torno a sus derechos 
y corresponsabilidad en el cuidado y crianza de sus hijas e hijos. (…) Sin una 
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apuesta por cuidados corresponsables, no es posible que la sociedad peruana 
avance hacia la igualdad de género y logre una real conciliación entre la vida 
laboral y familiar para todas las personas” (pp. 13-14). En el plano del TC, 
consideramos que las sentencias analizadas son un avance, pero denotan aún 
una deficiente comprensión del problema en su real dimensión. A nuestro 
parecer, pese a las buenas intenciones, continúa manteniendo el estado actual 
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